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cilia: Trabajo. 
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timado: Miguel Angel Yost.— Abogados: Doctores Bdo. Canto 

3%. Rosario y Ramón Pina Acevedo y Martínez . 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se- 

: 
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gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta.. 
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, e n 

 Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día pri-
mero del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta 

y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-

ción y 244  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú_ 
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pascual 
Palacios, español, mayor de edad, casado, escultor, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cé-
dula personal de identidad número 5414, serie lra., reno-
vada con el sello de R. I. No. 8145, contra sentencia dic-
tada, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, por 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo el vein-
tidós de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cu-
yo dispositivo se indica después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el doctor Bienvenido Canto y Rosario, portador 
de la cédula personal Número 16776, serie 47, renovada 
con el sello No. 22210, quien, por sí y por el doctor Ra-
món Pina Acevedo y Martínez, pprtador de la cédula nú-
mero 43139, serie lra., renovada con el sello No. 497, abo-
gados, ambos, del intimado que luego se menciona, dió lec-

tura a sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el Memorial de Casación presentado, el ocho de 

abril de mil novecientos cincuenta y tres, por el doctor 
Rafael de Moya Grullón, portador de la cédula número 
1050, serie 56, renovada con el sello No. 8871, abogado 
del demandante que no concurrió a la audiencia, memorial  

n  que se alegan las violaciones de la ley que luego se 
expresan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado, el dos de 
junio de mil novecientos cincuenta y tres, por los docto-
res Bienvenido Canto y Rosario y Ramón Pina Acevedo 
y Martínez, abogados de Miguel Angel Yost, dominicano, 
mayor de edad, soltero, "sinfinista", domiciliado y resi-
dente en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, por-
tador de la cédula número 37712, serie Ira., renovada con 
el sello No. 1161, parte demandada en casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 57 de la Ley No. 637, del 
año 1944; 606 y 691 del Código Trujillo del Trabajo; 141 
del código de Procedimiento Civil; 1 9, 24 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada consta lo 
que sigue: A), "que en ocasión de una demanda en pago 
de preaviso, etc., intentada por Miguel Angel Yost contra 
Pascual Palacios, el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción de este Distrito dictó en fecha 14 de julio del año 
en curso su sentencia, que tiene el siguiente dispositivo: 
`Primero: Que debe declarar, como al efecto declara, re-
suelto el contrato de trabajo intervenido entre los señores 
Miguel Angel Yost y Pascual Palacios, por causa de des-
pido injusto; Segundo: Que debe condenar, como al efec-
to condena, al señor Pascual Palacios, a pagarle al señor 
Miguel Angel Yost, un mes de salarios (RD$90.00) por con-
cepto de preaviso; Tercero: Que debe condenar, como 
al efecto condena, al señor Pascual Palacios, a pagarle al 
señor Miguel Angel Yost, dos meses de salarios (RD$180.- 
00 ) por concepto de auxilio de cesantía; Cuarto: Que 
debe condenar, como al efecto condena, al señor Pascual 
Palacios, a pagarle al señor Miguel Angel Yost, tres meses 
de salarios (RD$270.00) por concepto de daños y perjuicios; 
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en  que se alegan las violaciones de la ley que luego se 
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al efecto condena, al señor Pascual Palacios, a pagarle al 
señor Miguel Angel Yost, dos meses de salarios (RD$180.- 
00) por concepto de auxilio de cesantía; Cuarto: Que 
debe condenar, como al efecto condena, al señor Pascual 
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Quinto: Que debe condenar, como al efecto condena, 
al 

señor Pascual Palacios, a pagarle al señor Miguel Ang
el 

Yost, un mes de salarios (RD$90.00) como indemnización
> 

 de conformidad con lo que dispone el artículo 7 de la Ley 
No. 427 sobre vacaciones anuales; Sexto: Que ordena, co-
mo al efecto ordena, al señor Pascual Palacios a expedir 
al señor Miguel Angel Yost, el certificado a que se refie-
re el artículo 42 de la Ley No. 637 sobre Contratos de 
Trabajo; Séptimo: Que debe condenar, como al efecto 

condena, al mencionado señor Pascual Palacios, Palacios 
al pago 

de las costas del procedimiento"; B), que Pascual  
interpuso, en fecha veintidós- Ele julio de mil novecientos 

cincuenta y dos, recurso de alzada contra el falloadv 
dicho, 

mediante acto de alguacil, notificado a la parte ersa, 
que contenía estas conclusiones: "Primero: Que sea a

ñor
d-

mitido el recurso de apelación interpuesto por el se 

Pascual Palacios contra sentencia del Juzgo
ad de Paz de 

la Segunda Circunscripción del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, de fecha catorce (14) de junio de mil novecien-
tos cincuentidós, la cual le fué notificada por acto del 

mi-

nisterial 
Fernando J. Romero, Alguacil de Estrados de la 

Segunda Cámara Penal del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en fecha cinco (5) de julio del presente año, por 
haber sido interpuesto dentro del plazo indicado por la 

Segundo: Que se revoque en todas 
ley de la materia;  infundada, y, obrando por con-
sus partes dicha sentencia, elación de las condenacio -
trario imperio, se descargue la ap 
nes pronunciadas contra él, y, en consecuencia sean aco- se- 

" 
gidas las conclusiones presentadas por el recurrente, ero: 

ñor Pascual Palacios, ante el tribunal 
	Terc 

Que el intimado Miguel Angel Yost sea condenado al pago las 
de las costas de primera instancia y de apelación. Bajo  
más amplias reservas de derecho"; C), que la Cámara de 

lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins 
taltanciaiirs° 

del 

Distrito judicial de Santo Domingo conoció de 
	rec  
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el nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y dos, en 
audiencia pública en que el apelante concluyó, por órga-
no de su abogado apoderado, en la forma siguiente: "Pri-
mero: Que acojáis las conclusiones contenidas en el acto 
de apelación interpuesto por el señor Pascual Palacios, ins-
trumentado por el ministerial Horacio Ernesto Castro Ra-
mírez, Alguacil de Estrados de la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Distrito Judicial de Santo Domingo, contra 
sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción, de fecha 14 de julio de 1952; y Segundo: Que con-
cedáis a la parte que os dirige la palabra un plazo de Cin-
co días francos, para depositar un escrito de ampliación 
por ante la Secretaría de este Tribunal, justificativo de 
los motivos de este recurso"; y el abogado que representa-
ba a Miguel Angel Ydst concluyó en la forma siguiente: 
"UNICO: la ratificación de las conclusiones contenidas en 
el acto notificádole al Patrono Palacios en fecha 3 de Oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y dos. el cual acto ha 
sido depositado en secretaría"; "1 que las conclusiones de 
dicho acto son éstas): Primero: Que rechacéis el recur-
so de apelación interpuesto por mi requerido Señor Pas-
cual Palacios, por carecer de fundamento jurídico, por ser 
tanto bien interpretados los hechos como la ley en. la  Sen-
tencia apelada.— Segundo: Que actuando por propia au-
toridad, confirméis la sentencia apelada. Conforme las 
conclusiones, acogidas por el Tribunal a quo.— a) Conde-
nar a mi requerido a pagar a mi requeriente, los valores 
que 

le corresponden de pleno derecho, correspondiente al 
preaviso, conforme lo dispone el artículo 15 de la Ley 
.To. 637 sobre Contratos de Trabajo letra C y C lo corres-
pondiente a la cesantía conforme lo dispone. el artículo 16 de 

la misma Ley citada letra c., valores que ascienden_ a 
RD$90.00 noventa pesos oro, por pre-aviso, 30 días a RO$30. y 

RD$180 pesos oro al auxilio de cesantía, 60 días 
de a RD$3.00 c/u, igual a un total de 270 pesos oro (Dos- 
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io- 
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e l nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y dos, en 
audiencia pública en que el apelante concluyó, por órga-
no  de su abogado apoderado, en la forma siguiente: "Pri-
mero: Que acojáis las conclusiones contenidas en el acto 
de apelación interpuesto por el señor Pascual Palacios, ins-
trumentado por el ministerial Horacio Ernesto Castro Ra-
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cedais a la parte que os dirige la palabra un plazo de Cin- 
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el acto notificádole al Patrono Palacios en fecha 3 de Oc-
tubre de mil novecientas cincuenta y dos. el cual acto ha 
sido depositado en secretaría"; "(que las conclusiones de 
dicho acto son éstas): Primero: Que rechacéis el recur-
so de apelación interpuesto por mi requerido Señor Pas-
cual Palacios, por carecer de fundamento jurídico, por ser 
tanto bien interpretados los hechos como la ley en la Sen-
tencia apelada.— Segundo: Que actuando por propia au-
toridad, confirméis la sentencia apelada. Conforme las 
conclusiones, acogidas por el Tribunal a quo.— a) Conde-
nar a mi requerido a pagar a mi requeriente, los valores 
que le corresponden de pleno derecho, correspondiente al 
preaviso, conforme lo dispone el artículo 15 de la Ley 
No. 637 sobre Contratos de Trabajo letra C y C lo corres-
pondiente a la cesantía conforme lo dispone. el artículo 16 de 

la misma Ley citada letra c., valores que ascienden__ a RD$90.00 noventa pesos oro, por pre-aviso, 30 días a 
RDS30. y RD$180 pesos oro al auxilio de cesantía, 60 días 
de a RD$3 00 . c/u, igual a un total de 270 pesos oro (Dos- 
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cientos Setenta Pesos Oro).— b) Condenar a mi requerida 

a pagar a mi requeriente, los valores correspondientes a 
los salarios dejados de percibir, de acuerdo a las disposi-
ciones del artículo 37 de la Ley 637 sobre Contratos de 
Trabajo;— c) Condenar a mi requerido a extender a mi 
requeriente el certificado que reglamenta el artículo 42 de 

la citada Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo.— d) 
Condenar a mi requerido a pagar las costas, hasta la eje-
cución de la sentencia que intervenga, costas distraídas 
a favor del Dr. Bienvenido Canto y Rosario, por haberlas 
avanzado en su totalidad.— e) Condenar a mi requerido a 
pagarle a mi requeriente, el valor de las vacaciones en 
efectivo, por no habérselas otorgado no obstante el reque-
rimiento para las mismas, conforme lo dispone la Ley No. 
427 que reglamenta la materia con valor de RD$90.00 que 
es la indemnización prevista por la citada Ley.— Cuarto: 
Condenar a mi requerido al pago de las costas"; D), 
que el abogado apoderado del apelante presentó posterior-
mente, en escrito de réplica, estas conclusiones: "Prime-
ro: Que declaréis bueno y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el señor Pascual Palacios, de generales que 
constan, contra sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, de 
fecha 14 de julio del año mil novecientos cincuentidós, por 
medio del acto del ministerial Horacio Ernesto Castro Ra-
mírez Alguacil de Estrados de esa Cámara de lo Civil y 
Comercial, de fecha 22 de julio de 1952; Segundo: Que 
revoquéis en todas sus partes la sentencia supra mencio-
nada, y, obrando por contrario imperio decidáis de acuer-
do con el ordinal siguiente: Tercero: Que acojáis las con-
clusiones presentadas por la parte demandada ante el Tri-
bunal "a quo", hoy recurrente en apelación, por justas y 

reposar en prueba legal; Cuarto: Que condenéis al señor 
Miguel Angel Yost, parte que sucumbirá, al pago de las 
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costas, con distracción de ellas en favor del abogado ex-
ponente, quien las ha avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo pronunció en audiencia pública, el veinti-
dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, la 
sentencia ahora  impugnada, con el dispositivo que a con-
tinuación se copia: "Falla: Primero: Rechaza, por in-
fundado, el recurso de apelación interpuesto por Pascual 
Palacios contra la sentencia del Juez de Paz de la Segun-
da Circunscripción de este Distrito de Santo Domingo, de 
fecha 14 de Julio de 1952, dictada en favor de Miguel An-
gel Yost y, en consecuencia, Confirma la mencionada sen-
tencia en todas sus partes; Segundo: Condena la parte 
intimante al pago de las costas"; 

Considerando que el presente recurso presenta, en su 
apoyo, los medios siguientes: "Primer Medio.— Falta de 
base legal, esto es, violación a los artículos 141 del Código 
de Procedimiento Civil, 57 de la Ley No. 637 sobre Con-
tratos de Trabajo y 1315 del Código Civil"; "Segundo Me-
dio: Violación de la ley propiamente dicha, esto es, del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; "Tercer 
Medio: Falta de motivos y contradicción de los mismos, 
esto es, violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, en este aspecto"; 

Considerando, respecto del primer medio, en cuyo des-
arrollo se hace referencia, no sólo de los vicios señala-
dos en la enunciación de tal medio, sino de los artículos 
78 y 79 del Código Trujillo de Trabajo; que en el primer 
considerando de la sentencia impugnada se expresa que 
"la parte apelante ha pedido que se acojan las conclusiones 
presentadas ante el Juez a quo... las cuales se basan en 
que la demanda es injustificada en razón de haber des-
pedido el patrono Pascual Palacio a dicho trabajador por 
haberle roto en varias ocasiones piezas de muebles... lo 
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cientos Setenta Pesos Oro).— b) Condenar a mi requerida 
a pagar a mi requeriente, los valores correspondientes a 
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fecha 14 de julio del año mil novecientos cincuentidós, por 
medio del acto del ministerial Horacio Ernesto Castro Ra-
mírez Alguacil de Estrados de esa Cámara de lo Civil y 
Comercial, de fecha 22 de julio de 1952; Segundo: Que 
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nada, y, obrando por contrario imperio decidáis de acuer-
do con el ordinal siguiente: Tercero: Que acojáis las con-
clusiones presentadas por la parte demandada ante el Tri-
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reposar en prueba legal; Cuarto: Que condenéis al señor 
Miguel Angel Yost, parte que sucumbirá, al pago de las 

costas, con distracción de ellas en favor del abogado ex-
ponente, quien las ha avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santo Domingo pronunció en audiencia pública, el veinti-
dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, la 
sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a con-
tinuación se copia: "Falla: Primero: Rechaza, por in-
fundado, el recurso de apelación interpuesto por Pascual 
Palacios contra la sentencia del Juez de Paz de la Segun-
da Circunscripción de este Distrito de Santo Domingo, de 
fecha 14 de Julio de 1952, dictada en favor de Miguel An-
gel Yost y, en consecuencia, Confirma la mencionada sen-
tencia en todas sus partes; Segundo: Condena la parte 
intimante al pago de las costas"; 

Considerando que el presente recurso presenta, en su 
apoyo, los medios siguientes: "Primer Medio.— Falta de 
base legal, esto es, violación a los artículos 141 del Código 
de Procedimiento Civil, 57 de la Ley No. 637 sobre Con-
tratos de Trabajo y 1315 del Código Civil"; "Segundo Me-
dio: Violación de la ley propiamente dicha, esto es, del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; "Tercer 
Medio: Falta de motivos y contradicción de los mismos, 
esto es, violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, en este aspecto"; 

Considerando, respecto del primer medio, en cuyo des-
arrollo se hace referencia, no sólo de los vicios señala-
dos en la enunciación de tal medio, sino de los artículos 
78 y 79 del Código Trujillo de Trabajo; que en el primer 
considerando de la sentencia impugnada se expresa que 
"la parte apelante ha pedido que se acojan las conclusiones 
presentadas ante el Juez a quo... las cuales se basan en 
que la demanda es injustificada en razón de haber des-
pedido el patrono Pascual Palacio a dicho trabajador por 
haberle roto en varias ocasiones piezas de muebles... lo 
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despidió por causa justificada; y pidió la celebración de 
un informativo, el cual fué celebrado ante el Juez a quo"; 
que en el considerando segundo se consigna "que del es-
tudio del citado informativo el Tribunal no ha podido lle-
gar a la conclusión de la falta que se le imputa al trabaja-
dor y que se alega como causa justificativa del despido; 
que en primer término no resultan idóneos los lo un testigo 

m. 
a entender que el hecho de la rotura de la peza de , 
ra atribuida al trabajador, fué en la tarde y que 

ue la referiud 

pieza de madera era de unas seis pulgadas, 	
otr 

testigo expresa categóricamente que el hecho fué en 1 
mañana y que la mencionada pieza de maderá tenía 
tamaño de 17 pulgadas, en tanto que el testigo del contra 
informativo declaró que el asunto de la pieza de mader 
resultó el sábado en la tarde y que. el lunes el trabajado 
demandado le informó que querían pegarle la rotura d 

la. 
 pieza y el martes lo despidieron", y que "esa pieza d 

que acusan de que Yost rompió la cual yo rompí sin qu 
rer"; que, en segundo término, en la hipótesis de que se 
admitiera como cierto la rotura de la pieza a cargo del 

or las 
trabajador, este hecho no era sufic 	a juicio del i2ntetituir

, p 	circuns- 

tancias anejas que lo rodean, para cons
,  

Tribunal, una falta capaz de entrañar el despido"; que al ien-
ser comparados ambos considerandos se advierte que m que 
tras en el primero se establecía que el patrono

- alegaba  

la falta del trabajador consistía en "haberle roto en va-
rias ocasiones piezas de muebles", en el segundo se razona 
como si se hubiese tratado de la alegación de una sola ro-
tura en una única ocasión, pero sin determinar si ante el 
Juzgado que conocía de la apelación se hubiese compro-
bado que el caso fuera el segundo (una ieza rota) sola p 

y no el primero (rotura, en varias ocasiones de piezas 
de 

muebles); qué, en tales circunstancias, la Suprema Corte 
de JustiCia, llamada a verificar si se incurrió 

 la currió o no,  

violación de los Arts. 78, 2, y 79 del Código Trujillo de 
Trabajo y que tiene control sobre la calificación de la 
falta del trabajador que alegaba el patrono, no puede ejer-
cer ese control ni comprobar si existe o no la violación 
alegada, por no encontrarse precisados, en el fallo someti-
do a su examen, los hechos a los cuales la calificación de 
falta pudiera o no aplicarse; que no bastaba, para funda-
mentar suficientemente la decisión ahora atacada, el de-
clarar, como lo hace el Juzgado a quo, que "este hecho no 
era suficiente, por las circunstancias anejas que lo rodean, 
para constituir, a juicio del Tribunal, una falta capaz de 
entrañar el despido", pues en lo copiado no se precisa si 
se probó que se tratara de un solo hecho y no de varios, 
ni se indica cuáles eran las circunstancias anejas" que ro-
deaban, según el fallo a lo ocurrido, para que la jurisdic-
ción de casación estuviera en condiciones de verificar si 
los hechos imputados al trabajador constituían una falta; 
que la señalada deficiencia en la exposición de los hechos 
congtitutiva del vicio de falta de base legal, no se subsa-
naba con expresar, como lo ex-presa la Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santo Domingo, en el considerando cuarto 
de su fallo, "que los motivos dados por el Juez a quo en 
su sentencia son correctos en todos sus aspectos y también 
en cuanto al reclamo de las vacaciones pedidas por el de-
mandante", porque, en primer lugar, en el fallo del primer 
grado de jurisdicción no podría encontrarse establecida una 
circunstancia posterior a dicho fallo e independiente del 
mismo: la de que el segundo juez aplicase su juicio a 
un sólo hecho o a varios hechos sucesivos; y en segundo 
lugar, porque como el artículo 175 del Código Trujillo de 
Trabajo dispone que "el trabajador cuyo contrato termi-
ne por despido justificado, pierde el derecho de compen-
sación por vacaciones no disfrutadas", la validez de lo dis-
puesto sobre vacaciones dependerá de lo que sobre el des- 
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despidió por causa justificada; y pidió la celebración d
e' 

un informativo, el cual fué celebrado ante el Juez a quo"; 
que en el considerando segundo se consigna "que del es-
tudio del citado informativo el Tribunal no ha podido lle-
gar a la conclusión de la falta que se le imputa al trabaja-
dor y que se alega como causa justificativa del despido; 
que en primer término no resultan idóneos los testimonios 
producidos al respecto porque, por ejemplo un testigo da 
a entender que el hecho de la rotura de la pieza de made-
ra atribuida al trabajador, fué en la tarde y que la referida 
pieza de madera era de unas seis pulgadas, mientras otro 
testigo expresa categóricamente que el hecho fué en la 
mañana y que la mencionada pieza de madera tenía un 
tamaño de 17 pulgadas, en tanto que el testigo del contra- 

informativo declaró que el asunto de la piezael dtrabajador
e madera 

resultó el sábado en la tarde y que. el lunes  
demandado le informó que querían pegarle la rotura de 
la pieza y el martes lo despidieron", y que "esa pieza de 
que acusan de que Yost rompió la cual yo rompí sin que- 
rer"; que, en segundo término, en la hipótesis de que s 
admitiera como cierto la rotura de la pieza a cargo del 

or las 
trabajador, este hecho no era sufici2n 
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la falta del trabajador consistía en "haberle roto en va-
rias ocasiones piezas de muebles", en el segundo se razona 
como si se hubiese tratado de la alegación de una sola ro-, 

en una única ocasión, pero sin determinar si ante el 
tura  Juzgado que conocía de la apelación se hubiese compro-
bado que el caso fuera el segundo (una sola pieza rota) 
y no el primero (rotura, en varias ocasiones de piezas 
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muebles); que, en >tales circunstancias, la Suprema Corte 

de Justicia, llamada a verificar si se incurrió
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violación de los Arts. 78, 2, y 79 del Código Trujillo de 
Trabajo y que tiene control sobre la calificación de la 
falta del trabajador que alegaba el patrono, no puede ejer-
cer ese control ni comprobar si existe o no la violación 
alegada, por no encontrarse precisados, en el fallo someti-
do a su examen, los hechos a los cuales la calificación de 
falta pudiera o no aplicarse; que no bastaba, para funda-
mentar suficientemente la decisión ahora atacada, el de-
clarar, como lo hace el Juzgado a quo, que "este hecho no 
era suficiente, por las circunstancias anejas que lo rodean, 
para constituir, a juicio del Tribunal, una falta capaz de 
entrañar el despido", pues en lo copiado no se precisa si 
se probó que se tratara de un solo hecho y no de varios, 
ni se indica cuáles eran las circunstancias anejas" que ro-
deaban, según el fallo a lo ocurrido, para que la jurisdic-
ción de casación estuviera en condiciones de verificar si 
los hechos imputados al trabajador constituían una falta; - 
que la señalada deficiencia en la exposición de los hechos 
conátitutiva del vicio de falta de base legal, no se subsa-
naba con expresar, como lo expresa la Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santo Domingo, en el considerando cuarto 
de su fallo, "que los motivos dados por el Juez a quo en 
su sentencia son correctos en todos sus aspectos y también 
en cuanto al reclamo de las vacaciones pedidas por el de-
mandante", porque, en primer lugar, en el fallo del primer 
grado de jurisdicción no podría encontrarse establecida una 
circunstancia posterior a dicho fallo e independiente del 
mismo: la de que el segundo juez aplicase su juicio a 
un sólo hecho o a varios hechos sucesivos; y en segundo 
lugar, porque como el artículo 175 del Código Trujillo de 
Trabajo dispone que "el trabajador cuyo contrato termi-
ne por despido justificado, pierde el derecho de compen-
sación por vacaciones no disfrutadas", la validez de lo dis-
puesto sobre vacaciones dependerá de lo que sobre el des- 
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pido establezca el tribunal de envío, en virtud de la casa- 

ción que en seguida se dispone; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de 

la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de 
lecha veintidós de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; Segundo: 
Condena a Miguel Angel Yost, al pago de las costas, con 
distracción en favor del doctor Rafael de Moya Grullón, 
abogado del intimante, que ha afirmado haberlas avanza- 

do en su mayor parte. 
(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

.señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe• 
cha 27 de mayo de 1953. 

Materia: Penal. 

izecurrentes: Compañía Anóriima de Explotaciones Industriales y 
Leoncio Guzmán.— Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri- 
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se- 

, gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés- tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se- 
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
primero del mes de septiembre de mi] novecientos cin- 
cuenta y tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Res-tauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre-el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, sociedad co-
mercial, industrial y agrícola, constituida de conformidad 
con las leyes de la República Dominicana y con su domici-
lio social en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
Y por Leoncio Guzmán, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado en la común de San Cristóbal, 
portador de la cédula personal de identidad número 7899, 
serie 2, renovada con el sello de R. I. No. 4561, contra sen- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1663 BOLETÍN JUDICIAL 1662 

1 

pido establezca el tribunal de envío, en virtud de la casa-
ción que en seguida se dispone; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de 
fecha veintidós de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; Segundo: 
Condena a Miguel Angel Yost, al pago de las costas, con 
distracción en favor del doctor Rafael de Moya Grullón, 
abogado del intimante, que ha afirmado haberlas avanza-

do en su mayor parte. 
(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener al,  

.que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA lo DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha 27 de mayo de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Compañía Anóiiima de Explotaciones Industriales y 
Leoncio Guzmán.— Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
primero del mes de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Res-tauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre-el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, sociedad co-
mercial, industrial y agrícola, constituida de conformidad 
con las leyes de la República Dominicana y con su domici-
lio social en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
Y por Leoncio Guzmán, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado en la común de San Cristóbal, 
portador de la cédula personal de identidad número 7899, 
serie 2, renovada con el sello de R. I. No. 4561, contra sen- 
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tencia correccional dictada por la Corte de Apelación de 
San Cristóbal de fecha veintisiete de mayo de mil nove- 
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica luego; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Freddy Prestol Castillo, portador de la 
cédula No. 8401, serie 1, sello No. 14311, abogado de los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada 

en la Secretaría de la Corte a qua el dieciséis de junio de 
mil novecientos cincuenta y tres, a requerimiento del abo- 

gado de los recurrentes; 
Visto el memorial de casación de fecha treintiuno de 

julio del corriente año, suscrito por el Lic. Freddy Prestol 
Castillo, en el cual se invocan los medios que luego se in- 

dican; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 7 y 173 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 1202, 1382, 1384 y 1385 del Código Civil; 
52 del Código Penal; 1 y 3 del Código de Procedimiento 
Criminal; 61, 141 y 464 del Código de Procedimiento Ci-

vil; 1 9  v 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta le 
que sigue: A) "que en fecha catorce del mes de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y uno, el diputado José Pi-
mentel, en su calidad de Presidente de la 'Junta Protectora 
de Agricultores de la común de San Cristóbal, dirigió al 
Magistrado Procurador General de esta Corte un oficio, in-
formándole que los señores Teolinda Correa, Alfonso Brea, 
Aquiles Brea y Raymundo Moreno, domiciliados y resi- 
dentes en la sección de Duveaux, habían comparecido a 
la oficina de la referida Junta y expuesto que tanto ellos 

mo los señores Juan Santos, Marcelo Vizcaíno, Nicolás 
de los Santos y otros más estaban siendo compelidos por el 
Ingenio Caei a acandonar los predios agrícolas donde ellos 

'tienen sus residencias por más de cuarenta años"; B), que 
a consecuencia de lo que antecede, Leoncio Guzmán fué so-
metido a la acción de la justicia, bajo la inculpación del 
delito de devastación de cosechas en perjuicio de nume-
rosas personas; C), que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo, apoderado del caso, dic-
tó acerca del mismo en fecha veinticuatro de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Descarga al nom-
brado Leoncio Guzmán, de generales anotadas, por no ha-
ber cometido el delito que se le imputa; Segundo: Decla-
rando la competencia de este Tribunal para conocer y deci-
dir acerca de la demanda en reclamación de daños y per-
juicios intentada por la parte civil constituida contra el in-
culpado Leoncio Guzmán y la Compañía Anónima de Ex-
plotaciones Industriales, Rechaza dicha demanda, por im-
procedente y mal fundada; Tercero: Condena a la par-
te civil constituida a pagar en provecho del inculpado Leon-
cio Guzmán la suma de Un Peso Oro (RD$1.00), a título 
de indemnización, por haberlo solicitado dicho inculpado; 
y. Cuarto: Condena, además, a la parte civil constituida 
al pago de las costas civiles, declarando las penales de ofi-
cio"; D), que tanto la parte civil constituida que después 
será nombrada como el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal apelaron contra 
el fallo dicho, y la Corte expresada conoció del asunto, des-
pués de un aplazamiento, en audiencias de los días cua-
tro y cinco de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
dos, en los cuales el abogado de la parte civil presentó 
estas conclusiones: "Por las razones expuestas y las que se 
os ruega suplir los señores Aniceto Vallejo, Cornelio Va-
llejo, Carlos Vallejo, Ismael Vallejo, Carlira Vallejo, Joa- 
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tencia correccional dictada por la Corte de Apelación de 
San Cristóbal de fecha veintisiete de mayo de mil nove- 
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica luego; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Freddy Prestol Castillo, portador de la 
cédula No. 8401, serie 1, sello No. 14311, abogado de los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magislrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada 
en la Secretaría de la Corte a qua el dieciséis de junio de 
mil novecientos cincuenta y tres, a requerimiento del abo-

gado de los recurrentes; 

Visto el memorial de casación de fecha treintiuno de 
julio del corriente año, suscrito por el Lic. Freddy Prestol 
Castillo, en el cual se invocan los medios que luego se in-

dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- . 
liberado, y vistos los artículos 7 y 173 de la Ley de Regis 
tro de Tierras; 1202, 1382, 1384 y 1385 del Código Civil: 
52 del Código Penal; 1 y 3 del Código de Procedimiento 
Criminal; 61, 141 y 464 del Código de Procedimiento Ci- 
vil; 1° y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A) "que en fecha catorce del mes de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y uno, el diputado José Pi-
mentel, en su calidad de Presidente de la Junta Protectora 
de Agricultores de la común de San Cristóbal, dirigió al 
Magistrado Procurador General de esta Corte un oficio, in-
formándole que los señores Teolinda Correa, Alfonso Brea, 
Aquiles Brea y Raymundo Moreno, domiciliados y resi-
dentes en la sección de Duveaux, habían comparecido a 
la oficina de la referida Junta y expuesto que tanto ellos  

o los señores Juan Santos, Marcelo Vizcaíno, Nicolás 
los Santos y otros más estaban siendo compelidos por el 

genio Caei a acandonar los predios agrícolas donde ellos 
nen sus residencias por más de cuarenta años"; B), que 

'consecuencia de lo que antecede, Leoncio Guzmán fué so-
etido a la acción de la justicia, bajo la inculpación del 

elito de devastación de cosechas en perjuicio de nume-
sas personas; C), que el Juzgado de Primera Instancia 

el Distrito  Judicial de Trujillo, apoderado del caso, dic-

il 
acerca del mismo en fecha veinticuatro de marzo de 
novecientos- cincuenta y dos, una sentencia con el si-

guiente dispositivo: "Falla: Primero: Descarga al nom-
brado Leoncio Guzmán, de generales anotadas, por no ha-
ber cometido el delito que se le imputa; Segundo: Decla-
ando la competencia de este Tribunal para conocer y deci-

dir acerca de la demanda en reclamación de daños y per-
*Juicios intentada por la parte civil constituida contra el in-
ulpado Leoncio Guzmán y la Compañía Anónima de Ex-
lotaciones Industriales, Rechaza dicha demanda, por im-
rocedente y mal fundada; Tercero: Condena a la par-
e civil constituida a pagar en provecho del inculpado Leon-
'o Guzmán la suma de Un Peso Oro (RD$1.00), a título 

de indemnización, por haberlo solicitado dicho inculpado; 
, Cuarto: Condena, además, a la parte civil constituida 
1 pago de las costas civiles, declarando las penales de ofi-
lo"; D), que tanto la parte civil constituida que después 
ra nombrada como el Magistrado Procurador General 
la Corte de Apelación de San Cristóbal apelaron contra 

fallo dicho, y la Corte expresada conoció del asunto, des-
es de un aplazamiento, en audiencias de los días cua-
y cinco de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
, en los cuales el abogado de la parte civil presentó 
as conclusiones: "Por las razones expuestas y las que se 

0 -;. 
 ruega suplir los señores Aniceto Vallejo, Cornelio Va-

ltio, Carlos Vallejo, Ismael Vallejo, Carlira Vallejo, Joa- 
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quin Brea, Aquiles Brea, Alfonso Brea, Cecilio Brea, J osé 

Emiliano Brea, Rafael Brea, Mario Vizcaíno, Juan Vizcaí-
no, Bienvenido Vizcaíno, Vicente Correa, Teolinda Correa 
Luis Linares Correa, Narciso Rosario, Melitón Rosario Be-
llo, Nicolás de los Santos, Ramón Franco, de generales que 
constan, por órgano de los abogados infrascritos, concluyen 

muy respetuosamente pidiendo que os.  plazca: Decir, en he-

cho, que el señor Leoncio Guzmán, empleado del Ingenio 
Caei, propiedad de la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales, C. por A., se dirigió a la sección de Du-
veaux, y en calidad de Jefe de Potreros ordenó la destruc-
ción de alambres y demás mallas que servían de división 
a los distintos predios cultivados que tenían los moradores 
de esa región, arriba citados, quien dijo hacerlo cumplien-
do órdenes del Ingenio Caei. Decir, en hecho que este ac-
to del señor Leoncio Guzmán, trajo la confusión en el lu-
gar, dando oportunidad a que los animales de las personas 
que hacían esos trabajos, así como los de los propios mo-
radores penetran en los predios cultivados y destrozaron 
todas las siembras; Decir, en hecho que el señor Leoncio 
Guzmán, llevó a esos terrenos una gran cantidad de Bue-
yes del Ingenio Caei, los cuales sacaron los moradores pa-
ra evitar peligro en sus vidas y en la de sus hijos; y que 
también en esos mismos lugares, en estos últimos días se 
volvieron a soltar una gran cantidad de bueyes, teniendo 
que intervenir en dicho hecho las autoridades civiles y mi-
litares de la Provincia; Decir, en hecho que el señor Leon- 
cio Guzmán, ordenó y llevó grupos de hombres para cha- 
pear esos campos, a fin de evitar que los reclamantes obtu- 
vieran sustento por medio de la siembra, y de esta ma- 
nera se vieran obligados a salir dejando abandonadas sus 
mejoras y sus siembras; 'Decir, en hecho que esta forma 
de actuar el señor Leoncio Guzmán,produjo un daño a los 
reclamantes, a quienes despojó de sus cultivos y de sus 

medios de subsistencia, causándole grandes penurias; De: 
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cír, en hecho, que de la relación que hacen los testigos 
aportados por el Ingenio Caei, así como del propio incul-
pado reconocen todas que el reclamante Luis Correa, te-
nía un conuco de bastante valor y que ellos quisieron com-
prarle, que no compraron y que también destruyeron; y 
que en, este caso por la propia declaración del inculpado, 
se encuentra aquí perfectamente caracterizado el delito 
de devastación de cosecha; Decir, en hecho que además de 
las  pérdidas y peligros sufridos por los reclamantes, te-

/. nían éstos derecho a una indemnización por las inquietu- 
des, daños materiales y morales por los hechos realiza-
dos por el señor Leoncio Girmán, y el Ingenio Caei; De-
cir. en hecho, que entre el señor Leoncio Guzmán y la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, C. por 
A., existe una relación de amo a dependiente en el mo-
mento de los hechos o, según teoría de la apariencia, que 
las circunstancias mismas de los hechos había que presu-
mir esa relación de amo a dependiente; Decir, en derecho, 
que no solamente se es responsable del daño que causa un 
hecho suyo sino también del qué se causa por hechos de las 
:personas de quienes se debe responder; Decir, en derecho, 
que se es responsable del perjuicio que se ha causado, no 
-ólo por un hecho suyo, sino también por su negligencia o 
Inprudencia; Decir, en derecho, que por la razón de exis-
tir contratos de arrendamientos entre algunos de los re-

- clamantes y la Compañía Anónima de Explotaciones In- 
lustriales,  

 C. por A., no podía ésta preceder a :a tumba 
le las siembras sin llenar los requisitos que para esos ea- • 
m)s establecen los artículos 1738, 1739, 1742, 1743 y 1748 
del Código Civil, y 258 al 262 Ley de R. de Tierras; Por 
Tales Razones, y por las declaraciones que hacen los que-
rellantes de la cantidad de terrenos cultivados que tenía 
cada 

uno, así como el valor que le dan a sus cultivos, de 
la siguiente manera: Aniceto Vallejo, 200 tareas f RD$600.- 
°O), Cornelio Vallejo, 120 tareas, (RD$500.00), Carlos Va- 
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quin Brea, Aquiles Brea, Alfonso Brea, Cecilio Brea, J osé 

Emiliano Brea, Rafael Brea, Mario Vizcaíno, Juan Vizcaí-
no, Bienvenido Vizcaíno, Vicente Correa, Teolinda Correa 
Luis Linares Correa, Narciso Rosario, Melitón Rosario Be-
llo, Nicolás de los Santos, Ramón Franco, de generales que 
constan, por órgano de los abogados infrascritos, concluyen 
muy respetuosamente pidiendo que os plazca: Decir, en he-
cho, que el señor Leoncio Guzmán, empleado del Ingenio 
Caei, propiedad de la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales, C. por A., se dirigió a la sección de Du-
veaux, y en calidad de Jefe de Potreros ordenó la destruc-
ción de alambres y demás mallas que servían de división 
a los distintos predios cultivados que tenían los moradores 
de esa región, arriba citados, quien dijo hacerlo cumplien-
do órdenes del Ingenio Caei. Decir, en hecho que este ac-
to del señor Leoncio Guzmán, trajo la confusión en el lu-
gar, dando oportunidad a que los animales de las personas 
que hacían esos trabajos, así como los de los propios mo-
radores penetran en los predios cultivados y destrozaron 
todas las siembras; Decir, en hecho que el señor Leoncio 
Guzmán, llevó a esos terrenos una gran cantidad de Bue-
yes del Ingenio Caei, los cuales sacaron los moradores pa-
ra evitar peligro en sus vidas y en la de sus hijos; y que 
también en esos mismos lugares, en estos últimos días se 
volvieron a soltar tina gran cantidad de bueyes, teniendo 
que intervenir en dicho hecho las autoridades civiles y mi-
litares de la Provincia; Decir, en hecho que el señor Leon- 
cio Guzmán, ordenó y llevó grupos de hombres para cha- 
pear esos campos, a fin de evitar que los reclamantes obtu- 
vieran sustento por medio de la siembra, y de esta ma- 
nera se vieran obligados a salir dejando abandonadas sus 
mejoras y sus siembras; Decir, en hecho que esta forma 
de actuar el señor Leoncio Guzmán,produjo un daño a los 
reclamantes, a quienes despojó de sus cultivos y de sus 
medios de subsistencia, causándole grandes penurias; De: 

cir, en hecho, que de la relación que hacen los testigos 
aportados por el Ingenio Caei, así como del propio incul-
pado reconocen  todas que el reclamante Luis Correa, te-
nía un conuco de bastante valor y que ellos quisieron com-
prarle, que no compraron y que también destruyeron; y 
que en, este caso por la propia declaración del inculpado, 
se encuentra aquí perfectamente caracterizado el delito 
de devastación de cosecha; Decir, en hecho que además de 
las pérdidas y peligros sufridos por los reclamantes, te-
nían éstos derecho a una indemnización por las inquietu-
des, daños materiales y morales por los hechos realiza-
dos por el señor Leoncio Guzmán, y el Ingenio Caei; De-
cir. en hecho, que entre el señor Leoncio Guzmán y la 
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales. C. por 
A.. existe una relación de amo a dependiente en el mo-
mento de los hechos o, según teoría de la apariencia, que 
las circunstancias mismas de los hechos había que presu-
mir esa relación de amo a dependiente; Decir, en derecho, 
que no solamente se es responsable del daño que causa un 
hecho suyo sino también del que se causa por hechos de las 
;ersonas de quienes se debe responder; Decir, en derecho, 
que se es responsable del perjuicio qúe se ha causado, no 
010 por un hecho suyo, sino también por su negligencia o 

~prudencia; Decir, en derecho, que por la razón de exis-
"Tr contratos de arrendamientos entre algunos de tos re- 

antes y la Compañía Anónima de Explotaciones In- - 
..iales, C. por A., no podía ésta proceder a 'a tumba 
s siembras sin llenar los requisitos que para esos ca- 
btablecen los artículos 1738, 1739, 1742, 1743 y 1748 

del Código Civil, y 258 al 262 Ley de R. de Tierras; Por 
Tales Razones, y por las declaraciones que hacen los que- 
rellantes de la cantidad de terrenos cultivados que tenía 
cada uno, así como el valor que le dan a sus cultivos, de 
la siguiente manera: Aniceto Vallejo, 200 tareas 1 RD$600.- 
00 ), Cornelio Vallejo, 120 tareas, (RD$500.00), Carlos Va- 
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llejo, 140 tareas (RD$380.00), Ismael Vallejo, 50 tareas 
(RD$500.00), Carlita Vallejo, 200 tareas (RD$300.00), j oa_ 

quin Brea, 88 tareas 40 varas, (RD$600.00), Aquiles Brea, 
100 tareas (RD$500.00), Alfonso Brea, 150 tareas (RD$600.-
00), Cecilio Brea, 250 tareas (RD$750.00), Maximiliano 

Brea, 50 tareas (RD$400.00), Rafael Brea, 60 tareas (RDS. 
500.00), Mario Vizcaíno, 200 tareas, (RD$700.00), Juan Viz-
caíno, 70 tareas, (RD$460.00), Bienvenido Vizcaíno, 200 
tareas (RD$650.00), Vicente Correa, 80 tareas (RD$600.00), 
Teolinda Correa, 80 tareas (RD$450.00), Luis Linares Co-
rrea, 600 tareas (RD$700.00), Narciso Rosario Bello, 50 ta-
teas (RD$350.00), Melitón Rosario Bello, 110 tareas, (RD$- 
480.00), Nicolás de los Santos, 400 tareas (RDG600.00), 
Ramón Franco, 100 tareas (RD$450.00) pedimos muy res-
petuosamente condenar al señor Leoncio Guzmán, como 
autor directo de la falta y a la Compañía Anónima de Ex-
plotaciones Industriales, C. por A., como persona civilmen-
te responsable, al pago solidario; Primero: de las su-
mas indicadas, en las cuales han sido valoradas las cose-
Chas y cultivos por los reclamantes; Segundo: al pago 
de una indemnización global por valor de Quince Mil Pe-
sos Oro, (RD$15,000.00), como justa compensación por los 
daños sufridos, morales y materiales por los reclamantes; 
Tercero: Condenarlos al pago de las costas civiles del 
procedimiento de ambas instancias, con distracción en fa-
vor de los abogados, Doctores Víctor Manuel Mangual y 
Servio Ascanio Pérez Perdomo, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; el abogado de la Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales, puesta en causa como 
persona civilmente responsable, y del inculpado, concluyó 
así: "Se os ruega que os plazca fallar: En el aspecto pe-

nal: 1 9— Pronunciar el descargo del Sr. Leoncio Guzmán 

por no haber cometido el delito; 2°— En el aspecto civil: 
Principalmente: a) Declarando la incompetencia rationae 
materiae, para decidir el pedimento de la parte civil, en 

cuanto propone, sustancialmente, un litigio sobre terrenos 
registrados ante esta jurisdicción; o en todo caso porque 
la  demanda en daños y perjuicios tiene por fundamen-
to o vepsa sobre un pretendido derecho de propiedad de 
mejoras alegadas como devastadas, justiciables, exclusiva- 
mente, ante el Tz-ibunal de Tierras (art. 7 Ley Ref. de Tie- 
rras).— 	que consideréis procedente el sobreseímien- 

rtr°erl dst)ei
— 

 relativa a la propiedad de las mejoras ante el Trib. de Tie-
1fallo de la acción civil hasta que se decida la litis 

Tie- 
rras; b) Si lo estimáis más jurídico, decidir la declaración 
de incompetencia por tratarse de una acción civil que no 
podría tener otro fundamento que el daño causado por 
animales (art. 1385 C. Civil) y no por la persona acusada, 
propuesta al Tribunal correccional, incompetente (Sup. 
Corte Justicia B. J. No. 498 P. 132 y 133) Subsidiariamente 
a) Si estimáis pertinente retener el litigio por consideraros 
competente para decidirlo, Rechazar, por falta de funda-
mento, las susodichas conclusiones, a) en cuanto La Cía. 
An. de Exp. Inds. no ha cometido falta personal ni por vía 
de un preposé; b) en cuanto a la falta —perjuicio— come-
tido por animales, de terceros, no le es imputable al voto 
del art. 1385 del C. Civil; 3 9— Condenar a la parte civil 
qué sucumbe, al pago de las costas"; y el Ministerio Pú-
blico dictaminó en estos términos: "Somos de Opinión: 
Primero: Se declaren buenos y válidos los recursos de 
apelación; Segundo: Se confirme la sentencia en su as-
pecto penal en cuanto a que descargó al prevenido del de-
lito de Devastación de cosechas; Tercero: Dejar a la so-
berana apreciación el aspecto civil de este litigio; Cuar-
to: Se declaren de oficio las costas penales"; 

Ir Considerando que, en fecha veintisiete de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación 
de San Cristóbal pronunció en audiencia pública la deci-
sión ahora impugnada, con el dispositivo que a continua-
ción se copia: "Falla: Primero: Declara regulares y vá- 
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llejo, 140 tareas (RD$380.00), Ismael Vallejo, 50 tareas 
(RD$500.00), Carlita Vallejo, 200 tareas (RD$300.00), Joa-
quín Brea, 88 tareas 40 varas, (RD$600.00), Aquiles Brea, 
100 tareas (RD$500.00), Alfonso Brea, 150 tareas (RD$600.-
00), Cecilio Brea, 250 tareas (RD$750.00), Maximiliano 

Brea, 50 tareas (RD$400.00), Rafael Brea, 60 tareas (RD$-
500.00), Mario Vizcaíno, 200 tareas, (RD$700.00), Juan Viz-
caíno, 70 tareas, (RD$460.00), Bienvenido Vizcaíno,  200 

tareas (RD$650.00), Vicente Correa, 80 tareas (RD$600.00), 
Teolinda Correa, 80 tareas (RD$450.00), Luis Linares Co-
rrea, 600 tareas (RD$700.00), Narciso Rosario Bello, 50 ta-
l'eas (RD$350.00), Melitón Rosario Bello, 110 tareas, (RD$- 
480.00), Nicolás de los Santos, 400 tareas (RDG600.00), 
Ramón Franco, 100 tareas (RD$450.00) pedimos muy res-
petuosamente condenar al señor Leoncio Guzmán, como 
autor directo de la falta y a la Compañía Anónima de Ex-
plotaciones Industriales, C. por A., como persona civilmen-
te responsable, al pago solidario; Primero: de las su-
mas indicadas, en las cuales han sido valoradas las cose-
chas y cultivos por los reclamantes; Segundo: al pago 
de una indemnización global por valor de Quince Mil Pe-
sos Oro, (RD$15,000.00), como justa compensación por los 
daño1 sufridos, morales y materiales por los reclamantes; 
Tercero: Condenarlos al pago de las costas civiles del 
procedimiento de ambas instancias, con distracción en fa-
vor de los abogados, Doctores Víctor Manuel Mangual y 
Servio Ascanio Pérez Perdomo, 'quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; el abogado de la Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales, puesta en causa como 
persona civilmente responsable, y del inculpado, concluyó 
así: "Se os ruega que os plazca fallar: En el aspecto pe-

nal: 1 9— Pronunciar el descargo del Sr. Leoncio Guzmán 

por no haber cometido el delito; 2 9— En el aspecto civil: 

Principalmente: a) Declarando la incompetencia rationae 
materiae, para decidir el pedimento de la parte civil, en 
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cuanto propone, sustancialmente, un litigio sobre terrenos 
registrados ante esta jurisdicción; o en todo caso porque 
la  demanda en daños y perjuicios tiene por fundamen-
to o versa sobre un pretendido derecho de propiedad de 
mejoras alegadas como devastadas, justiciables, exclusiva-
mente, ante el Tribunal de Tierras (art. 7 Ley Ref. de Tie- 
rras).—  Salvo que consideréis procedente el sobreseimien- 
to del fallo de la acción civil hasta que se decida la litis 
relativa a la propiedad de las mejoras ante el Trib. de Tie- 
rras; b) Si lo estimáis más jurídico, decidir la declaración 
de incompetencia por tratarse de una acción civil que no 
podría tener otro fundamento que el daño causado por 
animales (art. 1385 C. Civil) y no por la persona acusada, 
propuesta al Tribunal correccional, incompetente (Sup. 
Corte Justicia B. J. No. 498 p. 132 y 133) Subsidiariamente 
a) Si estimáis pertinente retener el litigio por consideraros 
competente para decidirlo, Rechazar, por falta de funda-
mento, las susodichas conclusiones, a) en cuanto La Cía. 
An. de Exp. Inds. no ha cometido falta personal ni por vía 
de un preposé; b) en cuanto a la falta —perjuicio— come-
tido por animales, de terceros, no le es imputable al voto 
del art. 1385 del C. Civil; 3 9— Condenar a la parte civil 
qué sucumbe, al pago de las costas"; y el Ministerio Pú-
blico dictaminó en estos términos: "Somos de Opinión: 
Primero: Se declaren buénos y válidos los recursos de 
apelación; Segundo: Se confirme la sentencia en su as-
pecto penal en cuanto a que descargó al prevenido del de-
lito de Devastación de cosechas; Tercero: Dejar a la so-
berana apreciación el aspecto civil de este litigio; Cuar-
to: Se declaren de oficio las costas penales"; 

Considerando que, en fecha veintisiete de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación 
de San Cristóbal pronunció en audiencia pública la deci-
sión ahora impugnada, con el dispositivo que a continua-
ción se copia: "Falla: Primero: Declara regulares y vá- 
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lidos en cuanto a la forma los presentes recursos de ape-. 
lación; Segundo: Rechaza, en el aspecto civil, las conclu-
siones presentadas por el abogado del prevenido y de la 
persona civilmente responsable, por improcedentes y mal 
fundadas; Tercero: Confirma los ordinales 1ro. y 2do. 
de la sentencia apelada y cuyo dispositivo figura copiado 
en otro lugar del presente fallo, dictada en fecha 24 del 
mes de marzo del año 1952 por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo: a) en cuanto 
descargó al nombrado Leoncio Guzmán del delito que se 
le imputa de devastación de cosechas; y b) en cuanto de- 

claró 

 
 la competencia de dicho Juzgado para conocer y fa-

llar la demanda en reparación de daños y perjuicios in-
tentada por la parte civil constituida en centra del preve-
nido Leoncio Guzmán y de la persona civilmente respon-
sable, Compañía Anónima de Explotaciones Industriales,' 
C. por A.; Cuarto: Revoca los ordinales 2do., 3ro. y 
4to. de la antes expresada sentencia: a) en cuanto recha-
zó dicha demanda, en reparación de daños y perjuicios; b). 
en cuanto condenó a la parte civil constituida a pagar una 
indemnización de un peso en favor del señor Leoncio Guz- 

, mán; y c) en cuanto condenó a dicha parte civil al pago 
de las costas civiles; y, obrando por propia autoridad, con- , 

 dena a la Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les. C. por A., persona civilmente responsable y al in- 
culpado .Leoncio Guzmán. solidariamente al pago de 
una indemnización en provecho de la parte civil consti-; 
tuída, a justificar por estado, por los daños y perjuicios 
sufridos por estos últimos con el hecho cometido por el ref 
ferido inculpado Leoncio Guzmán; y Quinto: Conden 
a la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, 
por A., y al señor Leoncio Guzmán al pago de las costas d 
ambas instancias, con distracción de las relativas a la ac, 
ción civil a favor del abogado Dr. Víctor Manuel Mangual. 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 
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Considerando que el abogado que en nombre de los 
recurrentes, presentó el recurso de éstos, expuso, en el ac-
ta de declaración de tal recurso, que éste lo interpone "en 
razón de que no está conforme con la sentencia dictada por 
esta Corte y que el alcance y los medios en que funda di- 
cho recurso los hará valer oportunamente mediante escri-

'' to que depositará en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia"; y en el escrito así enunciado y que efectiva- 
mente fiié presentado el treinta y uno de julio de mil no-

, vecientos cincuenta y tres, pide, en primer término, que se 
le dé acta "de que limita el presente recurso al intimado 
Nicolás de los Santos por haber intervenido una transac-
ción entra los recurrentes y los demás intimados poste-
riormente a la declaración del recurso en la Secretaría 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal"; y por otra 
parte sol.icita la casáción del falld atacado y la condena-
ción de la parte adversa al pago de las costas, fundándose 
con estos medios: "Primer Medio: Violación del Art. 7 de 
la Ley de Registro de Tierras y los principios que rigen 
la competencia de atribución de los Tribunales Correccio-
nales"; "Segundo Medio: Violación del artículo 173 de la 
Ley de Registro de Tierras"; "Tercer Medio: Falsa apli-
cación del Art. 1385 del Código Civil"; "Cuarto Medio: 
Violación del Art. 1202 del Código Civil y del artículo 52 
_del Código Penal"; "Quinto Medio: Violación del artículo 
61 del Código de Procedimiento Civil y violación del ar-

-del artículo .464 del Código de Procedimiento Civil"; "Sex-
to Medio: Falsos motivos y desnaturalización de los he-
chos de la causa"; 

Considerando, en lo concerniente al primer medio, en 
el cual se alega que la decisión impugnada incurrió en la 
violación del artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras 
"3r de los principios que rigen la competencia de atribución 
'de los Tribunales Correccionales": que según los recurren-
tes, en los vicios señalados, y en el de la violación, "por 
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lidos en cuanto a la forma los presentes recursos de ape-
lación; Segundo: Rechaza, en el aspecto civil, las conclu-
siones presentadas por el abogado del prevenido y de la 
persona civilmente responsable, por imprccedentes y m ai 

fundadas; Tercero: Confirma los ordinales lro• y 2do. 
de la sentencia apelada y cuyo dispositivo figura copiado 
en otro lugar del presente fallo, dictada en fecha 24 del 
mes de marzo del año 1952 por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo: a) en cuanto 
descargó al nombrado Leoncio Guzmán del delito que se 
le imputa de devastación de cosechas; y b) en cuanto de- 1 

 claró la competencia de dicho Juzgado para conocer y fa-
llar la demanda en reparación de daños y perjuicios 
tentada por la parte civil constituida en centra del preve-
nido Leoncio Guzmán y de la persona civilmente respon-
sable, Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, 
C. por A.; Cuarto: Revoca los ordinales 2do., 3ro. y, 
4to. de la antes expresada sentencia: a) en cuanto recha-
zó dicha demanda, en reparación de daños y perjuicios; b) 
en cuanto condenó a la parte civil constituida a pagar una 
indemnización de un peso en favor del señor Leoncio Guz-
mán; y c) en cuanto condenó a dicha parte civil al paga' 
de las costas civiles; y, obrando por propia autoridad, con-1 
dena a la Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les. C. por A., persona civilmente responsable y al in-
culpado .Leoncio Guzmán, solidariamente al pago de' 
una indemnización en provecho de la parte civil consti-; 
tuída, a justificar por estado, por los daños y perjuicios 
sufridos por estos últimos con el hecho cometido por el re7 
ferido inculpado Leoncio Guzmán; y Quinto: Conden 
a la Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, C 

por A., y al señor Leoncio Guzmán al pago de las costas de 
ambas instancias, con distracción de las relativas a la aci. 
ción civil a favor del abogado Dr. Víctor Manuel Mangua 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 
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Considerando que el abogado que en nombre de los 
ectirrentes, presentó el recurso de éstos, expuso, en el ac-

ta de declaración de tal recurso, que éste lo interpone "en 
razón de que no está conforme con la sentencia dictada por 
sta Corte y que el alcance y los medios en que funda di-
o recurso los hará valer oportunamente mediante escri-
que depositará en la Secretaría de la Suprema Corte 

e Justicia"; y en -  el escrito así enunciado y que efectiva-
ente fúé presentado el treinta y uno de julio de mil no-
cientos cincuenta y tres, pide, en primer término, que se 
dé acta "de que limita el presente recurso al intimado 

icolás de los Santos por haber intervenido una transac-
c entra los recurrentes y los demás intimados poste-

Wormente a la declaración del recurso en la Secretaría 
'de la Corte de Apelación de San Cristóbal"; y por otra 
parte solicita la casáción del falló atacado y la condena-
ción de la parte adversa al pago de las costas, fundándose 
Con estos medios: "Primer Medio: Violación del Art. 7 de 
la Ley de Registro de Tierras y. los principios que rigen 
la competencia de atribución de los Tribunales Correccio-
nales"; "Segundo Medio: Violación del artículo 173 de la 
Ley de Registro de Tierras"; "Tercer Medio: Falsa apli-
cación del Art. 1385 del Código Civil"; "Cuarto Medio: 
.Violación del Art. 1202 del Código Civil y del artículo 52 
_del Código Penal"; "Quinto Medio: Violación del artículo 
.61 del Código de Procedimiento Civil y violación del ar-
-.del artículo .464 del Código de Procedimiento Civil"; "Sex-
to Medio: Falsos motivos y desnaturalización de los he-
chos de la causa"; 

Considerando, en lo concerniente al primer medio, en 
1 cual se alega que la decisión impugnada incurrió en la 

violación del artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras 
"3T de los principios que rigen la competencia de atribución 
e los Tribunales Correccionales": que según los recurren-
s, en los vicios señalados, y en el de la violación, "por 
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falsa aplicación" del artículo 3 del Código de Procedimien-
to Criminal, se incurrió porque para la admisión o el re-
chazamiento de la demanda de Nicolás de los Santos y 
compartes, constituídos en parte civil, era necesario que 
se decidiera, como cuestión previa, lo concerniente a la 
propiedad de las mejoras cuya destrucción era alegada en 
la demanda, y la solución de ese punto no podía ser dada 
por los tribunales ordinarios que funcionan correccional-
mente, como en la especie, sino por el Tribunal de Tierras, 
por tratarse de terrenos registrados; pero 

Considerando que la sentencia impugnada establece 
que "no se trata de un litigio sobre terrenos registrados 
ni tampoco de una demanda que tenga como fundamento 
la propiedad de mejoras que pueden dar lugar a` una de-
claratoria de incompetencia de la Corte para decidir el 
asunto o el sobreseimiento del conocimiento del mismo has-
ta tanto el Tribunal de Tierras decida sobre la propiedad 
de las citadas mejoras, sino que por el contrario se trata 
de una demanda puramente personal en reparación de da-
ños y perjuicios por la destrucción de cosechas pendientes 
de recolección, cuya propiedad en ningún momento le ha 
negado la Compañía intimada a los querellantes, que tie-
ne su fundamento en el hecho cometido por la persona del 
prevenido en el ejercicio de sus funciones de empleado 
de la Compañía y en cumplimiento de órdenes e instruc-
ciones que la misma le había dado, esto es, en el hecho 
de quitar, sin tomar las precauciones que la prudencia le 
indicaba, las cercas y las empalizadas de los terrenos pro-
piedad de la Compañía en los cuales los querellantes, lo 
virtud de un contrato de arrendamiento, tenían sus cose-

chas pendientes de recolección"; que lo que queda copia-
do evidencia que la base de las pretensiones de Nicolás de 
los Santos y compartes era el contrato de arrendamiento 
intervenido entre ellos y la Compañía Anónima de Ex -

plotaciones Industriales, contrato consignado por el Tribw 

nal de Tierras en el certificado de título expedido en fa-
vor de la Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les sobre los terrenos de que se trata, que se encuentra en-
tre los documentos sometidos k la Suprema Corte de Jus-
ticia; que, por lo que queda expresado, el primer medio 
carece de fundamento; 

Considerando, respecto del segundo medio, relativo a 
la alegada "violación del artículo 173 de la Ley de Regis- 
tro de Tierras"; que en sentido contrario a lo que se pre- 
tende en este aspecto del recurso, la Corte a qua, que ad-

' mitió como fundamento de las reclamaciones de las partes 
civiles el contrato de arrendamiento que estaba consigna- 
do en el certificado de título expedido en favor de la Corn-

il 
Pa   ñía Anónima de Exportaciones Industriales, con dicha 
admisión, lo que hizo fué acatar lo contenido en el repe- 
tido certificado de título, en lugar de desconocerlo; y una 
vez situada en ese terreno, estaba capacitada para orde-

. nar, como ordenó, la información testimonial que le sirvió 
para establecer que habían existido las mejoras de cuya 
destrucción se quejaban los arrendatarios; que, por lo tan-
to, el segundo medio se encuentra tan desprovisto de fun-
damento como el primero; 

Considerando, sobre el tercer medio, en el que se adu-
ce la violación, por la sentencia atacada, del artículo 1385 
del Código Civil y, subsecuentemente, del artículo 1382 
del mismo Código, porque no obstante disponer el prime-
ro de dichos cánones legales que "el dueño de un animal, 
o el que se sirve de él, por el tiempo de su uso, es res-
ponsable del daño que ha causado aquél, bien sea que es-
tu‘ iese bajo su custodia, o que se le hubiera extraviado o 
escapado", imputa a "la Compañía Anónima de Explo-
taciones Industriales, que no cometía falta alguna, puesto 
que realizaba un acto de propietario", y no a los dueños 
de los animales la responsabilidad concerniente al daño 
causado por los animales, del que se quejaba la parte civil; 
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falsa aplicación" del artículo 3 del Código de Procedimien-
to Criminal, se incurrió porque para la admisión o el re-
chazamiento de la demanda de Nicolás de los Santos y 
compartes, constituidos en parte civil, era necesario que 
se decidiera, como cuestión previa, lo concerniente a la 
propiedad de las mejoras cuya destrucción era alegada en 
la demanda, y la solución de ese punto no podía ser dad 
por los tribunales ordinarios que funcionan correccional-
mente, como en la especie, sino por el Tribunal de Tierras, 
por tratarse de terrenos registrados; pero 

Considerando que la sentencia impugnada establece 
que "no se trata de un litigio sobre terrenos registrados 
ni tampoco de una demanda que tenga como fundamento 
la propiedad de mejoras que pueden dar lugar a' una de-
claratoria de incompetencia de la Corte para decidir el 
asunto o el sobreseimiento del conocimiento del mismo has-
ta tanto el Tribunal de Tierras decida sobre la propiedad 
de las citadas mejoras, sino que por el contrario se trata 
de uña demanda puramente personal en reparación de da-
ños y perjuicios por la destrucción de cosechas Pendientes 
de recolección, cuya propiedad en ningún momento le ha 
negado la Compañía intimada a los querellantes, que tie-
ne su fundamento en el hecho cometido por la persona del 
prevenido en el ejercicio de sus funciones de empleado 
de la Compañía y en cumplimiento de órdenes e instruc-
ciones que la misma le había dado, esto es, en el hecho 
de quitar, sin tomar las precauciones que la prudencia le 
indicaba, las cercas y las empalizadas de los terrenos pro-
piedad de la Compañia en los cuales los querellantes, en 

virtud de un contrato de arrendamiento, tenían sus cose-

chas pendientes de recolección"; que lo que queda copia-
do evidencia que la base de las pretensiones de Nicolás de 
los Santos y compartes era el contrato de arrendamiento 
intervenido entre ellos y la Compañía Anónima de Ex- 

plotaciones Industriales, contrato consignado por el Tribu- 
-r- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1673 

nal de Tierras en el certificado de título expedido en fa-
vor de la Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les sobre los terrenos de que se trata, que se encuentra en-
tre los documentos sometidos zt la Suprema Corte de Jus-
ticia; que, por lo que queda expresado, el primer medio 
carece de fundamento; 

Considerando, respecto del segundo medio, relativo a 
la alegada "violación del artículo 173 de la Ley de Regis-
tro de Tierras"; que en sentido contrario a lo que se pre-
tende en este aspecto del recurso, la Corte a qua, que ad-
mitió como fundamento de las reclamaciones de las partes 
civiles el contrato de arrendamiento que estaba consigna-
do en el certificado de título expedido en favor de la Com- 
pañía Anónima de Exportaciones Industriales, con dicha 
admisión, lo que hizo fué acatar lo contenido en el repe- 
tido certificado de título, en lugar de desconocerlo; y una 
vez situada en ese terreno, estaba capacitada para orde- 
nar, como ordenó, la información testimonial que le sirvió 
para establecer que habían existido las mejoras de cuya 
destrucción se quejaban los arrendatarios; que, por lo tan-
to, el segundo medio se encuentra tan desprovisto de fun-
damento como el primero; 

Considerando, sobre el tercer medio, en el que se adu-
ce la violación, por la sentencia atacada, del artículo 1385 
del Código Civil y, subsecuentemente, del artículo 1382 
del mismo Código, porque no obstante disponer el prime-
ro de dichos cánones legales que "el dueño de un animal, 
o el que se sirve de él, por el tiempo de su uso, es res-
ponsable del daño que ha causado aquél, bien sea que es-
tuviese bajo su custodia, o que se le hubiera extraviado o 
escapado", imputa a "la Compañía Anónima de Explo-
taciones Industriales, que no cometía falta alguna, puesto 
que realizaba un acto de propietario", y no a los dueños 
de los animales la responsabilidad concerniente al daño 
causado por los animales, del que se quejaba la parte civil; 
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Considerando, sin embargo, que la decisión que es ob-
jeto del recurso que se examina se basa, para poner a car-
go de Leoncio Guzmán y de la Compañía arriba citada 
la responsabilidad civil del daño, en hechos positivamen-
te comprobados, que fueron realizados por el primero co-
mo empleado o apoderado de la segunda, hechos que die-
ron lugar a que los animales causaran los daños de que se 
trata; que sobre ésto expresa la decisión atacada, en su 
considerando octavo, "que, en la especie, a juicio de la Cor-
te, ha quedado establecida la relación de casualidad exi-
gida por el artículo 1382 del Código Civil entre la falta 
cometida por el prevenido Leoncio Guzmán y los daños y 
perjuicios causados a los querellantes constituidos en par-
te civil, así como la relación de comitente a preposé pre-
vista por el artículo 1384 del mismo Código entre la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales y el citada 
prevenido, suficiente para comprometer la responsabilidad 
de ambos"; que al fundarse así la Corte a qua en la com-
probación soberana de los hechos, por ella realizada, y en 
una calificación correcta de tales hechos, es evidente que 
no existen en su decisión los vicios alegados en el tercer 

medio; 
Considerando, en cuanto al medio cuarto, según cu-

yas alegaciones han sido violados los artículos 1202 del 
Código Civil y 52 del Código Penal, al pronunciarse la 
condenación solidaria del prevenido y de la Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales, al pago de la indem-
nuización consignada en el cuarto ordinal del dispoSitivo 

del fallo de que se trata; pero 
Considerando que, en la especie, de la indemnización 

debida a la parte civil era responsable íntegramente á 
prevenido, por ser el autor personal del daño, y era res-
ponsable íntegramente la Compañía Anónima de Explota-
ciones Industriales, como "amo o comitente" de aquél, por 
aplicación del artículo 1384 del Código Civil; que así, so;  

bre ambos pesaba una obligación in solidum; que, por lo 
tanto, la solidaridad pronunciada por el fallo, aunque es-
tuviese errada la denominación empleada, tenía el mismo 
efecto respecto del interés de los actuales recurrentes; que, 
por tanto, el presente medio debe ser rechazado por fal-
ta de interés para los recurrentes; 

Considerando, en lo relativo al quinto medio, en el 
cual lo alegado es que la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal admitió una demanda nueva, en violación de los ar-
tículos 61 y 464 del Código de Procedimiento Civil: que 
en sentido opuesto al de las pretensiones de los recurren-
tes, al haber apelado la parte civil "contra la sentencia 
dictada por este Juzgado" (el de San Cristóbal) "en fecha 
veinticuatro de los corrientes que d¿scargó al señor Leon-
cio Guzmán y a la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales" etc., según lo consigna el acta levantada el 
veintisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y dos 
por el Secretario del Juzgado de Primera Instancia de San 
Cristóbal sobre el recurso de alzada de las partes civiles 
mencionado en el fallo, tanto el prevenido como la perso-
na civilmente responsable quedaron puestas en causa en el 
segundo grado de jurisdicción, con las mismas calidades 
con que habían figurado en primera instancia; que el exa-
men de la sentencia atacada y el de la del Juzgado de 
Primera Instancia sobre cuya apelación falló aquélla, po-
ne de manifiesto lo que queda expresado; que, consecuen-
temente, al no haberse aceptado demando nueva alguna, 
ni en cuanto a las personas, ni en cuanto a la "causa", 
ni respecto a la "naturaleza del crédito" (aspectos de los 
alegatos de los recurrentes aducidos por éstos), el quinto 
medio debe ser rechazado; 

Considerando, en lo que se refiere al sexto 'y último 
medio: que en los hechos comprobados soberanamente por 
los jueces del fondo, mediante la ponderación de los me-
dios de prueba sometidos al debate, no se encuentra la 
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Considerando, sin embargo, que la decisión que es ob-
jeto del recurso que se examina se basa, para poner a car-
go de Leoncio Guzmán y de la Compañía arriba citada 
la responsabilidad civil del daño, en hechos positivamen-
te comprobados, que fueron realizados por el primero co-
mo empleado o apoderado de la segunda, hechos que die-
ron lugar a que los animales causaran los daños de que se 
trata; que sobre ésto expresa la decisión atacada, en su 
considerando octavo, "que, en la especie, a juicio de la Cor-
te, ha quedado establecida la relación de casualidad exi-
gida por el artículo 1382 del Código Civil entre la falta 
cometida por el prevenido Leoncio Guzmán y los daños y 
perjuicios causados a los querellantes condituídos en par-
te civil, así como la relación de comitente a preposé pre-
vista por el artículo 1384 del mismo Código entre la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales y el citado 
prevenido, suficiente para comprometer la responsabilidad 
de ambos"; que al fundarse así la Corte a qua en la com-
probación soberana de los hechos, por ella realizada, y en 
una calificación correcta de tales hechos, es evidente que 
no existen en su decisión los vicios alegados en el tercer 

medio; 
Considerando, en cuanto al medio cuarto, según cu-

yas alegaciones han sido violados los artículos 1202 del 
Código Civil y 52 del Código Penal, al pronunciarse la 
condenación solidaria del prevenido y de la Compañía Anó-
nima de Explotaciones Industriales, al pago de la indem-
nuización consignada en el cuarto ordinal del dispositivo 

del fallo de que se trata; pero 
Considerando que, en la especie, de la indemnización 

debida a la parte civil era responsable íntegramente el 
prevenido, por ser el autor personal del daño, y era res-
ponsable íntegramente la Compañía Anónima de Explota-
ciones Industriales, como "amo o comitente" de aquél, por 
aplicación del artículo 1384 del Código Civil; que así, so- 

bre ambos pesaba una obligación in solidum; que, por lo 
tanto, la solidaridad pronunciada por el fallo, aunque es-
tuviese errada la denominación empleada, tenía el mismo 
efecto respecto del interés de los actuales recurrentes; que, 
por tanto, el presente medio debe ser rechazado por fal-
ta de interés para los recurrentes; 

Considerando, en lo relativo al quinto medio, en el 
cual lo alegado es que la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal admitió una demanda nueva, en violación de los ar-
tículos 61 y 464 del Código' de Procedimiento Civil: que 
en sentido opuesto al de las pretensiones de los recurren-
tes, al haber apelado la parte civil "contra la sentencia 
dictada por este Juzgado" (el de San Cristóbal) "en fecha 
veinticuatro de los corrientes que d¿scargó al señor Leon-
cio Guzmán y a la Compañía Anónima de Explotaciones 
Industriales" etc., según lo consigna el acta levantada el 
veintisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y dos 
por el Secretario del Juzgado de Primera Instancia de San 
Cristóbal sobre el recurso de alzada de las partes civiles 
mencionado en el fallo, tanto el prevenido como la perso-
na civilmente responsable quedaron puestas en causa en el 
segundo grado de jurisdicción, con las mismas calidades 
con que habían figurado en primera instancia; que el exa-
men de la sentencia atacada y el de la del Juzgado de 
Primera Instancia sobre cuya apelación falló aquélla, po-
ne de manifiesto lo que queda expresado; que, consecuen-
temente, al no haberse aceptado demanda nueva alguna, 
ni en cuanto a las personas, ni en cuanto a la "causa", 
ni respecto a la "naturaleza del crédito" (aspectos de los 
alegatos de los recurrentes aducidos por éstos), el quinto 
medio debe ser rechazado; 

Considerando, en lo que se refiere al sexto y último 
edio: que en los hechos comprobados soberanamente por 

los jueces del fondo, mediante la ponderación de los me- 
os de prueba sometidos al debate, no se encuentra la 
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desnaturalización alegada por los recurrentes; que la afir 
mación de la Corte a qua de que las personas constituidas 
en parte civil eran arrendatarias de la compañía por aque-
llas demandada, tiene su firme fundamento en lo consigna:- 
do por el Tribunal de Tierras en el Certificado de Titul 
que se ha mencionado en el examen del segundo medio;„ 
que el fallo atacado presenta una motivación suficiente , 

 en hecho y en derecho, que sirve de base a su dispositivo, 
por todo lo cual el sexto y último medio debe ser desesg 
timado lo mismo que los que le preceden; 

Por tales motivos, Primero: Da acta a Leoncio Guz-
mán y a la Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les de que su recurso de casación contra la sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha veintisiete 
de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se encuentra copiado én otro lugar del presente fa-
llo, se limita "al intimado Nicolás de los Santos"; Se-
gundo: Rechaza dicho recurso, y condena a los recurren 
tes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-11110 

 Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera, Juan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los " 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifica.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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NTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

tencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Benefactor, de fecha 29 de junio de 1953. 

liateria: Penal. 

tecurrente: León Jiménez Merán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los .  Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro del mes de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1109 de 
la Independencia, 91 9  de la Restauración y 249 de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por León Ji-
ménez Merán, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la Sección de Cañafistol, 
de la común de San Juan de la Maguana portador de la 
cédula personal de identidad número 18942, serie 12, con 
sello número 1714960, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, de 
fecha veintinueve de junio de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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desnaturalización alegada por los recurrentes; que la afir 
mación de la Corte a qua de que las personas constituida 
en parte civil eran arrendatarias de la compañía por aqu.e 
Has demandada, tiene su firme fundamento en lo consigna-
do por el Tribunal de Tierras en el Certificado de Título , 

 que se ha mencionado en el examen del segundo medio: 
que el fallo atacado presenta una motivación suficiente 
en hecho y en derecho, que sirve de base a su dispositiv,, 
por todo lo cual el sexto y último medio debe ser dese: 
timado lo mismo que los que le preceden; 

Por tales motivos, Primero: Da acta a Leoncio Guz-
mán y a la Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les de que su recurso de casación contra la sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha veintisiete 
de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-1. 
sitivo se encuentra copiado én otro lugar del presente fa-
llo, se limita "al intimado Nicolás de los Santos"; Se-
gundo: Rechaza dicho recurso, y condena a los recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifica.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

NTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Benefactor, de fecha 29 de junio de 1953. 

teria: Penal. 

IZecurrente: León Jiménez Merán. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de -
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro del mes de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1109 de 
la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por León Ji-
ménez Merán, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la Sección de Cañafistol, 
de la común de San Juan de la Maguana, portador de la 
cédula personal de identidad número 18942, serie 12, con 
sello número 1714960, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, de 
fecha veintinueve de junio de mil novecientos cincuenta 
Y tres, cuyo dispositivo se indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, en fecha veintinueve de ju-

nio del corriente año; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 44, inciso 5, de la Ley No. 
990, sobre Cédula Personal de Identidad, de 1945, y 1 9;7 

24 y 27 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

- documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha veinte de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y tres, el raso de la Policía Nacional Santiago E. Ulloa, 
destacado en San Juan de la Maguana, levantó un acta de 
contravención, a cargo de León Jiménez Merán, en la cual 
expresa lo que sigue: "el que suscribe Raso Santiago Emi-
lio Ulloa, P. N. . ha comprobado especialmente que León 
Jiménez Merán... ha contravenido las disposiciones de 
la Ley por haber alterado su cédula personal de 4denti-
dad agregándole a la misma el segundo apellido Merán, 
escrito con lápiz. Según me expresó ese apellido también 
le corresponde, pero lo escribió con lápiz porque estaba 
muy borrado"; b) que sometido a la acción de la justicia, 
el Juzgado de Paz de la común de San Juan de la Magua-
na, apoderado del caso, dictó en fecha veinte de mayo del 
presente año una sentencia por medio de la cual condenó 
al inculpado a la pena de treinta días de prisión y RD$10.- 
00 de multa, por el hecho de alterar su cédula personal 
de identidad, y lo condenó, además, al pago de las costas; 
e) que contra esta sentencia interpuso el procesado recur-
so de apelación, en tiempo oportuno; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia im-
pugnada en casación es el que se copia a continuación: 
"Falla: Primero: que debe declarar y declara bueno 
y válido en la forma el presente recurso de apelación in- 

rpuesto por el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, a 
ombre y  representación del señor León Jiménez Merán, 

contra la sentencia número 722 de fecha 20 de mayo del 
resente año, 1953, dictada en contra de este último, por 

el delito de alterar su cédula personal de identidad, por 
el Juzgado de Paz de esta común de San Juan de la Ma-
guana, que lo condenó a pagar diez pesos oro de multa, 
a sufrir treinta días de prisión correccional y al pago de 
las costas; Segundo: En cuanto al fondo se confirma 
en todas sus partes la aludida sentencia y se condena al 
mencionado prevenido al pago de las costas de la presen-
te a lz a 

Considerando que al no haber señalado el recurrente 
ningún medio determinado al interponer su recurso de ca-
sación, procede examinar el fallo impugnado en todo cuan-
to concierna a su interés; 

Considerando que el Juzgado a quo, para condenar 
- al inculpado León Jiménez Merán por el delito de altera-

ción de su cédula personal de identidad, se limita a con-
firmar pura y simplemente la sentencia apelada, y ésta 
última sentencia se limita a su vez a dar por comprobado 
el hecho que se le imputa a dicho inculpado; pero 

Considerando que, en la especie, el inculpado ha ale- 
'_;ado, según se desprende del acta de contravención de que 
ya se ha hecho referencia, que él no alteró, sino que' acla- 

con lápiz el apellido Merán que se encuentra en su 
dula, alegato que ha debido ser ponderado por los jueces 

H fondo, en vista de la influencia que ello podría produ- 
r en la solución del caso; que. en consecuencia, al no ha-

berlo hecho así, el juez a quo ha dejado sin motivos la 
ntencia impugnada en este aspecto; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dic- 
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 

dicial de Benefactor en fecha veintinueve de junio de mil 
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AM: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, en fecha veintinueve de ju-

nio del corriente año; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 44, inciso 5, de la Ley No. 
990, sobre Cédula Personal de Identidad, de 1945, y 19;1- 
24 y 27 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha veinte de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y tres, el raso de la Policía Nacional Santiago E. Ulloa, 
destacado en San Juan de la Maguana, levantó un acta de 
contravención, a cargo de León Jiménez Merán, en la cual 
expresa lo que sigue: "el que suscribe Raso Santiago Emi-
lio Ulloa, P. N. . ha comprobado especialmente que León 
Jiménez Merán... ha contravenido las disposiciones de 
la Ley por haber alterado su cédula personal de 4denti-
dad agregándole a la misma el segundo apellido Meran, 
escrito con lápiz. Según me expresó ese apellido también 
le corresponde, pero lo escribió con lápiz porque estaba 
muy borrado"; b) que sometido a la acción de la justicia, 
el Juzgado de Paz de la común de San Juan de la Magua-
na, apoderado del 'caso, dictó en fecha veinte de mayo del 
presente año una sentencia por medio de la cual condenó 
al inculpado a la pena de treinta días de prisión y RD$10.- 
00 de multa, por el hecho de alterar su cédula personal 
de identidad, y lo condenó, además, al pago de las costas; 
c) que contra esta sentencia interpuso el procesado recur-
so de apelación, en tiempo oportuno; 

Considérando que el dispositivo de la sentencia im-
pugnada en casación es el que se copia a continuación: 
"Falla: Primero: que debe declarar y declara bueno 
y válido en la forma el presente recurso de apelación in- 

rpuesto por el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, a 
nombre y representación del señor León Jiménez Meran > 

 contra la sentencia número 722 de fecha 20 de mayo del 
presente año, 1953, dictada en contra de este último, por 
el delito de alterar su cédula personal de identidad, por 
el Juzgado de Paz de esta común de San Juan de la Ma-
guana, que lo condenó a pagar diez pesos oro de multa, 
a sufrir treinta días de prisión correccional y al pago de 
las costas; Segundo: En cuanto al fondo se confirma 
en todas sus partes la aludida sentencia y se condena al 
mencionado prevenido al pago de las costas de la presen-
t e alzada"; 

Considerando que al no haber señalado el recurrente 
ningún medio determinado al interponer su recurso de ca-
sación, procede examinar el fallo impugnado en todo cuan-
to concierna a su interés; 

Considerando que el Juzgado a quo, para condenar 
al inculpado León Jiménez Merán por el delito de altera-
ción de su cédula personal de identidad, se limita a con-
firmar pura y simplemente la sentencia apelada, y esta 
última sentencia se limita a su vez a dar por comprobado 
el hecho que se le imputa a dicho inculpado; pero 

Considerando que, en la especie, e] inculpado ha ale-
'ado, según se desprende del acta de contravención de que 
ya se ha hecho referencia, que él no alteró, sino que' acla-
o con lápiz el apellido Merán que se encuentra en su 
dula, alegato que ha debido ser ponderado por los jueces 

1 (1 fondo, en vista de la influencia que ello podría produ-
r en la solución del caso; que, en consecuencia, al no ha-

berlo hecho así, el juez a quo ha dejado sin motivos la 
entencia impugnada en este aspecto; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia die-
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
cial de Benefactor en fecha veintinueve de junio de mil 
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novecientos cincuenta y tres,•cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 

y Segundo: Declara las costas de oficio. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 

Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto CuriC hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. '(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

1681 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

i. 	Duarte, de fecha 10 de julio de 1953. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

1 

11;, 
Materia: Penal. 

limp
Recurrente: Etanislao Brito. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambro-
sio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar 
y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truji-
llo, distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9 

 de la Independencia, 919  de la Restauración y 249  de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Etanis-
lao arito, dominicano, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en la Sección de "Las Guáranas", jurisdicción de 
San Francisco de Macorís, portador de la cédula personal 
de identidad número 2668, serie 56, renovada con sello 
número 10999, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dictada en fecha 
diez de julio de mil novecientos cincuenta y tres, en gra-
do de apelación, y cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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novecientos cincuenta y tres,•cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 
Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curidt hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Duarte, de fecha 10 de julio de 1953. 

materia: Penal. 

Recurrente: Etanislao Brito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambro-
sio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar 
y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truji-
llo, distrito de Santo Domingo, hoy día cuatro del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9 

 de la Independencia, 919  de la Restauración y 249 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Etanis-
lao Brito, dominicano, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en la Sección de "Las Guáranas", jurisdicción de 
San Francisco de Macorís, portador de la cédula personal 
de identidad número 2668, serie 56, renovada con sello 
número 10999, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dictada en fecha 
diez de julio de mil novecientos cincuenta y tres, en gra-
do de apelación, y cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación le.. 
vantada el trece de julio de mil novecientos cincuenta y 
tres en la Secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2, letra b), 10. 14, y 17 de la 
Ley No. 1688, dél año 1948, reformada por la Ley No. 
1746 también de 1948, sobre Conservación Forestal y Ar-
boles Frutales, y artículos 1 y 71 de la Ley sobre Procedi-

miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
que en fecha diecinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y tres, el Guardabosques Emilio Ventura sorpren-
dió una infracción a la Ley No. 1688 sobre Conservación 
Forestal y Arboles Frutales,. levantando un acta en la cual 
se expresa que comprobó en el paraje Camú, sección "Las 
Guáranas", Común de San Francisco de Macorís, Provin-
cia Duarte, que el nombrado Etanislao Brito había culti-
vade la orilla del arroyo "Guisa" y tumbado una mata de 
aguacate sin permiso; b) que sometido Estanislao Brito a 
la acción de la justicia, fué apoderado del caso el Juzgado 
de Paz de la Común de San Francisco de Macorís, el cual 
lo decidió por su sentencia del doce de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y tres que condenó al prevenido a 
mes de prisión correccional, a RD$25.00 de multa y al p 
go de las costas, por haber violado los artículos 2 y 10 

la Ley No. 1688; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que 
debe Declarar y Declara, bueno y válido en la forma el pre-
sente recurso de apelación interpuesto por el preveni  

contra sentencia de fecha doce (12) de Mayo del año mil 
novecientos cincuenta y tres (1953) del Juzgado de Paz de 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo dice así: 'Pri-
mero: que declarar y declara al nombrado Etanislao Bri-
to, de generales que constan, culpable del delito de viola-
ción a los artículos 2 y 10 de la Ley No. 1688 y en conse-
cuencia lo condena al pago de una multa de RD$25.00 y a 
un mes de prisión; Segundo: Lo condena al pago de las cos 
tas' ; Segundo: En cuanto al fondo se rechaza el recurso 
y se confirma en todas sus partes la referida sentencia; 
Tercero: Que debe Condenar y Condena,• al prevenido al 
ago de las costas de su recurso"; 

Considerando que le Juez a quo, fundándose en prue-
as regularmente producidas en la instrucción de la cau-

sa, dió por comprobado que el prevenido Etanislao Brito 
realizó cultivos en la zona de 30 metros de una de las már-
genes del arroyo "Guiza", en el paraje "Camú", sección 
de "Las Guáranas", común de San Francisco de Macorís, 
provincia Duarte, y tumbó un árbol frutal, sin estar pro-
visto del permiso correspondiente; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
realizar cultivos en las riberas de los ríos y arroyos, en 
una faja de 30 metros de ancho, y del delito de destrucción 
de árboles frutales sin permiso legal, previstos en los artí-

los 2, letra b) y 10 de la Ley No. 1688, reformada por la 
y No. 1746, se encuentran reunidos en los hechos que el 
ez a quo comprobó y admitió de la manera antes indica-
; y que, al calificarlos de ese modo, e imponerle al in-
pado las penas mencionadas, en la sentencia impugna-
se hizo una correcta aplicación de la ley; 
Considerando que en sus demás aspectos el fallo im-

gnado no contiene vicio alguno que justifique .su casa- 
ón; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ción interpuesto por Etanislao Brito contra sentencia 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación le-
vantada el trece de julio de mil novecientos cincuenta y 
tres en la Secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delí 
berado, y vistos los artículos 2, letra b), 10. 14, y 17 de la 
Ley No. 1688, dél año 1948, reformada por la Ley No. 
1746 también de 1948, sobre Conservación Forestal y Ar-
boles Frutales, y artículos 1 y 71 de la Ley sobre Procedi-

miento de Casación; 4i 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
que en fecha diecinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y tres, el Guardabosques Emilio Ventura sorpren-
dió una infracción a la Ley No. 1688 sobre Conservacióib 
Forestal y Arboles Frutales,, levantando un acta en la cual 
se expresa que comprobó en el paraje Camú, sección "Li.- 
Guáranas", Común de San Francisco de Macorís, Provir 
cia Duarte, que el nombrado Etanislao Brito había culi 
vade la orilla del arroyo "Guisa" y tumbado una mz 
aguacate sin permiso; b) que sometido Estanislao Brito 
la acción de la justicia, fué apoderado del caso el Juzga. 
de Paz de la Común de San Francisco de Macorís, el cu 
lo decidió por su sentencia del doce de mayo de mil no' 
cientos cincuenta y tres que condenó al prevenido a 
mes de prisión correccional, a RDS25.00 de multa y al i. 

go de las costas, por haber violado los artículos 2 y,10 

la Ley No. 1688; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta p 'r 
el prevenido el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora - 
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Qi 
debe Declarar y Declara, bueno y válido en la forma el FI - 

sente recurso de apelación interpuesto por el prevenik-- 
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contra sentencia de fecha doce (12) de Mayo del año mil 
novecientos cincuenta y tres (1953) del Juzgado de Paz de 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo dice así: 'Pri-
mero: que declarar y declara al nombrado Etanislao Bri-
to, de generales que constan, culpable del delito de viola-
ción a los artículos 2 y 10 de la Ley No. 1688 y en conse- 
cuencia cuencia lo condena al pago de una multa de RD$25.00 y a 

r un mes de prisión; Segundo: Lo condena al pago de las cos 
."/ tas' ; Segundo: En cuanto al fondo se rechaza el recurso 
; y se confirma en todas sus partes la referida sentencia; 

Tercero: Que debe Condenar y Condena,- al prevenido al 
pago de las costas de su recurso": 

Considerando que le Juez a quo, fundándose en prue- 

I
bas regularmente producidas en la instrucción de la cau-
gia, dió por comprobado que el prevenido Etanislao Brito 
realizó cultivos en la zona de 30 metros de una de las már-
genes del arroyo "Guiza", en el paraje "Camú", sección 
de "Las Guáranas", común de San Francisco de Macorís, 

,iprovincia Duarte, y tumbó un árbol frutal, sin estar pro- 
visto del permiso correspondiente; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
realizar cultivos en las riberas de los ríos y arroyos, en 
una faja de 30 metros de ancho, y del delito de destrucción 
de árboles frutales sin permiso legal, previstos en los artí-
culos 2, letra b) y 10 de la Ley No. 1688, reformada por la 
Ley No. 1746, se encuentran reunidos en los hechos que el 
Juez a quo comprobó y admitió de la manera antes indica-
da; y que, al calificarlos de ese modo, e imponerle al in-
culpado las penas mencionadas, en la sentencia impugna-
da se hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en sus demás aspectos el fallo im-
~nado no contiene vicio alguno que justifique -su casa- --,  mon; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ón interpuesto por Etanislao Brito contra sentencia 
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MIME'  .1r 

del Juzgado de Primera Instancia. del Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha diez de julio de mil novecientos cincuen-
ta y tres, dictada en grado de apelación, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera 	 J. Tomás Mejía— 

Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.,— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma -

nuel A. Amiama.--  Ernesto Curiel hijo, Secretario Gen 

ral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-

ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo, 

• 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Juzgado 
vil y Comercial, del D. 
de marzo de 1953. 
	J. de Santo Domingo, de fecha 23 

de Primera Instancia, Cámara Ci- 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Lock Joint Pipe Company.— Abogado: Dr. Al-
berto Malagón. 

timado: Pedro Castro.-- Abogado: Dr. Julio César Castaños E. 

Dios Patria y Libertad. 
República Domincana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cua-
tro del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dictada en sentencia 

pú-ca, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Lock 
Joint Pipe Company, compañía de construcciones, con ofi-
cinas generales en East Orange, Nueva Jersey, Estados 
"Unidos de América, y con domicilio en Ciudad Trujillo, 
en el kilómetro 4% de la Carretera Duarte, representada 
Por John A. Tapley, norteamericano, casado, ingeniero, do-
miciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad serie lra., número 519988, 
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del Juzgado de Primera Instancia. del Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha diez de julio de mil novecientos cincuen-
ta y tres, dictada en grado de apelación, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera 	J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.-- A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma- 

nuel A. Amiama.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 

ral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo, 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DE 1953 

tencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia, Cámara Ci-
vil y Comercial, del D. J. de Santo Domingo, de fecha 23 
de marzo de 1953. 

ría: Trabajo. 

urrente: La Lock Joint Pipe Company.— Abogado: Dr. Al-
berto Malagón. 

ado: Pedro Castro.— Abogado: Dr. Julio César Castaños E. 

Dios Patria y Libertad. 

República Domincana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
tio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día cua-
tro del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dictada en sentencia pú-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Lock 
Joint Pipe Company, compañía de construcciones, con ofi-
cinas generales en East Orange, Nueva Jersey, Estados 
Unidos de América, y con domicilio en Ciudad Trujillo, 
en el kilómetro 4% de la Carretera Duarte, representada 
por John A. Tapley, norteamericano, casado, ingeniero, do-
miciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad serie lra., número 519988, 
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con sello de renovación número 224, contra sentencia de 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dic-
tada en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segun-
do grado, en fecha veintitrés de marzo de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

. Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Alberto Malagón, portador de la cédula 

personal de identidad serie 54, número 12485, con sello de 

renovación número 9128, abogado de la recurrente: en la 

lectura de sus -conclusiones; 
Oído el Dr. Julio César Castaños Espaillat, portador 

de la cédula personal de identidad serie 31, número 34196, 
con sello de renovación número 20783, abogado de la par-
te intimada, Pedro Castro, dominicano, mayor de edad, al-. 
bañil, casado, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo 
portador de la cédula personal de identidad número 12979, 
serie 1, sello número 115626, en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en Secreta 

ría por el Dr. Alberto Malagón, abogado de la recurrent 
en fecha ocho de abril de mil novecientos cincuenta y tre 
en el cual se invocan los medios que más adelante se • 

dican; 
Visto el memorial de defensa de fecha diez de ju 

de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el Dr. J 

lio César Castaños Espaillat, abogado de la parte intim 

da; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de 

berado, y vistos los artículos lo., 24, modificado, y 71, m 
dificado, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 1 
y 150 del Código de Procedimiento Civil; y 606, 607 y 6 
del Código Trujillo del Trabajo (Ley No. 2920 del 1951); 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: a) que en ocasión de una demanda en pago de pre-
aviso y otros fines, intentada por Pedro Castro contra la 
Lock Joint Pipe Company, el Juzgado de Paz de la Terce-
ra Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Domin-
go dictó su sentencia de fecha nueve de agosto del año 
mil novecientos cincuenta y dos, que tiene el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Que debe condenar, como en 
efecto condena, a la Lock Joint Pipe Co., a pagar al señor 
Pedro Castro, los salarios correspondientes a quince días 
por concepto de Pre-Aviso y diez días por concepto de Au-
xilio de Censantía; Segundo: Condenar, como en efcto con-
dena a la mencionada Lock Joint Pipe Co., al pago de los 
salarios dejados de percibir desde el lapso de la demanda 
a la fecha de la sentencia, de acuerdo al artículo 84 pá-
rrafo 3o.; Tercero: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, a la Lock Joint Pipe Co., al pago de las costas del 
procedimiento"; b) que contra la mencionada sentencia, 
por acto de alguacil de fecha veintidós de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y dos, interpuso recurso de ape-
lación la Lock Joint Pipe Company declarando que: "El 
objeto de esta apelación es pedir al tribunal apoderado, 
por todos los males y agravios que dicha sentencia cau-
sa a la Lock Joint Pipe Company, tanto por los motivos 
expuestos ante los primeros jueces como por todos los que 
podrán ser expuestos ante dicho tribunal, anular, refor-

ar o infirmar la sentencia mencionada y admitir las con-
usiones que presentará la Lock Joint Pipe Company an-

te dicha Cámara de lo Civil y Comercial; Declarar en con-
secuencia que las pretensiones del señor Pedro Castro son 
inadmisibles o mal fundadas y condenarlo al pago de las 
costas de ambas instancias"; c) que por acto de alguacil de 
fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos cincuen-
ta. y dos, Pedro Castro emplazó por ante la Cámara de ló 

'vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
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con sello de renovación número 224, contra sentencia de 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dic-
tada en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segun-
do grado, en fecha veintitrés de marzo de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

• Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Alberto Malagón, portador de la cédula 

personal de identidad serie 54, número 12485, con sello de 
renovación número 9128, abogado de la recurrente: en la 

lectura de sus -conclusiones; 
Oído el Dr. Julio César Castaños Espaillat, portador 

de la cédula personal de identidad serie 31, número 34196, 
con sello de renovación número 20783, abogado de la par-
te intimada, Pedro Castro, dominicano, mayor de edad, al- : 

bañil, casado, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula personal de identidad número 12979, 
serie 1, sello número 115626, en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en Secreta-

ría por el Dr. Alberto Malagón, abogado de la recurrente, 
en fecha ocho de abril de mil novecientos cincuenta y tres, 
en el cual se invocan los medios que más adelante se in 

dican; 
Visto el memorial de defensa de fecha diez de junio 

de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el Dr. Ju- 
lio César Castaños Espaillat, abogado de la parte intima

- 

da; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berado, y vistos los artículos lo., 24, modificado, y 71, mo-
dificado, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 141 
y 150 del Código de Procedimiento Civil; y 606, 607 y 659 
del Código Trujillo del Trabajo (Ley No. 2920 del 1951); 
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Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: a) que en ocasión de una demanda en pago de pre-
aviso y otros fines, intentada por Pedro Castro contra la 
Lock Joint Pipe Company, el Juzgado de Paz de la Terce-
ra Circunscripción del Distrito Judicial de Santo Domin-
go dictó su sentencia de fecha nueve de agosto del año 
mil novecientos cincuenta y dos, que tiene el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Que debe condenar, como en 
efecto condena, a la Lock Joint Pipe Co., a pagar al señor 
Pedro Castro, los salarios correspondientes a quince días 
por concepto de Pre-Aviso y diez días por concepto de Au-
xilio de Censantía; Segundo: Condenar, como en efcto con-
dena a la mencionada Lock Joint Pipe Co., al pago de los 
salarios dejados de percibir desde el lapso de la demanda 
a la fecha de la sentencia, de acuerdo al artículo 84 pá-
rrafo 3o.; Tercero: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, a la Lock Joint Pipe Co., al pago de las costas del 
procedimiento"; b) que contra la mencionada sentencia, 
por acto de alguacil de fecha veintidós de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y dos, interpuso recurso de ape-
lación la Lock Joint Pipe Company declarando que: "El 
objeto de esta apelación es pedir al tribunal apoderado, 
por todos los males y agravios que dicha sentencia cau-
sa a la Lock Joint Pipe Company, tanto por los motivos 
expuestos ante los primeros jueces como por todos los que 
podrán ser expuestos ante dicho tribunal, anular, refor-
mar o infirmar la sentencia mencionada y admitir las con-
clusiones que presentará la Lock Joint Pipe Company an-
te dicha Cámara de lo Civil y Comercial; Declarar en con-
secuencia que las pretensiones del señor Pedro Castro son 
inadmisibles o mal fundadas y condenarlo al pago de las 
costas de ambas instancias"; e) que por acto de alguacil de 
fecha dieciocho de noviembre de mil novecientos cincuen-
ta y dos, Pedro Castro emplazó por ante la Cámara de ló 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
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Distrito Judicial de Santo Domingo, en atribuciones de Tri-
bunal de Trabajo de segundo grado a la Lock Joint Pipe 
Company, a comparecer a la audiencia previamente fijada, 
por los motivos contenidos en el acto de emplazamiento, a 
los siguientes fines: "Primero: que la Lock Joint Pipe Co. 
sea declarada responsable de la ruptura del contrato de 
trabajo intervenido entre ella y mi requeriente, señor Pe-
dro Castro, después de haber éste trabajado por cuenta 
de ella durante ocho (8) meses, con salario de cuatro pe-
sos (RD$4.00 diarios; Segundo: que la Lock Joint Pipe Co., 
sea condenada al pago de las prestaciones correspondientes, 
por concepto de preaviso y auxilio de cesantía, en favor del 
señor Pedro Castro; Tercero: que la Lock Joint Pipe Co., 
sea condenada a pagar al señor Pedro Castro, como indem-
nización, lo que hubiera ganado como asalariado de ella, a 

partir de la demanda y hasta la intervención de una sen-
tencia definitiva; Cuarto: que la Lock Joint Pipe Co., sea 
condenada al pago de las costas, distraídas éstas en favor 
del abogado constituído, doctor Julio César Castaños Es-
paillat, por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
la Lock Joint Pipe Company, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- ,42 

dicial de Santo Domingo, en atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, pronunció la sentencia ahora im- 
pugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Ratifica el defecto pronunciado contra la Lock 
Joint Pipe Company, parte intimante, por falta de con-
cluir; Segundo: Declara injustificado el despido del traba-
jador Pedro Castro hecho por el ya mencionado patrono, 
y resuelto el contrato por culpa de éste, y en consecuen

-

cia lo Condena a pagarle los siguientes valores: a) los sa-
larios correspondientes a 12 días por concept? de preavi 
so y 10 días por concepto de auxilio de cesantía; b) los 

sa-

larios dejados de pagar correspondientes a 3 meses; tod  

ello calculado a base de RD$4.00 diarios; Tercero: Conde-
na, igualmente, a la Lock Joint Pipe Company al pago de 
las costas legales correspondientes, distraídas en favor del 
Dr. Julio César Castaños Espaillat quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente alega los siguientes 
medios de casación: "Primero: Violación y falsa aplicación 
de los artículos\ 141, 457 y 473 del Código de Procedimien-
to Civil y falta de base legal"; "Segundo: Violación y fal-
sa aplicación de los artículos 150 del Código de Procedi-
miento Civil y 1315 del Código Civil"; "Tercero: Viola-
ción del artículo 659 del Código Trujillo de Trabajo"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, invocada en el Pri- 
mer Medio, que es constante en el expediente: a) que la 
recurrente, la Lock Joint Pije Company presentó ante el 
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, que actuaba en sus atribucio-
nes de Tribunal de Trabajo de primer grado, en la audien-
cia celebrada para conocer de la demanda de Pedro Cas-
tro, las siguientes conclusiones: "Declarar prescrita dicha 
demanda por haber sido intentada fuera del plazo estable-
cido por el Código Trujillo de Trabajo, Subsidiariamen-
te, y en el muy improbable caso que no consideréis conve-
niente acoger esa petición, ordenar una comunicación, 

por 
sentencia, de los documentos que utilizará el demandante 
en apoyo de sus pretensiones"; b) que en la sentencia ren-
dida por el mencionado Juzgado se hace constar que 

los 
Doctores Alberto Malagón y Julio César Castaños Espaillat, 
en representación de ambas partes, enviaren una comuni-
cación de fecha cuatro de julio de mil novecientos cin-
cuentva y tres, en que manifestaban que, en interés de 
que dicho Tribunal estuviera "en condiciones de fallar el 
sondo de la demanda de que se trata", ellos renunciaban 
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Distrito Judicial de Santo Domingo, en atribuciones de Tri-
bunal de Trabajo de segundo grado a la Lock Joint Pipe 
Company, a comparecer a la audiencia previamente fijada, 
por los motivos contenidos en el acto de emplazamiento, a 
los siguientes fines: "Primero: que la Lock Joint Pipe Co. 
sea declarada responsable de la ruptura del contrato de 
trabajo intervenido entre ella y mi requeriente, señor Pe-
dro Castro, después de haber éste trabajado por cuenta 
de ella durante ocho (8) meses, con salario de cuatro pe-
sos (RD$4.00 diarios; Segundo: que la Lock Joint Pipe Co., 
sea condenada al pago de las prestaciones correspondientes, 
por concepto de preaviso y auxilio de cesantía, en favor del 
señor Pedro Castro; Tercero: que la Lock Joint Pipe Co., 
sea condenada a pagar al señor Pedro Castro, como indem-
nización, lo que hubiera ganado como asalariado de ella, a 
partir de la demanda y hasta la intervención de una sen-
tencia definitiva; Cuarto: que la Lock Joint Pipe Co., sea 
condenada al pago de las costas, distraídas éstas en favor 
del abogado constituído, doctor Julio César Castaños Es-
paillat, por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
la Lock Joint Pipe Company, la Cámara de lo Civil y Co-

mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, pronunció la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Ratifica el defecto pronunciado contra la Lo 
Joint Pipe Company, parte intimante, por falta de con-
cluir; Segundo: Declara injustificado el despido del traba-
jador Pedro Castro hecho por el ya mencionado patrono, 
y resuelto el contrato por culpa de éste, y en consecuen -

cia lo Condena a pagarle los siguientes valores: a) los sa-
larios correspondientes a 12 días por concepto de pa 
so y 10 días por concepto de auxilio de cesantía; b) los sa

o  
- 

larios dejados de pagar correspondientes a 3 meses; tod 

ello calculado a base de RD$4.00 diarios; Tercero: Conde-
na, igualmente, a la Lock Joint Pipe Company al pago de 
las costas legales correspondientes, distraídas en favor del 
Dr. Julio César Castaños Espaillat quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente alega los siguientes 
medios de casación: "Primero: Violación y falsa aplicación 
de los artículos\ 141, 457 y 473 del Código de Procedimien-
to Civil y falta .de base legal"; "Segundo: Violación y fal-
sa aplicación de los artículos 150 del Código de Procedi-
miento Civil y 1315 del Código Civil"; "Tercero: Viola-
ción del artículo 659 del Código Trujillo de Trabajo"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, invocada en el Pri-
mer Medio, que es constante en el expediente: a) que 

la 
recurrente, la Lock Joint Pije Company presentó ante el 
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, que actuaba en sus atribucio-
nes de Tribunal de Trabajo de primer grado, en la audien-
cia celebrada para conocer de la demanda de Pedro Cas-
tro, las siguientes conclusiones: "Declarar prescrita dicha 
demanda por haber sido intentada fuera del plazo estable-
cido por el Código Trujillo de Trabajo, Subsidiariamen-

_ te, y en el muy improbable caso que no consideréis conve-
niente acoger esa petición, ordenar una comunicación, por 
sentencia, de los documentos que utilizará el demandante 
en apoyo de sus pretensiones"; b) que en la sentencia ren-
dida por el mencionado Juzgado se hace constar que 

los 
Doctores Alberto Malagón y Julio César Castaños Espaillat, 
en representación de ambas partes, enviaren una comuni-
cación de fecha cuatro de julio de mil novecientos cin-
cuentva y tres, en que manifestaban que, en interés de 
que dicho Tribunal estuviera "en condiciones de fallar el 
fondo de la demanda de que se trata", ellos renunciaban 
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"a cualquier depósito de p-ruebas escritas, comunicación 

de documentos, defensas, etc." que hubieren sido solicita-
das; c) que el referido Juzgado de Paz acogió la demanda 
de Pedro Castro, en todas sus partes, por sentencia cuyo 
dispositivo ya ha sido transcrito sin motivar en su fallo, 
la desestimación de las conclusiones de la ahora recurrente 
Lock Joint Pipe Company, pero, de esa manera, rechazán-
dolas de modo implícito; d) que la Lock Joint Pipe Com-
pany apeló contra la mencionada sentencia, motivando su 
recurso en la forma que ya ha sido transcrita; e) que la 
Lock Joint Pipe Company hizo defecto por falta de con-
cluir al conocerse su recurso de apelación; y f) que Pedro 
Castro concluyó en la audiencia celebrada para conocer el 
recurso de apelación, de este modo: "Primero: Que la Lock 
Joint Pipe Co., sea declarada responsable de la ruptura del 
contrato de trabajo intervenido entre ella y el señor Pe-
dro Castro, después de haber éste trabajado por cuenta 
de ella durante ocho (8) meses, como albañil, con un sa-
lario de RD$4.00 diarios; Segundo: Que la Lock Joint Pi-
pe sea condenada al pago de las prestaciones correspon-
dientes, por concepto de Pre-Aviso y Auxilio de Cesantía, 
en favor del señor Pedro Castro; Tercero: Que la Lock 
Joint Pipe Co., sea condenada a pagar al señor Pedro Cas-
tro lo que éste hubiera ganado como asalariado de ella, 
a partir de la demanda y hasta la intervención de una sen-
tencia definitiva; Cuarto: Que la Lock Joint Pipe Co. sea 
condenada al pago de las costas, distraídas éstas en favor 
del abogado constituído, doctor Julio César Castaños Es- 
paillat, por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en caso de defecto del apelante si 
el intimado pide el descargo puro y simple de la apela-
ción, el tribunal debe limitarse a pronunciarlo sin exami-
nar el fondo del asunto; que, por el contrario, cuando el 
intimado, en vez de pedir el descargo de la apelación, con-
cluye al fondo, como ha ocurrido en el presente caso, en 
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que el intimado presentó las conclusiones que ya han si-
do transcritas, el tribunal está obligado a -'examinar el 
mérito de la apelación y, cuando ésta, como en el presente 
-caso en general, el juez está apoderado de todas la causa, 
de todas las conclusiones de la demanda, de todas las ex-
cepciones y defensas, sea que la sentencia atacada las ha-
ya aceptado o rechazado, y está obligado a dar motivos 
de hecho y de derecho que justifiquen su decisión; y, muy 
especialmente sobre aquellos puntos que como el alegado 
por la recurrente, hubieran podido variar, eventualmente, 
la suerte de la litis; que, en tales condiciones, al no dar 
motivos la sentencia impugnada acerca de la prescripción 
invocada en la jurisdicción del primer grado, subsistente 
en apelación, en virtud del efecto devolutivo de este re-
curso, violó el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictada en 
sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha veintitrés de marzo de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal; y Segundo: Con-
dena a la parte intimada al pago de las costas, cuya dis-
tracción se ordena en favor del Dr. Alberto Malagón, abo-
gado de la recurrente, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. -Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera. —Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-jo, Secretario General. 



1690 	 BOLETÍN JUDICIAL 

"a cualquier depósito de p-ruebas escritas, comunicación 

de documentos, defensas, etc." que hubieren sido solicita-
das; e) que el referido Juzgado de Paz acogió la demanda 
de Pedro Castro, en todas sus partes, por sentencia cuyo 
dispositivo ya ha sido transcrito sin motivar en su. fallo, 
la desestimación de las conclusiones de la ahora recurrente 
Lock Joint Pipe Company, pero, de esa manera, rechazán-
dolas de modo implícito; d) que la Lock Joint Pipe Com-
pany apeló contra la mencionada sentencia, motivando su 
recurso en la forma que ya ha sido transcrita; e) que la 
Lock Joint Pipe Company hizo defecto por falta de con-
cluir al conocerse su recurso de apelación; y f) que Pedro 
Castro concluyó en la audiencia celebrada para conocer el 
recurso de apelación, de este modo: "Primero: Que la Lock 
Joint Pipe Co., sea 'declarada responsable de la ruptura del 
contrato de trabajo intervenido entre ella y el señor Pe-
dro Castro, después de haber éste trabajado por cuenta 
de ella durante ocho (8) meses, como albañil, con un sa-

lario de RD$4.00 diarios; -  Segundo: Que la Lock Joint Pi-

pe sea condenada al pago de las prestaciones correspon-
dientes, por concepto de Pre-Aviso y Auxilio de Cesantía, 
en favor del señor Pedro Castro; Tercero: Que la Lock 
Joint Pipe Co., sea condenada a pagar al señor Pedro Cas-
tro lo que éste hubiera ganado como asalariado de ella, 
a partir de la demanda y hasta la intervención de una sen-
tencia definitiva; Cuarto: Que la Lock Joint Pipe Co. sea 
condenada al pago de las costas, distraídas éstas en favor 
del abogado constituído, doctor Julio César Castaños Es-
paillat, por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en caso de defecto del apelante si 
el intimado pide el descargo puro y simple de la apela-
ción, el tribunal debe limitarse a pronunciarlo sin exami-
nar el fondo del asunto; que, por el contrario, cuando el 
intimado, en vez de pedir el descargo de la apelación, con-
cluye al fondo, como ha ocurrido en el presente caso, en 
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que el intimado presentó las conclusiones que ya han si-
do transcritas, el tribunal está obligado a - -examinar el 
mérito de la apelación y, cuando ésta, como en el presente 
caso en general, el juez está apoderado de todas la causa, 
de todas las conclusiones de la demanda, de todas las ex-
cepciones y defensas, sea que la sentencia atacada las ha-
ya aceptado o rechazado, y está obligado a dar motivos 
de hecho y de derecho que justifiquen su decisión; y, muy 
especialmente sobre aquellos puntos que como el alegado 
por la recurrente, hubieran podido variar, eventualmente, 
la suerte de la litis; que, en tales condiciones, al no dar 
motivos la sentencia impugnada acerca de la prescripción 
invocada en la jurisdicción del primer grado, subsistente 
en apelación, en virtud del efecto devolutivo de este re-
curso, violó el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictada en 
sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha veintitrés de marzo de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal; y Segundo: Con-
dena a la parte intimada al pago de las costas, cuya dis-
tracción se ordena en favor del Dr. Alberto Malagón, abo-
gado de la recurrente, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. -Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera. —Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-jo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran e nsu encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 28 de abril de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leonardo Amor.— Abogados: Drea. Froilán Tavares 

hijo, Froilán J. R. Tavares y Margarita A. Tavares. 

interviniente: Marino S. Mejía.— Abogados: Lic. Milciades Duluc 

y Dr. Atilano Reynoso Duarte. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do- 

t- mingo, hoy día ocho del mes de septiembre de mil nove- F 

 „NI
cientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9 

 de la Restauraación y 2V de la Era de Trujillo, dicta en 
audienciaa públicaa, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonardo 
Amor, español, soltero, propietario-rentista, domiciliado en 
Ciudad Trujillo, portador de la cédula apersoñal de iden-
tidad No. 30402, serie 1, sello No. 426, contra sentencia 

. 

	

	. de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, ide 
fecha veintiocho de abril del corriente año, cuyo dis- 

: Positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran e nsu encabezamiento

,  en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 28 de abril de 1953. 

-Materia: Penal. 

.Recurrente: Leonardo Amor.— Abogados: Dres. Froilán Tavares 
hijo, Froilán J. R. Tavares y Margarita A. Tavares. 

rviniente: Marino S. Mejía.— Abogados: Lic. Milciades Duluc 

y Dr. Atilano Reynoso Duarte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día ocho del mes de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9 

 de la Restauraación y 249 de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencias públicaa, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonardo 
Amor, español, soltero, propietario-rentista, domiciliado en 
Ciudad Trujillo, portador de la cédula apersoñal de iden-
tidad No. 30402, serie 1, sello No. 426, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, ¡de 
fecha veintiocho de abril del corriente año, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Froilán Tavares hijo, portador de la cé-

dula personal de identidad No. 2701, serie 23, sello 9085, 
por sí y en representación de los doctores Margarita A. Ta-
vares, portadora de la cédula personal de identidad No. 
30652, serie 1, sello No. 22633, y Froilán J. R. Tavares, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 45081, serie 

1, sello 9056, abogados del recurrente, en la lectura de sus 

conclusiones; 
Oído el Lic. Milcíades Duluc, portador de la cédula 

personal de identidad No. 3805, serie 1, sello No. 21008, y el 
Dr. Atilano Reynoso Duarte, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 7518, serie 56, sello No. 20442, aboga-
dos de la parte civil interviniente, Marino S. Mejía, do-
minicano, casado, empleado público, domiciliado en esta 
ciudad, portador de la cédula personal de identidad No. 
47, serie 4, sello 4100, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha quince de mayo del corriente año, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha ocho 
de julio del corri4nte año por los abogados del recurrente, 
en el cual, no obstante el carácter general del recurso, se 
invocan, especialmente, los siguientes medios: "Primer me-
dio de casación: Violación de los artículos 42 de la Constitu

-

ción, 4 del Código Penal, 17 y 18 del Decreto 5541, del 18 
de diciembre de 1948, reformados por el Decreto 5651, del 
15 de febrero de 1949; falsa aplicación de los artículos 3 de 
la Ley 1655 de 1948, 2 del Decreto 5541 de 1948 y del De-
creto 6823 de 1950"; "Segundo medio de casación: Viola- 

ción 	

). 

 del artículo 455 del Código de Procedimiento Crimi- 
nal"; "Tercer medio de casación: Violación de los artículos 
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30 y 31 del Código de Procedimiento Criminal"; "Cuarto 
medio de casación: Violación de los artículos 1315 y 1382 
del Código Civil"; "Quinto medio de casación: Desnatura-
lización de los hechos de la causa", y "Sexto medio de ca-
sación: Falta de base legal; falta de motivos; contradic-
ción de motivos"; 

Visto el escrito de intervención presentado en fecha 
ocho de julio del corriente año por el Lic. Milcíades Duluc 
y el Dr. Atilano Reynoso Duarte, abogados del intervinien-
te; o 

Visto el auto dictado por el Magistrado Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia de fecha diecisiete de agosto 
del corriente año, llamando al Magistrado Lic. Manuel A. 
Amiama para completar la mayoría en la deliberación y 
fallo del presente recurso, en vista de la inhibición de los 
Magistrados licenciados Juan Tomás Mejía y Néstor Con-_ 
tín Aybar; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el artículo 42 de la Constitución, y los De-
cretos Nos 2263, de 1944; 2760, de 1945; 2772, de 1945; los 
artículos 17 y.18 de los Decretos Nos. 5541, de 1949, y 5651, 
de 1950; 3 de la Ley 1655, de 1948; 4 del Código Penal; 
y 1, 47 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 11 que 
en fecha nueve de octubre de mil novecientos cincunta y 
dos, el Magistrado Procurador Fiscal de la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, levantó un acta que copiada 
textualmente dice así: "En la ciudad de Ciudad Trujillo, D. 
S. D. a los nueve días del mes de octubre del año mil no-
vecientos cincuenta y dos, siendo las nueve de la mañana 
por ante Nos. Dr. Juan Tomás Mejía Féliú, Procurador Fis-
cal, lra., Cámara Penal de Ciudad Trujillo, D. S. D., com-
pareció la señora María Consuelo Santana de Mejía, Céd. 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Froilán Tavares hijo, portador de la cé-

dula personal de identidad No. 2701, serie 23, sello 9085, 
por sí y en representación de los doctores Margarita A. Ta-
vares, portadora de la cédula personal de identidad No. 
30652, serie 1, sello No. 22633, y Froilán J. R. Tavares, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 45081, serie 
1, sello 9056, abogados del recurrente, en la lectura de sus 

conclusiones; 
Oído el Lic. Milcíades Duluc, portador de la cédula 

personal de identidad No. 3805, serie 1, sello No. 21008, y el 
Dr. Atilano Reynoso Duarte, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 7518, serie 56, selle No. 2M42, aboga-
dos de la parte civil interviniente, Marino S. Mejía, do-
minicano, casado, empleado público, domiciliado en esta 
ciudad, portador de la cédula personal de identidad No. 
47, serie 4, sello 4100, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha quince de mayo del corriente año, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha ocho 
de julio del corrinte año por los abogados del recurrente, 
en el cual, no obstante el carácter general del recurso, se 
invocan, especialmente, los siguientes medios: "Primer me- 
dio de casación: Violación de los artículos 42 de la Constitu-
ción, 4 del Código Penal, 17 y 18 del Decreto 5541, del 18 
de diciembre de 1948, reformados por el Decreto 5651, del 
15 de febrero de 1949; falsa aplicación de los artículos 3 de 
la Ley 1655 de 1948, 2 del Decreto 5541 de 1948 y del De-
creto 6823 de 1950"; "Segundo medio de casación: Viola-
ción del artículo 455 del Código de Procedimiento Crimi-
nal"; "Tercer medio de casación: Violación de los artículos 

30 y 31 del Código de Procedimiento Criminal"; "Cuarto 
medio de casación: Violación de los artículos 1315 y 1382 
del Código Civil"; "Quinto medio de casación: Desnatura-
lización de los hechos de la causa", y "Sexto medio de ca-
sación: Falta de base legal; falta de motivos; contradic-
ción de motivos"; 

Visto el escrito de intervención presentado en fecha 
ocho de julio del corriente año por el Lic. Milcíades Duluc 
y el Dr. Atilano Reynoso Duarte, abogados del intervinien-
te; o 

Visto el auto dictado por el Magistrado Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia de fecha diecisiete de agosto 
del corriente año, llamando al Magistrado Lic. Manuel A. 
Amiama para completar la mayoría en la deliberación y 
fallo del presente recurso, en vista de la inhibición de los 
Magistrados licenciados Juan Tomás Mejía y Néstor Con- 
tín Aybar; 	

.. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el artículo 42 de la Constitución, y los De-
cretos Nos 2263, de 1944; 2760, de 1945; 2772, de 1945; los 
artículos 17 y,18 de los Decretos Nos. 5541, de 1949, y 5651, 
de 1950; 3 de la Ley 1655, de 1948; 4 del Código Penal; 
y 1, 47 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 11 que 
en fecha nueve de octubre de mil novecientos cincunta y 
dos, el Magistrado Procurador Fiscal de la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, levantó un acta que copiada 
textualmente dice así: "En la ciudad de Ciudad Trujillo, D. 
S. D. a los nueve días del mes de octubre del año mil no-
vecientos cincuenta y dos, siendo las nueve de la mañana 
por ante Nos. Dr. Juan Tomás Mejía Feliú, Procurador Fis-
cal, ira., Cámara Penal de Ciudad Trujillo, D. S. D., com-
pareció la señora María Consuelo Santana de Mejía, Céd. 
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No. 6008, S. I. Sello No. 1402803-52, de profesión Estudian-
te, domiciliada en la calle Pina No. 63 y nos expuso: que 
en representación del señor Marino S. Mejía, su esposo, pre-
senta formal querella contra el señor Leonardo Amor Jua-
nes, residente en la calle 19 de Marzo NoN. 33 (Hotel Vic-
toria), por el hecho de haber violado el Decreto No. 5541, 
sobre Control de Alquileres de Casas y Desahucios, consis-
tente en que violó un contrato sobre alquiler de la casa No. 
63 de la calle Pin`a, de la cual es propietario dicho señor 
Amor Juanes, al aumentar el referido alquiler de RD$15.- 
00 a RD$30.00, sin autorización del Control de Alquileres 
de Casas y Desahucios y luego haber tratado de au-
mentar el referido alquiler a valor de RD$50.00, he-
cho que n o se efectuó en razón de la protesta que 
hizo el inquilino señor Marino S. Mejía, lo que dió 
lugar a que el señor Amor Juanes solicitara del Control 
de Alquileres y Desahucios una autorización para proceder 
a desahuciar por la vía judicial al señor Marino S. Mejía, 
hecho que constituye una violación al mencionado Decreto 
No. 5541 del 22 de diciembre de 1948, el cual tiene su ori-
gen legal en la Ley No. 1655 del 5 de marzo del año 1948, 

G. O. No. 6760, lo cual ella pone en conocimiento al Proc. 
Fiscal para los mismos fines que dispone la ley sobre Emer-
gencia dictada por el Poder Ejecutivo. En fe de lo cual le-
vantamos la presente acta, que leída, al exponente dijo estar 
conforme firmado juntó con Nos y el Secretario que certi-
fica; Fdo. Dr. Juan Tomás Mejía Feliú, Procurador Fiscal. 
Fdo. Enriquillo J. García, Secretario.— Fdo. María Consue-
lo Santana de Mejía, querellante"; 2) que apoderado del 
hecho la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó sen- 
tencia en defecto en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en el 
de la sentencia intervenida sobre la oposición, que se trans- 
cribe más adelante; 3) que sobre oposición interpuesta por 
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Leonardo Amor, dicho tribunal pronunció senter la en fe-
cha diez y seis de febrero del corriente año, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: que debe declarar y de-
clara, nulo por no haber comparecido el oponente, el re-
curso de oposición interpuesto por Leonardo Amor, con-
tra sentencia de fecha veintitrés del mes de diciembre del 
año 1952, cuyo dispositivo textualmente dice así: 'Prime-
ro: que debe excluir y excluye, a Leonardo Amor Juanes, 
del proceso a cargo de Leonardo Amor, por ser el señor 
Amor Juánes, una persona extraña al objeto de la preven-
ción; Segundo: que debe pronunciar y pronuncia, el defecto 
contra Leonardo Amor, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido citado legalmente; Tercero: que debe de-
clarar y declara, a Leonardo Amor, culpable de haber vio-
lado el Decreto No. 5541 de Control de Alquileres de Ca-
sas y Desahucios, y el consecuencia se le condena a pagar 
una multa de veinticinco pesos (RD$25.00), compensable con 
prisión en caso de insolvencia a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar; Cuarto: que debe declarar y declara, 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Ma-
rino S. Mejía, contra Leonardo Amor, a pagarle a Marino 
S. Mejía, la suma de RD$1,350.00 más los intereses legales 
a título de restituciones, daños y perjuicios, sufridos por el 
señor Marino S. Mejía, a consecuencia del delito cometido 
por Leonardo Amor; Quinto: que debe condenar y condena, 
a Leonardo Amor, al pago de las costas penales y civiles, 
ordenándose la distracción de éstas a favor de los aboga-
dos Lic. Milcíades Duluc y Dr. Atilano Reynoso Duarte, 
quienes afirman haberlas avanzado; Sexto: que debe decla-
rar y declara, de oficio las costas penales relativas a Leo-
nardo Amor Juanes'.— Segundo: que debe ordenar y orde-
na, (sic) al referido Leonardo Amor, al pago de las costas 
penales y civiles, ordenándose la distracción de éstas a fa-
vor de los abogados Lic. Milcíades Duluc y Dr. Atilano Rey-
noso Duarte, quienes afirman haberlas avanzado"; 4) que 

1697 
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No. 6008, S. I. Sello No. 1402803-52, de profesión Estudian-

te, domiciliada en la calle Pina No. 63 y nos expuso: que 
en representación del señor Marino S. Mejía, su esposo, pre-
sen:a formal querella contra el señor Leonardo Amor Jua-
nes, residente en la calle 19 de Marzo NoN. 33 (Hotel Vic-
toria), por el hecho de haber violado el Decreto No. 5541, 
sobre Control de Alquileres de Casas y Desahucios, consis-
tente en que violó un contrato sobre alquiler de la casa No. 
63 de la calle Piná, de la cual es propietario dicho señor 
Amor Juanes, al aumentar el referido alquiler de RD$15.- 
00 a RD$30.00, sin autorización del Control de Alquileres 
de Casas y Desahucios y luego haber tratado de au-
mentar el referido alquiler a valor de RD$50.00, he-
cho que n o se efectuó en razón de la protesta que 
hizo el inquilino señor Marino S. Mejía, lo que dió 
lugar a que el señor Amor Juanes solicitara del Control 
de Alquileres y Desahucios una autorización para proceder 
a desahuciar por la vía judicial al señor Marino S. Mejía, 
hecho que constituye una violación al mencionado Decreto 
No. 5541 del 22 de diciembre de 1948, el cual tiene su ori-
gen legal en la Ley No. 1655 del 5 de marzo del año 1948, 
G. O. No. 6760, lo cual ella pone en conocimiento al Proc. 
Fiscal para los mismos fines que dispone la ley sobre Emer-
gencia dictada por el Poder Ejecutivo. En fe de lo cual le-
vantamos la presente acta, que leída, al exponente dijo estar 
conforme firmado juntó con Nos y el Secretario que certi-
fica; Fdo. Dr. Juan Tomás Mejía Feliú, Procurador Fiscal. 
Fdo. Enriquillo J. García, Secretario.— Fdo. María Consue-
ló Santana de Mejía, querellante"; 2) que apoderado del 
hecho la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó sen-
tencia en defecto en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en el 
de la sentencia intervenida sobre la oposición, que se trans- 
cribe más adelante; 3) que sobre oposición interpuesta por 

Leonardo Amor, dicho tribunal pronunció senter la en fe-. 
cha diez y seis de febrero del corriente año, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: que debe declarar y de-
clara, nulo por no haber comparecido el oponente, el re-
curso de oposición interpuesto por Leonardo Amor, con-
tra sentencia de fecha veintitrés del mes de diciembre del 
año 1952, cuyo dispositivo textualmente dice así: 'Prime-
ro: que debe excluir y excluye, a Leonardo Amor Juanes, 
del proceso a cargo de Leonardo Amor, por ser el señor 
Amor Juánes, una persona extraña al objeto de la preven- 
•ión; Segundo: que debe pronunciar y pronuncia, el defecto 

4' contra Leonardo Amor, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido citado legalmente; Tercero: que debe de-
clarar y declara, a Leonardo Amor, culpable de haber vio-
lado el Decreto No. 5541 de Control de Alquileres de Ca-
sas y Desahucios, y el consecuencia se le condena a pagar 
una multa de veinticinco pesos (RD$25.00), compensable con 
prisión en caso de insolvencia a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar; Cuarto: que debe declarar y declara, 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Ma-
rino S. Mejía, contra Leonardo Amor, a pagarle a Marino 
S. Mejía, la suma de RD$1,350.00 más los intereses legales 
a título de restituciones, daños y perjuicios, sufridos por el 
señor Marino S. Mejía, a consecuencia del delito cometido 
por Leonardo Amor; Quinto: que debe condenar y condena, 
a Leonardo Amor, al pago de las costas penales y civiles, 
ordenándose la distracción de éstas a favor de los aboga-
dos Lic. Milcíades Duluc y Dr. Atilano Reynoso Duarte, 
quienes afirman haberlas avanzado; Sexto: que debe decla-
ar y declara, de oficio las costas penales relativas a Leo-
ardo Amor Juanes'.— Segundo: que debe ordenar y orde-
a, (sic) al referido Leonardo Amor, al pago de las costas 
enales y civiles, ordenándose la distracción de éstas a fa-
or de los abogados Lic. Milcíades Duluc y Dr. Atilano Rey-
oso Duarte, quienes afirman haberlas avanzado"; 4) que 
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sobre apelación interpuesta por el prevenido Leonardo 
Amor„ la Corte a qua conoció del caso en la audiencia pú-
blica del veintisiete de abril del corriente año, en la cual 
fué oída la testigo María Consuelo de Mejía, esposa del 
inquilino Marino S. Mejía, quien entre otras cosas expuso 
lo siguiente: "mi esposo y yo ocupamos una casa en la ca-
lle Pina No. 63 en el año 1940, y pagando trece pesos al 
mes. Más tarde recibí una notificación para que pagara dos 
pesos más. La casa no servía, y yo le pedí a los dueños que 
la arreglaran. Salí de la casa para que ellos la arreglaran. 
No puedo precisar la fecha en que yo salí ni la que vol-
ví a la casa"; 5) que después de instruída la causa se apla-
zó el fallo para una próxima audiencia; que el día si-
guiente fué fallada la apelación por la sentencia ahora 
impugnada, que fué notificada al actual recurrente el ocho 
de mayo del corriente año, y la cual contiene el disposi-
tivo que se copia a continuación: "Falla: Primero: Decla-
ra regular en la forma el recurso de apelación del preveni-
do Leonardo Amor; Segundo: Rechaza los dos fines de in-
admisión propuestos por el abogado del prevenido Leonar-
do Amor, por improcedentes y mal fundados; Tercero: Re- 
chaza en cuanto al fondo el referido recurso de apelación 
y en consecuencia, confirma en el aspecto apelado, la sen- 
tencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en atribuciones correccionales, de fecha diez y seis (16) del 
mes de febrero del año en curso, 1953, cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primero: que debe declarar y declara, nu- 
lo por no haber comparecido el oponente, el recurso de opo- 
sición interpuesto por Leonardo Amor, contra sentencia de 
fecha veintitrés del mes de diciembre d& año 1952, cuyo 
dispositivo textualmente dice así: Primero: que debe ex- 
cluir y excluye, a Leonardo Amor Juanes, del proceso a 
cargo de Leonardo Amor, por ser el señor Amor Juanes, 
una persona extraña al objeto de la prevención; Segundo: 

que debe pronunciar y pronuncia, el defecto contra Leo-
nardo Amor, por no haber comparecido no obstante haber 
sido citado legalmente; Tercero que debe declarar y decla-
ra, a Leonardo Amor, culpable de haber violado el De-
creto No. 5541 de Control de Alquileres de Casas y Desahu-
cios, y en consecuencia se le condena a pagar una multa 
de veinticinco -pesos (RD$25.00), compensables con pri-
sión en caso de insolvencia a razón de un día por cada pe-
so dejado de pagar; Cuarto: que debe declarar y decla-
ra, buena y válida la constitución en parte civil hecha 
por Marino S. Mejía, contra Leonardo Amor, a pagarle a 
\Tarino S. Mejía, la suma de RD$1,350.00, más los intere-
,os legales a título de restituciones, daños y perjuicios. ~~ debe por el señor' Leonardo Amor (sic); Quinto: que 
debe conderiar y condena, a Leonardo Amor, al pago de 

: las costas penales y civiles. ordenándose la distracción de 
stos a favor de los abogados Lic. Milcíades Duluc y Dr. 

éktilano Reynoso Duarte, quienes afirman haberlas av \anza-
do; Sexto: que debe declarar y declara de oficio las cos-
tas penales relativas a Leonardo Amor Juanes'; Segundo: 
tie debe ordenar y ordena, la ejecución pura y simple de 

ii.4

1 mencionada sentencia; Tercero: que debe condenar y 
ndena al referido Leonardo Amor, al pago de las cos-

as penales y civiles, ordenándose la distracción de éstas 
'favor de los abogados Lic. Milcíades Duluc y Dr. Atila-
o Reynoso Duarte, quienes afirman haberlas avanzado". 

Cuarto: Condena al prevenido Leonardo Amor, al pago 
e las costas penales y civiles del presente recur-

so de apelación; con (distracción de estas últimas, en pro-
vecho de los abogados de la parte civil constituida, licen-
ciado Milcíades Duluc, y Dr. Atilano Reynoso Duarte, quie- 
nes afirman haberlas avanzado"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
sc invoca la violación de los artículos 42 de la Constitu; 
ción, 4 del Código Penal, 17 y 18 del Decreto No. 5541, 
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sobre apelación interpuesta por el prevenido Leonardo 
Amor„ la Corte a qua conoció del caso en la audiencia pú-
blica del veintisiete de abril del corriente año, en la cual 
fué oída la testigo María Consuelo S. de Mejía, esposa del 
inquilino Marino S. Mejía, quien entre otras cosas expuso 
lo siguiente: "mi esposo y yo ocupamos una casa en la ca-
lle Pina No. 63 en el año 1940, y pagando trece pesos al 
mes. Más tarde recibí una notificación para que pagara dos 
pesos más. La casa no servía, y yo le pedí a los dueños que 
la arreglaran. Salí de la casa para que ellos la arreglaran. 
No puedo precisar la fecha en que yo salí ni la que vol-
ví a la casa"; 5) que después de instruída la causa se apla-
zó el fallo para una próxima audiencia; que el día si-
guiente fué fallada la apelación por la sentencia ahora 
impugnada, que fué notificada al actual recurrente el ocho 
de mayo del corriente año, y la cual contiene el disposi-
tivo que se copia a continuación: "Falla: Primero: Decla-
ra regular en la forma el recurso de apelación del preveni-
do Leonardo Amor; Segundo: Rechaza los dos fines de in-
admisión propuestos por el abogado del prevenido Leonar-
do Amor, por improcedentes y mal fundados; Tercero: Re-
chaza en cuanto al fondo el referido recurso de apelación 
y en consecuencia, confirma en el aspecto apelado, la sen-
tencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en atribuciones correccionales, de fecha diez y seis (16) del 
mes de febrero del año en curso, 1953, cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primero: que debe declarar y declara, nu-
lo por no haber comparecido el oponente, el recurso de opo-
sición interpuesto por Leonardo Amor, contra sentencia de 

fecha veintitrés del mes de diciembre del año 1952, cuyo 
dispositivo textualmente dice así: Primero: que debe ex-
cluir y excluye, a Leonardo Amor Juanes, del proceso a 
cargo de Leonardo Amor, por ser el señor Amor Juanes, 
una persona extraña al objeto de la prevención; Segundo: 
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que debe pronunciar y pronuncia, el defecto contra Leo-
nardo Amor, por no haber comparecido no obstante haber 
sido citado legalmente; Tercero que debe declarar y decla-
ra, a Leonardo Amor, culpable de haber violado el De-
creto No. 5541 de Control de Alquileres de Casas y Desahu-
cios, y en consecuencia se le condena a pagar una multa 
de veinticinco -pesos (RD$25.00), compensables con pri-
sión en caso de insolvencia a razón de un día por cada pe-
so dejado de pagar; Cuarto: que debe declarar y decla-
ra, buena y válida la constitución en parte civil hecha 
por Marino S. Mejía, contra Leonardo Amor, a pagarle a 
Marino S. Mejía, la suma de RD$1,350.00, más los intere-
s'es legales a título de restituciones, daños y perjuicios. 
ufridos por el señor' Leonardo Amor (sic); Quinto: que 

Jebe condeñar y condena, a Leonardo Amor, al pago de 
Ilas costas penales y civiles, ordenándose la distracción de 

,;tos a favor de los abogados Lic. Milcíades Duluc y Dr. 
Atilano Reynoso Duarte, quienes afirman haberlas avanza-
do• Sexto: que debe declarar y declara de oficio las cos-
tas penales relativas a Leonardo Amor Juanes'; Segundo: 
:be debe ordenar y ordena, la ejecución pura y simple de 
la mencionada sentencia; Tercero: que debe condenar y 
éondena al referido Leonardo Amor, al pago de las cos- 

i
,  s penales y civiles, ordenándose la distracción de éstas 
favor de los abogados Lic. Milcíades Duluc y Dr. Atila-

o 

« 

 Reynoso Duarte, quienes afirman haberlas avanzado". 
-=- Cuarto: Condena al prevenido Leonardo Amor, al pago 
e las costas penales y civiles del presente recur-

de apelación; con (distracción de estas últimas, en pro-
echo de los abogados de la parte civil constituida, licen-

ciado Milcíades Duluc, y Dr. Atilano Reynoso Duarte, quie- 
nes afirman haberlas avanzado"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se invoca la violación de los artículos 42 de la Constitu- . 

 ción, 4 del Código Penal, 17 y 18 del Decreto No. 5541, 
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del 18 de diciembre dé 1948, reformados por el Decreto 
No. 5651, del 15 de febrero de 1949; falsa aplicación de 
los artículos 3 de la Ley 1655 de 1948, 2 del Decreto 5541, 
de 1948 y del Decreto 6823 de 1950, sobre el fundamen-
to esencial de que "se ha sancionado penalmente un he-
cho que no solamente no está castigado por la ley, sino 

que está expresamente autorizado por ella"; 

Considerando que la Corte a qua, para confirmar la 

sentencia de primera instancia que condenó al actual re-
currente a la pena de veinticinco pesos de multa y al pa-
go de una indemnización de (RD$1,350.00) un mil trescien-
tos cincuenta pesos oro en favor de la parte civil consti-
tuida, Marino S. Mejía, a título de daños y perjuicios, y al 
pago de las costas, por "haber violado el decreto No. 5541 
de Control de Alquileres de Casas y Desahucios", se ha 
fundado: 1) en que Marino S. Mejía alquiló originalmente 
la casa No. 63 de la calle "Pina", a razón de (RD$13.00) 
trece pesos oro mensuales, y que dicho alquiler le fué au-
mentado a la suma de treinta pesos oro (RD$30.00), con 
motivo de una reparación que se le hizo al referido inmue-
ble, sin haber intervenido en ello el Control dé Alquileres 
de Casas y Desahucios, situación que se ha prolongado 
desde el primero del mes de julio de mil novecientos cua-
renta Sr cinco hasta la época actual; y 2) en que "el deli-
to puesto a cargo del inculpado Leonardo Amor, ha oca-
sionado un perjuicio a la parte civil, en razón de las men-
sualidades cobradas a ésta indebidamente, por efecto del 
aumento fuera de control de los alquileres de la referida 

casa"; y 
Considerando que la parte civil constittída Marino S. 

Mejía, interviniente en casación, sostiene, en apoyo de la 
decisión impugnada, y en relación con el medio que ahora 
se examina, lo siguiente: 1) que "desde el año 1940 datan 
las relaciones cóntractuales entre el señor Leonardo Amor 
y Marino S. Mejía, como propietario y arrendatario, res- 
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pectivamente, respecto a un apartamiento de la antigua 
casa marcada con el número 63 de la calle Pina, de esta 
ciudad, sobre el precio mensual de RD$13.00"; 2) que "el 
mismo contrato de arrendamiento se impuso aumentado 
al arrendatario, en el año 1943, no obstante la incomodi-
dad del inmueble y el descuido en que estaba"; 3) que "el 
primero de julio de 1945, a nombre de los sucesores de 
María Juanes de Amor, se repite aumentado el contrato de 
arrendamiento, con la obligación de pagar RD$30.00 men- 
sualmente, a pretexto de pequeñas reparaciones verifica- 
das de conservación, indispensables para hacer vivible el 
apartamiento mencionado"; 4) que aún cuando aparecen 
tres contratos de arrendamientos, ,Frspecto de la misma ha- 
bitación marcada con el número 6 13 de la calle "Pina", bien 
podría decirse que se trata de un sólo contrato aumen- 
tado  y que jamás podría ser admisible, la imposi-
ción de un arrendamiento, acerca del mismo apartamien-
to mencionado, partiendo del primero de julio de 1945, con 
un precio aumentado  porque ya para esa época se 
había dictado el Decreto No. 2263, de fecha 7 de noviem-
bre de 1944, prohibiendo terminantemente el aumento de 
los alquileres de casas y el desahucio de los inquilinos, a 
no ser que fuese con la previa autorización, en ese en-
tonces, del Subsecretario de Estado del Tesoro y Comer-
cio"; y 5) que "por los hechos y circunstancias de la cau-
sa..... se deduce sin la menor duda que se ha cometi-
do la infracción que se trata, sancionada por el. artículo 
34 del Decreto mencionado 5541 y, como consecuencia la 
reparación civil es inevadible, de acuerdo con la magnitud 
del perjuicio, en provecho de la parte civil constituída"; 
pero 

Considerándo ¡que las disposiciones dictadás por el 
Decreto No. 2263, del siete de noviembre de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, que sujeta a control el aumento 
de 

los alquileres de casas y el desahucio de los inquili- 

1700 
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del 18 de diciembre dé 1948, reformados por el Decreto 
No. 5651, del 15 de febrero de 1949; falsa aplicación de 
los artículos 3 de la Ley 1655 de 1948, 2 del Decreto 5541, 
de 1948 y del Decreto 6823 de 1950, sobre el fundamen-
to esencial de que "se ha sancionado penalmente un he-
cho que no solamente no está castigado por la ley, sino 
que está expresamente autorizado por ella"; 

Considerando que la Corte a qua, para confirmar la 
sentencia de primera instancia que condenó al actual re-
currente a la pena de veinticinco pesos de multa y al pa-
go de una indemnización de (RD$1,350.00) un mil trescien-
tos cincuenta pesos oro en favor de la parte civil consti-
tuida, Marino S. Mejía, a título de daños y perjuicios, y al 
pago de las costas, por "haber violado el decreto No. 5541 
de Control de Alquileres de Casas y Desahucios", se ha 
fundado: 1) en que Marino S. Mejía alquiló originalmente 
la casa No. 63 de la calle "Pina", a razón de (RD$13.001 
trece pesos oro mensuales, y que dicho alquiler le fué au-
mentado a la suma de treinta pesos oro (RD$30.00), con 
motivo de una reparación que se le hizo al referido inmue- 
ble, sin haber intervenido en ello el Control dé Alquileres 
de Casas y Desahucios, situación que se ha prolongado 
desde el primero del mes de julio de mil novecientos cua- 

renta y.  cinco hasta la época actual; y 2) en que "el deli- 
to puesto a cargo del inculpado Leonardo Amor, ha oca- 
sionado un perjuicio a la parte civil, en razón de las men- 
sualidades cobradas a ésta indebidamente, por efecto del 
aumento fuera de control de los alquileres de la referida 

casa"; y 
Considerando que la parte civil constitlída Marino S. 

Mejía, interviniente en casación, sostiene, en apoyo de la 
decisión impugnada, y en relación con el medio que ahora 
se examina, lo siguiente: 1) que "desde el año 1940 datan 
las relaciones cóntractuales entre el señor Leonardo Amor 
y Marino S. Mejía, como propietario y arrendatario, res- 

pectivamente, respecto a un apartamiento de la antigua 
casa marcada con el número 63 de la calle Pina, de esta 
ciudad, sobre el precio mensual de RD$13.00"; 2) que "el 
mismo contrato de arrendamiento se impuso aumentado 
al arrendatario, en el año 1943, no obstante la incomodi-
dad del inmueble y el descuido en que estaba"; 3) que "el 
primero de julio de 1945, a nombre de los sucesores de 
María Juanes de Amor, se repite aumentado el contrato de 
arrendamiento, con la obligación de pagar RD$30.00 men- 
sualmente, a pretexto de pequeñas reparaciones verifica- 
das de conservación, indispensables para hacer vivible el 
apartamiento mencionado"; 4) que aún cuando aparecen 
tres contratos de arrendamientos, E.specto de la misma ha-
bitación marcada con el número 6N de la calle "Pina", bien 
podría decirse que se trata de un sólo contrato aumen-
tado  y que jamás podría ser admisible, la imposi-
ción de un arrendamiento, acerca del mismo apartamien-
to mencionado, partiendo del primero de julio de 1945, con 
un precio aumentado  porque ya para esa época se 
había dictado el Decreto No. 2263, de fecha 7 de noviem-
bre de 1944, prohibiendo terminantemente el aumento de 
los alquileres de casas y el desahucio de los inquilinos, a 
no ser que fuese con la previa autorización, en ese en-
tonces, del Subsecretario de Estado del Tesoro y Comer-
cio"; y 5) que "por los hechos y circunstancias de la cau-
sa  se deduce sin la menor duda que se ha cometi-
do la infracción que se trata, sancionada por el. artículo 
34 del Decreto mencionado 5541 y, como consecuencia la 
reparación civil es inevadible, de acuerdo con la magnitud 
del perjuicio, en provecho de la parte civil constituída"; 
pero 

Considerándo !que las disposiciones dictadas por el 
Decreto No. 2263, del siete de noviembre de mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, que sujeta a control el aumento 
de los alquileres de casas y el desahucio de los inquili- 
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nos, fueron completadas por el Decreto No. 2760, del diez 
y nueve de junio de mil novecientos cuarenta y cinco, 
que establece el tipo de los alquileres de las casas de nue 
va construcción o reconstrucción y el de las que sean al-
quiladas a nuevos inquilinos; que este decreto fué sust mil ituí-

do por el Decreto No. 2772, del veintitrés de.junio "de  
novecientos cuarenta y cinco, que era el que estaba vigen-
te el primero de julio del mismo año, que fué cuando in-
tervino el contrato celebrado entre los sucesores de Ma-
ría J. de Amor y Marino S. Mejía, en virtud del cual se 
le dió de nuevo en alquiler, por el precio de treinta pesos 
oro mensuales, la misma casa No. 63 de la calle Pina, de 
esta ciudad, que ya le había sido alquilada anteriormente 
por el actual recurrente, desde el trece de febrero de mil 
novecientos cuarenta, por el precio de trece pesos oro men-

suales; 
Considerando que el artículo 1 del mencionado De-

creto No. 2772 dispone que "las casas de nueva construc-
ción o reconstrucción no podrán ser alquiladas por sumas 
mensuales que excedan del uno por ciento mensual del 
valor total de la propiedad correspondiente", y el artícu-
lo 2 del mismo decreto establece que "las casas que se 
desocupen por cualquier razón o para cualquier objeto, al 

ser realquiladas, no podrán serlo , 
sino al mismo tipo de 

arrendamiento anterior, salvo el caso regl#mentado én el 

artículo anterior"; 
Considerando que de conformidad con el verdadero 

sentido y el alcance de los referidos textos legales, si una 
casa reconstruída o reparada se alquilaba de nuevo al mis-
mo inquilino que la había desocupado con ese objeto, o a 
otro inquilino distinto, podía serlo a un tipo mayor que 
el convenido para el arrendamiento inmediatamente ante-
rior, que no excediese del uno por ciento mensual del va-
lor de la propiedad; que en estos casos no correspondía al 
Control de Alquileres de Casas y Desahucios, dentro de 
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la economía del citado Decreto No. 2772, la determinación 
previa del tipo del alquiler, el cual podía ser fijado, den- 
tro del límite legal, por las part contratantes, reservan- 

• dole el artículo 3 del referido decreto al inquilino incon- 
forme con el nuevo tipo de alquiler estipulado, su recurso 
al Control de Alquileres, quien, después de las investiga-
ciones de lugar, tenía la facultad de fijar, de acuerdo con 
las reglas establecidas en los artículos 1 y 2 del mismo de-
creto, el tipo de alquiler aplicable, el cual no podía ser 
luego aumentado, ni los Inquilinos desalojados, sino con-
forme a las prescripciones del Decreto No. 2263, de 1944; 
que, en tales condiciones, es evidente que el primero de 
julio de mil novecientos cuarenta y cinco, el precio del al-
quiler de la casa No. 63 de la calle Pina, de esta ciudad, 
pudo ser aumentado sin previa intervención del Control 
de Alquileres, por lo cual el actu: -.t1 recurrente no ha co-
metido ningún delito que pueda serle imputable, suscepti-
ble de comprometer su responsabilidad penal, ni su res-
ponsabilidad civil, fundada en dicho delito; 

Considerando por otra parte, que si bien es cierto que 
el Decreto No. 5541, que entró en vigor el primero de 
enero de mil:novecientos cuarenta y nueve, y que derogó 
y sustituyó todos los dictados anteriormente sobre Control 
de Alquileres de Casas y Desahucios, establecía en el ar-
'tículo 17 que "cuando un inmueble desocupado haya sido 
objeto de reparación o reedificación, corresponde al Con-
trol de Alquileres de Casas y Desahucios fijar el tipo de 
alquiler que deberá pagarse", no es menos cierto que es-
ta disposición reglamentaba el porvenir y no podía, por 
tanto, referirse a los alquileres que habían sido estipula-
dos sin intervención previa del control, en una época en 
que ello no estaba prohibido; que, además, el Decreto 
No. 5651, del catorce de febrero de mil novecientos cua-
renta y nueve, vigente desde mucho 'antes de presentarse 
la denuncia que motivó las persecuciones contra Leonardo 
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nos, fueron completadas por el Decreto No. 2760, del diez 
y nueve de junio de mil novecientos cuarenta y cinco, 
que establece el tipo de los alquileres de las casas de nue-
va construcción o reconstrucción y el de las que sean al-
quiladas a nuevos inquilinos; que este decreto fué sustitui-
do por el Decreto No. 2772, del veintitrés de.junio'de mil 
novecientos cuarenta y cinco, que era el que estaba vigen-
te el primero de julio del mismo año, que fué cuando in-
tervino el contrato celebrado entre los sucesores de Ma-
ría J. de Amor y Marino S. Mejía, en virtud del cual se 
le dió de nuevo en alquiler, por el precio de treinta pesos 
oro mensuales, la misma casa No. 63 de la calle Pina, de 
esta ciudad, que ya le había sido alquilada anteriormente 
por el actual recurrente, desde el trece de febrero de mil 
novecientos cuarenta, por el precio de trece pesos oro men- 

suales; 
Considerando que el artículo 1 del mencionado De-

creto No. 2772 dispone que "las casas de nueva construc4 
ción o reconstrucción no podrán ser alquiladas por sumas 
mensuales que excedan del uno por ciento mensual del 
valor total de la propiedad correspondiente", y el artícu-
lo 2 del mismo decreto establece que "las casas que se 
desocupen por cualquier razón o para cualquier objeto, al 

ser realquiladas, no podrán serlo , 
sino al mismo tipo de 

arrendamiento anterior, salvo el caso reglimentado en el 

artículo anterior"; 

Considerando que de conformidad con el verdadero 

sentido y el alcance de los referidos textos legales, si una 
casa reconstruída o reparada se alquilaba de nuevo al mis-
mo inquilino que la había desocupado con ese objeto, o a 
otro inquilino distinto, podía serlo a un tipo mayor que 
el convenido para el arrendamiento inmediatamente ante-
rior, que no excediese del uno por ciento mensual del va-
lor de la propiedad; que en estos casos no correspondía al 
Control de Alquileres de Casas y Desahucios, dentro de 
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la economía del citado Decreto No. 2772, la determinación 
previa del tipo del alquiler, el cual podía ser fijado, den- 
tro del límite legal, por las partA contratantes, reservan- 

• dole el artículo 3 del referido decreto al inquilino incon-
forme con el nuevo tipo de alquiler estipulado, su recurso 
al Control de Alquileres, quien, después de las investiga-
ciones de lugar, tenía la facultad de fijar, de acuerdo con 
las reglas establecidas en los artículos 1 y 2 del mismo de-
creto, el tipo de alquiler aplicable, el cual no podía ser 
luego aumentado, ni los inquilinos desalojados, sino con-
forme a las prescripciones del Decreto No. 2263, de 1944; 
que, en tales condiciones, es evidente que el primero de 
julio de mil novecientos cuarenta y cinco, el precio del al-
quiler de la casa No. 63 de la calle Pina, de esta ciudad, 
pudo ser aumentado sin previa intervención del Control 
de Alquileres, por lo cual el actual recurrente no ha co-
metido ningún delito que pueda serle imputable, suscepti-
ble de comprometer su responsabilidad penal, ni su res-
ponsabilidad civil, fundada en dicho delito; 

Considerando por otra parte, que si bien es cierto que 
el Decreto No. 5541, que entró en vigor el primero de 
enero de mil .novecientos cuarenta y nueve, y que _derogó 
y sustituyó todos los dictados anteriormente sobre Contr.ol 
de Alquileres de Casas y Desahucios, establecía en el ar-
tículo 17 que "cuando un inmueble desocupado haya sido 
objeto de reparación o reedificación, corresponde al Con-
trol de Alquileres de Casas y Desahucios fijar el tipo' de 
"alquiler que deberá pagarse", no es menos cierto que es-
ta disposición reglamentaba el porvenir y no podía, por 
tanto, referirse a los alquileres que habían sido estipula-
'dos sin intervención previa del control, en una época en 
que ello no estaba prohibido; que, además, el Decreto 

•No. 5651, del catorce de febrero de mil novecientos cua-
renta y nueve, vigente desde mucho 'antes de presentarse 
la denuncia que motivó las persecuciones contra Leonardo 
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Amor, modificó los artículos 17 y 18 del. Decreto 5541, 
implantando, en cuanto a la intervención del Control, el 
mismo régimen jurídico que existía el primero de julio 
de mil novecientos cuarenta y cinco, al amparo del Decre-
to No. 2772, del veintitrés de junio del referido año, al 
cual se ha hecho ya referencia; que, frente a este cambio 
legislativo que permite actualmente a los propietarios de 
inmuebles que han sido desocupados para fines de repa-
ración o reedificación, alquilarlas al nuevo inquilino a un 
tipo de alquiler que esté en concordancia con el aumento 
del valor del inmueble, sin previa intervención del Con-
trol, los jueces del fondo no podían imponerle al actual 
recurrente las sanciones establecidas en el artículo 3 de la 
Ley No. 1655, de 1945, sin violar los artículos 42 de la 
Constitución y 4 del Código Penal; que, por tanto, es evi-
dente que en la sentencia impugnada se ha incurrido en 
los vicios denupciados en el primer medio; 

Considerando que si la sentencia se anulare porque el 
hecho admitido por los jueces del fondo no constituye cri-
men, delito ni contravención, la casación se pronunciará 1 
sin envío, a menos que haya parte civil en causa, caso 
en el cual, procede, de conformidad con et artículo 47 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación el envío ante 
otro tribunal de la misma categoría, para que estatuya 

sobre la acción civil; 
 

Por tales motivos, Primero: Admite a Marino S. Mejía, -- i 

parte civil constituída, como interviniente en el presente ? 
recurso de casación; Segundo: Casa, sin envío, la senten- _ 
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo del vein-
tiocho de abril del corriente año, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo, en lo concerniente a las 
condenaciones penales; Tercero: Casa, igualmente, la re-
ferida sentencia en cuanto a las condenaciones civiles, y 

envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, para que estatuya sobre los intereses privados de 
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la  parte civil; y Cuarto: Condena a la parte civil inter-
viniente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Miguel Ricardo Ro-
mán. —Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián 
Báez B.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fech 

10 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alfredo Arias. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, DamiánéBáez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se- 

,iicretário General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ocho del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta 

y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo 
Arias, de 40 años de edad, casado, carpintero, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula 
personal de identidad No. 246, serie 48, cuyo sello de reno-
vación no se menciona en el expediente, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha diez de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Confirma la sentencia dictada por la Cá- 

mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri- 
to Judicial de La Vega, de fecha veinticinco del mes de 
Mayo del año mil novecientos cincuenta y tres, en cuanto 
condenó, en defecto, al prevenido y apelante Alfredo Arias, 
—de generales conocidas—, a sufrir la pena de Dos" años de 
prisión correccional y al pago de lás costas por el delito 
de violación a la Ley No. 2402 en perjuicio del menor 
Juan Francisco, de siete meses de edad, procreado con 
la señora María Virgen Baldera; Tercero: Modifica dicha 

. Sentencia en cuanto fijó en Diez besos la•pensión mensual 
que dicho prevenido deberá pasar a la madre querellante 
para la manutención del referido menor, en el sentido de 
fi jar en la cantidad de Siete Pesos la expresada pensión, 
y ordena la ejecución de esta sentencia no obstante cual-
quier recurso; y Cuarto: Condena al indicado Alfredo 

' Arias, al pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen (III Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu-
rrente el mismo día del fallo, en la' cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
erado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 

'del 
1950; y 1, 40 y .71 de la Ley sobre Pkcedimiento de 

asación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
edimiento de Casación dispone que los condenados a una 
ena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
•drán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 

'bertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
ena de dos años de prisión correccional; que no se ha 

establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam- 
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la señora María Virgen Baldera; Tercero: Modifica dicha 

. sentencia en cuanto fijó en Diez pesos lappensión mensual 
que dicho prevenido deberá pasar a la madre querellante 
para la manutención del referido menor, en el sentido de 
fi jar en la cantidad de Siete Pesos la expresada pensión, 
y ordena la ejecución de esta sentencia no obstante cual-
quier recurso; y Cuarto: Condena al indicado Alfredo 

. Arias, al pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen crél Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu-
rrente el mismo día del fallo, en la' cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402. 
del 1950; y 1, 40 y .71 de la Ley sobre Procedimiento de 
-Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
.pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam- 
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poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian-
za o la suspensión de la ejecución de la pena, de confor-
midad con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; 
que, por tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Alfredo Arias, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha 
diez de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se-
gundo: Condena, al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— h. Tomás Mejía.-. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y Año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
24 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Emiliano Morales Rondón.—Abogado: Dr. Ramón Ma. 
Pérez Maracallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nes= 
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ocho del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca como corte, de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emiliano 
Morales Rondón, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en la sección de La Mata, común de 
Cotuí, provincia Sánchez Ramírez, portador de la cédula 
personal de identidad No. 3447, serie 79, sello No. 384319, 
Contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de 
fecha veinticuatro de junio de mil novecientos cincuenta 
Y tres, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
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en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ocho del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emiliano 
Morales Rondón, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
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Y tres, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 

a. 

1 
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Primero: Declara regular Y válido, en cuanto a la forma, 
el presente recurso de apelación; Segundo: Revoca la sen... 
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en fecha veintitrés 
del mes de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, 
que descargó al nombrado Emiliano Morales Rondón,— de 
generales conocidas—, del delito de violación a la Ley 
No. 2402, en perjuicio de la menor María Orfelina, pro-
creada con la señora Ana Antonia Salcedo, por no haber-
lo cometido, y fijó en la suma de Tres Pesos mensuales 'al 
pensión que dicho Emiliano Morales Rondón 'deberá pasar 
a la madre querellante para la manutención de la refe-
rida menor; y obrando por propio imperio, Condena al 
preindicado Emiliano Morales Rondón a sufrir la pena de 
Dos Años de prisión correccional por el antes aludido de-
lito y fija en lfsuma de Tres Pesos la pensión mensul, 
que dicho prevenido deberá pasar a la madre querellar 
te, señora Ana Antonia Salcedo, para el sostenimiento d( 
la indicada menor María Orfelina, a partir de la fecha d ,  

la sentencia del primer grado s  y ordena la ejecución de e, 

ta decisión no obstante cualquier recurso; y Tercero: Coi 

dena al supra-indicado Emiliano Morales Ronden, al pa:. 

de las costas de ambas instancias"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genei 

de la República; 	 - 
Vista el acta del recurso de casación levantada en. ' 

secretaría de la Corte a qua el tres de julio del corriera ' 

año; 

Visto el escrito de fecha veintiuno de agosto de mil 
novecientos cincuenta y tres, presentado por el Dr. R 
món María Pérez Maracallo, abogado del recurrente, en 
cual se invoca la violación del artículo 2 de la Ley N 

2402, de 1950;  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 

1950; y 1, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
'ción; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
¡miento de Casación dispone que los condenados a una 
ena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
drán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 

ibertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe- 
: de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-

likallecindo que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco:). 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o 
la suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad 
con los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950: que, 
por tanto, el presente recurso no puede ser admitido: 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Emiliano I‘Iorales Ron-
dón, contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, 
.de fecha veinticuatro de junio de mil novecientos cincuen-
a y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre- 
ente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
as costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mej ía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Riv,era.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar. —Damián Báez B.— Néstor 

ontín Aybar. —Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
. :señores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la 
'audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
lué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

ue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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• 
Primero: Declara regular Y válido, en cuanto a la forma, 
el presente recurso de apelación; Segundo: Revoca la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en fecha veintitrés 
del mes de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, 
que descargó al nombrado Emiliano Morales Rondón,— 
generales conocidas—, del delito de violación a la Ley ' 

 No. 2402, en perjuicio de la menor María Orfelina, pro-
creada con la señora Ana Antonia Salcedo, por no haber-
lo cometido, y fijó en la suma de Tres Pesos mensuales I. 
pensión que dicho Emiliano Morales Rondón 'deberá pasa: 
a la madre querellante para la manutención de la refe-
rida menor; y obrando por propio imperio, Condena al' L  

preindicado Emiliano Morales Rondón a sufrir la pena de 
Dos Años de prisión correccional por el antes aludido de-
lito y fija en lisuma de Tres PesoS la pensión mensu 
que dicho prevenido deberá pasar a la madre querella 
te, señora Ana Antonia Salcedo, para el sostenimiento d 

la indicada menor María Orfelina, a partir de la fecha de 

la sentencia del primer grado s  y ordena la ejecución de es-

ta decisión no obstante cualquier recurso; y Tercero: Con 
dena al supra-indicado Emiliano Morales Rondón, al pag. 

de las costas de ambas instancias"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 

secretaría de la Corte a qua el tres de julio del corrien 

año; 

Visto el escrito de fecha veintiuno de agosto de 
novecientos cincuenta y tres, presentado por el Dr. I; - 
món María Pérez Maracallo, abogado del recurrente, en 
cual se invoca la violación del artículo 2 de la Ley 1\ 

2402, de 1950;  

1711 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 
1950; y 1, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
imiento de Casación dispone que los condenados a una 
na que exceda de seis meses de prisión correccional no 
drán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 

ibertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-

'blecindo que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o 
la suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad 

-con los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950: que, 
''por tanto, el presente recurso no puede ser admitido: 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Emiliano Morales Ron-
dón, contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, 
de fecha veinticuatro de junio de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre- 
ente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
as costas. 

Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
iiguel Ricardo Román.— Raf. Castro Riyera.— Juan A. 

Morel.— A. Alvarez Aybar. —Damián Báez B.— Néstor 
ontín Aybar. —Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la 
"audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
rJue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

BOLETIN JUDICIAL 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1713 1712 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DE 1953 

10,  

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Antonio Santana. 

Dios, Patria 	Libertad. 
República Pffiminicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de „,. 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ocho del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restau-

ración y 244  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Antonio Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, ta-
blajero, domiciliado y residente en la sección de Río Ver-
de Abajo, común de La Vega, provincia de La Vega, por-
tador de la cédula personal de identidad serie 47, núme-
ro 24533, con sello de renovación número 199542, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
siete de julio del mil novecientos cincuentitrés, cuyo dis-

positivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

laVista 

R ep úe  bl  1 

acta

i  ca ; 

de declaración del recurso de casación, 
antada en la secretaría de la Corte a qua, en fecha siete 
julio del mil ochocientos cincuentitrés; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 355, reformado, y 463 apar-
tado sexto, del Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1 9  
y r i de la Dey sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) Que con motivo de las querellas presenta-
das en fechas diez de Abril y quince de Mayo de mil no-
vecientos cincuenta y tres, por las nombradas María Alta-
gracia Rivas de Mota y Ana Marcelina Rivas, contra el 
nombrado Pedro Antonio Santana, ante el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, fué tra-
ducido a la acción de la justicia el preindicado Pedro An-
tonio Santana, prevenido de los delitos de difamación, vio-
lación de domicilio, y sustracción y gravidez en perjuicio 
de la menor Ana Marcelina Rivas; b) Que apoderada del 
caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, conoció de él en.la au-
diencia pública del día veintidós del mes de Mayo del año 
mil novecientos cincuenta y tres, y en la misma fecha dic-
tó sentencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 
Descarga al nombrado Pedro Antonio Santana de los de-
litos de Difamación y de Violación de Domicilio que se les 
imputan en perjuicio de Ana Marcelina Rivas, por insufi-
ciencias de pruebas; Segundo: Declara a dicho prevenido 
culpable de los delitos de Sustracción y Gravidez en per-
juicio de la nombrada Marcelina Rivas, y en consecuen-
cia se le condena al pago de una multa de RD$50.00 y al 
Pago de una indemnización de RD$125.00 en favor de la 
agraviada compensables a razón de un día de prisión por 
cada peso dejado de pagar; Tercero: Lo condena al pago 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fe 

7 de julio de 1953. 

11. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DE 1953, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

7 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Antonio Santana. 

Dios, Patria Ay Libertad. 
República Dleminicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ocho del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restau-

ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú- 

blica, 	

!‹. 

 como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Antonio Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, ta-
blajero, domiciliado y residente en la sección de Río Ver-, 
de Abajo, común de La Vega, provincia de La Vega, por-
tador de la cédula personal de identidad serie 47, núme-
ro 24533, con sello de renovación número 199542, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha, 
siete de julio del mil novecientos cincuentitrés, cuyo dis-

positivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso de casación, 
levantada en la secretaría de la Corte a qua, en fecha siete 
de  julio del mil ochocientos cincuentitrés; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
liberado, y vistos los artículos 355, reformado, y 463 apar- 
tado sexto, del Código Penal; 1382 del Código Civil; y 19  

Ti de la Dey sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) Que con motivo de las querellas presenta-
das en fechas diez de Abril y quince de Mayo de mil no-
vecientos cincuenta y tres, por las nombradas María Alta-
gracia Rivas de Mota y Ana Marcelina Rivas, contra el 
nombrado Pedro Antonio Santana, ante el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, fué tra-
ducido a la acción de la justicia el preindicado Pedro An-
tonio Santana, prevenido de los delitos de difamación, vio-
lación de domicilio, y sustracción y gravidez en perjuicio 
de la menor Ana Marcelina Rivas; b) Que apoderada del 
caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, conoció de él en.la au-
diencia pública del día veintidós del mes de Mayo del año 
mil novecientos cincuenta y tres, y en la misma fecha dic-
tó sentencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 
Descarga al nombrado Pedro Antonio Santana de los de-
litos de Difamación y de Violación de Domicilio que se les 
imputan en perjuicio de Ana Marcelina Rivas, por insufi-
ciencias de pruebas; Segundo: Declara a dicho prevenido 
culpable de los delitos de Sustracción y Gravidez en per-
juicio de la nombrada Marcelina Rivas, y en consecuen-
cia se le condena al pago de una multa de RD$50.00 y al 
Pago de una indemnización de RD$125.00 en favor de la 
agraviada compensables a razón de un día de prisión por 
cada peso dejado de pagar; Tercero: Lo condena al pago 
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de las costas penales y civiles distrayendo éstas últimas 
en favor del abogado Dr. J. Alberto Rincón, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; c) Que disconforme 
con el anterior fallo, la parte civil constituida, señor Pe-
dro Rivas, y el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de La Vega, interpusieron recursos de apelación 

contra el mismo; 

Considerando que dichos recursos fueron decididos por 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos, en 
cuanto a sus respectivas formas, los presentes recursos de 
apelación; Segundo: Modifica la sentencia dictada en el sen-
tido de  Condenar al referido Pedro Antonio Santana, 
a sufrir la pena de Un Mes de prisión correccional, al pa-
go de una multa de Cincuenta Pesos y al pago de una in-
demnización de Doscientos Pesos en favor de la expresada 
parte civil constituída, por los delitos de sustracción y 
gravidez en perjuicio de la mencionada Marcelina Rivas, 
mayor de dieciocho y menor de veintiún años de edad, 
de los cuales se le reconoce autor responsable, en virtud 
del principio del no cúmulo de penas, y acogiendo, ade-
más, en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Con-, 
firma la aludida sentencia en cuanto descarga al prevenida 
Pedro Antonio Santana de los delitos de difamación y de 
violación de domicilio en perjuicio de Ana Marcelina Ri-
vas, por insuficiencia de pruebas; y CUARTO: Condena al,  

indicado prevenido Pedro Antonio Santana, al pago de las. 
costas penales y civiles de esta instancia, con distracción. 
de las civiles en favor del Dr. J. Alberto Rincón, quie 
afirmó haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el presenté recurso de casación, al 
no haber sido limitado por el recurrente, tiene un alcance 
general y por ésto será examinado en todo cuanto concier - 

ne a su interés; 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado so-
beranamente, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba sometidos al debate, muy especialmente, por 
la propia confesión del prevenido, sin incurrir en desnatu-
ralización alguna, que la menor Ana MIrcelina Rivas, de 
dieciocho años de edad, fué sustraída por el recurrente 
Pedro Antonio Santana de la casa de sus padres, con fines 
deshonestos, y resultó de esas relaciones ilícitas en estado 
de gravidez; 

Considerando que al declarar al prevenido Pedro An-
tonio Sentana autor de los delitos de sustracción y gravi-
dez, en perjuicio de una menor de dieciocho años de edad, 
que hasta entonces había sido reputada como honesta, los 
jueces del fondo le han dado a los hechos su verdadera 
calificación; que, por otra parte, amparada como estaba 
del conocimiento de recursos interpuestos por el ministerio 
público y la parte civil, constituida, la Corte a qua. en vir-
tud del efecto devolutivo de la apelación, examinó nue-
amente los hechos, y, al condenar al prevenido a las pe-
as de un mes de prisión correccional y cincuenta pesos 
ro de multa —modificando en este sentido la sentencia 

de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
istrito Judicial de La Vega, que le había impuesto una 
ena más benigna—, le impuso así al prevenido, aplican-
o la regla del no cúmulo de penas, y acogiendo en su fa-
or circunstancias atenuantes, una sanción ajustada a los 

ículos 355, reformado y 463, apartado 6° del Código Pe- 
al; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
ue al tenor del artículo 1382 del Código Civil, la conde-
ación a la reparación de daños y perjuicios cuya cuantía 
s 

apreciada soberanamente por los jueces del fondo, es-
justificada en el presente caso, porque hay una falta 
putable al prevenido, un perjuicio ocasionado a quien 
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de las costas penales y civiles distrayendo éstas últimas 
en favor del abogado Dr. J. Alberto Rincón, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; e) Que disconforme 
con el anterior fallo, la parte civil constituída, señor Pe-
dro Rivas, y el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de La Vega, interpusieron recursos de apelación 

contra el mismo; 

Considerando que dichos recursos fueron decididos por 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si- 2. 

 guiente: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos, en 
cuanto a sus respectivas formas, los presentes recursos de 
apelación; Segundo: Modifica la sentencia dictada en el sen-
tido de  Condenar al referido Pedro Antonio Santana, 
a sufrir la pena de Un Mes de prisión correccional, al pa-
go de una multa de Cincuenta Pesos y al pago de una in-
demnización de Doscientos Pesos en favor de la expresada 
parte civil constituída, por los delitos de sustracción y 
gravidez en perjuicio de la mencionada Marcelina Rivas, 
mayor de dieciocho y menor de veintiún años de edad 
de los cuales se le reconoce autor responsable, en virtud 
del principio del no cúmulo de penas, y acogiendo, ade-
más, en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Con-
firma la aludida sentencia en cuanto descarga al prevenido 
Pedro Antonio Santana de los delitos de difamación y de 
violación de domicilio en perjuicio de Ana Marcelina Ri-

vas, por insuficiencia de pruebas; y CUARTO: Condena al, 
indicado prevenido Pedro Antonio Santana, al pago de las 
costas penales y civiles de esta instancia, con distracción 
de las civilep en favor del Dr. J. Alberto Rincón, quien 
afirmó haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el presenté recurso de casación, al 
no haber sido limitado por el recurrente, tiene un alcance 
general y por ésto será examinado en todo cuanto concier -' 

ne a su interés; 
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Considerando que la Corte a qua ha -comprobado so-
beranamente, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba sometidos al debate, muy especialmente, por 
la propia confesión del prevenido, sin incurrir en desnatu-
ralización alguna, que la menor Ana MIrcelina Rivas, de 
dieciocho años de edad, fué sustraída por el recurrente 
Pedro Antonio Santana de la casa de sus padres, con fines 
deshonestos, y resultó de esas relaciones ilícitas en estado 
de gravidez; 

Considerando que al declarar al prevenido Pedro An- 
io Sentana autor de los delitos de sustracción y gravi- 
. en perjuicio de una menor de dieciocho años de edad, 

ue hasta entonces había sido reputada como honesta, los 
ueces del fondo le han dado a los hechos su verdadera 

calificación; que, por otra parte, amparada como estaba 
del conocimiento de recursos interpuestos por el ministerio 
público y la parte civil, constituida, la Corte a qua. en vir-
tud del efecto devolutivo de la apelación, examinó nue-
vamente los hechos, y, al condenar al prevenido a las pe-
as de un mes de prisión correccional y cincuenta pesos 
ro de multa —modificando en este sentido la sentencia 
e la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
istrito Judicial de La Vega, que le había impuesto una 
ena más benigna—, le impuso así al prevenido, aplican-
o la regla del no cúmulo de penas, y acogiendo en su fa-
or circunstancias atenuantes, una sanción ajustada a los 
rtículos 355, reformado y 463, apartado 6° del Código Pe- 
al; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
ue al tenor del artículo 1382 del Código Civil, la conde-
ación a la reparación de daños y perjuicios cuya cuantía 
s apreciada soberanamente por los jueces del fondo, es-
a justificada en el presente caso, porque hay una falta 
• putable al prevenido, un perjuicio ocasionado a quien 
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reclama la reparación, y una relación de causa a efecto en 

tre la falta y el perjuicio; 
Considerando que examinada la sentencia impugnada 

en sus demás aspectos no contiene ningún vicio ele forma 

ni de fondo que la haga anulable; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Pedro Antonio Santana contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha sie-
te de julio del mil novecientos cincuentitrés, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nésto 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Ernesto 

Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y f 
firmado, leída y publicada por mí, Secretario General, q 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

ENCIA DE FECHA, 9 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana, de fecha 17 de junio de 2935. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leoncio Guerrero Castillo— Abogado: Lic. Angel S. 
Canó Pelletier. 

InterV"niente: Nicolás Moquete— Abogado: Dr. Vetilio Valen-
zuela. 
• 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, 
regularmente constituída por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel.A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día nue-
ve del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Restauración 
y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
rno corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, como parte 
civil. por Leoncio Guerrero Castillo, dominicano, mayor de 
edad casado, agricultor, domiciliado y residente en Las 
zanjas, sección de la común de San Juan, de la provincia de B
enefactor, portador de la cédula personal de identidad nú- 

a>" mero 4993, serie 8, renovada con el sello de R. I. No. 
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reclama la reparación, y una relación de causa a efecto en- 

tre la falta y el perjuicio; 
Considerando que examinada la sentencia impugnada 

en sus demás aspectos no contiene ningún vicio de forma 

ni de fondo que la haga anulable; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Pedro Antonio Santana contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha sie-
te de julio del mil novecientos cincuentitrés, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini,— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.-- Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Ernesto.  

Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmado, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 17 de junio de /935. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leoncio Guerrero Castillo—. Abogado: Lic. Angel S. 
Canó Pelletier. 

Interv:niente: Nicolás Moquete.— Abogado: Dr. Vetilio Valen-
zuela. 

o 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
ustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
ustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
orel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
ontín Aybar y Manuel.A. Amiama, asistidos del Secreta-
lo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 

Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día nue-
ve del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de la Restauración 
y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, como parte Civil, 
por Leoncio Guerrero Castillo, dominicano, mayor de 

edad, casado, agricultor, domiciliado y residente en Las 
zanjas, sección de la común de San Juan, de la provincia de B
enefactor, portador de la cédula personal de identidad nú-

inero 4993, serie 8, renovada con el sello de R. I. No. 
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1717569, contra sentencia correccional de la Cort, de Ape- 

lación de Sana  Juan de la Ma.guana del diecisiete de junio 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se in- 

dica luego; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, abogado del re- 

currente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en 

la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu- 

rrente, el veintitrés de junio de mil novecientos c incuen- 

ta y tres; 
Visto el escrito contentivo de medios del recurso, pre- 

sentado, el cinco de agosto de mil novecientos cincuenta y 

tres, por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, portador de la 
cédula personal número 344, serie 10, renovada con el se- 

llo No. 931, como abogado del recurrente; 
Visto el escrito de defensa depositado en Secretaría, 

el cuatro de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
por el Dr. Vetilio Valenzuela, portador de la cédula núme-
ro 8208, serie 12, renovada con el sello No. 12303, abogado 
del prevenido Nicolás Moquete, dominicano, mayor de 
edad, soltero, agricultor, domiciliado y residente en la sec-
ción de Las Zanjas, de la común de San Juan de la Magua-
na, portador de la cédula personal número 1481, serie 12, 
cuyo sello de renovación no se menciona en el expediente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 379 y 388 del Código Penal; 
195 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Có-
digo Civil; 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 

que sigue: "a) Que en .fecha 29 del mes de Agosto del año 
mil novecientos cincuenta y dos, el señor Leoncio Guerre

- 

ro, se presentó al Cuartel General de la Cuarta Cía. P. N., 
y una vez allí frente al Oficial del Día, manifestó que el 
motivo de su comparecencia a ese Despacho, era como el 
fin' de presentar formal querella contra el nombrado Nico-
lás Moquete, por el hecho de haberse introducido en su 
propiedad agrícola, y haber cogido como setenta paquetes 

• de arroz de un semillero que tenía en su propiedad radica-
da en la sección de Las Zanjas; b) Que por oficio No. 1320, 
de fecha 29 de Agosto del año mil novecientos cincuenta 
y dos, el Oficial del Día de la Cuarta Cía P. N., remitió 
el expediente al Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Benefactor, para los fines de lugar corres-
pondiente; c) Que apoderado del caso el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor, dictó 
su orden de prisión preventiva No. 235 de fecha primero de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y dos, con-
tra el nombrado Nicolás Moquete, bajo la prevención del 
delito de robo de cosecha no desprendidas, en perjuicio 
del señor Leoncio Guerrero; d) Que fijado el conocimien-
to de la causa para ,la audiencia del día cuatro de septiem- 
bre del año mil novecientos cincuenta y dos, se produjo 

Sillieun reenvío, ordenando un descenso al lugar de los hechos, 
a fin de poder apreciar mejor los hechos; e) Que practi-
cado el referido descenso, se reenvió nuevamente la causa 
para conocerla definitivamente el día cinco de noviembre 
del año 1952, a las nueve horas de la mañana, fecha ésta 
en que discurrió la audiencia tal como se describe en el 
„eta levantada al efecto culminando con la sentencia apela-
da; f) Que en fecha cinco del mes de noviembre del año 
952, se presentó por ante la Secretaría. del Juzgado a quo el Dr. Vetilio Valenzuela, quien a nombre y representa-

ción del nombrado Nicolás Moquete, interpuso formal re-
urso de apelación contra la sentencia mencionada, por no 
,star conforme con el fallo recaído en su contra"; 

g) que n 
la audiencia en la cual la Corte de Apelación de San 
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1717569, contra sentencia correccional de la Cort de Ape- 
lación de Sar? Juan de la Ma.guana del diecisiete de junio 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se in- 

dica luego; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, abogado del re- 

currente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en 

la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu- 
rrente, el veintitrés de junio de mil novecientos cincuen- 

ta y tres; 
Visto el escrito contentivo de medios del recurso, pre- 

sentado, el cinco de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, portador de la 
cédula personal número 344, serie 10, renovada con el se- 

llo No. 931, como abogado del recurrente; 
Visto el escrito de defensa depositado en Secretaría, 

el cuatro de agosto de mil novecientos cincuenta y tres. 

por el Dr. Vetilio Valenzuela, portador -  de la cédula núme- 

ro 8208, serie 12, renovada con el sello No 12303, abogado 
del prevenido Nicolás Moquete, dominicano, mayor de 
edad, soltero, agricultor, domiciliado y residente en la sec- 
ción de Las Zanjas, de la común de San Juan de la Magua- 
na, portador de la cédula personal número 1481, serie 12, 
cuyo sello de renovación no se menciona en el expediente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 379 y 388 del Código Penal; 
195 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Có- 

digo Civil; 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo 

que sigue: "a) Que en-fecha 29 del mes de Agosto del 
año 

mil novecientos cincuenta y dos, el señor Leoncio Guerre
- 

ro, se presentó al Cuartel General de la Cuarta Cía. P. N., 
y una vez allí frente al Oficial del Día, manifestó que el 
motivo de su comparecencia a ese Despacho, era como el 
fin' de presentar formal querella contra el nombrado Nico-
lás Moquete, por el hecho de haberse introducido en su 
propiedad agrícola, y haber cogido como setenta paquetes 
de arroz de un semillero que tenía en su propiedad radica-
da en la sección de Las Zanjas; b) Que por oficio No. 1320, 
de fecha 29 de Agosto del año mil novecientos cincuenta 
y dos, el Oficial del Día de la Cuarta Cía P. N., remitió 
el expediente al Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Benefactor, para los fines de lugar corres-
pondiente; c) Que apoderado del caso el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor, dictó 
su orden de prisión preventiva No. 235 de fecha primero de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y dos, con-
tra el nombrado Nicolás Moquete, bajo la prevención del 
delito de robo de cosecha no desprendidas, en perjuicio 
del señor Leoncio Guerrero; d) Que fijado el conocimien-
to de la causa para .la audiencia del día cuatro de septiem-
bre del año mil novecientos cincuenta y dos, se produjo 
un reenvío, ordenando un descenso al lugar de los hechos, 
a fin de poder apreciar mejor los hechos; e) Que practi-
cado el referido descenso, se reenvió nuevamente la causa 
para conocerla definitivamente el día cinco de noviembre 

"IeW, del año 1952, a las nueve horas de la mañana, fecha ésta 
Len que discurrió la audiencia tal como se describe en el 

II
„eta levantada al efecto culminando con la sentencia apela-
a; f) Que en fecha cinco del mes de noviembre del año 
952, se presentó por ante la Secretaría del Juzgado 

a quo P 1  Dr. Vetilio Valenzuela, quien a nombre y representa- 
oil del nombrado Nicolás Moquete, interpuso formal re-,  
arco de apelación contra la sentencia mencionada, por no 
ter conforme con el fallo recaído en su contra"; 

g) que ri la audiencia en la cual la Corte de Apelación de San 
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Juan de la Maguana conoció del recurso de alzada del pre-
venido, carácter con que figuraba Nicolás Moquete, el abo-
gado de la parte civil concluyó así: "Por las razones expues-
tas, os suplicamos, muy respetuosamente, a nombre del se-
ñor Leoncio Guerrero; Primero: Ratificar, en su aspecto 
civil, lá sentencia apelada; y Segundo: condenar al incul-
pado Nicolás Moquete al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del infrascrito abogado, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte. I Haréis 

justicia"; el abogado del prevenido presentó estas conclu-
siones: "Se os suplica: a)—Declarar bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por Nicolás Moquete; b)— 
Revocar la sentencia apelada, y obrando por vuestro pro-
pio imperio, descargar a Nicolás Moquete de todas las con-
denaciones contra él recaídas, tanto las penales como las ci-
viles; c)— Condenar a la parte civil constituída al pago de 
las costas, distrayendo las civiles en provecho del abogado 
Vetilio Valenzuela, quien os afirma haberlas avanzado en 

su mayor parte. I haréis justicia"; y el Ministerio Públi-

co concluyó en su dictamen, de este modo: "Primero: que 
se declare bueno y válido, en la forma, el presente recur-
so de apelación; Segundo: que se revoque la sentencia ape-
lada, y obrando por propia autoridad, se descarga al incul-
pado Nicolás Moquete por insuficiencia de pruebas en el 

delito que se le imputa o por falta de intención delictuosa, - 

 dej ando a la apreciación de la Corte la solución de los pe-
dimentos hechos por la parte civil constituída; y Tercero: 
que las costas penales sean declaradas de oficio"; 

Considerando que, en fecha diecisiete de junio de mil 

novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana pronunció, en audiencia pública la 

sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a con-
tinuación se copia: "Falla: Primero: Declarar regular y 

válido en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto 
en 

los plazos y mediante el cumplimiento de los demás 
re- 
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quisitos legales, el recurso de apelación intentado en fe-
cha 5 .del mes de Noviembre del año 1952, por el preve-
nido Nicolás Moquete, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, dic-
tada en  atribuciones correccionales en fecha 5 del mes de 
Noviembre del año 1952, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Primero: que debe declarar y declara al nombrado Nico-
lás Moquete, de generales anotadas, culpable del delito de 
Robo de Cosecha no Desprendidas, en perjuicio de Leoncio 
Guerrero, y en consecuencia se condena a pagar sesenta 
pesos oro (RD$60.00) de multa, acogiendo en su favor cir; 
cunstancias atenuantes; Segundo: que debe condenar y con-
dena al prevenido Moquete a pagar a Leoncio Guerrero la 
suma de cien pesos oro (RD$100.00) de indemnización por 
los daños morales y materiales que le ha causado con su 
delito; Tercero: que debe condenar y condena al preveni-
do al pago de las costas penales y civiles, y se ordena la 
distracción de las últimas en provecho del Licenciado An-
gel Salvador Canó Pelletier, quien afirma haberlas avan-
zado en u:. mayor parte"; Segundo: Revoca la dicha sen-tencia apelada; Tercero: Descarga al prevenido de toda 
responsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas respec-
to del hecho que se le imputa; Cuarto: Rechaza las peti-
ciones de carácter civil del señor Leoncio Guerrero Castillo, 
parte civil constituída, por ser improcedente e infundadas; 
Quinto: Condena al mismo señor Leoncio Guerrero Castillo 
al pago de las costas de ambas instancias, distrayendo las 
de carácter civil en beneficio del Doctor Vetilio Valen-
zuela, por haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente expresa, en el acta de 
declaración de su recurso, "que interpone dicho recurso 
por 

no estar conforme con la mencionada sentencia" por 
Considerar "que se han desnaturalizado los hechos y se ha 

descargado aún culpable en su perjuicio, que oportu-
namente depositará el memorial correspondiente en apo- 
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Juan de la Maguana conoció del recurso de alzada del pre-
venido, carácter con que figuraba Nicolás Moquete, el abo-
gado de la parte civil concluyó así: "Por las razones expues-
tas, os suplicamos, muy respetuosamente, a nombre del se-
ñor Leoncio Guerrero; Primero: Ratificar, en su aspecto 
civil, lá sentencia apelada; y Segundo: condenar al incul-
pado Nicolás Moquete al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del infrascrito abogado, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte. I Haréis " 
justicia"; el abogado del prevenido presentó estas conclu-
siones: "Se os suplica: a)—Declarar bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por Nicolás Moquete; b)—
Revocar la sentencia apelada, y obrando por vuestro pro-
pio imperio, descargar a Nicolás Moquete de todas las con-
denaciones contra él recaídas, tanto las penales como las ci-
viles; c)— Condenar a la parte civil constituida al pago de 
las costas, distrayendo las civiles en provecho del abogado 
Vetilio Valenzuela, quien os afirma haberlas avanzado en A 

su mayor parte. I haréis justicia"; y el Ministerio Públi-
co concluyó en su dictamen, de este modo: "Primero: que 
se declare bueno y válido, en la forma, el presente recur-
so de apelación; Segundo: que se revoque la sentencia ape-
lada, y obrando por propia autoridad, se descarga al incul-
pado Nicolás Moquete por insuficiencia de pruebas en el 
delito que se le imputa o por falta de intención delictuosa, 
dejando a la apreciación de la Corte la solución de los pe-
dimentos hechos por la parte civil constituida; y Tercero: 
que las costas penales sean declaradas de oficio"; 

Considerando que, en fecha diecisiete de junio de mil 
novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de San - 
Juan de la Maguana pronunció, en audiencia pública la' 

sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a con-
tinuación se copia: "Falla: Primero: Declarar regular y 

válido en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en 
los plazos y mediante el cumplimiento de los demás re- 
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quisitos legales, el recurso de apelación intentado en fe-
cha 5 del mes de Noviembre del año 1952, por el preve-
nido Nicolás Moquete, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, dic-
tada en atribuciones correccionales en fecha 5 del mes de 
Noviembre del año 1952, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Primero: que debe declarar y declara al nombrado Nico-
lás Moquete, de generales anotadas, culpable del delito de 
Robo de Cosecha no Desprendidas, en perjuicio de Leoncio 
.Guerrero, y en consecuencia se condena a pagar sesenta 
pesos oro (RD$60.00) de multa, acogiendo en su favor cir: 
cunstancias atenuantes; Segundo: que debe condenar y con-
dena al prevenido Moquete a pagar a Leoncio Guerrero la 
suma de cien pesos oro (RD$100.00) de indemnización por 
los daños morales y materiales que le ha causado con su 
delito; Tercero: que debe condenar y condena al preveni-
do al pago de las costas penales y civiles, y se ordena la 
distracción de las últimas en provecho del Licenciado An-
gel Salvador Canó Pelletier, quien afirma haberlas avan-
zado en sz mayor parte"; Segundo: Revoca la dicha sen-
tencia apelada; Tercero: Descarga al prevenido de toda 
responsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas respec-
to del hecho que se le imputa; Cuarto: Rechaza las peti-
ciones de carácter civil del señor Leoncio Guerrero Castillo, 
parte civil constituida, por ser improcedente e infundadas; 
Quinto: Condena al mismo señor Leoncio Guerrero Castillo 
al pago de las costas de ambas instancias, distrayendo las 
de carácter civil en beneficio del Doctor Vetilio Valen-
zuela, por haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente expresa, en el acta de 
declaración de su recurso, "que interpone dicho recurso 
por no estar conforme con la mencionada sentencia" por 
considerar "que se han desnaturalizado los hechos y se ha 

descargado aún culpable en su perjuicio, que oportu-
namente depositará el memorial correspondiente en apo- 
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yo de su recurso"; y en el escrito presentado por su abo-
gado a la Suprema Corte de Justicia alega que la deci-
sión impugnada ha incurrido en los vicios siguientes: "Des-
naturalización de los hechos y, en consecuencia, falsa mo-
tivación, violación del art. 195 del Código de Procedimien-
to Criminal, violación del' art. 379 y vilación del art. 1382 

del Código Civil"; 
Considerando que los fundamentos esenciales de lo de- 

cidido por la Corte a qua, tanto en el aspecto penal como 

en el civil, se encuentran en los considerandos quinto, sex- 
to, noveno y undécimo, en los términos siguientes: "quc 

los testimonios, tanto ante el Juzgado a quo, como ante es- 

ta jurisdicción de alzada, establecen que las plantas de , 

 arroz que se atribuyen robadas, son de más de cuatro me- 
ses, en la especie, de las llamadas "arroz de tocón", (que 
son restos de plantas ya comidas por bueyes) que, trasplan-1, 
tadas como semillero, son de un provecho excesivamente 
dudoso, y consecuentemente, carecen de valor entre lob 
agricultores; que no se comprende en buena lógica, que  

el prevenido, persona de reconocida conducta y de posib 
lidades económicas cometiera un robo de plantas "de tf  

eón", seguramente inútiles; que esta circunstancia hosti 
a la tésis de culpabilidad, se hace más obtensible en ra- 
zón de haberse comprobado, como lo reconoce el proceso 
verbal del traslado a la sección de Las Zanjas, hecho por el 
Tribunal de Primera Instancia y comprobado por la Co, 
te„que en los dos cuadros y medio comprados por Moque- 
te a Papa Solís, había planta de menos tiempo que las 

d 

Guerrero, de mejores condiciones para el trasplante q 
las llamadas de "tocón", y en cantidad suficiente para s 
plir dicho trasplante en la medida que se proponía hace 
lo el prevenido en sus labranzas; de tal modo, que el Ju 
a quo comprobó la existencia de plantas no desprendid 
aún de los cuadros correspondientes a Moquete, en ca 
tidad de unos quince paquetes, además de otras plant 
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de malas condiciones", y que "en 'este orden de razona- 
. 

rnientos no es lógico admitir el interés del prevenido, en 
- optar por un robo de plantas malas teniendo todavía quin-: 
ce  paquetes mejores"; que, además, "los hechos y circuns-
tancias del proceso, largamente debatidos en el plenario; 
la manera reposada como narra la escena el prevenido, los 
testimonios imparciales de los demás testigos no trabajado-
res de ninguno de los litigantes, la nerviosidad y pasión 
exaltadas de Guerrero en la audiencia, han llevado a la 
religión de la Corte, el íntimo convencimiento de que no 
hay pruebas suficientes para pronunciar la culpabilidad de 
Nicolás Moquete en el robo que se le imputa; que, por el 
contrario, existen graves dudas, las cuales, conforme los 
principios, deben resolverse en sentido del descargo"; agre-
gando que "en síntesis, que de la ponderación de los he-
chos y circunstancias de la causa, del examen y crítica de 
los testimonios, las versiones que respecto del hecho han 
dado el prevenido y el querellante, la condición moral del 
inculpado, los vehementes decires del querellante consti- 
tuido en parte civil, el estudio del acta producida en oca- 
sión del traslado del Juzgado a quo a la sección de Las Zan-
jas, el seis de septiembre del próximo pasado año (1952), 
en fin, las pruebas presentadas en esta .jurisdicción de al-
zada, contrariamente a lo decidido en el fallo impugnado, 
han convencido a esta Corte de que no existen pruebas su-

: ficientes de las . culpabilidades de Nicolás Moquete como 

autor de robo de cosecha no desprendidas, en perjuicio de 
Leoncio Guerrero"; "que no existe hecho alguno o cargo 
de Nicolás Moquete que habiendo causado un daño a Leon-
cio Guerrero, obligue á Moquete a repararlo; que, por tan-
to. la  demanda en daños y perjuicios debe rechazarse, por 
improcedente y mal fundada; que al decidir lo contrario 
claarsseent .)enr cia apelada, también en este aspecto, debe revo- 
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yo de su recurso"; y en el escrito presentado por su abo-
gado a la Suprema Corte de Justicia alega que la deci-
sión impugnada ha incurrido en los vicios siguientes: "Des-
naturalización de los hechos y, en consecuencia, falsa mo-
tivación, violación del art. 195 del Código de Procedimien-
to Criminal, violación del' art. 379 y vilación del art. 1382 

del Código Civil"; 
Considerando que los fundamentos esenciales de lo de-

cidido por la Corte a qua, tanto en el aspecto penal como 
en el civil, se encuentran en los considerandos quinto, sex-
to, noveno y undécimo, en los términos siguientes: "quel 

los testimonios, tanto ante el Juzgado a quo, como ante es-

ta jurisdicción de alzada, establecen que las plantas d( 
arroz que se atribuyen robadas, son de más de cuatro me-
ses, en la especie, de las llamadas "arroz de tocón", (que mo 

 son restos de plantas ya comidas por bueyes) que, trasplan-
tadas como semillero, son de un provecho excesivamente 
dudoso, y consecuentemente, carecen de valor entre lo 

agricultores; que no se comprende en buena lógica, qu 
el prevenido, persona de reconocida conducta y de posib . 

 lidades económicas cometiera un robo de plantas "de t i 

eón", seguramente inútiles; que esta circunstancia host 
a la tésis de culpabilidad, se hace más obtensible en ra 

zón de haberse comprobado, como lo reconoce el proce 
verbal del traslado a la sección de Las Zanjas, hecho por 
Tribunal de Primera Instancia y comprobado por la Cor-
te„que en los dos cuadros y medio comprados por Moque-
te a Papa Solís, había planta de menos tiempo que las de 
Guerrero, de mejores condiciones para el trasplante q 
las llamadas de "tocón", y en cantidad suficiente para s 
plir dicho trasplante en la medida que se proponía hac 
lo el prevenido en sus labranzas; de tal modo, que el Ju 
a quo comprobó la existencia de plantas no desprendid 
aún de los cuadros correspondientes a Moquete, en c 
tidad de unos quince paquetes, además de otras plant 
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de malas condiciones", y que "en 'este orden de razona- 
. 

mientos no es lógico admitir el interés del prevenido, en 
optar por un robo de plantas malas teniendo todavía quin 
ce paquetes mejores"; que, además, "los hechos y circuns-

tancias del proceso, largamente debatidos en el plenario; 
la manera reposada como narra la escena el prevenido, .los 
testimonios imparciales de los demás testigos no trabajado-
res de ninguno de los litigantes, la nerviosidad y pasión 
exaltadas de Guerrero en la audiencia, han llevado a la 
religión de la Corte, el íntimo convencimiento de que no 
hay pruebas suficientes para pronunciar la culpabilidad de 
Nicolás Moquete en el robo que se le imputa; que, por el 
contrario, existen graves dudas, las cuales, conforme los 
principios, deben resolverse en sentido del descargo"; agre-
gando que "en síntesis, que de la ponderación de los he-
chos y circunstáncias de 'la causa, del examen y crítica de 
los testimonios, las versiones que respecto del hecho han 
dado el prevenido y el querellante, la condición moral del 
inculpado, los vehementes decires del querellante consti-
tuido en parte civil, el estudio del acta producida en oca-
sión del traslado del Juzgado a quo a la sección de Las Zan-
jas, el seis de septiembre del próximo pasado año (1952), 
en fin, las pruebas presentadas en esta jurisdicción de al-
zada, contrariamente a lo decidido en el fallo impugnado, 
han convencido a esta Corte de que no existen pruebas su-
ficientes de las culpabilidades de Nicolás Moquete como 
autor de robo de cosecha no desprendidas, en perjuicio de 
Leoncio Guerrero"; "que no existe hecho alguno o cargo 
de Nicolás Moquete que habiendo causado un daño a Leon-
cio Guerrero, obligue á Moquete a repararlo; que, por tan-
to, la demanda en daños y perjuicios debe rechazarse, por 

procedente y mal fundada; que al decidir lo contrario 
sentencia apelada, también en este aspecto, debe revo- 

rse"; y • 
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Considerando que los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para la ponderación de los medios de prue-
ba empleados ante ellos y para el consiguiente estableci-
miento de los hechos de la causa, y de tal poder hizo uso 
la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana al ha-
cer las consideraciones arriba transcritas y 'al fallar como 
lo hizo; que la circunstancia de que el Juzgado de Prime-
ra Instancia hubiese llegado a conclusiones distintas, no 
afectaba la libertad que tenía la Corte a qua para ponde-

rar los• hechos y aplicarles correctamente el derecho; má-
xime, cuando en el expediente no se encuentran las con-
fesiones que atribuye el recurrente a la parte contraria, 
en la medida que pretende el primero; que si bien el consi-
derando primero de la decisión impugnada contiene, en su 

parte final, conclusiones que no están de acuerdo con la 
interpretación correcta del artículo 379 del Código Penal, 
en dicho considerando sólo se trata de una hipótesis aue 
la Corte a qua examina sin admitir por ello que el caso 
que ocurría fuera el de tal hipótesis; que las consideracio-
nes que luego hace dicha Corte y que han sido transcritas 
arriba, constituyen la verdadera y firme base de la senten-
cia que es objeto del presente recurso, la cual no revela 
la desnaturalización de hechos que pretende el recurren-
te, al querer sustituir el criterio de la Corte con el del 
mismo recurrente, ni revela, consecuentemente, los otros 
vicios señalados por el recurso como derivación del pri-

mero; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por Leoncio Guerrero Castillo, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana del 
diecisiete de junio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, y condena a dicho recurrente al pago de las 
costas, con distracción en favor del Dr. Vetilio Valenzue- 
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la, abogado de Nicolás Moquete que afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.-- Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia mpugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma 

corls, de fecha 24 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lic. Federico Nina hijo.— Abogado: Lic. Quirico El 

pidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-

tos Contín Aybar y Manuel A. Amiama, rsistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 0  de la Independencia, 91 9  de la Res-

tauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Lic. 
Federico Nina hijo, dominicano, mayor de edad, casado, 
abogado, domiciliado y residente en la ciudad de San Pe-
dro de Macorís, portador de la cédula personal de identi-
dad número 670, serie 23, con sello número 442, contra 

sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, de fecha veinticuatro de julio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Laureano Canto Rodríguez, portador de 
la cédula personal dé identidad número 7667, serie 23, con 
sello número 9520, en representación del licenciado Quí-
rico Elpidio Pérez B., portador de la cédula personal de 
identidad número 3726, serie ira. con sello número 440, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha tres de agosto del co-
rriente año; • 

Visto el memorial de casación presentado por el abo-
gado del recurrente, en fecha treinta y uno de agosto del 
c.orriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
- liberado, y vistos los artículos 3 y 9 de la Ley 1014 del 
año 1935, y 1, 27 y 71 de la Ley sobre 'Procedimiento de 
Casación; 

Considerando .que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
seis de julio del año en curso, el Comandante del Departa-
mento Este, E. N., Coronel Andrés Julio Monclús, sometió 
por ante el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, al Lic. Federico Nina hi-
jo, inculpándolo del delito de violación a la Ley No. 483 
del año 1933; b) que en esa misma fecha el expresado Pro-
curador Fiscal dictó mandamiento de prisión contra el in-
culpado; c) que en fecha ocho del mismo mes de julio el 
inculpado fué puesto en libertad provisional, por haber 
prestado la fianza de RD$10,000 que le fué fijada por el 
Juez de Primera Instancia de ese mismo Distrito Judicial; 
cl) que en la audiencia fijada para el conocimiento de la 
causa, celebrada el dieciséis del repetido mes de julio, el 
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Recurrente: Lic. Federico Nina hijo.— Abogado: Lic. Quirico El.' 

pidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tos Contín Aybar y Manuel A. Amiama, c.sistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-
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tauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Lic. 
Federico Nina hijo, dominicano, mayor de edad, casado, 
abogado, domiciliado y residente en la ciudad de San Pe-
dro de Macorís, portador de la cédula personal de identi-
dad número 670, serie 23, con sello número 442, contra 
sentencia de la Corte de Aperación de San Pedro de Ma-

corís, de fecha veinticuatro de julio de mil novecientos cin-

cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Laureano Canto Rodríguez, portador de 
la cédula personal de identidad número 7667, serie 23, con 
sello número 9520, en representación del licenciado Quí-
rico Elpidio Pérez B., portador de la cédula personal de 
identidad número 3726, serie lra. con sello número 440, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procuriador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha tres de agosto del co-
rriente año; • 

Visto el memorial de casación presentado por el abo-
gado del recurrente, en fecha treinta y uno de agosto del 
corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 3 y 9 de la Ley 1014 del 
año 1935, y 1, 27 y 71 de la Ley sobre'Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
seis de julio del año en curso, el Comandante del Departa-
mento Este, E. N., Coronel Andrés Julio Monclús, sometió 
por ante el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, al Lic. Federico Nina hi-
jo, inculpándolo del delito de violación a la Ley No. 483 
del año 1933; b) que en esa misma fecha el expresado Pro-
curador Fiscal dictó mandamiento de prisión contra el in-
culpado; c) que en fecha ocho del mismo mes de julio el 
inculpado fué puesto en libertad provisional, por haber 
prestado la fianza de RD$10,000 que le fué fijada por el 
Juez de Primera Instancia de ese mismo Distrito Judicial; 
d) que en la audiencia fijada para el conocimiento de la 
causa, celebrada el dieciséis del repetido mes de julio, el 
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Lic. Nina, solicitó, antes de que se iniciara la sustanciá-
ción de la causa el reenvío de la misma y que se le otor-
gara el plazo señalado en el artículo 3 de la Ley 1014 pa-
ra preparar sus medios de defensa; e) que el Juzgado apo-
derado de la causa dictó sentencia en esa misma fecha, 
rechazando el pedimento del inculpado, por improcedente 

y mal fundado; 
Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 

el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: declara regular 
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el inculpado Licenciado Federico Nina hijo, 
contra la sentencia pronunciada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís en fecha 16 de julio de 1953, cuya parte dispositiva 'di-
ce así: 'Falla: Unico: Que debe rechazar y rechaza, la pe-
tición de reenvío hecha por el inculpado Lic. Federico Ni-
na hijo, por improcedente y mal fundada y en consecuen-
cia debe ordehar y ordena, la continuación de la causa 
contra él seguida por el delito de violación a la Ley No. 
483'; Segundo: Revoca en todas sus partes la antes expre-
sada sentencia; Tercero: Ordena el envío del expediente 
de que sé trata por ante el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, para los 
fines de lugar.— Cuarto: Declara las costas de oficio". 

Considerando que el recurrente no expuso ningún me-
dio determinado al interponer su recurso; que en el me-
morial de casación que ha enviado luego a la Suprema 
Corte de Justicia alega, como único medio, la violación 
del artículo 27 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
sobre el fundamento de que la Corte a ,  qua omitió contestar 

el pedimento contenido en el ordinal segundo de sus con-
clusiones y no dió tampoco motivos sobre dicha omisión; 

Considerando que por el apartado segundo de sus con-
clusiones, el Lic. Nina solicitó que fuera declarado justo 
y legal el pedimento propuesto por él ante el Juez del pri- 
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mer grado, y que se declarara que la causa "deberá co- 
nocerse después del otorgamiento del plazo solicitado"; 
pero, 

Considerando que si bien es cierto que en el disposi-
tivo de la sentencia impugnada, la Corte a qua se limita a 
revocar la sentencia apelada y a enviar el asunto ante el 
tribunal del primer grado, no es menos cierto que, en sus 
motivos el mismo fallo expresa lo siguiente: "que los ar-
tículos 3 y 9 de la Ley 1014, le acuerdan a toda persona 
detenida por una infracción castigada con penas correccio-
nales, ya sea que dicha persona, en encuentre detenida, 
en estado de flagrante delito o no, el derecho de solicitar 
al tribunal que ha de juzgarlo, un plazo para preparar sus 
medios de defensa, plazo que le acordará dicho tribunal, 
por el término no mayor de tres días"; "que al solicitar el 
inculpado al Presidente del Tribunal que le estaba juz- 
gando por el delito de una infracción castigada con penas 
correccionales, como lo es la prevención puesta a su car-
go, de violación de la Ley 483, un plazo para preparar sus 
medios de defensa, dicho pedimento era pertinente y ajus-
tado a la ley, aún cuando no se encontrara detenido en es-
tado de flagrante delito; que, al rechazar el juez a quo di-
cho pedimento, hizo una injusta apreciación de los hechos 
de la causa y una errada aplicación de la ley, y, en con-
secuencia, procede revocar, como se revoca la sentencia 
apelada en ese punto"; que, por tanto, es evidente que la 
Corte a qua ha admitido que procede concederle al actual 
recurrente el plazo solicitado en primera instancia para 
preparar sus medios de defensa, cuyo otorgamiento, según 
se expresa en el fallo impugnado, era pertinente y ajusta- 
do a la ley; 

Considerando que todo lo expresado pone de manifies-
to que la sentencia impugnada no ha incurrido en los vi-
cios de omisión de estatuir y falta de motivos alegados; 
que, en tales condiciones, y habiendo la Corte a qua aco- 
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al tribunal que ha de juzgarlo, un plazo para preparar sus 
medios de defensa, plazo que le acordará dicho tribunal, 
por el término no mayor de tres días"; "que al solicitar el 
inculpado al Presidente del Tribunal que le estaba juz-
gando por el delito de una infracción castigada con penas 
correccionales, como lo es la prevención puesta a su car-
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cho pedimento, hizo una injusta apreciación de los hechos 
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. 

.to que la sentencia impugnadá no ha incurrido en los vi-
cios de omisión de estatuir y falta de motivos alegados; 
•que, en tales condiciones, y habiendo la Corte a qua aco- 
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
. cha 7 de julio de 1933. 
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gido, por otra parte, todos los pedimentos formulados p or 

 el recurrente, es obvio que éste no puede tener interés en, 

hacer modificar o anular la sentencia que ataca; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea_ 

sación interpuesto por el Lic. Federico Nina hijo, co ntra 

 sentehcia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha veinticuatro de julio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar de 
presente fallo, y Segundo: Condena a dicho recurrente 

pago de las costas. 
(Firmado): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel.= A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nésto 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada p( 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, elija, 
audiencia pública del día, mes y año en él expresad , ;. y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge 

que certifico. (Firmado '}: Ernesto Curiel hijo.  

'Materia: Penal. 

Recurrente Gregorio Bobadilla. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
‘icia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun-
o Sustiuto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
orel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 

'7,,ntín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del - Secre- 
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 

Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día nue-
del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
, años 110 9  de la Independencia, 919 de la Restaura-

n y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregorio 
obadilla, mayor de edad, dominicano, soltero, jornalero, 

domiciliado y residente en Baní, portador de la cédula per-
°nal de identidad número 14775, serie 3 1, sello número 
168974 para el presente año, contra sentencia correccional, 
d=ctada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el sie-
te de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis- 
Positivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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gido, por otra parte, todos los pedimentos formulados po r 

 el recurrente, es obvio que éste no puede tener interés en 
hacer modificar o anular la sentencia que ataca; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el récurso de ca_ 
sación interpuesto por el Lic. Federico Nina hijo, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha veinticuatro de julio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y Segundo: Condena a dicho recurrente al 

pago de las costas. 
(Firmado): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—. , 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan Al 

Morel.---1  A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por In, 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados. 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener: 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

401E, En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
.;cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

1  
terrera Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 

Su,Lituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun- 
Sustiuto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 

`Jorel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
2ontín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del -Secre-
ario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
-sudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día nue-
- e del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
es, años 110 9  de la Independencia, 919 de la Restaura-

ión y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
, corno corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregorio 
badilla, mayor de edad, dominicano, soltero, jornalero, 
miciliado y residente en Baní, portador de la cédula per-
nal de identidad número 14775, serie 3a, sello número 

68974 para el presente año, contra sentencia correccional, 
ctáda por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el sie-
de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
itivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha 7 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente Gregorio Bobadilla. 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua el siete de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, a requerimiento de Gregorio Bo-
badilla,"en la cual consta que dicho recurrente declaró que 
intenta la casación" por no estar conforme con la senten-
cia" de la Corte de Apelación ya indicada, sin señalar 

ningún medio determinado; 

La Suprerna Corte de Justicia, después de haber 'de-
liberado, y vistos los artículos 406, 408, modificados, 463; 
escala 6ta., del Código Penal; 194 del Código de Procedi 

miento Criminal, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 

Considerando que en fecha trece de mayo de mil no-
vecientos cincuenta y tres, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, en sus atribu-

ciones -correccionales, dictó una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Declarar, como al efecto de-
claramos, al nombrado Gregorio Bobadilla (a) Gollito, de 
generales anotadas, culpable del delito de abuso de con-
fianza sen perjuicio de'Gregorio María Ortiz, y en conse-
cuencia acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, se 
condena a sufrir dos (2) meses de prisión correccional, que 
se cumplirá en la Cárcel Pública de esta ciudad; Segun-
do: Condenar, como al efecto lo condenarnos, al pago de 

las costas"; 
Considerando que, en virtud del recurso de apelación 

intentado por Gregorio Bobadilla (a) Gollito, el veintidós 

de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal dictó en fecha siete de julio 
del mismo año una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Modiíi- 
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ga, en cuanto a la pena impuesta, la sentencia contra la 
'cual se apela y cuyo dispositivo figura copiado en otro lu-
gar del presente fallo, dictada por el Juzgado de Primera 
instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, en fe-
cha trece de mayo del año 1953; y, obrando por propia 
autoridad, condena al nombrado Gregorio Bobadilla (a) Go-
llito, a sufrir la pena de un mes y quince días de prisión 
correccional, por su delito de abuso de confianza en per- 
juicio de Gregorio María Ortiz Celado, acogiendo en fa- 
vor del mencionado prevenido más amplias circunstancias 
atenuantes; y Tercero: Condena al mencionado inculpado 
al pago de las costas de su recurso'; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al intentar su.  recurso de ca-
sación, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
"que el inculpado Gregorio Bobadilla (a) Gollito, está con-
victo de haber cometido el delito de abuso de confianza 
que se le imputa, toda vez que no ha negado haber reci-
bido de parte del querellante determinada cantidad de pan 
para venderla, debiendo percibir por sus gestiones un diez 
por ciento sobre su valor, ascendente a la suma de trece 
pesos, suma de la cual dispuso en su provecho el inculpa-
do, ya que no ha podido justificar que la expresada su-
ma se le perdiera, como lo alegó ante el Juez a quo y an-
te esta Corte"; 

Considerando que la alegación, no establecida, hecha 
ante la Corte a qua por el prevenido, de que el producto 
de la venta del pan' entregádole por el querellante se le 
había perdido, sirvió correctamente de base a la Corte a 
qua para considerar al prevenido como autor del delito 
que se le imputaba, ya que esa alegación implicaba un 
reconocimiento del encargo que el querellante le había 
dado; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procuradbr General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua el siete de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, a requerimiento de Gregorio Bo-
badilla,'en la cual consta que dicho recurrente declaró que 
intenta la casación" por no estar conforme con la senten-
cia" de la Corte de Apelación ya indicada, sin señalar 

ningún medio determinado; 

La Suprertia Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 406, 408, modificados, 463, 
escala 6ta., del Código Penal; 194 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 19 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 

Considerando que en fecha trece de mayo de mil no-
vecientos cincuenta y tres, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, en sus atribu-

ciones -correccionales, dictó una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Declarar, como al efecto de-
claramos, al nombrado Gregorio Bobadilla (a) Gollito, de 
generales anotadas, culpable del delito de abuso de con-
fianza ,en perjuicio de'Gregorio María Ortiz, y en conse-
cuencia acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, se 
condena a sufrir dos (2) meses de prisión correccional, que 
se cumplirá en la Cárcel Pública de esta ciudad; Segun-
do: Condenar, como al efecto lo condenamos, al pagq de 

las costas"; 
Considerando que, en virtud del recurso de apelación 

intentado por Gregorio Bobadilla (a) Gollito, el veintidós 
de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal dictó en fecha siete de julio 

del mismo año una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Modifi  

ca, en cuanto a la pena impuesta, la sentencia contra la 
cual se apela y cuyo dispositivo figura copiado en otro lu- 
gar del presente fallo, dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, en fe-
cha trece de mayo del año 1953; y, obrando por propia 
autoridad, condena al nombrado Gregorio Bobadilla (a) Go-
llito, a sufrir la pena de un mes y quince días de prisión 
correccional, por su delito de abuso de confianza en per-
juicio de Gregorio María Ortiz Celado, acogiendo en fa-
vor del mencionado prevenido más amplias circunstancias 
atenuantes; y Tercero: Condena al mencionado inculpado 
al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al intentar sui recurso de ca-
sación, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés! 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
"que el inculpado Gregorio Bobadilla (a) Gollito, está 'con-
victo de haber cometido el delito de abuso de confianza 
que se le imputa, toda vez que no ha negado haber reci-
bido de parte del querellante determinada cantidad de pan 
para venderla, debiendo percibir por sus gestiones un diez 
por ciento sobre su valor, ascendente a la suma de trece 
pesos, suma de la cual dispuso en su provecho el inculpa-
do, ya que no ha podido justificar que la expresada su-
ma se le perdiera, como lo alegó ante el Juez a quo y an-
te esta Corte"; 

Considerando que la alegación, no establecida, hecha 
ante la Corte a qua por el prevenido, de que el producto 
de la venta del pan' entregádole por el querellante se le 
había perdido, sirvió correctamente de base a la Corte a 
qua para considerar al prevenido como autor del delito 
que se le imputaba, ya que esa alegación implicaba un 
reconocimiento del encargo que el querellante le había 
dado; 
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Considerando que el hecho indicado constituye el de-
lito de abuso de confianza previsto por el artículo 408 y 
sancionado por el artículo 406 del Código Penal; que, por 

tanto, la Corte a qua procedió correctamente e hizo una fiel 

aplicación de estos textos, así como del artículo 463, escala 

61  del Código Penal, al dictar la sentencia impugnada; 
Considerando que examinada la sentencia impugnada 

en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que pue- 

da dar lugar a su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Gregorio Bobadilla contra senten-
cia de la Ce'rte de Apelación de San Cristóbal de fecha sie-
te de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se ha copiado anteriormente; y Segundo: Condena 

al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A . 

Morel.— A. Alvarez Aybar.--F Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General.- 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 

Sentencia impugnada: Corte de 
19 de junio de 1953 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eulogia Espinal y Rafael Díaz Veras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-

. gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y 

/ Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 

'Distrito de Santo Domingo, hoy día nueve del mes de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110

9  de la Independencia, 919 de la Restauración y 24
9  de la Era de 

Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca- 
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eulo-
a 

Espinal, dominicana, de treinta y dos años de edad, sol-
era, de oficios domésticos, domiciliada en Ciudad Trujillo, 

portadora de la cédula personal de identidad número 4469, 
serie 48, cuyo sello de renovación no se menciona en el ex-
ediente, y por Rafael Díaz y Veras, dominicano, de Cua-
nta y un años -dé edad, casado, comerciante, portador de 
cédula personal de identidad No. 1572, serie 60, sello 

0. 33823, domiciliado y residente en Juma, común de 
onseñor Nouel, contra sentencia de la Corte de Apela- 
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Apelación de La Vega, de fecha 
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Considerando que el hecho indicado constituye el de«. 
lito de abuso de confianza previsto por el artículo 408 y 

sancionado por el artículo 406 del Código Penal; que, po r 

 tanto, la Corte a qua procedió correctamente e hizo una fiel 
aplicación de estos textos, así como del artículo 463, escala 

61  del Código Penal, al dictar la sentencia impugnada; 
Considerando que examinada la sentencia impugnada 

en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que pue- 

da dar lugar a su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Gregorio Bobadilla contra senten-
cia de la Citte de Apelación de San Cristóbal de fecha sie-

te de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se ha copiado anteriornsente; y Segundo: Condena 

al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera :Billini.— J. Tomás Mejía.-- 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A 

Morel.— A. Alvarez Aybar.--1 Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General.- 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 9 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
19 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eulogia Espinal y Rafael Díaz Veras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y 
VIanuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día nueve del mes de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110

9  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública,' como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: • 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eulo-
gia Espinal, dominicana, de treinta y dos años de edad, sol-
tera, de oficios domésticos, domiciliada en Ciudad Trujillo, 

'portadora de la cédula personal de identidad número 4469, 
serie 48, cuyo sello de renovación no se menciona en el ex-
pediente, y por Rafael Díaz y Veras, dominicano, de Cua-
renta y un años dé edad, casado, comerciante, portador de 
la cédula personal de identidad No. 1572, 

serie 60, sello 
No. 33823, domiciliado y residente en Juma, común de 
Monseñor Nouel, contra sentencia de la Corte de Apela- 
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ción de La Vega, de fecha diez y nueve de junio de mil 

novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 
'Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta contentiva del recurso, levantada en fe-

cha diecinueve de junio de mil novecientos cincuenta y 

tres en la Secretaría de la Corte a qua; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 2 y 4 párrafo III, de la Ley 

No. 2402, de 1950, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: que 
con motivo de la querella presentada en fecha diez del mes 
de diciembre del año mil novecientos' cincuenta y dos, an-
te el Capitán de la Policía Nacional destacado en Ciudad 
Trujillo, Vicente Lora, por Eulogia Espinal Báez, contra 
Rafael Díaz, por haber violado la Ley No. 2402, de 1950, en 
perjuicio del menor Nelson Nicolás, procreado por la que-
rellante, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, apoderada del hecho 
fijó la vista de la causa para la audiencia pública del día 
veinticuatro del mes de marzo del año mil novecientos cin-
cuenta y tres; que la causa fué reenviada, conociéndose en 
la audiencia del cinco de mayo del expresado año, en la 
cual dicho tribunal dictó sentencia con el dispositivo si-
guiente: "Primero: Descarga al nombrado Rafael Díaz (a) 
Chachito del delito de vicgación a la Ley No. 2402 quee 

s 

le imputa en perjuicio de un menor que tiene procreado 
con la querellante, señora Eulogia Espinal, por insuficien

-

cia de pruebas, y se declaren las costas de oficio"; 
Considerando que sobre la apelación de la querellant

e  

la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, CUYO 

dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regu- 
lar y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación; Segundo: Revoca la sentencia dictada por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha cinco del mes de ma-
yo del año mil novecientos cincuenta y tres, que descargó 
al nombrado Rafael Díaz (a) Chachito, —de generales co-
nocidas—, del delito de violación a la Ley No. 2402 que 
se le imputa, en perjuicio del menor Nelson Nicolás Espi-
nal, de un mes de edad, procreado por la señora Eulogia Es-
pinal, por insuficiencia de pruebas, y obrando por propio 
imperio, condena al referido Rafael Díaz (a) Chachito, 

a 
sufrir la pena de dos años de prisión correccional, por el 
delito de violación a la expresada Ley No. 2402 en perjui-
cio del menor Nelson Nicolás Espinal, y fije en suma de 
cinco pesos la pensión mensual que dicho prevenido debe-
rá pasar a la madre querellante para la manutención del 
indicado menor, a partir de la fecha de la querella y or-
dena la ejecución de esta decisión no obstante cualquier 
recurso; y Tercero: Condena al prevenido Rafael Díaz (a) 
Chachito, al pago de las costas de ambas instancias"; 

Considerandb que no hibiendo expuesto los recurren-
tes ningún medio determinado de casación, sus respectivos 
recursos .tienen un alcance general en todo cuanto concier- 
na a su interés; 

Considerando que la Corte a qua para establecer que 
el prevenido Rafael Díaz (a) Chac.hito es el padre del me-
nor de que se trata se fundó, en los siguientes hechos: 
a) "que el prevenido Rafael Díaz (a) Chichito declaró que 
en la sección de Boca de Juma, común de Monseñor Nouel, 
en donde vive, y en una casita ubicada en un sellar de su 
pertenencia, vecina a su morada„ vivió durante tres años 
Y medio la madre querellante; . . . b) que en la misma 
audiencia la querellante declaró que vivió tres meses ma-
ritalmente con el prevenido y al irse ella a vivir a Ciudad 
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ción de La Vega, de fecha diez y nueve de junio de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 
'Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el atta contentiva del recurso, levantada en fe- 

cha diecinueve de junio de mil novecientos cincuenta y 

tres en la Secretaría de la Corte a qua; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 2 y 4 párrafo III, de la Ley 

No. 2402, de 1950, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: que 
con motivo de la querella presentada en fecha diez del mes 
de diciembre del año mil novecientos' cincuenta y dos, an-
te el Capitán de la Policía Nacional destacado en Ciudad 
Trujillo, Vicente Lora, por Eulogia Espinal Báez, contra 
Rafael Díaz, por haber violado la Ley No. 2402, de 1950, en 
perjuicio del menor Nelson Nicolás, procreado por la que-
rellante, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, apoderada del hecho 
fijó la vista de la causa para la audiencia pública del día 
veinticuatro del mes de marzo del año mil novecientos cin-
cuenta y tres; que la causa fué reenviada, conociéndose en 
la audiencia del cinco de mayo del expresado año, en la 
cual dicho tribunal dictó sentencia con el dispositivo si-
guiente: "Primero: Descarga al nombrado Rafael 

tiene Díaz (a) 

Chachito del delito de vi6lación a la Ley No. 2402 que se 
le imputa en perjuicio de un menor que procreado 
con la querellante, señora Eulogia Espinal, por insuficien

-

cia de pruebas, y se declaren las costas de oficio"; 
Considerando que sobre la apelación de la querellant

e 

 la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuY°  

dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regu- 
lar y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación; Segundo: Revoca la sentencia dictada por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito Judicial de La Vega, en fecha cinco del mes de ma-
yo del año mil novecientos cincuenta y tres, que descargó 
al nombrado Rafael Díaz (a) Chachito, —de generales co-
nocidas—, del delito de violación a la Ley No. 2402 que 
se le imputa, en perjuicio del menor Nelson Nicolás Espi-
nal, de un mes de edad, procreado por la señora Eulogia Es-
pinal, por insuficiencia de pruebas, y obrando por propio 
imperio, condena al referido Rafael Díaz (a) Chachito, a 
sufrir la pena de dos años de prisión correccional, por el 
delito de violación a la expresada Ley No. 2402 en perjui-
cio del menor Nelson Nicolás Espinal, y fije en suma de 
cinco pesos la pensión mensual que dicho prevenido debe-
rá pasar a la madre querellante para la manutención del 
indicado menor, a partir de la fecha de la querella y or-
dena la ejecución de esta decisión no obstante cualquier 
recurso; y Tercero: Condena al prevenido Rafael Díaz (a) 
Chachito, al pago de las costas de ambas instancias"; 

Considerando que no hibiendo expuesto los recurren.. 
tes ningún medio determinado de casación, sus respectivos 
recursos .tienen un alcance general en todo cuanto concier- 
na a su interés; 

Considerando que la Corte a qua para establecer que 
el prevenido Rafael Díaz (a) Chachito es el padre del me-
nor de que se trata se fundó, en los siguientes hechos: 
a) "que el prevenido Rafael Díaz (a) Chichito declaró que 
en la sección de Boca de Juma, común de Monseñor Nouel, 
en donde vive, y en una casita ubicada en un sedar de su 
pertenencia, vecina a su morada„ vivió durante tres años 
Y medio la madre querellante; . . . . b) que en la misma 
audiencia la querellante declaró que vivió tres meses ma-
ritalmente con el prevenido y al irse ella a vivir a Ciudad 
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Trujillo, Rafael Díaz (a) Chachito al saber que el niño ha-
bía nacido, envió al Alcalde Pedáneo del lugar señor Leon-
cio Guerrero, para que lo conociera y le dijera si se le p a. 

recía, circunstancia que fué admitida por el prevenido e n 

 la audiencia, agregando que podía pasarle al niño la suma 
de tres pesos como una limosna; c) que en el acta levanta-
da por ante el Juzgado de Paz de Monseñor Nouel, en fe-
cha veintiséis de diciembre del año mil novecientos cin-
cuenta y dos se expresa textualmente: "que no hubo con-
ciliación debido a que el señor Rafael Chachito Díaz, nie-
ga la paternidad del menor Nelson Espinal, reclamando 
hacer un análisis de sangre para saber si es su hijo"; d) 
que, practicado el análisis de sangre ordenado por la sen-
tencia de laCámara Penal del Juzgadó de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha veinticuatro 
del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y tres. 
dió el siguiente resultado: "El examen de la sangre de 
las personas envueltas en el presente caso, no manifiesta 
ninguna incompatibilidad biológica, entre el acusado Ra-
fael Díaz y el niño Nelson Nicolás Espinal, que permita 
excluir a dicho señor como posible padre de este niño": 
que la querellante dice haber tenido contactos carnales con 
el prevenido durante enero, febrero y. marzo del año mil 
novecientos cincuenta y dos y el niño nació en noviembre 
cie ese año, es decir en el plazo normal de un -embarazo a 

consecuencia de esas relaciones. . . ."; 
Considerando que, por consiguiente, al condenar al 

prevenido a la pena de dos años de prisión correccional 
la Corte a qua, hizo una correcta aplicación de los artícu

- 

los 1 y 2, de la Ley 2402, de 1950; 
Considerando que, por otra parte, en la sentencia 

pugnada se establece que el prevenido "es comercia 
tiene trabajos agrícolas de alguna importancia, y es p 
de una familia numerosa que le proporciona grandes 
tos, y que el menor Nelson Nicolás de apenas seis m 

de edad, no tiene hasta la fecha otras necesidades que no 
sean las de su alimentación y vestido"; 

Considerando que, en tales condiciones, en el fallo im-
pugnado se hrzo una correcta aplicación de la ley al conde-
nar al prevenido al pago de una pensión de cinco pesos 
mensuales, pues se tuvo en cuenta para ello los medios de 
que puede disponer el padre y las necesidades del menor; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Eulogia Espinal y por Rafael 
Díaz contra sentencia de la Corte de Apelación de La Ve-
ga, de fecha diecinueve de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo, y Segundo: Condena a dichos recu-
rrentes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini,— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay-
bar.— Damián Báez B.— Néstor Contén Aybar.— Manuel 
A. Amiama,---- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces qué figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada. leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Trujillo, Rafael Díaz (a) Chachito al saber que el niño ha-
bía nacido, envió al Alcalde Pedáneo del lugar señor Lean. 
cio Guerrero, para que lo conociera y le dijera si se le p a. 

recia, circunstancia que fué admitida por el prevenido en 
la audiencia, agregando que podía pasarle al niño la suma 
de tres pesos coi/no una limosna; c) que en el acta levanta. 
da por ante el Juzgado de Paz de Monseñor Nouel, en fe-
cha veintiséis de diciembre del año mil novecientos cin-
cuenta y dos se expresa textualmente: "que no hubo con- * 

 ciliación debido a que el señor Rafael Chachito Díaz, nie-
ga la paternidad del menor Nelson Espinal, reclamando 
hacer un análisis de sangre para saber si es su hijo"; d , 

 que, practicádo el análisis de sangre ordenado por la sen-
tencia de laCámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha veinticuatro 
del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y tres. 
dió el siguiente resultado: "El examen de la sangre de 
las personas envueltas en el presente caso, no manifiesta 
ninguna incompatibilidad biológica, entre el acusado Ra-
fael Díaz y el niño Nelson Nicolás Espinal, que permita 
excluir a dicho señor como posible padre de este niño". 
que la querellante dice haber tenido contactos carnales con 
el prevenido durante enero, febrero y marzo del ario mil 

novecientos cincuenta y dos y el niño nació en noviembre 
cíe ese año, es decir en el plazo normal de un -embarazo 

a 

consecuencia de esas relaciones. . . ."; 
Considerando que, por consiguiente, al condenar al 

prevenido a la pena de dos años de prisión correccion 
la Corte a qua, hizo una correcta aplicación de los artícti 

los 1 y 2 de la Ley 2402, de 1950; 
Considerando que, por otra parte, en la sentenci 

pugnada se establece que el prevenido "es comen: te. 
tiene trabajos agrícolas de alguna importancia, y es lire, 
de una familia numerosa que le proporciona grande 2 

tos, y que el menor Nelson Nicolás de apenas seis 1 
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, que puede disponer el padre y las necesidades del menor; 

rrentes al pago de las costas. 
gar del presente fallo, y Segundo: Condena a dichos recu-

ga, de fecha diecinueve de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-

Díaz contra sentencia de la Corte de Apelación de La Ve-
casación interpuestos por Eulogia Espinal y por Rafael 

mensuales, pues se tuvo en cuenta para ello los medios de 
nar al prevenido al pago de una pensión de cinco pesos 
pugnado se hrzo una correcta aplicación de la ley al conde-

sean las de su alimentación y vestido"; 
de edad, no tiene hasta la fecha otras necesidades que no 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 

Considerando que, en tales condiciones, en el fallo im- 

(Firmados): H. Herrera Billini,— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay- 
bar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces qué figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 6 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Dr. Miguel A. Sosa Vasallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, 

años 1109  de la Independencia, 91° de la Restauración y 
24° de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 

corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, como parte 
civil, por el doctor Miguel A. Sosa Vasallo, dominicano, 
mayor de edad, casado, farmacéutico, domiciliado y resi-
dente en la Villa de Castillo, de la común de Duarte, por-
tador de la cédula personal de identidad número 789, serie 
63, renovada con el sello de R. I. No. 600, contra senten

-

cia correccional de la Corte de Apelación de San Francis
-

co de Macorís del veintiséis de jun'io de mil novecientos 
cincuenta y tres, muro d4spositivo se indica luego; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la'Corte a qua, a requerimiento del recu- 
rrente, el quince de julio de mil novecientos cincuenta y 
tres; 

Vista el acta de notificación que, de la sentencia im-
pugnada, se hizo al recurrente el seis de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, por no haber estado presente di- 
cho recurrente cuando se pronunció el mencionado fallo ni 
haber estado advertido de la fecha en que iba a verificar-
se tal formalidad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19 de la Ley No. 43, del año 
1930; 1382 del Código Civil; 191 y 211 del Código de Pro- 

' cedimiento Criminal; 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: "A), que en fecha veinte de octubre de mil no- 
vecientos cincuenta y dos, la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte dictó 
una sentencia con este dispositivo: 'Falla: Primero: que ' 
debe declarar como en efecto declara culpable al nombrado 
Guillermo Rodríguez, de generales anotadas de haber vio-
lado la Ley No. 43 en agravio del Dr. Miguel A. Sosa Vas-
sallo y en consecuencia acogiendo circunstancias atenuan-
tes en su favor lo condena a una multa de RD$10.00; Se- 
gundo: que debe declarar y declara bueno y válido la 
constitución en parte civil operada por el Dr. Miguel A. 
Sosa Vasallo, y en consecuencia condena al nombrado 
Guillermo Rodríguez, a una indemnización de RD$30.00 
en favor de la parte civil constituída; Tercero: que debe 
condenar y condena al pago de las costas penales y civiles 
distrayendo estas en favor de los Dres. Manuel F. Sosa V. 
Y Máximo Sánchez, por haberlas avanzado en su mayor 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 6 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Dr. Miguel A. Sosa Vasallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde célebra sus audiencias, en 

Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, 

años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 

244  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, coma 

corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, como parte 
civil, por el doctor Miguel A. Sosa Vasallo, dominicano, 
mayor de edad, casado, farmacéutico, domiciliado y resi-
dente en la Villa de Castillo, de la común de Duarte, por-
tador de la cédula personal de identidad número 789, serie 
63, renovada con el sello de R. I. No. 600, contra senten-
cia correccional de la Corte de Apelación de San. Francis-
co de Macorís del veintiséis de junio de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica luego; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la'Corte a qua, a requerimiento del recu-
rrente, el quince de julio de mil novecientos cincuenta y 
tres; 

Vista el acta de notificación que, de la sentencia im-
pugnada, se hizo al recurrente el seis de julio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, por no haber estado presente di-
cho recurrente cuando se pronunció el mencionado fallo ni 
haber estado advertido de la fecha en que iba a verificar-
se tal formalidad; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1Q de la Ley No. 43, del año 
1930; 1382 del Código Civil; 191 y 211 del Código de Pro-

' cedimiento Criminal; 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: "A), que en fecha veinte de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y dos, la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte dictó 
una sentencia con este dispositivo: 'Falla: Primero: que 
debe declarar como en efecto declara culpable al nombrado 
Guillermo Rodríguez, de generales anotadas de haber vio-
lado la Ley No. 43 en agravio del Dr. Miguel A. Sosa Vas-
sallo y en consecuencia acogiendo circunstancias atenuan-
tes en su favor lo condena a una multa de RD$10.00; Se-
gundo: que debe declarar y declara bueno y válido la 
constitución en parte civil operada por el Dr. Miguel A. 
Sosa Vasallo, y en consecuencia condena al nombrado 
Guillermo Rodríguez, a una indemnización de RD$30.00 
en favor de la parte civil constituída; Tercero: que debe 
condenar y condena al pago de las costas penales y civiles 
distrayendo estas en favor de los Dres. Manuel F. Sosa V. 
Y Máximo Sánchez, por haberlas avanzado en su mayor 
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el Sosa Vassallo, dominicano, mayor de edad, farmacéu-
ko, casado, domiciliado y residente en Hostos, portador 

la cédula personal de identidad No. 789, serie 63, sello 
o. 600 de este año, parte civil constituida en la causa que 
le sigue al señor Guillermo Rodríguez, por violación de 

ropiedad etc., en perjuicio del concluyente, os suplica muy 
spetuosamente que: 1 9— declaréis buenos y válidos en 
anto a la forma los recursos de apelación intentados con-
a la sentencia dictada en fecha 20 de octubre de 1952 por 

a Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de este
. 

Distrito Judicial; 2°— en cuanto al fondo confirméis di-
cha sentencia en cuanto al aspecto penal se refiere y la re-
voquéis en.cuanto al monto de la indemnización de RD$-
30.00 fijado por dicha sentencia y fijéis el monto de la 
misma en la suma de RD$100.00; y 3 9— que condenéis al 
prevenido Guillermo Rodríguez al pago de las costas pena-
les y civiles del presente recurso, distrayendo estas últimas 
en favor del abogado que suscribe, por haberlas avanzado 
en su mayor parte"; y el Ministerio Público presentó su 
dictamen, cuyas conclusiones fueron las siguientes: "Por 
las razones expuestas, Honorables Magistrados, somos de 
opinión: Primero: que declaréis bueno y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el inculpado Guillermo Ro-
dríguez, contra sentencia de la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte que 
lo condenó a RD$10.00 pesos oro de multa, a una indemni-
zación de RD$30.00 en provecho cle la parte civil consti-
tuida y a las costas penales y civiles por el delito de viola-
ción a la Ley No. 43 en perjuicio del Dr. Miguel Sosa 
Vassallo; Segundo: que confirméis en todas sus partes la 
sentencia apelada y condenéis además al inculpado al pa-
go de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que, en fecha veintiséis de junio de mil 
novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de San 

parte"; B) que el veintisiete de dicho mes de octubre, el 
prevenido Guillermo Rodriguez interpuso recurso de alza-
da contra el fallo que acaba de ser indicado, y la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís conoció del ca- 

1 1  so en audiencia del veinticuatro de junio del mismo año, 
audiencia en la que el abogado del prevenido apelante pre-
sentó estas conclusiones: "El señor Guillermo Rodríguez 
identificado con la cédula 183, serie 63, con sello al día No. 
16847, por mediaci&n de su infrascrito abogado muy respe-
tuosamentp os pide Primero: que revoquéis la sentencia 
apelada de fecha 20 de octubre de 1952, que lo condenó 
al pago de una multa de RD$10.00, una indemnización de 
RD$30.00 y costas y lo descarguéis al señor Guillermo Ro-
dríguez acogiendo su apelación en la forma y el fondo, del 
delito de violación de propiedad Ley No. 43, por no haber-
lo cometido o por falta de intención delictuosa, ya que 
contrariamente a lo expuesto en la sentencia impugnada, 
él no se introdujo el día 14 de marzo de 1952 en la porción 
de terreno en disputa, sino que se encontraba en posesión 
de ella como dueño desde hacía 15 años en que la adquirió 
por permuta efectuada con Nine Martínez, sin que esta po-
sesión hubiese sido interrumpida por ningún medio y me-
nos por un acto de desalojo de parte del querellante Dr. 
Miguel Sosa, en virtud de la decisión del Tribunal de Tie-
rras que adjudicó al querellante la parcela No. 15 del D. 
C. 2 de la común de Castillo; desalojo que , no podía tener 

lugar en virtud de dicha decisión porque la porción cuya 
propiedad pretende el querellante que le ha sido violada 
colinda con la parcela No. 15 pero no está comprendida 
dentro de sus 'límites; Segundo: condenéis al Dr. Miguel 
Sosa parte civil constituida al pago de las costas exclusi-
vamente de Primera Instancia para compensarlas con las 
costas del incidente fallado previamente a la sentencia ape-
lada"; el abogado de la parte civil concluyó así: "El que 
suscribe, actuando en nombre y representación del Dr. Mi- 

. 
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parte"; B) que el veintisiete de dicho mes de octubre, el 
prevenido Guillermo Rodríguez interpuso recurso de alza-
da contra el fallo que acaba de ser indicado, y la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís conoció del ea- . 

 so  en audiencia del veinticuatro de junio del mismo año, 
audiencia en la que el abogado del prevenido apelante pre-
sentó estas conclusiones: "El señor Guillermo Rodríguez 
identificado con la cédula 183, serie 63, con sello al día No. 
16847, por mediacIZ'm de su infrascrito abogado muy respe-
tuosarnentp os pide Primero: que revoquéis la sentencia 
apelada de fecha 20 de octubre de 1952, que lo condenó 
al pago de una multa de RD$10.00, una indemnización de 
RD$30.00 y costas y lo descarguéis al señor Guillermo Ro-
dríguez acogiendo su apelación en la forma y el fondo, del 
delito de violación de propiedad Ley No. 43, por no haber-
lo cometido o por falta de intención delictuosa, ya que 
contrariamente a lo expuesto en la sentencia impugnada, 
él no se introdujo el día 14 de marzo de 1952 en la porción 
de terreno en disputa, sino que se encontraba en posesión 
de ella como dueño desde hacía 15 años en que la adquirió 
por permuta efectuada con Nine Martínez, sin que esta po-
sesión hubiese sido interrumpida por ningún medio y me-
nos por un acto de desalojo de parte del querellante Dr. 
Miguel Sosa, en virtud de la decisión del Tribunal de Tie-
rras que adjudicó al querellante la parcela No. 15 del P. 
C. 2 de la común de Castillo; desalojo que no podía tener 
lugar en virtud de dicha decisión porque la porción cuya 
propiedad pretende el querellante que le ha sido violada 
colinda con la parcela No. 15 pero no está comprendida 
dentro de sus 'límites; Segundo: condenéis al Dr. Miguel 
Sosa parte civil constituida al pago de las costas exclusi- 
vamente de Primera Instancia para compensarlas con las 
costas del incidente fallado previamente a la sentencia ape- 
lada"; el abogado de la parte civil concluyó así: "El que 
suscribe, actuando en nombre y representación del Dr. Mi- 

. 
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el Sosa Vassallo, dominicano, mayor de edad, farmacéu-
leo, casado, domiciliado y residente en Hostos, portador 

dé la cédula personal de identidad No. 789, serie 63, sello 
o. 600 de este año, parte civil constituida en la causa que 

e le sigue al señor Guillermo Rodríguez, por violación de 

ropiedad etc., en perjuicio del concluyente, os suplica muy 
espetuosamente que: 1°— declaréis buenos y válidos en 
uanto a la forma los recursos de apelación intentados con-

tra la sentencia dictada en fecha 20 de octubre de 1952 por 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de este

. 

Distrito Judicial; 2°— en cuanto al fondo confirméis di-
cha sentencia en cuanto al aspecto penal se refiere y la re-
voquéis en.cuanto al monto de la indemnización de RD$-
30.00 fijado por dicha sentencia y fijéis el monto de la 
misma en la suma de RD$100.00; y 3 9— que condenéis al 
prevenido Guillermo Rodríguez al pago de las costas pena-

. les y civiles del presente recurso, distrayendo estas últimas 
en favor del abogado que suscribe, por haberlas avanzado 
en su mayor parte"; y el Ministerio Público presentó su 
dictamen, cuyas conclusiones fueron las siguientes: "Por 
las razones expuestas, Honorables Magistrados, somos de 
opinión: Primero: que declaréis bueno y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el inculpado Guillermo Ro-
dríguez, contra sentencia de la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte que 
lo condenó a RD$10.00 pesos oro de multa, a una indemni-
zación de RD$30.00 en provecho de. la parte civil consti-
tuida y a las costas penales y civiles por el delito de viola-
ción a la Ley No. 43 en perjuicio del Dr. Miguel Sosa 

`Vassallo; Segundo: que confirméis en todas sus partes la 
sentencia apelada y condenéis además al inculpado al pa- .. 
go de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que, en fecha veintiséis de junio de mil 
novecientos cincuenta y tres, la Corte de Apelación de San 
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Francisco de Macorís pronunció, en audiencia pública, l a 
 decisión ahora impugnada, con este dispositivo: "Falla: Pri-

mero: Admite en la forma los recursos de apelación inten-
tados por el prevenido Guillermo Rodríguez y por el doc-
tor Miguel Sosa Vasallo, parte civil constituida, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en fecha 
20 de octubre del año 1952, cuyo dispositivo dice como si-
gue: 'Primero: —que debe declarar, como en efecto de-
clara, culpable al nombrado Guillermo Rodríguez, de ge-
nerales anotadas, de haber violado la ley No. 43 en agra-
vio del Dr. Miguel A. Sosa Vasallo y en ccnsecuencia aco-
giendo circunstancias atenuantes en su favor lo condena a 
una multa de RD$10.00; Segundo: que debe declarar, co-
mo e nefecto declara, bueno y válido la constitución en 
parte civil operada por el Dr. Miguel A. Sosa Vasallo, y en 
consecuencia lo condena al nombrado Guillermo Rodríguez, 
a una indemnización de RD$30.00 en favor de la parte ci-

vil constituída; Tercero: que debe condenar y condena al 
nombrado Guillermo Rodríguez al pago de las costas pe-
nales y civiles distrayendo éstas en favor de los Dres. Ma- 
nuel R. Sosa Vasallo y Máximo Sánchez, por habeas " 
avanzado en su mayor parte' ; Segundo: Revoca dicha sen-
tencia; Tercero: Descarga al prevenido Guillermo Rodrí-
guez, del referido delito, por no ha berlo cometido; Cuarto: 
Rechaza la acción civil intentada por el doctor Miguel So-
sa Vasallo, contra el prevenido Guillermo Rodríguez, por 
improcedente; Quinto: Compensa entre las partes las cos-

tas civiles de primera instancia y declara de oficio las cos-
tas penales de ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente sólo expuso, en la de-
claración de su recurso y como fundamento del mismo, se-
gún consta en el acta correspondiente, que interpone tal 
recurso "por no estar conforme con dicha sentencia por 
considerar que se ha hecho una mala apreciación de los he- 

os y una errónea aplicación del derecho"; y, posterior-
ente, no ha ampliado lo dicho; 

Considerando que la sentencia impugnada expone que, 
según, la declaración de un testigo, "el pedazo de terreno 
en que alegaba la parte civil que se había cometido el de- 
lito de violación de propiedad", había estado dikcutido por 
ambas partes y que "el prevenido tenía la posesión de él"; 
y luego, agrega dicho fallo, como fundamento de lo que 
en él se dispone, lo siguiente: "que es innegable que el cer-
tificado de título expedido por el Tribunal de Tierras, con-
fiere al que lo haya obtenido, un derecho de propiedad 
inatacable, erga omnes, pero esto no quiere decir, que 
cuando se trate de poner en ejecución ese derecho de pro-
piedad, porque la heredad objeto del certificado, esté ocu-
pada por otra persona, deba apartarse de las .reglas esta-
blecidas para el caso; que no otra cosa es la que ha querido 
hacer la parte civil, doctor Miguel A. Sosa Vasallo, al es-
tar provisto del certificado de título que lo acredita como 
dueño de la pequeña porción de más o menos tres cuar-
tos de tarea, que están ocupadas por el prevenido, a título 
de propietario, desde mucho antes del saneamiento efec-
tuado por el Tribunal de Tierras, y para desalojarlo, ham 

 escogido la vía penal, presentando una querella en su con-
tra, por el delito de violación de propiedad; que todo lo 
dicho ha formado la convicción de la Corte en el sentido 
de que la sentencia apelada debe ser renovada y descar-
gado el prevenido Guillermo Rodríguez, por no haber co-
metido el delito de violación de propiedad que se le im-
puta; que descargado el prevenido, no se ha probado que 
el hecho por el cual ha sido juzgado, constituya un delito 
o un cuasi-delito civil, perjudicial al doctor Miguel A. Sosa 
Vasallo, y en consecuencia, la demanda civil intentada por 
éste, accesoriamente a la acción pública, debe ser rechaza-
da por improcedente"; 
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Francisco de Macorís pronunció, en audiencia pública, l a 
 decisión ahora impugnada, con este dispositivo: "Falla: Pri-

mero: Admite en la forma los recursos de apelación inten-
tados por el prevenido Guillermo Rodríguez y por el doc-
tor Miguel Sosa Vasallo, parte civil constituida, contra la 
sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en fecha 
20 de octubre del año 1952, cuyo dispositivo dice como si-
gue: 'Primero: —que debe declarar, como en efecto de-
clara, culpable al nombrado Guillermo Rodríguez, de ge-
nerales anotadas, de haber violado la ley No. 43 en agra-
vio del Dr. Miguel A. Sosa Vasallo y en ccnsecuencia aco-
giendo circunstancias atenuantes en su favor lo condena a 
una multa de RD$10.00; Segundo: que debe declarar, co-
mo e nefecto declara, bueno y válido la constitución en 
parte civil operada por el Dr. Miguel A. Sosa Vasallo, y en 
consecuencia lo condena al nombrado Guillermo Rodríguez, 
a una indemnización de RD$30.00 en favor de la parte ci-
vil constituida; Tercero: que debe condenar y condena al 
nombrado Guillermo Rodríguez al pago de las costas pe-
nales y civiles distrayendo éstas en favor de los Dres. Ma-
nuel R. Sosa Vasallo y Máximo Sánchez, por habeas 
avanzado en su mayor parte' ; Segundo: Revoca dicha sen-
tencia; Tercero: Descarga al prevenido Guillermo Rodrí-
guez, del referido delito, por no ha berlo cometido; Cuarto: 
Rechaza la acción civil intentada por el doctor Miguel So-
sa Vasallo, contra el prevenido Guillermo Rodríguez, por 
improcedente; Quinto: Compensa entre las partes las cos-
tas civiles de primera instancia y declara de oficio las cos-
tas penales de ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente sólo expuso, en la de-
claración de su recurso y como fundamento del mismo, s 
gún consta en el acta correspondiente, que interpone tal 
recurso "por no estar conforme con dicha sentencia por 
considerar que se ha hecho una mala apreciación de los he- 
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OS y una errónea aplicación del derecho"; y, posterior-
ente, no ha ampliado lo dicho; 

Considerando que la sentencia impugnada expone que, 
según, la declaración de un testigo, "el pedazo de terreno 
en que alegaba la parte civil que se había cometido el de-
lito de violación de propiedad", había estado dilcutido por 
ambas partes y que "el prevenido tenía la posesión de él"; 
y luego, agrega dicho fallo, como fundamento de lo que 
en él se dispone, lo siguiente: "que es innegable que el cer-
tificado de título expedido por el Tribunal de Tierras, con-
fiere al que lo haya obtenido, un derecho de propiedad 
inatacable, erga omnes, pero esto no quiere decir, que 
cuando se trate de poner en ejecución ese derecho de pro-
piedad, porque la heredad objeto del certificado, esté ocu-
pada p¿r otra persona, deba apartarse de las .reglas esta-
blecidas para el caso; que no otra cosa es la que ha querido 
hacer la parte civil, doctor Miguel A. Sosa Vasallo, al es-
tar provisto del certificado de título que lo acredita como 
dueño de la pequeña porción de más o menos tres cuar-
tos de tarea, que están ocupadas por el prevenido, a título 
de propietario, desde mucho antes del saneamiento efec-
tuado por el Tribunal de Tierras, y para desalojarlo, ha. 
escogido la vía penal, presentando una querella en su con-
tra, por el delito de violación de propiedad; que todo lo 
dicho ha formado la convicción de la Corte en el sentido 
de que la sentencia apelada debe ser renovada y descar-
gado el prevenido Guillermo Rodríguez, por no haber co-
metido el delito de violación de propiedad que se le im-
puta; que descargado el prevenido, no se ha probado que 
el hecho por el cual ha sido juzgado, constituya un delito 

un cuasi-delito civil, perjudicial al doctor Miguel A. Sosa 
asallo, y en consecuencia, la demanda civil intentada por 
te, accesoriamente a la acción pública, debe ser rechaza-

a por improcedente"; 
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Considerando que en lo que queda transcrito, la Corte 

a qua ha hecho uso de los poderes soberanos de que, para 
la ponderación de los medios de prueba sometidos al deba-
te y para establecer, consecuentemente, los hechos de la 
causa, gozan los jueces del fondo, sin que se revele que se 
haya incurrido en desnaturalización alguna; y que lo de-
cidido acerca de tales hechos, está conforme con el derecho, 
sin que en el examen íntegro de la decisión se encuentre 
violación alguna de la ley, de forma o de fondo; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in- , 

terpuesto por el doctor Miguel A. Sosa Vasallo, contra sen-

tencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís del veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se encuentra copiadó en otro lugar 
del presente fallo, y condena a dicho recurrente al pago de 

las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

ENCIA DE FE,C1-1a. 11 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

tencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
10 de julio de 1953. 

teria: Penal. 

urrente: José Antonio Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
de Justicia, regularmente constituída por los Jueces licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román„ 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
uan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
, Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos 

el Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
iencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 

hoy día once del mes de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de la 
Restauración, y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Tapia, dominicano, mayor de edad, agricultor, casa-
do, domiciliado y residente en La Torre, portador de la 
cédula personal de identidad No. 2367, serie 47, cuyo sello 
de renovación no figura en el expediente, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha diez de julio 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Considerando que en lo que queda transcrito, la Corte 

a qua ha hecho uso de los poderes soberanos de que, para 
la ponderación de los medios de prueba sometidos al deba-
te y para establecer, consecuentemente, los hechos de la 
causa, gozan los jueces del fondo, sin que se revele que se 
haya incurrido en desnaturalización alguna; y que lo de-
cidido acerca de tales hechos, está conforme con el derecho, 
sin que en el examen íntegro de la decisión se encuentre 
violación alguna de la ley, de forma o de fondo; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in- , 

terpuesto por el doctor Miguel A. Sosa Vasallo, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís del veintiséis de junio de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se encuentra copiadd en otro lugar 
del presente fallo, y condena a dicho recurrente al pago de 

• 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
'diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

7,NTENCIA DE FECIL1 11 DE SEPVEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
10 de julio de 1953. 

teria: Penal. 

urrente: José Antonio Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
de Justicia, regularmente constituida por los Jueces licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román„ 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día once del mes de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91° de la 
Restauración, y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Tapia, dominicano, mayor de edad, agricultor, casa-
do, domiciliado y residente en La Torre, portador de la 
cédula personal de identidad No. 2367, serie 47, cuyo sello 
de renovación no figura en el expediente, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha diez de julio 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diez de julio del co.. 
rriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de.. 
liberado, y vistos los artículos 1 de la Ley No. 2402, d el 
año 1950, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada, consta: 
a) que con motivo de querella presentada en fecha veinti-
cinco de marzo de mil novecientos cincuenta y tres por 
la señora Gloria Melania Mendoza contra José Antonio Ta-
pia, por violación de la Ley No. 2402 en perjuicio de los 
menores Virgilio Antonio y Margarita, de tres y dos años 
de edad respectivamente, procreados con la querellante, 
fué apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, la cual 
lo decidió por sentencia de fecha veinticinco de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Primero: Descarga al nombrado José Antonio 
Tapia del delito de violación a la Ley No. 2402 en agra-
vio de dos menores que tiene procreados con la señora 
Gloria Melania Mendoza por no haberlo cometido; Segun-
do: Se fija en RD$7.00 mensuales la suma que deberá pa-

sarle a dicha señora Mendoza para ayudar a la manuten-
ción de los referidos menores a partir de la fecha de es-
ta sentencia; Tercero: Se declararan las costas de oficio"; 
b) que de esta sentencia apeló en tiempo hábil la quere-
llante Gloria Melania Mendoza; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con -

tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-

gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 

de apelación; Segundo: Confirma la sentencia dictada por  
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la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en fecha veinticinco del mes 

-de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, en cuan-
to descargó al nombrado José Antonio Tapia del delito 
de violación a la Ley No. 2402 en perjuicio de los me-
nores Virgilio Antonio y Margarita de tres y dos años de 
edad, respectivamente, procreados con la señora Gloria Me-

' lania Mendoza, por no haberlo cometido; Tercero: Modifi-
ca dicha sentencia en cuanto fijó en siete pesos la pen-
sión mensual que dicho prevenido deberá pasar a la ma-
dre querellante para la manutención de los referidos me-
nores, en el sentido de fijarla en diez pesos la expresada 
pensión, a partir de la fecha de la sentencia del primer 
grado, y ordena la ejecución de esta sentencia no obstan-
te cualquier recurso, y Cuarto: Declara de oficio las cos-
tas de la presente instancia"; 

Considerando que el inculpado al hacer la declaración de su 
recurso, solamente expresó su inconformidad con lo 

dispuesto en la sentencia, sin indicar medio alguno de casación, 
por lo que procede examinar en todos sus aspec-tos la sentencia impugnada; 

Considerando que José Antonio Tapia fué descarga-
do por los jueces del fondo por no haber cometido el de-
lito que se le imputaba, en razón de que siempre atend al 

sostenimiento de los menores Virgilio Antonio y 
	

ía 
Mar- garita, procreados con la querellante Gloria Melania Men- 

doza; que la sentencia de primera instancia fijó una pen-
sión de siete pesos mensuales; que al serle aumentada esa 
pensión a la cantidad de diez pesos, por la sentencia in-t
ervenida sobre la apelación de la madre querellante, el in-

terés del recurrente no es otroque el de que se manten-
a la pensión que le fué fijada originalmente; 

Considerando que los jueces del fondo tienen facul-tad para 
fijar la pensión que deben suministrarle los pa-dres a sus 

hijos menores de 18 arios, teniendo en cuenta 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diez de julio del co-
rriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 de la Ley No. 2402, d el 

año 1950, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada, consta: 
a) que con motivo de querella presentada en fecha veinti-
cinco de marzo de mil novecientos cincuenta y tres por 
la señora Gloria Melania Mendoza contra José Antonio Ta-
pia, por violación de la Ley No. 2402 en perjuicio de los 
menores Virgilio Antonio y Margarita, de tres y dos años 
de edad respectivamente, procreados con la querellante, 
fué apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, la cual 
lo decidió por sentencia de fecha veinticinco de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Primero: Descarga al nombrado José Antonio 
Tapia del delito de violación a la Ley No. 2402 en agra-
vio de dos menores que tiene procreados con la señora 
Gloria Melania Mendoza por no haberlo cometido; Segun-
do: Se fija en RD$7.00 mensuales la suma que deberá pa-

sarle a dicha señora Mendoza para ayudar a la manuten-
ción de los referidos menores a partir de la fecha de es-

ta sentencia; Tercero: Se declararan las costas de oficio"; 
b) que de esta sentencia apeló en tiempo hábil la quere-
llante Gloria Melania Mendoza; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-

tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; Segundo: Confirma la sentencia dictada por  
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la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en fecha veinticinco del mes 

.de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, en cuan-
to descargó al nombrado José Antonio Tapia del delito 
de violación a la Ley No. 2402 en perjuicio de los me-
nores Virgilio Antonio y Margarita de tres y dos años de 
edad, respectivamente, procreados con la señora Gloria Me-
lania Mendoza, por no haberlo cometido; Tercero: Modifi-
ca dicha sentencia en cuanto fijó en siete pesos la pen-
sión mensual que dicho prevenido deberá pasar a la ma-
dre querellante para la manutención de los referidos me-
nores, en el sentido de fijarla en diez pesos la expresada 
pensión, a partir de la fecha de la sentencia del primer 
grado, y ordena la ejecución de esta sentencia no obstan-
te cualquier recurso, y Cuarto: Declara de oficio las cos- 
tas de la presente instancia"; 

Considerando que el inculpado al hacer la declaración 
de su recurso, solamente expresó su inconformidad con 
lo dispuesto en la sentencia, sin indicar medio alguno de 
casación, por lo que procede examinar en todos sus aspec- 
tos la sentencia impugnada; 

Considerando que José Antonio Tapia fué descarga-
do por los jueces del fondo por no haber cometido el de-
lito que se le imputaba, en razón de que siempre al 

sostenimiento de los menores Virgilio Antonio yatendía 
 garita, 	 Mar-  procreados con la querellante Gloria Melania Men-

doza; que la sentencia de primera instancia fijó una pen-
sión de siete pesos mensuales; que al serle aumentada esa Pensión 

a la cantidad de diez pesos, por la sentencia in-t
ervenida sobre la apelación de la madre querellante, el in-

terés del recurrente no es otro que el de que se manten-a la 
pensión que le fué fijada originalmente; 

Considerando que los jueces del fondo tienen facul-t
ad para fijar la pensión que deben suministrarle los pa-d
res a sus hijos menores de 18 años, teniendo en cuenta 
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las necesidades de éstos y las posibilidades económicas 
de aquellos; que en hecho la Corte a qua dió por compro-
bado que el padre de dichos menores es arrendatario de 
una finca de cañas que le produce cierta cantidad de me-
lao, y que ésto, agregado a otras actividades agrícolas a 
las cuales se dedica, le permiten pasar a dichos menores 
una pensión de diez pesos mensuales; que, en tales con-
diciones, en la sentencia impugnada se hizo una correcta 

aplicación del artículo 1 9  de la Ley No. 2402, del 1950; 

Considerando que examinada la sentencia en sus otros 
aspectos no presenta vicio alguno que justifique su casa- 

ción; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por José Antonio Tapia, contra senten-

cia de la Corte de Apelación de La Vega
tres 

, de fecha diez de 

juliojulio de mil novecientos cincuenta y , cuyo dispositiv 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Con-

dena al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama, Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y í, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

BÓÉZTÍN JÚD/CIAL 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
30 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Ramos. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celara sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo ,Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciséis 
del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés 
Ramos, casado, comerciante, dominicano, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Santiago, portador de la cédula 
personal de identidad número 5697, serie 55, renovada con 
sello número 26669, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santiago, de fecha treinta de junio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el Magistn do Juez Relator; 
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las necesidades de éstos y las posibilidades económicas 
de aquellos; que en hecho la Corte a qua dió por compro-
bado que el padre de dichos menores es arrendatario de 
una finca de cañas que le produce cierta cantidad de me-

lao, y que ésto, agregado a otras actividades agrícolas a 
las cuales se dedica, le permiten pasar a dichos menores 
una pensión de eliez pesos mensuales; que, en tales con-
diciones, en la sentencia impugnada se hizo una correcta 

aplicación del artículo 1 9  de la Ley No. 2402, del 1950; 

Considerando que examinada la sentencia en sus otros 
aspectos no presenta vicio alguno que justifique su casa- 

ción; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por José Antonio Tapia, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha diez de 
julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del psente fallo; y Segundo: Con-

dena al recurrente al pago d ree las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama, Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
30 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Ramos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celara sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo ,Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciséis 
del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 110 0  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés 
Ramos, casado, comerciante, dominicano, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Santiago, portador de la cédula 
personal de identidad número 5697, serie 55, renovada con 
sello número 26669, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santiago, , le fecha treinta de junio de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación levan-
tada en fecha tres de julio de mil novecientos cincuenta y 
tres, en la Secretaría de la Corte a qua; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2, 3, 62 y 66 de la Ley de 
Cheques No. 2859, del 30 de abril de 1951; 52, del Código 
Penal; 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal, y 1 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha doce de enero de mil novecientos cincuenta 
y tres el señor Homero Victorero, en representación de la 
Agencia Comercial Langa, presentó formal querella ante 
el Magistrado Procurador Fiscal de la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, contra Andrés Ramos, por el hecho de 
éste haber expedido, en fecha dos de diciembre dé mil no-
vecientos cincuenta y dos, un cheque por valor de RD$- 

355.40 a favor de la Age-ncia Comercial Langa y a cargo 

de la Sucursal de The Royal Bank of Canada en Santia-
go, habiendo rehusado este establecimiento bancario el pa-
go del mencionado cheque; b) que también fué sometido a 
la acción de la justicia Andrés Ramos por Munné y Co. 
C. por A., y H. Pimentel, C. por A., por haber emitido 
sendos cheques a favor de ellos, por valor de RD$500.00 
y RD$2,052.00, respectivamente, contra The Royal Bank 
of Canada, sucursal de Santiago, sin tener provisión para 
cubrir esos cheques; c) que apoderado del caso la Segunda 

Cámara Penal del Juzgado .  de Primera Instancia del Dis-

trito Judicial de Santiago, lo decidió por su sentencia del 
diecisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se transcribe en el de la sentencia ahora 
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pugnada, que se copia más adelante; d) que disconfor-
e con esa sentencia el prevenido Andrés Ramos y el 
agistrado Procurador Fiscal de la citada Cámara Penal, 

interpusieron recursoso de apelación en tiempo oportuno; 

Considerando que sobre los expresados recursos de 
apelación la Corte de Apelación de Santiago dictó la sen- 
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos en cuanto a la for- 
ma, los presentes recursos de apelación; Segundo: Confir- 
ma en todas sus partes la sentencia apelada, la cual ha si- 
do dictada en fecha diecisiete del mes de marzo del año 
en curso (1953), por la Segunda Cámara Penal del Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, de la cual es' el dispositivo siguiente: 'Primero: Que 
debe declarar como al efecto declara al nombrado Andrés 
Ramos, de generales que constan, culpable del delito de 
violación a la Ley No. 2859, sobre cheques, y en conse-
cuencia, debe condenar y condena al mencionado prevenido 
Ramos, a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de cuatro mil ochocientos on-
ce pesos oro con cuarenta centavos (RD$4 811.40), en vir-
tud de lo que dispone el artículo 66 de la mencionada ley 
y el artículo 405 del Código Penal; Segundo: Que debe de-
clarar regular y válido en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por las firmas Munné & Co. C. 
por A., H. Pimentel, C. por A., contra el prevenido An-
drés Ramos, y en consecuencia, condena al mencionado 
prevenido al pago de una indemnización de quinientos pe-
sos oro (RD$500.00) a favor de la casa Munné & Co., C. 
por A., y de un mil cuatrocientos ochenta y seis pesos oro 
(

RD$1,486.00), a favor de la casa H. Pimentel, C. por A., 
valor de los cheques suscritos por Andrés Ramos, a favor 
de dichas casas comerciales; Tercero: Que debe condenar y 
condena al prevenido Ramos, al pago de los intereses le-
gales de las sumas fijadas como indemnización a partir 

1 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación levan-
tada en fecha tres de julio de mil novecientos cincuenta y 
tres, en la Secretaría de la Corte a qua; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2, 3, 62 y 66 de la Ley de 
Cheques No. 2859, del 30 de abril de 1951; 52, del Código 
Penal; 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal, y 1 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha doce de enero de mil novecientos cincuenta 
y tres el señor Homero Victorero, en representación de la 
Agencia Comercial Langa, presentó formal querella ante 
el Magistrado Procurador Fiscal de la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, contra Andrés Ramos, por el hecho de 
éste haber expedido, en fecha dos de diciembre dé mil no-
vecientos cincuenta y dos, un cheque por valor de RD$- 
355.40 a favor de la Agencia Comercial Langa y a cargo 
de la Sucursal de The Royal Bank of Canada en Santia-
go, habiendo rehusado este establecimiento bancario el pa-
go del mencionado cheque; b) que también fué sometido a 
la acción de la justicia Andrés Ramos porMunné y Co. 
C. por A., y H. Pimentel, C. por A., por haber emitido 
sendos cheques a favor de ellos, por valor de RD$500.00 
y RD$2,052.00, respectivamente, contra The Royal Bank 
of Canada, sucursal de Santiago, sin tener provisión para 
cubrir esos cheques; c) que apoderado del caso la Segunda 

Cámara Penal del Juzgado .  de Primera Instancia del Dis-

trito Judicial de Santiago, lo decidió por su sentencia del 
diecisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se transcribe en el de la sentencia ahora 
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pugnada, que se copia más adelante; d) que disconfor-
e con esa sentencia el prevenido Andrés Ramos y el 
agistrado Procurador Fiscal de la citada Cámara Penal, 

interpusieron recursoso de apelación en tiempo oportuno; 

Considerando que sobre los expresados recursos de 
apelación la Corte de Apelación de Santiago dictó la sen- 
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos en cuanto a la for- 
ma, los presentes recursos de apelación; Segundo: Confir- 
ma en todas sus partes la sentencia apelada, la cual ha si- 
do dictada en fecha diecisiete del mes de marzo del año 
en curso (1953), por la Segunda Cámara Penal del Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San- 
tiago, de la cual es. el dispositivo siguiente: 'Primero: Que 
debe declarar como al efecto' declara al nombrado Andrés 
Ramos, de generales que constan, culpable del delito de 
violación a la Ley No. 2859, sobre cheques, y en conse-
cuencia, debe condenar y condena al mencionado prevenido 
Ramos, a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de cuatro mil ochocientos on-
ce pesos oro con cuarenta centavos (RD$4,811.40), en vir-
tud de lo que dispone el artículo 66 de la mencionada ley 
y el artículo 405 del Código Penal; Segundo: Que debe de-
clarar regular y válido en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por las firmas Munné & Co. C. 
por A., H. Pimentel, C. por A., contra el prevenido An-
drés Ramos, y en consecuencia, condena al mencionado 
prevenido al pago de una indemnización de quinientos pe-
sos oro (RD$500.00) a favor de la casa Munné & Co., C. 
por A., y de un mil cuatrocientos ochenta y seis pesos oro R D$ 1

,486.00), a favor de la casa H. Pimentel, C. por A., 
or de los cheques suscritos por Andrés Ramos, a favor 
is ichas casas comerciales; Tercero: Que debe condenar y 

1 
 Ldena al prevenido Ramos, al pago de los intereses le-

:'' 's de las sumas fijadas como indemnización a partir ll 
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de la sentencia, a título de indemnización supletoria; Cu 
to: Ordenar que las sumas fijadas como indemnizad 
sean perseguidas por la vía del apremio corporal; Quinto 
Condena además al prevenido Andrés Ramos, al pago de 
las costas penales y civiles'; Tercero: Se ordena que 1 
indemnizaciones impuestas serán perseguidas por la 
del apremio corporal, cuya duración se fija en seis mes 
y Cuarto: Condena al procesado Andrés Ramos, al pago 

las costas de esta instancia"; 
Considerando que al interponer Andrés Ramos su 

curso de casación no ha señalado medios específicos, 
lo que dicho recurso tiene carácter general y procede 
minar la sentencia impugnada en todo cuanto conciern 

interés del prevenido; 

En cuanto a la acción pública: 

Considerando que la Corte a qua da por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas que fu& 
ron administradas regularmente en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: a) "que el procesado está convicto y 
confeso de haber expedido en fechas 23, 21, 26, 21 y 2 
de noviembre y 2 de diciembre de 1952, los cheques á-
guientes: a) en favor de Alcibíades Pimentel, por la suma 
de RD$500.00; b) en favor de la casa H. Pimentel, C. p'  

A., por RD$2,052.00; e) en favor de Hilari Mayol & Co., 
C. por A., por valor de RD$899.00; d) en favor de Alcibía 

des Pimentel, por valor de RD$500.00; e) en favor de .1 

sé Armenteros & Co., C. por A., por valor de RD$1,360.
00 

 y f) en favor de Agencia Comercial Langa, por valor 
d 

RD$355.40; que, uno de los cheques expedidos en fav 
de Alcibíades Pimentel (No. 88) fué endosado a los señ 
res Munné & Co., C. por A., por dicho Alcibíades Prineft 
tel"; b) que los cheques anteriormente indicados fue 
librados contra la Sucursal de The Royal Bank of Can 
da en Santiago, entidad bancaria que rehusó el pago  

todos y cada unos de ellos, tal como consta en dichos docu-
mentos; e) que "los cheques expedidos en favor de las fir-
mas Hilari Mayol & Co., C. por A., Munné & Co., C. por 
A., y H. Pimentel, C. por A., fueron objeto del procedi-
miento que señala la Ley 2859, según se infiere de manera 
precisa, de los documentos que a cada uno de ellos acom-
paña, que figuran en el expediente"; esto es, que las an-
tedichas firmas comerciales hicieron respectivamente el 
protesto de sus cheques e intimaron a Andrés Ramos pa-
ra que hiciera, en cada caso, el depósito de provisión per-
tinente, habiendo expirado el plazo de dos días hábiles sin 
ue el prevenido obtemperara a esas intimaciones; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
eomprobados y admitidos por la Corte a qua está caracte-
rizado el delito de emisión de cheques sin provisión pre-
visto en la letra a) del artículo 66 de la Ley de Cheques, 
No. 2859, del año 1951; que, en efecto, en la especie han si-
do comprobados los elementos constitutivos de dicha in-
fracción, que son primero, la emisión de cheques, es decir, 
de un escrito regido por la legislación sobre cheques; se-
gundo, una provisión irregular, esto es, ausencia o insufi-
ciencia de provisión; y, tercero, la mala fe del librador; 

Considerando, en lo que concierne al elemento "mala 
fe del librador", que Andrés Ramos pretendió probar, pa-
ra justificar su buena fe, según consta en la sentencia im-
pugnada, "que mediante cuatro cheques suscritos por un 
tal A. Pimentel, ascendentes a RD$7,000.00, que fueron 
presentados en la audiencia, cuando el dicho procesado 
libró los cheques antes indicados, en favor de los comer-
ciantes y firmas comerciales antes indicados tenía o creía 
tener hecha provisión de fondos y que, por mala suerte 
para él, el mencionado A. Pimentel (comerciante de la Ca-
pital, con quien celebraba actos de comercio, particular-
mente ventas de partidas de arroz) se declaró en estado 
de quiebra; cayó preso en La Victoria y los dichos cheques 
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de la sentencia, a título de indemnización supletoria; Cuar-
to: Ordenar que las sumas fijadas como indemnización, 
sean perseguidas por la vía del apremio corporal; Quinto: 
Condena además al prevenido Andrés Ramos, al pago d e 

 las costas penales y civiles'; Tercero: Se ordena que las 
indemnizaciones impuestas serán perseguidas por la vía 
del apremio corporal, cuya duración se fija en seis meses; 
y Cuarto: Condena al procesado Andrés Ramos, al pago de 

las costas de esta instancia"; 
Considerando que al interponer Andrés Ramos su 

curso de casación no ha señalado medios específicos, 
lo que dicho recurso tiene carácter general y procede e 
minar la sentencia impugnada en todo cuanto concierne 

interés del prevenido; 

En cuanto a la acción pública: 

Considerando que la Corte a qua da por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas que fue-
ron administradas regularmente en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: a) "que el procesado está convicto y 

confeso de haber expedido en fechas 23, 21, 26, 21 y 2 
de noviembre y 2 de diciembre de 1952, los cheques si-
guientes: a) en favor de Alcibíades Pimentel, por la suma 
de RD$500.00; b) en favor de la casa H. Pimentel, C. p u 

A., por RD$2,052.00; c) en favor de Hilari Mayol & Co. 
C. por A., por valor de RD$899.00; d) en favor de Alcibía 
des Pimentel, por valor de RD$500.00; e) en favor de J' 

sé Armenteros & Co., C. por A., por valor de RD$1,360.0
0 

 y f) en favor de Agencia Comercial Langa, por valor 
d 

RD$355:40; que, uno de los cheques expedidos en favo 
de Alcibíades Pimentel (No. 88) fué endosado a los señ'  

res Munné & Co., C. por A., por dicho Alcibíades Pime 
tel"; b) que los cheques anteriormente indicados fuer 
librados contra la Sucursal de The Royal Bank of Can 
da en Santiago, entidad bancaria que rehusó el pago 
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todos y cada unos de ellos, tal como consta en dichos docu-
mentos; c) que "los cheques expedidos en favor de las fir-
/has Hilari Mayol & Co., C. por A., Munné & Co., C. por 
A., y H. Pimentel, C. por A., fueron objeto del procedi-
miento que señala la Ley 2859, según se infiere de manera 
precisa, de los documentos que a cada uno de ellos acom-
paña, que figuran en el expediente"; esto es, que las an-
tedichas firmas comerciales hicieron respectivamente el 
protesto de sus cheques e intimaron a Andrés Ramos pa-
ra que hiciera, en cada caso, el depósito de provisión per-
tinente, habiendo expirado el plazo de dos días hábiles sin 
que el prevenido obtemperara a esas intimaciones; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
eomprobados y admitidos por la Corte a qua está caracte-
rizado el delito de emisión de cheques sin provisión pre-
visto en la letra a) del artículo 66 de la Ley de Cheques, 
No. 2859, del año 1951; que, en efecto, en la especie han si-
do comprobados los elementos constitutivos de dicha in-
fracción, que son primero, la emisión de cheques, es decir, 
de un escrito regido por la legislación sobre cheques; se-
gundo, una provisión irregular, esto es, ausencia o insufi-
ciencia de provisión; y, tercero, la mala fe del librador; 

Considerando, en lo que concierne al elemento "mala 
fe del librador", que Andrés Ramos pretendió probar, pa-
ra justificar su buena fe, según consta en la sentencia im-
pugnada, "que mediante cuatro cheques suscritos por un 
tal A. Pimentel, ascendentes a RD$7,000.00, que fueron 
presentados en la audiencia, cuando el dicho procesado 
libró los cheques antes indicados, en favor de los comer-
ciantes y firmas comerciales antes indicados tenía o creía 
tener hecha provisión de fondos y que, por mala suerte 
para él, el mencionado A. Pimentel (comerciante de la Ca-
pital, con quien celebraba actos de comercio, particular-
mente ventas de partidas de arroz) se declaró en estado 
de quiebra; cayó preso en La Victoria y los dichos cheques 
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le fueron devueltos a él, a falta de provisión de fondos del 
mencionado A. Pimentel; que, tan pronto le fueron devuel-
tos los cheques de Pimentel, se dirigió a varios de esos 
comerciantes y obtuvo de ellos —menos de José Armente-
ros & Co. C. por A.,— que le aceptaran abonos y que las di-
ferencias las pagaría poco a poco, porque él fué engañado 
y nunca ha tenido la intención de perjudicar a nadie y me-
nos a esos comerciantes, con los cuales acostumbraba a rea-
lizar actos de comercio, etc."; 

Considerando que la Corte a qua desestimó el prece-
dente argumento, expresando que "frente a los términos 
precisos del párrafo del acápite a) del artículo 66 de la 
Ley 2859 debe rechazarla, ya que, la falta de provisión 
de fondos, o la insuficiencia de ésta, después de concedido 
el plazo de dos días, después de las notificaciones a que 
se refiere dicho artículo (que en los casos antes indicados 
fueron cumplidas) da el carácter de mala fe a dicha falta 
de provisión de fondos o a su insuficiencia, cuando el li-
brador del cheque no provea dichos fondos o recoja el va-
lor del cheque o la porción dejada al descubierto"; que, 
además, el párrafo primero del artículo 3 de la Ley 2859 
expresa que "el cheque sólo puede librarse a cargo de un 
banco que tenga fondos a disposición del librador, y con-
forme a una convención expresa o tácita según la cual el 
librador tenga derecho de disponer de esos fondos por me-
dio de cheques", de donde resulta que la provisión, que es 
un crédito del librador contra el librado, debe ser previa 
a la emisión y reunir además ciertos caracteres para per-
mitir la emisión de un cheque, que son la disponibilidad, 
es decir, las condiciones de liquidez y exigibilidad, y que 
sea suficiente, esto es, igual al monto del cheque, por lo 
que, en la especie, para que Andrés Ramos hubiera podi-
do emitir o expedir los seis referidos cheques, sin com-
prometer su buena fe, era preciso que su banquero, la Su-
cursal de The Royal Bank of Canada en Santiago, hubie- 
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ra  realizado previamente el cobro de los cheques expedi-
dos  por el señor Pimentel y que Ramos remitió a su men-
cionado banquero, ya que no se trataba de efectos acepta-
dos para el descuento, ni de un convenio especial banca-
rio, sino de valores al cobro para acreditar en cuenta; 

Considerando que es impropia la expresión de la Cor-
a qua cuando dice que "al no haber cubierto esos che-

ues librados en favor de los interesados, sea por su to-
idad o bien por la diferencia dejada en descubierto, des-

ués de vencido el plazo de dos días que le fuera conce-
do para ello, el dicho procesado Andrés Ramos ha incu-
'do en el delito que se pone a su cargo", pues por ella 
rece exigirse como elemento del delito de emisión de che-

ques sin provisión el hecho de que él o los interesados pre-
'amente intimen al librador para que haga la provisión 

los dos días hábiles siguientes; que esta intimación so-
o origina, si no se hace la provisión correspondiente en 

plazo legal, una, presunción de mala fe, mala fe que, por 
tra parte, puede resultar de otras circunstancias compro-
das en la instrucción de la causa; 

Considerando que las condenaciones penales que es-
blece el citado artículo 66 para sancional el delito de 
fisión de cheques sin provisión son las mismas que pa-
la estafa dispone el artículo 405 del Código Penal y, 
cuanto a la multa, se dispone que ella no "pueda ser 
erior al monto del cheque o de la insuficiencia de la 
visión"; que, a este último respecto, se dice en la sen-
cia impugnada, que el prevenido fué condenado "al pa-
de una multa de RD$4,811.40 valor éste que represen-
el monto de los cheques correspondientes a los comer-
tes perjudicados, quienes cumplieron con los requisi- 
indicados por la supra-indicada Ley, quedando fuera 

os cheques expedidos en favor de la Agencia Comercial L
anga, por valor de RD$355.00, y el de Alcibíads 
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le fueron devueltos a él, a falta de provisión de fondos del 
mencionado A. Pimentel; que, tan pronto le fueron devuel-
tos los cheques de Pimentel, se dirigió a varios de esos 
comerciantes y obtuvo de ellos —menos de José Armente-
ros & Co. C. por A.,— que le aceptaran abonos y que las di-
ferencias las pagaría poco a poco, porque él fué engañado 
y nunca ha tenido la intención de perjudicar a nadie y me-
nos a esos comerciantes, con los cuales acostumbraba a rea-
lizar actos de comercio, etc."; 

Considerando que la Corte a qua desestimó el prece-
dente argumento, expresando que "frente a los términos 
precisos del párrafo del acápite a) del artículo 66 de la 
Ley 2859 debe rechazarla, ya que, la falta de provisión 
de fondos, o la insuficiencia de ésta, después de concedido 
el plazo de dos días, después de las notificaciones a que 
se refiere dicho artículo (que en los casos antes indicados 
fueron cumplidas) da el carácter de mala fe a dicha falta 
de provisión de fondos o a su insuficiencia, cuando el li-
brador del cheque no provea dichos fondos o recoja el va-
lor del cheque o la porción dejada al descubierto"; que, 
además, el párrafo primero del artículo 3 de la Ley 2859 
expresa que "el cheque sólo puede librarse a cargo de un 
banco que tenga fondos a disposición del librador, y con-
forme a una convención expresa o tácita según la cual el 
librador tenga derecho de disponer de esos fondos 'por me-
dio de cheques", de donde resulta que la provisión, que es 
un crédito del librador contra el librado, debe ser previa 
a la emisión y reunir además ciertos caracteres para per-
mitir la emisión de un cheque, que son la disponibilidad, 
es decir, las condiciones de liquidez y exigibilidad, y que 
sea suficiente, esto es, igual al monto del cheque, por lo 
que, en la especie, para que Andrés Ramos hubiera podi-
do emitir o expedir los seis referidos cheques, sin com-
prometer su buena fe, era preciso que su banquero, la Su-
cursal de The Royal Bank of Canada en Santiago, hubie- 

ra  realizado previamente el cobro de los cheques expedi-
dos por el señor Pimentel y que Ramos remitió a su men-
c ionado banquero, ya que no se trataba de efectos acepta-
dos  para el descuento, ni de un convenio especial banca-
rio, sino de valores al cobro para acreditar en cuenta; 

isw Considerando que es impropia la expresión de la Cor- 
te a qua cuando dice que "al no haber cubierto esos che-
ques librados en favor de los interesados, sea por su to-
talidad o bien por la diferencia dejada en descubierto, des-
pués de vencido el plazo de dos días que le fuera conce-
dido para ello, el dicho procesado Andrés Ramos ha incu-
rrido en el delito que se pone a su cargo", pues por ella 
parece exigirse como elemento del delito de emisión de che-
ques sin provisión el hecho de que él o los interesados pre-
viamente intimen al librador para que haga la provisión 
en los dos días hábiles siguientes; que esta intimación so-
lo origina, si no se hace la provisión correspondiente en 
el plazo legal, una, presunción de mala fe, mala fe que, por 
otra parte, puede resultar de otras circunstancias compro-
badas en la instrucción de la causa; 

Considerando que las condenaciones penales que es-
tablece el citado artículo 66 para sanciona' el delito de 
emisión de cheques sin provisión son las mismas que pa-

la estafa dispone el artículo 405 del Código Penal y, 
cuanto a la multa, se dispone que ella no "pueda ser 
erior al monto del cheque o de la insuficiencia de la 
visión"; que, a este último respecto, se dice en la sen-
cia impugnada, que el prevenido fué condenado "al pa-
de una multa de RD$4,811.40 valor éste que represen-
el monto de los cheques correspondientes a los comer-
ntes perjudicados, quienes cumplieron con los requisi- 

s indicados por la supra-indicada Ley, Quedando fuera 

L
1 .'s cheques expedidos en favor de la Agencia Comercial 

ar a, por valor de RD$355.00, y el de Alcibíads Pimen- 
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tel, por valor de RD$500.00, endosado por éste en favor d e 

 Ron Suárez, C. por A., lo que hace la suma total de 
855.00, que deducida del monto de los demás cheques, as. 
cendente a RD$5,666.40, arroja la diferencia de RD$4 
811.40, ya que estos comerciantes no cumplieron como los 
demás, con los requisitos de la pre-aludida ley"; que esa 

apreciación de la Corte a qua es errónea ya que la conde-

nación a la multa penal que establece el artículo 66 no es-
tá condicionada a la realización del procedimiento de pro-
testo o de intimación de hacer provisión, y procede ser 
aplicada una vez comprobada la mala fe por cualquier 
modo de prueba distinto del indicado en dicho artículo; 
que, en consecuencia, el prevenido Ramos debió ser con-
denado a una multa no inferior a RD$5,666.40; que, sin 
embargo, como sólo dicho prevenido ha recurrido en ca-
sación, la sentencia impugnada no puede ser anulada en 
cuanto a este aspecto, porque la situación del recurrente 

no puede ser agravada; 

Considerando que en la sentencia impugnada se con-
signa que "contrariamente a como lo pretende la defensa, 
en este caso no es pertinente la aplicación del no cúmulo 
de penas, ya que, tanto del espíritu, así como de la letra 
del mencionado artículo y particularmente de la marcada 
intención del legislador de la dicha ley, acerca de que la 
multa ascienda a la cantidad no provista o insuficientemen

-

te provista por el librador del cheque sin fondos o con fon-
dos insuficientes, dicho principio no puede tener aplicación 
alguna en este caso especial..... "; que, por otra parte, el 
artículo 66, al establecer la multa, le fija un mínimo pro. 
porcionado al beneficio que ha obtenido el delincuente; 
que,- además, en la especie no procede la aplicación del 
principio del no cúmulo de las penas porque se trata de 
un delito único e indivisible, caracterizado por actos rei-
terados que fueron el resultado de un solo designio 

cri- 

minal;  
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En cuanto A la acción civil: 
Considerando que el penúltimo párrafo del artículo 66 

de la citada Ley No. 2859 expresa que "en caso de -proce-
dimientos penales contra el librador, el acreedor que se 
haya constituído en parte civil podrá demandar ante los 
Jueces de la acción pública, una suma igual al importe 
del cheque, más los daños y perjuicios, si ha lugar, pero 
si lo prefiere, podrá también demandar en pago de su re-
clamación ante la jurisdicción correspondiente"; que la in-
dicada demanda por el importe del cheque ante el Juz-
gado de lo Penal es una acción sui generis en restitución, 
que, aún cuando está fundada sobre la existencia del cré-
dito en ocasión del cual el cheque ha sido emitido, surge 
con la infracción penal; que consecuentemente el juez de 
lo penal puede ordenar la persecución por apremio corpo-
ral de la condenación impuesta al librador a este respecto; 
que, en la especie, los jueces del fondo condenaron a An-
drés Ramos al pago de la suma de RD$500.00, importe del 
cheque expedido a favor de Munné y Co., C. por A., y re-
clamado por esta firma en sus conclusiones como parte ci-
vil, y al pago de la suma de RD$1,486.00 a favor de H. 
Pimentel, C. por A., suma inferior al importe del cheque 
expedido en favor de esta entidad comercial, pero que 
fué la cantidad reclamada en sus conclusiones como parte 
civil, y ordenaron el apremio corporal dentro de los lími-
tes señalados por la ley; que, por tanto, la Corte a qua hizo 
una correcta aplicación del texto legal antes mencionado; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no presenta vicio alguno que la ha-
ga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Andrés Ramos contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Santiago, de fecha treinta de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
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tel, por valor de RD$500.00, endosado por éste en favor d e 

 Ron Suárez, C. por A., lo que hace la suma total de Ros. 
855.00, que deducida del monto de los demás cheques, as.. 

cendente a RD$5,666.40, arroja la diferencia de RD$4 
811.40, ya que estos comerciantes no cumplieron como los 
demás, con los requisitos de la pre-aludida ley"; que esa 
apreciación de la Corte a qua es errónea ya que la conde-
nación a la multa penal que establece el artículo 66 no es-
tá condicionada a la realización del procedimiento de 'pro-
testo o de intimación de hacer provisión, y procede ser 
aplicada una vez comprobada la mala fe por cualquier 
modo de prueba distinto del indicado en dicho artículo; 
que, en consecuencia, el prevenido Ramos debió ser con-
denado a una multa no inferior a RD$5,666.40; que, sin 
embargo, como sólo dicho prevenido ha recurrido en ca-
sación, la sentencia impugnada no puede ser anulada en 
cuanto a este aspecto, porque la situación del recurrente 

no puede ser agravada; 

Considerando que en la sentencia impugnada se con 
signa que "contrariamente a como lo pretende la defensa, 
en este caso no es pertinente la aplicación del no cúmulo 
de penas, ya que, tanto del espíritu, así ccmo de la letra 
del mencionado artículo y particularmente de la marcadá 
intención del legislador de la dicha ley, acerca de que la 
multa ascienda a la cantidad no provista o insuficientemen

-

te provista por el librador del cheque sin fondos o con fon-
dos insuficientes, dicho principio no puede tener aplicación 
alguna en este caso especial..... "; que, por otra parte, el 
artículo 66, al establecer la multa, le fija un mínimo pro

-

porcionado al beneficio que ha obtenido el delincuente; 
que,- además, en la especie no procede la aplicación del 
principio del no cúmulo de las penas porque se trata de 
un delito único e indivisible, caracterizado por actos rei-
terados que fueron el resultado de un solo designio cri- 

minal; 

E cuanto a la acción civil: 

Considerando que el penúltimo párrafo del artículo 66 
de la citada Ley No. 2859 expresa que `'en caso de proce-
dimientos penales contra el librador, el acreedor que se 
baya constituido en parte civil podrá demandar ante los 
Jueces de la acción pública, una suma igual al importe 
del cheque, más los daños y perjuicios, si ha lugar, pero 
si lo prefiere, podrá también demandar en pago de su re-
clamación ante la jurisdicción correspondiente"; que la in-
dicada demanda por el importe del cheque ante el Juz-
gado de lo Penal es una acción sui generis en restitución, 
que, aún cuando está fundada sobre la existencia del cré-
dito en ocasión del cual el cheque ha sido emitido, surge 
con la infracción penal; que consecuentemente el juez de 
lo penal puede ordenar la persecución por apremio corpo-
ral de la condenación impuesta al librador a este respecto; 
que, en la especie, los jueces del fondo condenaron a An-
drés Ramos al pago de la suma de RD$500.00, importe del 
cheque expedido a favor de Munné y Co., C. por A., y re-
clamado por esta firma en sus conclusiones como parte ci-
vil, y al pago de la suma de RD$1,486.00 a favor de H. 
Pimentel, C. por A., suma inferior al importe del cheque 
expedido en favor de esta entidad comercial, pero que 
fué la cantidad reclamada en sus conclusiones como parte 
civil, y ordenaron el apremio corporal dentro de los lími-
tes señalados por la ley; que, por tanto, la Corte a qua hizo 
una correcta aplicación del texto legal antes mencionado; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no presenta vicio alguno que la ha-
ga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Andrés Ramos contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Santiago, de fecha treinta de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
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copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: Cond 

na al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
 Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 

Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (firmado): Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 14 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nicolás Díaz Camilo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la 
Independencia, 919 de la Restauración y 249  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 
Díaz Camilo, de 25 años de edad, dominicano, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la población de Castillo, 
portador de la cédula personal de identidad No. 2878, se-
rie 59, sello No. 1097036, contra sentencia pronunciada por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Wel Oído el Magistrado Juez Relator; 
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copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: Cond 

na al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nésto;. 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 14 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nicolás Díaz Camilo. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y Manuel 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la 
Independencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 
Díaz Camilo, de 25 años de edad, dominicano, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la población de Castillo, 

rtador de la cédula personal de identidad No. 2878, se-
rie 59, sello No. 1097036, contra sentencia pronunciada por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 

yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído :el dictamen del Magistrado Procurador Genena, 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en l a 

 secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de julio del 

corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del h. 
berado, y vistos los artículos 309 y 463 del Código Penal; 
1382 del Código Civil, y 19 y 71 de la Ley sobre Proce- 

dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que el dieciocho de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, el Jefe de Puesto de la Policía Na-
cional de Castillo, Cabo Manuel Pimentel, sometió a la 
acción de la justicia a los nombrados Nicolás Díaz Cami-
lo, Juan Ramírez García, Zacarías Díaz, Silverio Camilo 
Díaz y Evangelista García e Hiciano por el delito de "riña 
a mano armada"; b) que apoderado legalmente del caso el 
Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial de 
Duarte instruyó la sumaria correspondiente, y por su pro-
videncia calificativa del cinco de marzo de este año en-
vió por ante el tribunal correspondiente, para ser juzgado 
en atribuciones criminales, a Nicolás Díaz Camilo por el 
crimen de heridas voluntp.rias que ocasionaron lesión per-
manente a Evangelista García e Hiciano; declaró que no 
había cargos suficientes para inculpar a Juan Ramón Gar-
cía, Zacarías Díaz Camilo, Silverio Camilo Díaz y Evan-
gelista García e Hiciano del delito de heridas recíprocas, 
ordenando el sobreseímiento de las actuaciones seguidas 
contra éstos; c) que previo cumplimiento de las formalida -

des legales, tuvo efecto la vista pública de la causa por 
ante la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, y este tribunal dictó sen-
tencia en fecha veinte y nueve de abril de este año, y Por 
el dispositivo de la misma declaró al nombrado Nicolás 

Díaz Camilo, culpable del crimen de herida que ha dejado 
lesión permanente en perjuicio de Evangelista García e 
Hiciano, y acogiendo circunstancias atenuantes en su favor,' 
.lo condenó a sufrir la pena de un año y seis meses de pri-
sión correccional; declaró regular la constitución en parte 
civil de Evangelista García e Hiciano contra el acusado Ni-
colás Díaz Camilo y lo condenó al pago de una indemni-
zación de RD$500.00 (Quinientos Pesos); lo condenó al pa-
go de las costas, y finalmente, ordenó la confiscación del 
arma que sirvió para la comisión del crimen; d) que dis-
conforme con la sentencia de la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte el acu- 
sado Nicolás Díaz Camilo interpuso formal recurso de ape- 
lación en fecha veinte y nueve de abril de este año; 

'Considerando que la sentencia ahora impugnada con- 
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Admite en 
la forma el recurso de apelación interpuesto por el acusa-
do Nicolás Díaz Camilo, contra la sentencia dictada por 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, en fecha 29 de abril del año 1953, 
cuyo dispositivo dice así: 'Primero: que debe declarar, co-
mo en efecto declara, al nombrado Nicolás Díaz Camilo, de 
generales anotadas, culpable del crimen de heridas que ha 
dejado lesión permanente en perjuicio del Sr. Evangelista 
García e Hiciano, hecho ocurrido en la sección de "Juana 
Díaz" de la común de Castillo, el quince (15) de diciem-
bre del pasado año 1952, y en consecuencia acogiendo cir-
cunstancias atenuantes en su favor lo condena a sufrir 
la pena de un (1) año y seis meses de prisión correccional; 
Segundo: que debe declarar y declara, regular la consti-
tución en parte civil del Sr. Evangelista García e Hiciano 
contra el acusado Nicolás Díaz Camilo y lo condena al pa-
go de una indemnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos); 
Tercero: que debe condenarlo y lo condena al pago de las 
costas' ; Segundo: Declara que en el hecho no hubo la cir- 



Oído .el dictamen del Magistrado Procurador Genera 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en l a , 

secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de julio del 

corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 y 463 del Código Penal. 
1382 del Código Civil, y 19 y 71 de la Ley sobre Proce- 

dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que el dieciocho de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, el Jefe de Puesto de la Policía Na-
cional de Castillo, Cabo Manuel Pimentel, sometió a la 
acción de la justicia a los nombrados Nicolás Díaz Cami-
lo, Juan Ramírez García, Zacarías Díaz, Silverio Camilo 
Díaz y Evangelista García e Hiciano por el delito de "riña 
a mano armada"; b) que apoderado legalmente del caso el 
Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial de 
Duarte instruyó la sumaria' correspondiente, y por su pro-
videncia calificativa del cinco de marzo de este año en-
vió por ante el tribunal correspondiente, para ser juzgado 
en atribuciones criminales, a Nicolás Díaz Camilo por el 
crimen de heridas voluntarias que ocasionaron lesión per-
manente a Evangelista García e Hiciano; declaró- que no 
había cargos suficientes para inculpar a Juan Ramón Gar-
cía, Zacarías Díaz Camilo, Silverio Camilo Díaz y Evan-
gelista García e Hiciano del delito de heridas recíprocas, 
ordenando el sobreseímiento de las actuaciones seguidas 
contra éstos; c) que previo cumplimiento de las formalida -

des legales, tuvo efecto la vista pública de la causa por 
ante la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, y este tribunal dictó sen-
tencia en fecha veinte y nueve de abril de este año, y Por 

el dispositivo de la misma declaró al nombrado Nicolás 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1763 

Díaz Camilo, culpable del crimen de herida que ha dejado 
lesión permanente en perjuicio de Evangelista García e 
niciano, y acogiendo circunstancias atenuantes en su favor; 
lo condenó a sufrir la pena de un año y seis meses de pri-
ión correccional; declaró regular la constitución en parte 

civil de Evangelista García e Hiciano contra el acusado Ni-
colás Díaz Camilo y lo condenó al pago de una indemni- 
zación de RD$500.00 (Quinientos Pesos); lo condenó al pa- 
go de las costas, y finalmente, ordenó la confiscación del 
arma que sirvió para la comisión del crimen; d) que dis- 
conforme con la sentencia de la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte el acu-
sado Nicolás Díaz Camilo interpuso formai recurso de ape-
lación en fecha veinte y nueve de abril de este año; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Admite en 
la forma el recurso de apelación interpuesto por el acusa-
do Nicolás Díaz Camilo, contra la sentencia dictada por 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, en fecha 29 de abril del año 1953, 
cuyo dispositivo dice así: 'Primero: que debe declarar, co-
mo en efecto declara, al nombrado Nicolás Díaz Camilo, de 
generales anotadas, culpable del crimen de heridas que ha 
dejado lesión permanente en perjuicio del Sr. Evangelista 
García e Hiciano, hecho ocurrido en la sección de "Juana 
Díaz" de la común de Castillo, el quince (15) de diciem-
bre del pasado año 1952, y en consecuencia acogiendo cir-
cunstancias atenuantes en su favor lo condena a sufrir 
la pena de un (1) año y seis meses de prisión correccional; 
Segundo: que debe declarar y declara, regular la consti-
tución en parte civil del Sr. Evangelista García e Hiciano 
contra el acusado Nicolás Díaz Camilo y lo condena al pa-
go de una indemnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos); 
Tercero: que debe condenarlo y lo condena al pago de las 
costas' ; Segundo: Declara que en el hecho no hubo la cir- 
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cunstancia de la legítima defensa invocada por el abogad o 
 del acusado; Tercero: Confirma en todas sus partes la sea. 

tencia apelada; Cuarto: Condena al acusado al pago de las 
costas penales y civiles de la presente instancia, declaran-
do distraídas las civiles en favor del licenciado Narciso 
Conde Pausas, quien afirmó haberlas avanzado"; 

Considerando que no habiendo expuesto el recurrente, 

al intentar su recurso de casación, ningún medio determi-
nado, procede examinar la sentencia impugnada en todo 
cuanto concierna a su interés; 

Consdierando, en lo que respecta a las condenaciones 
penales, que la Corte a qua fundándose en la propia con-
fesión del acusado, en los testimonios producidos en el ple-
nario, así como en los documentos que obran en autos dió 

por establecidos los siguientes hechos: a) que en la tarde 

del 15 de diciembre del año 1952, en la sección de Juana 

Díaz, común de Castillo, provincia Duarte, el acusado Nico-
lás Díaz Camilo infirió una herida incisa en el tercio supe-
rior de la cara externa del antebrazo izquierdo a Evange-
lista García e Hiciano que le seccionó algunos tendones y 
nervios produciéndole la anquilosis del codo y la inmovi-
lidad de los dedos de la mano izquierda; b) que el motivo 
para tal agresión se debió a la enemistad que mediaba 
entre el acusado y su víctima, desde cuatro años antes, 

por haberle dado Zacarías Díaz, hermano de Nicolás Díaz 
Camilo, una pedrada a un hijo de Evangelista García e 
Hiciano, enemistad que se recrucedió días antes del he-
cho al encontrarse Zacarías Díaz con Evangelista García 

e Hiciano, camino de Castillo, y haber tratado de irse a 

las manos; y c) que en ningún momento Evangelista Gar-

cía e Hiciano agredió a su victimario; 
Considerando que en los hechos así comprobados so-

beranamente por la Corte a qua y sin incurrir en desnatu-

ralización alguna, concurren los elementos constitutivos 
del crimen de heridas voluntarias que produjeron una le- 

Sión de carácter permanente, crimen previsto y sancionado 
por el artículo 309 del Código Penal; que, en consecuen-
cia, la Corte a qua hizo en la sentencia impugnada, una 
correcta aplicación de la ley al calificar como lo hizo el 
hecho cometido por el acusado y al aplicarle la sanción ex-
presada en la sentencia, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; 

Considerando en lo que respecta a las condenaciones 
civiles pronunciadas por la sentencia motivo de este recur-
so, que la Corte a qua apreció correctamente que el crimen 
cometido por el inculpado causó perjuicios materiales y 
daños morales a la parte civil constituida, y al fijar el mon-
to de ellos en la suma de RD$500.00 (Quinientos Pesos), 
en virtud de la facultad soberana de apreciación que le es 
reconocida en este aspecto, la sentencia impugnada hizo 

• una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 
Considerando que examinada la sentencia impugnada 

en sus demás aspectos no presenta vicio alguno que pue-
da conducir a su anulación. 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nicolás Díaz Camilo contra senten-
cia de la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-rís, de fecha catorce de julio de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y Segundo: condena al recurrente al pago de las cos-
tas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.-- Juan A. 
Morel.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fuó firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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las manos; y c) que en ningún momento Evangelista Gar-
cía e Hiciano agredió a su victimario; 

Considerando que en los hechos así comprobados so-

beranamente por la Corte a qua y sin incurrir en desnatu -

ralización alguna, concurren los elementos constitutivos 
del crimen de heridas voluntarias que produjeron una le- 
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sión de carácter permanente, crimen previsto y sancionado 
por el artículo 309 del Código Penal; que, en consecuen-
cia, la Corte a qua hizo en la sentencia impugnada, una 
correcta aplicación de la ley al calificar como lo hizo el 
hecho cometido por el acusado y al aplicarle la sanción ex-
presada en la sentencia, acogiendo en su favor circuns- 
tancias atenuantes; 

Considerando en lo que respecta a las condenaciones 
civiles pronunciadas por la sentencia motivo de este recur-
so, que la Corte a qua apreció correctamente que el crimen 
cometido por el inculpado causó perjuicios materiales y 
daños morales a la parte civil constituida, y al fijar el mon-
to de ellos en la suma de RD$500.00 (Quinientos Pesos), 
en virtud de la faCultad soberana de apreciación que le es 
reconocida en este aspecto, la sentencia impugnada hizo 
una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no presenta vicio alguno que pue-
da conducir a su anulación. 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nicolás Díaz Camilo contra senten-
cia de la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-
rís, de fecha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
alío, y Segundo: condena al recurrente al pago de las cos- 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación cié Citidad Trujillo, de 

fecha 21 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Darío Carbuccia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan .\ 
lVforel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 

Contín Aybar y Manuel A. Amiaf-na, asistidos del Secreta-

rio General, en la Sala donde celebra sus 'audiencias, en 

Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 1109  de' la Independencia, 91 9  de la Res-

tauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Darío 
Carbuccia, dominicano, mayor de edad, casado, panadero, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 45579, serie 1, con sello 
de renovación No. 110824, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha veintiuno de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Revoca la sentencia apelada dictada en 

atribuciones correccionales por la Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera .  Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo, en fecha 8 de junio del año 1953, 
y obrando por propia autoridad condena al prevenido Da-
río Carbuccia, de generales anotadas, a sufrir la pena de 
dos años de prisión correccional, que cumplirá en la Cár-
cel Pública de esta ciudad, por el delito de violación de 
la Ley No. 2402, en perjuicio de la menor Miriam de un 
año y ocho meses, procreada con la señora María Bien-
venida Pou y Antonio y fija en la suma de RD$6.00. (seis 
pesos oro), la pensión mensual que el nombrado Darío Car- 
buccia debe pasar a la querellante María Bienvenida Pou 
y Antonio, para la manutención de dicha menor; Tercero: 
Condena al nombrado Darío Carbuccia al pago de las cos-
tas"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren- 

!

. te, en fecha veintinueve del mes de julio del corriente 
año, por no estar conforme con la sentencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950; y 1 9, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el r¿currente fué condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian- 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación dé Ciudad Trujillo, de 

fecha 21 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Darío Carbuccia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
1Vlore1, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiarna, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Res-

tauración y 24° de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Darío 
Carbuccia, dominicano, mayor de edad, casado, panadero, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 45579, serie 1, con sello 
de renovación No. 110824, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha veintiuno de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Revoca la sentencia apelada dictada 

en 

atribuciones correccionales , por La Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera, Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo, en fecha 8 de junio del año 1953, 
y obrando por propia autoridad condena al prevenido Da-
río Carbuccia, de generales anotadas, a sufrir la pena de 
dos años de prisión correccional, que cumplirá en la Cár-
cel Pública de esta ciudad, por el delito de violación de 
la Ley No. 2402, en perjuicio de la menor Miriam de un 
año y ocho meses, procreada con la señora María Bien-
venida Pou y Antonio y fija en la suma de RD$6.00. (seis 
pesos oro), la pensión mensual que el nombrado Darío Car-
buccia debe pasar a la querellante María Bienvenida Pou 
y Antonio, para la manutención de dicha menor; Tercero: 
Condena al nombrado Darío Carbuccia al pago de las cos-
tas"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha veintinueve del mes de julio del corriente 
año, por no estar conforme con la sentencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950; y 1 9, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian- 
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sENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

se ntencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 16 de junio de 1953. 

Ylví//ria: Penal. 

ECCurrente: Rafael A. Castillo. 

bli//rviniente: Asunción Aponte.— Abogado: Dr. Marín Pinedo 
Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día veintitrés del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1100 
de la Independencia, 919 de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
A. Castillo, mayor de edad, dominicano, casado, empleado 

/ de comercio, domiciliado y residente en esta ciudad, por-. 

la
tador de la cédula personal de identidad No. 16104, serie 
1, sello No. 31902, contra sentencia pronunciada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
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za o la suspensión de la ejecución de la pena, de conformi-
dad con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; que, po r 

 tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 

recurso de casación interpuesto por Darío Carbuccia, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
de fecha veintiuno de julio de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presen-
te fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 16 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael A. Castillo. 

Interviniente: Asunción Aponte.-- Abogado: Dr. Marín Pinedo 
Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día veintitrés del mes de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, años 1101 
de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 249 de la Era 

de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
A. Castillo, mayor de edad, dominicano, casado, empleado 
de comercio, domiciliado y residente en esta ciudad, por-tador 

de la cédula personal de identidad No. 16104, serie 
1, sello No. 31902, contra sentencia pronunciada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
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Trujillo en fecha diez y seis de junio del corriente año, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Leopoldo Marrero, portador de la cédula 

personal de identidad No. 175, serie 25, sello No. 20672, 
en representación del Dr. Marín Pinedo Peña, portador de 
la cédula personal de identidad número 2295, serie 23, se-
llo número 20455, abogado de la parte interviniente, Asun-
ción Aponte, portadora de la cédula personal de identi-
dad No. 23744, serie 1, sello No. 29834, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el veinticuatro de junio del 
corriente año, en la cual no se invoca ningún medio deter- 

minado de casación; 
Visto el escrito de intervención presentado en fecha 

diez y siete de agosto del corriente año, por el Dr. Marín 
Pinedo Peña, abogado de la parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
liberado, y vistos los artículos 65, párrafo 1, de la Consti-
tución; 43 de la Ley de Organización Judicial; 1382 y 1383 
del Código Civil; 1 y 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 133 del Código de Procedimiento Civil; 1 y :71 de 

la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
1) 

que en fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cin-
cunta y dos, Asunción Aponte presentó querella ante el 
Procurador Fiscal de la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, contra Rafael A. Castillo, por el hecho "de que en 

fecha 19 de septiembre de 1952, le compré una nevera de 
medio uso por la suma de RD$150.00, de acuerdo con re- 
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ribo que depositaremos cuando sea oportuno, y no obstan-
te haberme prometido dicho señor Rafael A. Castillo que 
la nevera me íba a dar buen resultado, resultó todo lo 
contrario, porque no funcionaba bien. Yo le comuniqué 
al Sr. Castilló que la nevera no funcionaba, él mandó un 
mecánico para ver lo que tenía dicha nevera, y el mecá-
nico comprobó que estaba defectuosa, y entonces yo le 

a  llevé dicha nevera al Sr. Castillo, le requerí la entrega de 
los RD$150.Q0, entonces él me dijo que me entregaría di-
cha suma a fines del mes de octubre del presente año, lo 
cual no ha hecho hasta este momento"; 2) que apoderada 
del caso la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó 
sentencia en fecha once de febrero del presente año, de 
la cual es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que 
debe pronunciar como al efecto pronuncia, el defecto con-
tra el nombrado Rafael A. Castillo, por no haber compare-
cido a ésta audiencia, no obstante haber sido legalmente 
citado; Segundo: Que debe declarar, como al efecto decla-
ra, al nombrado Rafael A. Castillo, de generales ignora-
das, no culpable del delito de estafa, en perjuicio de la 
señora Asunción Aponte, y en consecuencia lo descarga 
de toda responsabilidad penal, por insuficiencia de prue-
bas; Tercero: Que debe declarar, como al efecto declara 
buena y válida la constitución en parte civil, hecha por 
la señora Irene o Asunción Aponte, contra el Sr. Rafael A. 
Castillo, y en consecuencia condena a éste a devolverle a 
la Sra. Aponte, la suma de RD$150.00 (ciento cincuenta 
pesos oro) más los intereses legales de esta suma, a título 
de indemnización; Cuarto: Que debe condenar, como al 
efecto condena, a Rafael A. Castillo, al pago de las costas 
civiles ordenándose la distracción de ellas a favor del Dr. 
Marín Pinedo, quien afirma haberlas avanzado"; y 3) que 
sobre oposición interpuesta por el prevenido, dicho tribu-
nal dictó en fecha trece de marzo del corriente año, sen- 
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Trujillo en fecha diez y seis de junio del corriente ah' 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Leopoldo Marrero, portador de la cédula 

personal de identidad No. 175, serie 25, sello No. 20672, 
en representación del Dr. Marín Pinedo Peña, portador de 
la cédula personal de identidad número 2295, serie 23, se-
llo número 20455, abogado de la parte interviniente, Asun-
ción Aponte, portadora de la cédula personal de identi-
dad No. 23744, serie 1, sello No. 29834, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el veinticuatro de junio del 
corriente año, en la cual no se invoca ningún medio deter- 

minado de casación; 
Visto el escrito de intervención presentado en fecha 

diez y siete de agosto del corriente año, por el Dr. Marín 
Pinedo Peña, abogado de la parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
liberado, y vistos los artículos 65, párrafo 1, de la Consti-
tución; 43 de la Ley de Organización Judicial; 1382 y 1383 
del Código Civil; 1 y 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 133 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 71 de 

la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
que en fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cin-
cunta y dos, Asunción Aponte presentó querella ante el 
Procurador Fiscal de la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, contra Rafael A. Castillo, por el hecho "de que en 
fecha 19 de septiembre de 1952, le compré una nevera de 
medio uso por la suma de RD$150.00, de acuerdo con re- 
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ribo que depositaremos cuando sea oportuno, y no obstan-
te haberme prometido dicho señor Rafael A. Castillo que 
la nevera me íba a dar buen resultado, resultó todo lo 
contrario, porque no funcionaba bien. Yo le comuniqué 
al Sr. Castilló que la nevera no funcionaba, él mandó un 
mecánico para ver lo que tenía dicha nevera, y el mecá-
nico comprobó que estaba defectuosa, y entonces yo le 
llevé dicha nevera al Sr. Castillo, le requerí la entrega de 
los RD$150.Q0, entonces él me dijo que me entregaría di-
cha suma a fines del mes de octubre del presente año, lo 
cual no ha hecho hasta este momento"; 2) que apoderada 
del caso la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó 
sentencia en fecha once de febrero del presente año, de 
la cual es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que 
debe pronunciar como al efecto pronuncia, el defecto con-
tra el nombrado Rafael A. Castillo, por no haber compare-
cido a ésta audiencia, no obstante haber sido legalmente 
citado; Segundo: Que debe declarar, como al efecto decla-
ra, al nombrado Rafael A. Castillo, de generales ignora-
das, no culpable del delito de estafa, en perjuicio de la 
señora Asunción Aponte, y en consecuencia lo descarga 
de toda responsabilidad penal, por insuficiencia de prue-
bas; Tercero: Que debe declarar, como al efecto declara 
buena y válida la constitución en parte civil, hecha por 
la señora Irene o Asunción Aponte, contra el Sr. Rafael A. 
Castillo, y en consecuencia condena a éste a devolverle a 
la Sra. Aponte, la suma de RD$150.00 (ciento cincuenta 
pesos oro) más los intereses legales de esta suma, a título 
de indemnización; Cuarto: Que debe condenar, como al 
efecto condena, a Rafael A. Castillo, al pago de las costas 
civiles ordenándose la distracción de ellas a favor del Dr. 
Marín Pinedo, quien afirma haberlas avanzado"; y 3) que 
sobre oposición interpuesta por el prevenido, dicho tribu-
nal dictó en fecha trece de marzo del corriente año, sen- 
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tencia cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia ahora 
impugnada, que se transcribe a continuación: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el señor Rafael A 
Castillo, contra la sentencia dictada por la Primera Cáma: 
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en fecha trece de marzo del año 
1953, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe 
declarar, como al efecto declara, bueno y válido el recur-
so de oposición interpuesto por el prevenido Rafael A. Cas-
tillo, de generales anotadas, por haberlo intentado en tiem-
po hábil y en forma legal, contra sentencia dictada por es-
te Tribunal en fecha (11) de febrero del año en curso 1953, 
que lo condenó en defecto a devolverle a la señora Asun-
ción Aponte la suma de ciento cincuenta pesos oro (RD$-
150.00) a título de indemnización; Segundo: Que debe con-
firmar, como al efecto confirma, en el aspecto recurrido, la 
mencionada sentencia; Tercero: Que debe condenar, como 
al efecto condena, al recurrente que sucumbe al pago de 
las costas, ordenándose la distracción de ellas en prove-
cho del Dr. Marín Pinedo, quien afirma haberlas avanza-
do' ; Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia 
apelada; Tercero: Condena al apelante que sucumbe, Ra-
fael Aníbal Castillo, al pago de las costas civiles y ordena 
la distracción de las mismas en provecho del Dr. Marín 
Pinedo Peña, quien afirma haberlas avanzado en su totali- 
dad"; 

Considerando que en virtud del principio de la unidad 
de jurisdicción, consagrado por los artículos 65, párrafo 
1, de la Constitución y 43 de la Ley de Organización Ju-
dicial, el Juzgado de Primera Instancia, actuando en sus 
atribuciones correccionales, es competente, aún en caso de 
descargo del prevenido, para estatuir sobre la acción civil 
ejercida por la parte civil, accesoriamente a la acción pú -
blica, cuando, no obstante el descargo, subsiste una falta  

c
ivil imputable al prevenido, y siempre que la demanda 

7
n  daños y perjuicios está fundada en los mismos elemen-
0a  de hecho que constituyen el objetivo de la prevención 

y que la condenación no sea contradictoria con el fallo de la acción pública; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en el 
fallo impugnado que el prevenido Rafael A. Castillo, des-
cargado del delito de estafa que se le imputaba, "cometió 
una falta que obligó su responsabilidad civil al venderle 
una nevera a la señora Aponte sabiendo que no se halla-
ba en condiciones de servir a los fines para que fué com-
prada", y que esa falta fué reconocida plenamente por el 
prevenido, al recibir nuevamente la nevera y prometer de-
volverle la cantidad de RD$150.00 que le fué pagada co-
mo precio de la venta, lo cual, según se expresa en dicho 
fallo, no ha sido cumplido; 

Considerando que en el presente caso las comproba-
ciones realizadas por los jueces del fondo demuestran la 
existencia de una falta civil imputable al actual recurrente, 
que le ha causado un perjuicio a la parte civil, la cual 
está fundada en los mismos elementos de hecho que cons-
tituyen el objeto de la prevención; que, por otra parte, la 
condenación en daños y perjuicios pronunciada en favor 
de la parte civil, no es contradictoria con la decisión in-
tervenida sobre la acción pública; que, por consiguiente, al 

confirmar la Corte a qua la sentencia de primera ins-
tancia, que condenó al actual recurrente a devolverle a 
la parte civil la cantidad de ciento cincuenta pesos, a tí-tulo de daños y perjuicios, ha hecho en la especie una co-rrecta aplicación de la ley; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugna-da no 
contiene, en los demás aspectos que conciernen al in- 

terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casa-ción; 
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tencia cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia ahora 
impugnada, que se transcribe a continuación: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el señor Rafael A 
Castillo, contra la sentencia dictada por la Primera Cama: 
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, en fecha trece de marzo del año 
1953, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe 
declarar, como al efecto declara, bueno y válido el recur-
so de oposición interpuesto por el prevenido Rafael A. Cas-
tillo, de generales anotadas, por haberlo intentado en tiem-
po hábil y en forma legal, contra sentencia dictada por es-
te Tribunal en fecha (11) de febrero del año en curso 1953, 
que lo condenó en defecto a devolverle a la señora Asun-
ción Aponte la suma de ciento cincuenta pesos oro (RD$-
150.00) a título de indemnización; Segundo: Que debe con-
firmar, como al efecto confirma, en el aspecto recurrido, la 
mencionada sentencia; Tercero: Que debe condenar, como 
al efecto condena, al recurrente que sucumbe al pago de 
las costas, ordenándose la distracción de ellas en prove-
cho del Dr. Marín Pinedo, quien afirma haberlas avanza-
do' ; Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia 
apelada; Tercero: Condena al apelante que sucumbe, Ra-
fael Aníbal Castillo, al pago de las costas civiles y ordena 
la distracción de las mismas en provecho del Dr. Marín 
Pinedo Peña, quien afirma haberlas avanzado en su totali- 

dad"; 
Considerando que en virtud del principio de la unidad 

de jurisdicción, consagrado por los artículos 65, párrafo 
1, de la Constitución y 43 de la Ley de Organización Ju-
dicial, el Juzgado de Primera Instancia, actuando en sus 
atribuciones correccionales, es competente, aún en caso de 
descargo del prevenido, para estatuir sobre la acción civil 
ejercida por la parte civil, accesoriamente a la acción pú-
blica, cuando, no obstante el descargo, subsiste una falta 
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civil imputable al prevenido, y siempre que la demanda 
en daños y perjuicios está fundada en los mismos elemen-
tos de hecho que constituyen el objetivo de la prevención 
y que la condenación no sea contradictoria con el fallo de la acción pública; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en el 
fallo impugnado que el prevenido Rafael A. Castillo, des-
cargado del delito de estafa que se le imputaba, "cometió 
una falta que obligó su responsabilidad civil al venderle 
una nevera a la señora Aponte sabiendo que no se halla-
ba en condiciones de servir a los fines para que fué com-
prada", y que esa falta fué reconocida plenamente por el 
prevenido, al recibir nuevamente la nevera y prometer de- 
volverle la cantidad de RD$150.00 que le fué pagada co- 
mo precio de la venta, lo cual, según se expresa en dicho 
fallo, no ha sido cumplido; 

Considerando que en el presente caso las comproba-
ciones realizadas por los jueces del fondo demuestran la 
existencia de una falta civil imputable al actual recurrente, 
que le ha causado un perjuicio a la parte civil, la cual 
está fundada en los mismos elementos de hecho que cons-
tituyen el objeto de la prevención; que, por otra parte, la 
condenación en daños y perjuicios pronunciada en favor 
de la parte civil, no es contradictoria con la decisión in-
tervenida sobre la acción pública; que, por consiguiente, al 

confirmar la Corte a qua la sentencia de primera ins-
tancia, que condenó al actual recurrente a devolverle a 
la parte civil la cantidad de ciento cincuenta pesos, a tí-
tulo de daños y perjuicios, ha hecho en la especie una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugna-
da no contiene, en los demás aspectos que conciernen al in- 
t
erés del recurrente, ningún vicio que justifique su casa-ción; 
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te en el presente recurso, a Asunción Aponte, parte ci vil 

constituida; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Rafael A. Castillo, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diez y seis de  

junio del corriente año, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y Tercero: Condena al recurren-
te al pago de las costas, cuya distracción se ordena en pro-
vecho del Dr. Marín Pinedo Peña, abogado de la parte ci-
vil interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su to- 

talidad. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 

ral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

TENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DE 1953: 

tenia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 30 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guarionex Espinosa.— Abogado: Dr. Octavio D. Su-
bervt E. y Lic. Ml. E. Perelló P. 

i r ,' . riniente: Pedro J. Heyaime.— Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por lbs Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía. Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rd, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

I* Sobre el recurso de casación interpuesto por Guario-
nez Espinosa, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado de comercio, domiciliado y residente en. San Juan 
de la Maguana, portador de la cédula personal de identidad 
número 1650, serie 12, con sello número 69574, contra sen- 
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinie 
te en el presente recurso, a Asunción Aponte, parte ci 
constituida; Segundo: Rechaza el recurso de casación 
terpuesto por Rafael A. Castillo, contra sentencia de la C o 

 te de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diez y Seis ci 
junio del corriente año, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y Tercero: Condena al recurren-
te al pago de las costas, cuya distracción se ordena en pro-
vecho del Dr. Marín Pinedo Peña, abogado de la parte ci-
vil interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su to- 

talidad. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 

ral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

TENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

neta impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 30 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guarionex Espinosa.— Abogado: Dr. Octavio D. Su-
bervi E. y Lic. Ml. E. Perelló P. 

interviniente: Pedro J. Heyaime.— Lic. Angel S. Canó Pelletier, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por lbs Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía. Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Rornán, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guario-
nez Espinosa, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado de comercio, domiciliado y residente en. San Juan 
de la Maguana, portador de la cédula personal de identidad 
número 1650, serle 12, con sello número 69574, contra sen- 
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tencia de la Corte de Apelación de San Juan de la Ma. 
guana de fecha treinta de junio de mil novecientos cin.. 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Octavio D. Suberví Espinosa, portador de 
la cédula personal de identidad número 1208, serie lra., 
con sello número, 2339, por sí y en representación del Lic. 
Manuel E. Perelló P., portador de la cédula personal de 
identidad número 17730, serie lra., sello número 3027, 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha siete de julio del co-, 
rriente año, en la cual no se invoca ningún medio deter-

minado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha catorce de 
agosto del corriente año, suscrito por el Dr. Octavio D. 
Suberví E. y el Lic. Manuel E. Perelló, en el cual se invo-
can los siguientes medios: "Primer medio.— Violación del 
art. 141 del Código de Proc. Civil"; "Segundo medio: Vio-
lación del artículo 1382 del Código Civil", y "Tercer 
medio: Violación del art. 170 del Código de Proc. Civil"; 

Visto el escrito de intervención sometido por el Lic. 
Angel S. Canó Pelletier, portador de la cédula personal de 
identidad número 334, serie 10, sello número 931, en re-
presentación de la parte civil consttiuída, Pedro J. Heyai-
me, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, del 
domicilio y residencia de la ciudad de San Juan de la 
Maguana, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 362, serie la., con sello número 130; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1147, 1382 y 1383 del Código 

Civil; 1, 3 y 273 del Código de Procedimiento Criminal; 
170 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 61 y siguientes, 
y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha tres de diciembre de mil no- 
vecientos cincuenta y dos, el Juez de Instrucción del Dis-
trito Judicial de Benefactor dictó una providencia califi-
cativa por medio de la cual declaró que existían indicios 
graves de culpabilidad para inculpar a los procesados Gua-
rionex Espinosa, del crimen de robo, siendo asalariado, en 
perjuicio de Pedro J. Heyaime, y a Santiago Mateo, de 
complicidad en el mismo hecho, y en consecuencia, fueron 
enviados ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Benefactor, para que, en sus atribuciones cri-
minales, fuesen juzgados con arreglo a la ley; 2) que apo-
derado así del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor, dictó en fecha diez y nue-
ve de febrero del corriente año una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante en el de la sentencia ahora im-
pugnada; 3) que sobre apelación interpuesta por los acusa-
dos y por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Benefactor, la Corte a qua pronunció el fallo aho-
ra impugnado cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"Falla: Primero: Declara regular en cuanto a la forma, por 
haber sido interpuesto en los plazos y mediante el cum-
plimiento de los demás requisitos legales los recursos de 
apelación intentados en fecha 23, 24 y 26 del mes de fe-
brero del año 1953, por el Procurador Fiscal y los acusa-
dos Guarionex Espinosa y Santiago Mateo (a) Boca Gran-
de, respectivamente, contra sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, dictada 
en atribuciones criminales en fecha 19 del mes de febre-
ro del año 1953, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Prime-
ro: que debe descargar y descarga al nombrado Guarionex 
Espinosa, de generales anotadas, del crimen que se le im- 
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enviados ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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minales, fuesen juzgados con arreglo a la ley; 2) que apo-
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ro del año 1953, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Prime-
ro: que debe descargar y descarga al nombrado Guarionex 
Espinosa, de generales anotadas, del crimen que se le im- 

 respectivamente, contra sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, dictada 

dos Guarionex Espinosa y Santiago Mateo (a) Boca Gran-
de, 
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puta, de robo siendo asalariado en perjuicio de Pedro J. 
Heyaime, por insuficiencias de pruebas; Segundo: que de-
be variar y varía la calificación del hecho puesto a cargo 
de Santiago Mateo (a) Boca Grande, de generales anota-
das, de complicidad en el crimen que se le imputa a Gua-
rionex Espinosa, de robo siendo asalariado en perjuicio de 
Pedro J. Heyaime, por el delito de estafa en perjuicio de 
Pedro J. Heyaime, y en consecuencia se condena a sufrir 
dos años de prisión correccional ,acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe condenar 
condena a los nombrados Guarionex Espinosa y Santiago 
Mateo (a) Boca Grande, al pago de una indemnización de 
RD$0.50 cada uno en favor del señor Pedro J. Heyaime, 
por los daños que ha sufrido como consecuencia del delito 
cometido por Santiago Mateo (a) Boca Grande, y la falta 
cometida por Guarionex Espinosa; Cuarto: que debe con-
denar y condena al nombrado Santiago Mateo (a) Boca 
Grande al pago de las costas penales, y se declaran de ofi-
cio en cuanto a Guarionex Espinosa; Quinto: que debe con-
denar y condena a Guarionex Espinosa y a Santiago Mateo 
(a) Boca Grande al pago de las costas civiles, y se ordena la 

distracción de éstas en provecho del licenciado Angel Sal-
vador Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte'; Segundo: Modifica la sentencia apelada en 
cuanto a la sanción penal impuesta al acusado Santiago 
Mateo (a) Boca Grande, y en consecuencia condena al di-
cho acusado a sufrir la pena de un año de prisión correc-
cional y al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$-
20.00) por su delito de estafa en perjuicio de Pedro J. He-
yaime; Tercero: Condena al acusado Santiago Mateo al pa-
go de las costas penales y a éste y Guarionex Espinosa al 
pago de las costas civiles en lo que conciernen, distrayén -

dolas en provecho del Lic. Angel Salvador Canó Pelle-
tier, por haberlas avanzado en su mayor parte"; 
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En cuanto a la intervención de la parte civil: 

Considerando que si es incontestable que la parte ci-
vil constituida en un proceso penal puede intervenir en 
el recurso de casación interpuesto por el condenado, para 
sostener la sentencia que le dió ganancia de causa, sin ne-

' cesidad de observar estrictamente el cumplimiento de las 
formalidades requeridas por los artículos 61 y siguientes 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es indispensa- 
ble, cuando menos, para salvaguardar el derecho de de- 
fensa de su adversario, que la intervención se realice por 
conclusiones de audiencia o por la notificación de la de- 
manda a los interesados y su depósito en Secretaría, con an- 
terioridad a la audiencia; 

Considerando que, en la especie, la parte civil consti-
tuida Pedro J. Heyaime no concluyó, por órgano de su abo-
gado constituido, en la audiencia pública del catorce de 
agosto del corriente año, fijada para el conocimiento del presente 

recurso de casación, limitándose a enviar por co-
rreo el escrito de intervención, que fué recibido después 
de la audiencia, y del cual no hay constancia que le fue-
ra notificado al recurrente; que, en tales condiciones, la 
intervención de que se trata no puede ser admitida; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando, sobre los tres medios reunidos, que el 
recurrente sostiene, esencialmente, lo siguiente: 1) que el 
fallo 

impugnado contiene motivos contradictorios e incon-
ciliables entre sí, los cuales, al anularse recíprocamente, 
dejan 

sin motivación suficiente la referida decisión; 2) que las faltas que la Corte a qua pone a su cargo no tienen re-
lación con los hechos que constituyen , el objeto de la acu-sacian; 

3) que aún en la hipótesis de que él los hubiera 
cometido en la misma forma indicada en el fallo impug-
nado, "no podían servir de fundamento a una condenación 

1; .¡ 
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(a) Boca Grande al pago de las costas civiles, y se ordena la 

distracción de éstas en provecho del licenciado Angel Sal-
vador Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte'; Segundo: Modifica la sentencia apelada en 
cuanto a la sanción penal impuesta al acusado Santiago 
Mateo (a) Boca Grande, y en consecuencia condena al di-
cho acusado a sufrir la pena de un año de prisión correc-
cional y al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$- 
20.00) por su delito de estafa en perjuicio de Pedro J. He-

yaime; Tercero: Condena al acusado Santiago Mateo al pa-
go de las costas penales y a éste y Guarionex Espinosa al 
pago de las costas civiles en lo que conciernen, distrayén -

dolas en provecho del Lic. Angel Salvador Canó Pelle-
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en daños y perjuicios", porque "todos ellos poseen un ca-

rácter puramente civil o contractual"; 4) que "las misma s 

 circunstancias que justifican su descargo como autor del 
delito de robo siendo asalariado, imponían el rechazo d e 

 la acción en reparación de daños y perjuicios intentada por 

 la parte civil constituida ya que, así como tales cir-
cunstancias excluían su responsabilidad penal, también 
excluían consecuentemente y por falta absoluta de los ele-
mentos del delito de robo, todo delito o cuasi delito civil 
que pudiera comprometer su responsabilidad económica"; 
y 5) que "la Corte a qua se extendió en sus atribuciones 
y falló un caso puramente civil juzgando en funciones de 
Tribunal Criminal, en violación de la ley de la competen- 

cia"; pero, 
Considerando que en virtud de las disposiciones del 

artículo 273 del Código de Procedimiento Criminal, el 
Juzgado de Primera Instancia, actuando én sus atribucio-
nes criminales, es competente, aún en caso de descargo 
del acusado, para estatuir sobre la acción civil ejercida 
por la parte civil, accesoriamente a la acción pública, cuan-
do, no obstante el descargo, subsiste una falta civil im-
putable al acusado, y siempre que la demanda en daños y 
perjuicios esté fundada en los mismos elementos de hecho 
que constituyen el objeto de la acusación y que la con-
denación no sea contradictoria con el fallo de la acción 
pública; que, además, es indiferente la naturaleza de la 
falta retenida por los jueces del fondo, la cual puede cons-
tituir un delito o un cuasi delito civil o bien la inejecu -

ción de una obligación contractual; 
Considerando que la Corte a qua ha admitido en el 

fallo impugnado lo siguiente: 1) que el recurrente despa-

chó azúcar del depósito que estaba a su cuidado y vigilan
-

cia, sin orden de su patrono; 2) que dicho recurrente Vi016 

la orden expresa de su patrono de no despachar mercan-
cías con Santiago Mateo, por tratarse de un sujeto sosp 

dios°, y permitió, Con negligencia grave, que éste sacara del depósito y se llevara, sin contro lalguno, dos sacos de 
azúcar, no obstante su deber de vigilar las existencias que 
estaban a su cuidado; y 3) que estos hechos constituyen 
faltas graves que le han ocasionado perjuicios a la parte 

constituida;onsi d e ra ndo   civil  

que en el presente caso las comproba-
ciones realizadas por los jueces del fondo demuestran la 
existencia de una falta civil imputable al actual recurren-
te, que le ha causado un perjuicio a la parte civil, la cual 
está fundada en los mismos elementos de hecho que cons-
tituyen el objeto de la acusación; que, además, la conde-
nación en daños y perjuicios pronunciada en favor de la 
parte civil, no es contradictoria con la decisión intervenida 
sobre la acción pública; que, en tales condiciones, al con-
denar al acusado Guarionex Espinosa a pagarle a Pedro 
J. Heyaime, parte civil constituida, una indemnización de 
$0.50 y al pago de las costas, a título de daños y perjuicios, 
la Corte a qua ha hecho en la especie una correcta apli-cación de la ley; 

Considerando que, por otra parte, lo que ha sido ex-
puesto revela que la sentencia impugnada contiene en los 
aspectos que han sido examinados motivos suficientes que 
justifican plenamente su dispositivo, los cuales no son con-
tradictorios ni inconciliables entre sí; 

Considerando, finalmente, que la Corte a qua no ha 
podido incurrir en la violación de lartículo 170 del Código 
de Procedimiento Civil; que, en efecto, las razones ante-
riormente expuestas ponen de manifiesto que no proce-
día ninguna declinatoria por -causa de incompetencia; 

Considerando que, por consiguiente, las violaciones de la 
 ley denunciadas en los tres medios del recurso carecen de f

undamento y deben ser desestimadas; 
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Considerando que en el presente caso las comproba-
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puesto revela que la sentencia impugnada contiene en los 
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podido incurrir en la violación de lartículo 170 del Código 
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l
a ley denunciadas en los tres medios del recurso carecen de f

undamento y deben ser desestimadas; 
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Considerando que la sentencia impugnada no contie. 

ne( en los demás aspectos que conciernen al interés del re-
currente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la in-
tervención de la parte civil constituída, Pedro J. Heyaime; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto po r ' 

Guarionex Espinosa, contra sentencia de la Corte de Ape_ 
lación de San Juan, de fecha treinta de junio del corriente 
año, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presenté 
fallo, y Tercero: Condena al recurrente al pago de las cos- 

tas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-_, 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvare zAybar.— Damián Báez B.— Néstor 

Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 18 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

recurrente: Aquiles Ulises Montás.— Abogado: Dr. Luis Eduardo 
Marty Guzmán. 

interviniente: Central Romana Corp.— Abogado: Lic. J. Alman-
zor Beras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la » Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituído por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintitrés del mes de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la 
Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aquiles 
"Ulises Montás, dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do, domiciliado y residente en el Distrito Municipal de San 
Rafael del Yuna, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 7953, serie 28, sello No. 27306, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones criminales, por la Corte. 
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Considerando que la sentencia impugnada no contie. 

ne( en los demás aspectos que conciernen al interés del re-
currente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la in-
tervención de la parte civil constituida, Pedro J. HeYaime; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Guarionex Espinosa, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Juan, de fecha treinta de junio del corriente 
año, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y Tercero: Condena al recurrente al pago de las cos- 

tas. 
(Firmados.): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía._ 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvare zAybar.— Damián Báez B.— Néstor 

Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 18 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Aquiles Ulises Montás.— Abogado: Dr. Luis Eduardo 
Marty Guzmán. 

Interviniente: Central Romana Corp.— Abogado: Lic. J. Alman• 
zor Beras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituído por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintitrés del mes de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de la 
Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aquiles 
Ulises Montás, dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do, domiciliado y residente en el Distrito Municipal de San 
Rafael del Yuna, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 7953, serie 28, sello No. 27306, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones criminales, por la Corte 
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de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diez y ocho el e 
 junio del corriente año, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. J. Almanzor Beras, portador de la cédula 

personal de identidad N9 8994, serie 26, sello N9 892, abo  

gado de la Central Romana Corp., parte interviniente, en la 

lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el tres de julio del corriente 
año, a requerimiento de su abogado Dr. Luis Eduardo Mar-
ty Guzmán, portador de la cédula personal de identidad 
No. 17591, serie 23, sello No. 9528, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención presentado el día de 
la audiencia por el Lic. J. Almanzor Beras, abogado de la 

parte interviniente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 

liberado, y vistos los artículos 1147, 1382 y 1383 del Có- 
digo Civil; 1, 3 y 273 del Código de Procedimiento Crimi- 
nal; 133 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 71 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "11 
que en fecha cuatro de bril del año mil novecientos cin-
cuenta y dos, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, dictó en atribuciones crimina -

les, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime-
ro: Que debe acoger y acoge, la constitución en parte civil, 
hecha por la Central Romana Corporation, por interme

-

dio de su abogado Lic. J. Almanzor Beras, en contra del 
nombrado Aquiles U. Montás; Segundo: que debe declarar 

y declara, al nombrado Aquiles U. Montás, cuyas generales 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1785 

nstan, culpable de haber cometido el crimen de abuso 
de confianza en perjuicio de la Central Romana Corpora-
tion, de quien era asalariado en el momento del hecho, y en 
consecuencia, lo condena a sufrir la pena de Un Año de pri-
sión correccional que debe agotar en la Cárcel Pública 
de esta ciudad, acogiendo en su provecho circunstancias 
atenuantes; Tercero: Que debe condenar y al efecto con- 
dena, al acusado Aquiles U. Montás, al pago de la suma 
de Mil Novecientos Veintiséis Pesos con Sesentinueve Cen- 
tavos (RD$1926.69) en provecho de la Central Romana Cor- 
poration, como justa indemnización por los daños que le ha 
ocasionado con su hecho; Cuarto: que debe condenar, co- 
mo al efecto condena, a dicho acusado, al pago de las cos- 
tas penales, y civiles del proceso"; 2) que contra la antes 
mencionada sentencia recurrió en apelación el acusado 
Aquiles Ulises Montás, por no estar conforme con la mis-
ma; 3) que en fecha Diez del mes de Diciembre del citado 
año mil novecientos cincuenta y dos, la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación in-
terpuesto por el acusado Aquiles Ulises Montás, contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, que en fecha 4 del mes de 
abril de 1952 y en atribuciones criminales, lo condenó a 
sufrir la pena dé un año de prisión correccional, por el cri-
men de abuso de confianza en perjuicio de la Central Ro-
mana Corporation de la que era asalariado; y que lo con-
denó, además, al pago de la suma de mil novecientos vein-
tiséis pesos con sesentinueve centavos oro (RD1,926.69) en 
provecho de dicha Central Romana Corporation, como in-
demnización por los daños y perjuicios que alegaba haber 
sufrido la misma, con motivo del expresado crimen, con-
denándolo, también, al pago de las" costas penales y civiles; 
Segundo: Revoca, en todas sus partes, la antes expresada 
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de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha diez y ocho de 
junio del corriente año, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. J. Almanzor Beras, portador de la cédula 

personal de identidad N9 8994, serie 26, sello N9 892, abo  

gado de la Central Romana Corp., parte interviniente, en la 

lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el tres de julio del corriente 
año, a requerimiento de su abogado Dr. Luis Eduardo Mar-
ty Guzmán, portador de la cédula personal de identidad 
No. 17591, serie 23, sello No. 9528, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención presentado el día de 
la audiencia por el Lic. J. Almanzor Beras, abogado de la 

parte interviniente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 

liberado, y vistos los artículos 1147, 1382 y 1383 del Có- 
digo Civil; 1, 3 y 273 del Código de Procedimiento Crimi- 
nal; 133 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 71 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "11 
que en fecha cuatro de bril del año mil novecientos cin-
cuenta y dos, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, dictó en atribuciones crimina -

les, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime-
ro: Que debe acoger y acoge, la constitución en parte civil, 
hecha por la Central Romana Corporation, por interme

-

dio de su abogado Lic. J. Almanzor Beras, en contra del 
nombrado Aquiles U. Montás; Segundo: que debe declarar 
y declara, al nombrado Aquiles U. Montás, cuyas generales  

stan, culpable de haber cometido el crimen de abuso 
confianza en perjuicio de la Central Romana Corpora-

n, de quien era asalariado en el momento del hecho, y en 
consecuencia, lo condena a sufrir la pena de Un Año de pri-
sión correccional  que debe agotar en la Cárcel Pública 
de esta ciudad, acogiendo en su provecho circunstancias 
atenuantes; Tercero: Que debe condenar y al efecto con-
dena, al acusado Aquiles U. Montás, al pago de la suma 
de Mil Novecientos Veintiséis Pesos con Sesentinueve Cen-
tavos (RD$1926.69 ) en provecho de la Central Romana Cor-
poration, como justa indemnización por los daños que le ha 
ocasionado con su hecho; Cuarto: que debe condenar, co-
mo al efecto condena, a dicho acusado, al pago de las cos-
tas penales, y civiles del proceso"; 2) que contra la antes 
mencionada sentencia recurrió en apelación el acusado 
Aquiles Ulises Montás, por no estar conforme con la mis- 
ma; 3) que en fecha Diez del mes de Diciembre del citado 
año mil novecientos cincuenta y dos, la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación in-
terpuesto por el acusado Aquiles Ulises Montás, contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, que en fecha 4 del mes de 
abril de 1952 y en atribuciones criminales, lo condenó a 
sufrir la pena dé un año de prisión correccional, por el cri-
men de abuso de confianza en perjuicio de la Central Ro-
mana Corporation de la que era asalariado; y que lo con-
denó, además, al pago de la suma de mil novecientos vein-
tiséis pesos con sesentinueve centavos oro (RD1,926.69) en 
provecho de dicha Central Romana Corporation, como in-
demnización por los daños y perjuicios que alegaba haber 
sufrido la misma, con motivo del expresado crimen, con-
denándolo, también, al pago de las" costas penales y civiles; 
Segundo: Revoca, en todas sus partes, la antes expresada 
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sentencia. y, obrando por propia autoridad, descarga a di-
cho acusado Aquiles Ulises Montás del indicado crimen , 
por insuficiencia de prueba en cuanto al hecho que le ha 
sido imputado, y declara a su respecto las costas de ofi-
cio, ordenando, además, que dicho acusado Aquiles Ulise s 
Montás sea puesto en libertad, a no ser que se halle reteni-
do por otra causa; Tercero: declara, en cuanto a la forma, 
regular y válido 'la constitución en parte civil de la Cen-
tral Romana Corporation en la presente causa; Cuarto: Re-
chaza, por improcedente y mal fundada, las conclusiones 
de dicha parte civil; Quinto: condena a la precitada Central 
Romana Corporation al pago de las costas civiles, distra-
yéndolas en beneficio del Doctor Luis Eduardo Marty Guz-
mán, abogado constituido del acusado Aquiles Ulises Mon-
tás, por haberlas avanzado en su totalidad"; 4) que contra 
esta última sentencia recurrieron en casación la Central 
Romana Corporation, parte civil constituida, y el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, por ante la Secretaría de dicha Corte 
de Apelación, en fechas diez y quince de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, levantándose las actas corres-
pondientes, cuyas copias certificadas figuran en el expe-
diente; 5) que en fecha veintiuno del mes de abril del año 
en curso, 1953, la Suprema Corte de Justicia, en funciones 
de Corte de Casación, dictó una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por el Magistrado Procurador Ge- 
neral de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
contra sentencia de la misma Corte de fecha diez de di- 
ciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositi - 

vo se copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Ca- 
sa la misma sentencia, en cuanto a la acción civil se refie- 
re, y envía el asunto así delimitado a lo resuelto en sus 
ordinales cuarto y quinto, por ante la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, y Tercero: condena a Aquiles Ulises 

Montás al pago de las costas"; y 6) Que la Corte de envío 
pronunció la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular 
la constitución en parte civil, hecha por la Central Roma-
na Corporation, frente al señor Aquiles Ulises Montás. Se-
gundo: Confirma en cuanto al aspecto civil, objeto limitado 
del envío, los ordinales 3ro. y 4to. de la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-

. cial de "La Altagracia" de fecha 4 de abril de 1952, que 
condenó al señor Aquiles Ulises Montás, al pago de la su-
ma de Un Mil Novecientos Veintiséis Pesos con Sesentinue-
ve Centavos (RD$1,926.69) en provecho de la Central Ro-
mana Corporation, como justa indemnización por los da-
ños y perjuicios materiales que ha ocasionado con su fal-
ta civil derivada de su actuación como Encargado de la Bo-
dega, denominada "La Matilla", propiedad de la mencio-
nada institución, en violación del contrato al excederse en 
la concesión de créditos de las mercancías puestas bajo su 
guarda. Tercero: Condena al señor Aquiles Ulises Montás, 
al pago de las costas civiles de ambas instancias, distra-
yendo las que se refieren al presente recurso, en provecho 
del Lic. J. Almanzor Beras, por declarar haberlas avanza-
do en su totalidad"; 

Considerando que en virtud de las disposiciones del 
artículo 273 del Código de Procedimiento Criminal, el Juz-
gado de Primera Instancia, actuando -en sus atribuciones 
criminales, es competente, aún en caso de descargo del acu-
sado, para estatuir sobre la acción civil ejercida por la par-
te civil, accesoriamente a la acción pública, cuando, no obs-
tante el descargo, susbiste una falta civil imputable al acu-
sado, y siempre que la demanda en daños y perjuicios esté 
fundada en los mismos elementos de hecho que constituyen 
el objeto de la acusación y que la condenación no sea con-
tradictoria con el fallo de la acción pública; que, además, 



iii. ■ 

ir 
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sentencia, y, obrando por propia autoridad, descarga a  di-
cho acusado Aquiles Ulises Montás del indicado crimen,  
por insuficiencia de prueba en cuanto al hecho que le ha 
sido imputado, y declara a su respecto las costas de ofi-
cio, ordenando, además, que dicho acusado Aquiles Ulises 
Montás sea puesto en libertad, a no ser que se halle reteni-
do por otra causa; Tercero: declara, en cuanto a la forma 
regular y válido la constitución en parte civil de la Cen-
tral Romana Corporation en la presente causa; Cuarto: Re-
chaza, por improcedente y mal fundada, las conclusiones 
de dicha parte civil; Quinto: condena a la precitada Central 
Romana Corporation al pago de las costas civiles, distra-
yéndolas en beneficio del Doctor Luis Eduardo Marty Guz-
mán, abogado constituido del acusado Aquiles Ulises Mon-
tás, por haberlas avanzado en su totalidad"; 4) que contra 
esta última sentencia recurrieron en casación la Central 
Romana Corporation, parte civil constituida, y el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, por ante la Secretaría de dicha Corte 
de Apelación, en fechas diez y quince de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, levantándose las actas corres-
pondientes, cuyas copias certificadas figuran en el expe-
diente; 5) que en fecha veintiuno del mes de abril del año 
en curso, 1953, la Suprema Corte de Justicia, en funciones 
de Corte de Casación, dictó una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por el Magistrado Procurador Ge- 
neral de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
contra sentencia de la misma Corte de fecha diez de di- 
ciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositi - 

vo se copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Ca- 
sa la misma sentencia, en cuanto a la acción civil se refie- 
re, y envía el asunto así delimitado a lo resuelto en sus 
ordinales cuarto y quinto, por ante la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, y Tercero: condena a Aquiles Ulises 

Montás al págo de las costas"; y 6) Que la Corte de envío 
pronunció la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular 
la constitución en parte civil, hecha por la Central Roma-
na Corporation, frente al señor Aquiles Ulises Montás. Se-
gundo: Confirma en cuanto al aspecto civil, objeto limitado 
del envío, los ordinales 3ro. y 4to. de la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-

. cial de "La Altagracia" de fecha 4 de abril de 1952, que 
condenó al señor Aquiles Ulises Montás, al pago de la su-
ma de Un Mil Novecientos Veintiséis Pesos con Sesentinue-
ve Centavos (RD$1,926.69) en provecho de la Central Ro-
mana Corporation, como justa indemnización por los da-
ños y perjuicios materiales que ha ocasionado con su fal-
ta civil derivada de su actuación como Encargado de la Bo-
dega, denominada "La Matilla", propiedad de la mencio-
nada institución, en violación del contrato al excederse en 
la concesión de créditos de las mercancías puestas bajo su 
guarda. Tercero: Condena al señor Aquiles Ulises Montás, 
al pago de las costas civiles de ambas instancias, distra-
yendo las que se refieren al presente recurso, en provecho 
del Lic. J. Almanzor Beras, por declarar haberlas avanza-
do en su totalidad"; 

Considerando que en virtud de las disposiciones del 
artículo 273 del Código de Procedimiento Criminal, el Juz-
gado de Primera Instancia, actuando -en sus atribuciones 
criminales, es competente, aún en caso de descargo del acu-
sado, para estatuir sobre la acción civil ejercida por la par-
te civil, accesoriamente a la acción pública, cuando, no obs-
tante el descargo, susbiste una falta civil imputable al acu-
sado, y siempre que la demanda en daños y perjuicios esté 
fundada en los mismos elementos de hecho que constituyen 
el objeto de la acusación y quo la condenación no sea con-
tradictoria con el fallo de la acción pública; que, además, 
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es indiferente la naturaleza de la falta retenida por los 
jueces del fondo, la cual puede constituir un delito o un 

 cuasi delito civil o bien la inejecución de una obligación  

contractual; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en el fa-
llo impugnado lo siguiente: "1) que las circunstancias que 
determinaron a la Central Romana Corporation a separar 
al acusado de la administración y despacho de la bodega La 
Matilla, y luego a presentar una querella para que se pu-
siera en movimiento la acción pública, tuvieron su origen 
en el hecho confesado luego en audiencia pública por el 
acusado, de que él había firmado una carta, de acuerdo 
con la reglamentación establecida por la Central Romana 
Corporation, que le prohibía conceder créditos sin la debi-
da autorización de la Compañía, y que sin embargo él ha-
bía concedido dichos créditos a personas no empleadas de 
la compañía, lo que también le estaba prohibido, y por una 
cantidad considerable, que en conjuntos asciende a RD$-
1926.69; 2) que abundando aún más en este aspecto, en la 
carta-contrato que firmó el acusado con el gerente del De-
partamento de Tiendas de La Central Romana Corporation 
el día 27 de Diciembre de 1950 cuando se hizo cargo de la 
bodega La Matilla, que obra en el expediente, se lee en la 
cláusula tercera: queda entendido que Ud. no hará ventas 
a crédito sin la autorización expresa del Gerente y que 
Ud. será responsable de cualquier venta a crédito hecha 
sin tal autorización; 3) que existen elementos de comproba -

ción suficientes, en el expediente de que se trata, para ca-
racterizar la falta cometida por el acusado Montás, no obs-
tante su descargo en el aspecto penal, que comprometen se-
riamente su responsabilidad civil frente a la compañía, de 
quien era asalariado en el momento de los hechos"; 

Considerando que en el presente caso las comproba -

ciones realizadas por los jueces del fondo demuestra la exis- 
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tencia de una falta civil imputable al actual recurrente, que 
le ha causado un perjuicio a la parte civil, la cual está fun-
dada en los mismos elementos de hecho que constituyen el 
objeto de la acusación; que, por otra parte, la condenación 
en daños y perjuicios pronunciada en favor de la parte ci-
vil, la cual está fundada en los mismos elementos de he-
cho que constituyen el objeto de la acusación; que, por 
otra parte, la condenación en daños y perjuicios pronuncia-
da en favor de la parte civil, no es contradictoria con la 
decisión intervenida sobre la acción pública; que, por con-
siguiente, al condenar al acusado Aquiles Ulises Montás a 
pagarle a la Central Romana Corp., parte civil constituida, 
una indemnización de (RD$1926.69), y al pago de las costas, 
a título de daños y perjuicios, la Corte a qua ha hecho en la 
especie una correcta aplicación de la ley; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugna-
da no contiene, en los demás aspectos que conciernen al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su casa- 
ción; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te en el presente recurso a la Central Romana Corporation, 
parte civil constituida; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Aquiles Ulises Montás, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha diez y ocho de junio del corriente año, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Tercero: 
Condena al recurrente al pago de las costas, cuya distrac-
ción se ordena en provecho del Lic. J. Almanzor Beras, 
abogado de la parte civil interviniente, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel l— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— y Néstor 
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es indiferente la naturaleza de la falta retenida por los 
jueces del fondo, la cual puede constituir un delito o un 

 cuasi delito civil o bien la inejecución de una obligación  

contractual; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en el fa.. 
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en el hecho confesado luego en audiencia pública por el 
acusado, de que él había firmado una carta, de acuerdo 
con la reglamentación establecida por la Central Romana 
Corporation, que le prohibía conceder créditos sin la debi-
da autorización de la Compañía, y que sin embargo él ha-
bía concedido dichos créditos a personas no empleadas de 
la compañía, lo que también le estaba prohibido, y por una 
cantidad considerable, que en conjuntos asciende a RD$-
1926.69; 2) que abundando aún más en este aspecto, en la 

carta-contrato que firmó el acusado con el gerente del De-
partamento de Tiendas de La Central Romana Corporation 
el día 27 de Diciembre de 1950 cuando se hizo cargo de la 
bodega La Matilla, que obra en el expediente, se lee en la 

cláusula tercera: queda entendido que Ud. no hará ventas 
a crédito sin la autorización expresa del Gerente y que 
Ud. será responsable de cualquier venta a crédito hecha 
sin tal autorización; 3) que existen elementos de comproba -

ción suficientes, en el expediente de que se trata, para ca-
racterizar la falta cometida por el acusado Montás, no obs-
tante su descargo en el aspecto penal, que comprometen se-
riamente su responsabilidad civil frente a la compañía, de 
quien era asalariado en el momento de los hechos"; 

Considerando que en el presente caso las compr 
ciones realizadas por los jueces del fondo demuestra la 

BOLETÍN JUDICIAL 
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otra parte, la condenación en daños y perjuicios pronuncia-
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decisión intervenida sobre la acción pública; que, por con-
siguiente, al condenar al acusado Aquiles Ulises Montás a 
pagarle a la Central Romana Corp., parte civil constituida, 
una indemnización de (RD$1926.69), y al pago de las costas, 
a título de daños y perjuicios, la Corte a qua ha hecho en la 
especie una correcta aplicación de la ley; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugna-
da no contiene, en los demás aspectos que conciernen al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te en el presente recurso a la Central Romana Corporation, 
parte civil constituída; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Aquiles Ulises Montás, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe-
cha diez y ocho de junio del corriente año, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Tercero: 
Condena al recurrente al pago de las costas, cuya distrac-
ción se ordena en provecho del Lic. J. Almanzor Beras, 
abogado de la parte civil interviniente, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
guel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

orel l— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— y Néstor 
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Contín Aybar.— Manuel A. Amiama. —Ernesto Curiel 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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NTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Barahona, de fecha 11 de marzo de 1953. 

atenía: Trabajo. 

E;, i-rentes: Modesto Medina, Julián Zayas y Gregorio González. 

— Abogado: Dr. Ulises R. Rutinel. 

cn.lniado: Ingenio Barahona, C. por A.— Abogados: Lic. Polibio 

Díaz y Dr. José Ml. Coceo Abréu. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
re!, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinti-
ueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

y tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de la Res-
uración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
'Mica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Modesto 
edina, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado 
residente en El Palmar, jurisdicción de la común de Ta-
yo, portador de la cédula personal de identidad núme-
6331, serie 22, sello No. 1084466; Julián Zayas, domi- 
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— Abogado: Dr. Ulises R. Rutinel. 

Intimado: Ingenio Barahona, C. por A.— Abogados: Lic. Polibio 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
re', Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu- 
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinti- 
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen- 
ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Res- 

lp
tauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
ública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Modesto 
Medina, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado ( 	
7 residente en El Palmar, jurisdicción de la común de Ta- 
mayo, portador de la cédula personal de identidad núme- 

6331, serie 22, sello No. 1084466; Julián Zayas, domi- 
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nicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domiciliado y 

residente en Azua, portador ele la cédula personal de iden-
tidad número 3634, serie 18, sello No. 810361; y Gregorio 
González, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor,  
domiciliado y residente en Cebollín, jurisdicción de la co-
mún de Neyba, portador de la cédula personal de identidad 
número 6198, serie 18, sello No. 161386, contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Barahona, en funciones de Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, en fecha once de marzo del co-
rriente año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 271, serie 18, sello No. 5513 
en representación del Lic. Polibio Díaz, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 329, serie 18, sello No. 229 
y del Dr. José Manuel Coceo Abréu, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 25490, serie 1, sello No. 11363 
abogados constituidos por la Ingenio Barahona, C. por A. 
parte intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gen._ .1 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha ca-

torce de mayo del corriente año, suscrito por el Dr. Ulises 
R. Rutinel, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 23715, serie 31, con sello número 7081, abogados de 
los recurrentes, en el cual se invocan los medios que lue-

go se transcriben; 
 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Po-
libio Díaz y el Dr. José Manuel Coceo Abréu, de fecha dos 
de julio del corriente año, abogados constituidos por la par-
te intimada, la Ingenio Barahona, C. por A.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 81  

82 del Código Trujillo de Trabajo; 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo 
siguiente: 1) que en fecha tres de diciembre del año mil no-
vecientos cincuenta y dos el Juzgado de Paz de la común 
de Barahona, en funciones de Tribunal de Trabajo de pri-
mer grado, pronunció una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: que debe condenar y condena 
al Ingenio Barahona C. por A., parte demandada, a pagar-
le inmediatamente al señor Modesto Medina seis (6) días de 
nreaviso de acuerdo con el artículo 69 inciso 1ro. del Có-
digo Trujillo del Trabajo, ascendente a la suma de RD$6.00 
(seis pesos oro dominicanos), a diez (10) días por auxilio 
de cesantía de acuerdo con el artículo 72 inciso 1ro. del 
Código Trujillo del Trabajo, ascendente a la suma de RD$- • 
10.00 (diez pesos oro dominicanos), más tres (3) meses de 
acuerdo al artículo 84 inciso 3ro. del Código Trujillo del 
Trabajo, por los salarios que habría recibido el trabaja-
dor desde el día de su demanda hasta la fecha de la sen-
tencia definitiva dictada en última instancia; ascendente 
a la suma de RD$90.00 (noventa pesos oro dominicanos); 
Segundo: que debe condenar y condena a la Ingenio Ba-
rahona 9. por A., parte demandada, a pagarle inmediata-
mente al señor Julián Zayas, seis (6) días de preaviso de 
acuerdo al artículo 69 inciso Iro. del Código Trujillo del 
Trabajo, ascendente a la suma de RD$9.00 (nueve pesos 
oro dominicanos), diez (10) días por auxilio de cesantía de 
acuerdo al artículo 72 inciso lro. del Código Trujillo del 
Trabajo, ascendente a la suma de RD$15.00 (quince pesos 
oro dominicanos), más tres (3) meses de acuerdo al ar-
tículo 84 inciso 3ro. del Código Trujillo del Trabajo, por 
los salarios que habría recibido el trabajador desde el día 
de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva 

ctada en última instancia, ascendente a la suma de RD$- 
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nicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domiciliado y 
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domiciliado y residente en Cebollín, jurisdicción de la co-
mún de Neyba, portador de la cédula personal de identidad 
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Trabajo de segundo grado, en fecha once de marzo del co-
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abogados constituidos por la Ingenio Barahona, C. por A.. 
parte intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha ca-

torce de mayo del corriente año, suscrito por el Dr. Ulises 
R. Rutinel, portador de la cédula personal de identidad nú-
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los recurrentes, en el cual se invocan los medios que lue-

go se transcriben; 
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de julio del corriente año, abogados constituidos por la par-
te intimada, la Ingenio Barahona, C. por A.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 81 y 

82 del Código Trujillo de Trabajo; 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo 
siguiente: 1) que en fecha tres de diciembne del año mil no-
vecientos cincuenta y dos el Juzgado de Paz de la común 
de Barahona, en funciones de Tribunal de Trabajo de pri-
mer grado, pronunció una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: que debe condenar y condena 
al Ingenio Barahona C. por A., parte demandada, a pagar-
le inmediatamente al señor Modesto Medina seis (6) días de 
preaviso de acuerdo con el artículo 69 inciso lro. del Có-
digo Trujillo del Trabajo, ascendente a la suma de RD$6.00 
(seis pesos oro dominicanos), a diez (10) días por auxilio 
de cesantía de acuerdo con el artículo 72 inciso lro. del 
Código Trujillo del Trabajo, ascendente a la suma de RD$- • 
10.00 (diez pesos oro dominicanos), más tres (3) meses de 
acuerdo al artículo 84 inciso 3ro. del Código Trujillo del 
Trabajo, por los salarios que habría recibido el trabaja-
dor desde el día de su demanda hasta la fecha de la sen-
tencia definitiva dictada en última instancia; ascendente 
a la suma de RD$90.00 (noventa pesos oro dominicanos); 
Segundo: que debe condenar y condena a la Ingenio Ba-
rahona 9. por A., parte demandada, a pagarle inmediata-
mente al señor Julián Zayas, seis (6) días de preaviso de 
acuerdo al artículo 69 inciso Iro. del Código Trujillo del 
Trabajo, ascendente a la suma de RD$9.00 (nueve pesos 
oro dominicanos), diez (10) días por auxilio de cesantía de 
acuerdo al artículo 72 inciso lro. del Código Trujillo del 
Trabajo, ascendente a la suma de RD$15.00 (quince pesos 
oro dominicanos), más tres (3) meses de acuerdo al ar-
tículo 84 inciso 3ro. del Código Trujillo del Trabajo, por 
los salarios que habría recibido el trabajador desde el día 
de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia, ascendente a la suma de RD$- 
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135.00 (ciento treinta y cinco pesos oro dominicanos), ha-
ciendo un total de RD$159.00 (ciento cincuenta y nue ve 

 pesos oro dominicanos); Tercero: Condenar y condena a la 

 Ingenio Barahona, C. por A., parte demandada, a pagarle 
inmediatamente al señor Gregorio González, veinticuatro 
(24) días de preaviso de acuerdo con el artículo 69  inci-
so 3ro. del Código Trujillo del Trabajo, ascendente a l a 

 suma de RD$51.12 (cincuenta y un pesos oro con 12/100 
dominicanos), a un año de sueldo por auxilio de cesantía 
de acuerdo al artículo 72 inciso 6to. del Código Trujillo del 
Trabajo, ascendente a la suma de RD$768.00, más a tres (3) 
meses de acuerdo al artículo 84 inciso 3ro. del Código Tru-
jillo del Trabajo, por los salarios que habría recibido el 
trabajador, desde el día de su demanda hasta la fecha de 
la sentencia definitiva dictada en última instancia, ascen-
dente a la suma de RD$192.00 (ciento noventidós pesos 
oro dominicanos), haciendo un total de RD$1,011.12; Cuar-
to: \que debe rechazar como al efecto rechaza la solicitud 
de la Ingenio Barahona C. por A., por mediación de sus 
abogados Lic. Polibio Díaz y Dr. José Manuel Cocco Abréu; 
Quinto: que debe condenar y condena a la Ingenio Ba-
rahona, C. por A., a las costas del procedimiento"; 2) que 
sobre apelación interpuesta por la Ingenio Barahona, C. 
por A., el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Barahona, en funciones de Tribunal de Traba-
jo de segundo grado, dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero: 
que debe: declarar y declara bueno y válido en la forma 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 14 del mes 
de enero del año en curso por el Ingenio Barahona, C. por 
A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
esta común, en atribuciones de Tribunal de Trabajo, en 
fecha 3 de diciembre del año mil novecientos cincuenta 
y dos, a cargo de la apelante y a favor de los señores Ju-
lián Zayas, Gregorio González y Modesto Medina; Segun- 

o:  que debe revocar y revoca en todas sus partes la re-
ferida sentencia del Juzgado de Paz de la Común de Ba-
,.ahona, de fecha 3 de diciembre del año mil novecientos 

1 ncuenta y dos, cuyo dispositivo aparece copiado en otra 
)arte de la presente sentencia, por no haberse podido es-
blecer el despido injustificado en que fundamentaron 

u demanda los señores Julián Zayas, Modesto Medina y 
egorio González; Tercero: que debe condenar y al efec-
condena a los señores Julián Zayas, Modesto Medina y 
egorio González, parte que sucumbe al pago de las cos-
del procedimiento"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien- 
tes medios de casación: "Primero: Violación del artículo 

del Código Trujillo de Trabajo y del artículo 1315 del sigo Civil; Segundo: Violación del artículo 141 del Có-
igo de Procedimiento Civil"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que los re-currentes sostienen, que "el artículo 82 del Código Truji-
llo de Trabajo, dispone, que el despido que no haya sido 
comunicado a la autoridad del trabajo correspondiente en 
el término indicado en el artículo 81 del mismo Código, 
esto es, durante las cuarenta y ocho horas subsiguientes al 
despido, se reputa que carece de justa causa"; que "si los 
trabajadores reclamantes alegaban que fúeron despedi-
dos... era a éstos conforme a las reglas de la prueba, a 
quienes correspondía probar tal hecho, sin  que fuera 
necesario igual cosa en lo que se refiere a la causa del mis-. 
mo

, ya que estaban amparados en la presunción del ar-tículo 
82 del Código Trujillo de Trabajo"; agregando, por 

otra parte, que "al no limitarse la Ingenio Barahona, C. 
por A., a negar el despido invocado por los actuales re-currentes, 

"se convirtió en parte actora al excepcionar, 
afirmando que los trabajadores abandonaron sus trabajos", 
sin aportar ninguna prueba de esta afirmación;" y que, riS 
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la sentencia definitiva dictada en última instancia, ascen-
dente a la suma de RD$192.00 (ciento noventidós pesos 
oro dominicanos), haciendo un total de RD$1,011.12; Cuar-
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abogados Lic. Polibio Díaz y Dr. José Manuel Cocco Abréu; 
Quinto: que debe condenar y condena a la Ingenio Ba-
rahona, C. por A., a las costas del procedimiento"; 2) que 
sobre apelación interpuesta por la Ingenio Barahona, C. 
por A., el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Barahona, en funciones de Tribunal de Traba-
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cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero: 
que debe: declarar y declara bueno y válido en la forma 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 14 del mes 
de enero del año en curso por el Ingenio Barahona, C. por 
A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
esta común, en atribuciones de Tribunal de Trabajo, en 
fecha 3 de diciembre del año mil novecientos cincuenta 
y dos, a cargo de la apelante y a favor de los señores Ju-
lián Zayas, Gregorio González y Modesto Medina; Segun- 
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o:  que debe revocar y revoca en todas sus partes la re-
ferida sentencia del Juzgado de Paz de la Común de Ba-
rahona, de fecha 3 de diciembre del año mil novecientos 
cincuenta y dos, cuyo dispositivo aparece copiado en otra 
)arte de la presente sentencia, por no haberse podido es-
a  blecer el despido injustificado en que fundamentaron 
u demanda los señores Julián Zayas, Modesto Medina y 

egorio González; Tercero: que debe condenar y al efec-
condena a los señores Julián Zayas, Modesto Medina y 
egorio González, parte que sucumbe al pago de las cos- 
del procedimiento"; 

11001r Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
- c ,  medios de casación: "Primero: Violación del artículo 

del Código Trujillo de Trabajo y del artículo 1315 del 
igo Civil; Segundo: Violación del artículo 141 del Có-

igo de Procedimiento Civil"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que los re-
currentes sostienen, que "el artículo 82 del Código Truji-
llo de Trabajo, dispone, que el despido que no haya sido 
comunicado a la autoridad del trabajo correspondiente en 
el término indicado en el artículo 81 del mismo Código, 
esto es, durante las cuarenta y ocho horas subsiguientes al 
despido, se reputa que carece de justa causa"; que "si los 
trabajadores reclamantes alegaban que fúeron despedi-
dos... era a éstos conforme a las reglas de la prueba, a 
quienes correspondía probar tal hecho, sin  que fuera 
necesario igual cosa en lo que se refiere a la causa del mis-
mo, ya que estaban amparados en la presunción del ar-
tículo 82 del Código Trujillo de Trabajo"; agregando, por 
otra 

parte, que "al no limitarse la Ingenio Barahona, C. 
por A., a negar el despido invocado por los actuales re-
currentes, "se convirtió en parte actora al excepcionar, 
afirmando que los trabajadores abandonaron sus trabajos", 
sin aportar ninguna prueba de esta afirmación;" y que, 
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consecuentemente, "al tomarse 	 como cierta tal afir. 

mación, se ha violado el artículo 1315 del Código Civil"; 

pero, 
Considerando que tal y como lo admiten los recurren.. 

tes, corresponde al trabajador que invoca la terminación 
del contrato de trabajo por la voluntad unilateral del pa-
trono, probar el despido de que ha sido objeto; que, e n 

 el presente caso, el Tribunal a quo ha admitido en el fallo 
impugnado que los actuales recurrentes no han aportado 
la prueba de que fueron despedidos por la compañía inti-
mada; que la circunstancia de que dicha compañía alegara 
que los demandantes no fueron despedidos, sino que "hi-
cieron abandono voluntario de su trabajo", no la convier-
te en actora, con la obligación subsiguiente de establecer 
la prueba de ese hecho, el cual, lejos de ser extraño al des-
pido, tiene con éste una relación natural y necesaria; que. 
en efecto, al afirmar la compañía intimada que los deman-
dantes "hicieron abandono voluntario de su trabajo", no 
estaba invocando con ello ninguna excepción, sino negando 
simplemente el despido invocado por los actuales recurren-
tes; que, en tales condiciones, el Tribunal a quo no ha co-

metido las violaciones de la ley denunciadas en el presen- 

te medio: 
Considerando, en cuanto al segundo y -último medio. 

que el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que ésta contiene motivos suficientes que justifican 
plenamente su dispositivo, así como una exposición com-
pleta de los hechos y una descripción' de las circunstancias 
de la causa. que han permitido verificar que el Tribunal 
a quo aplicó correctamente la ley a los hechos tenidos por 
constantes. que, además, en dicho fallo no se revela la 
violación del derecho de defensa de los recurrentes, invoca

-

da por ellos en el desarrollo del presente medio, ni ninguna 
otra que imponga su examen de oficio en un interés de 

orden público;  
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Modesto Medina, Julián Zayas y 
Gregorio González, contra sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha once de marzo del corriente año, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contíñ Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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consecuentemente, "al tomarse 	 como cierta tal afir- 
mación, se ha violado el artículo 1315 del Código Civil"; 

pero, 
Considerando que tal y como lo admiten los recurren.. 

tes, corresponde al trabajador que invoca la terminación 
del contrato de trabajo por la voluntad unilateral del pa-
trono, probar el despido de que ha sido objeto; que, e n 

 el presente caso, el Tribunal a quo ha admitido en el fallo 
impugnado que los actuales recurrentes no han aportado 
la prueba de que fueron despedidos por la compañía inti-
mada; que la circunstancia de que dicha compañía alegara 
que los demandantes no fueron despedidos, sino que "hi-
cieron abandono voluntario de su trabajo", no la convier-
te en actora, con la obligación subsiguiente de establecer 
la prueba de ese hecho, el cual, lejos de ser extraño al des-
pido, tiene con éste una relación natural y necesaria; que. 
en efecto, al afirmar la compañía intimada que los deman-
dantes "hicieron abandono voluntario de su trabajo", no 
estaba invocando con ello ninguna excepción, sino negando 
simplemente el despido invocado por los actuales recurren-
tes; que, en tales condiciones, el Tribunal a quo no ha co-

metido las violaciones de la ley denunciadas en el presen-
te medio. 

Considerando, en cuanto al segundo y -último medio 
que el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que ésta contiene motivos suficientes que justifican 
plenamente su dispositivo, así como una exposición com-
pleta de los hechos y una descripción' de las circunstancias 
de la causa. que han permitido verificar que el Tribunal 

a quo aplicó correctamente la ley a los hechos tenidos por 
constantes. que, además, en dicho fallo no se revela la 
violación del derecho de defensa de los recurrentes, invoca-
da por ellos en el desarrollo del presente medio, ni ninguna 
otra que imponga su examen de oficio en un interés de 

orden público;  
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por ModestO Medina, Julián Zayas y 
Gregorio González, contra sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, en  funciones de Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha once de marzo del corriente año, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Se-
gundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contíñ Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DE 1953 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, d 

fecha 20 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Colón Florián. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 

A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy veinti-
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Res-

tauración y 244  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, como parte 
civil, por Colón Florián, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, domiciliado y residente en Paraíso, co-
mún de Enriquillo, de la provincia de Barahona, portador 
de la cédula personal de identidad número 792, serie 21, 
renovada con el sello de R. I. No. 814493, contra sentencia 
penal de la Corte de Apelación de San Cristóbal del veinte 
de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo

- 

sitivo se indica luego; 	
41. 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
a Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu-
rente, el mismo veinte de agosto de mil novecientos cin-
uenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 194, 203 y 211 del Código 
de Procedimiento Criminal; 19 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada, unida a 
la de primera instancia, consta lo que sigue: A), que el 
dieciséis de abril de mil novecientos cincuenta y tres, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona dictó una sentencia con este dispositivo: "Falla: 
Primero: que debe declarar y declara regular la consti-
tución en parte civil hecha por el señor Colón Florián con-
tra el prevenido Pedro Matos Betances; Segundo: que 
debe declarar y declara al nombrado Pablo Matos Be-
tances, de generales anotadas, no culpable del hecho 
que se pone a su cargo, robo de cosecha en pie (Pal-
mas de Cana), en perjuicio del señor Colón Florián, que se 
le imputa, y en consecuencia lo descarga por insuficien-
cia de pruebas y declara de oficio las costas penales; Ter-
cero: que debe rechazar y rechaza las pretensiones de la 
parte civil constituida, señor Colón Florián, por improce-
dentes; Cuarto: que debe condenar y condena a la parte 
civil constituida al pago de las costas civiles"; B), que di-
cho fallo fué dictado en audiencia pública, en la fecha 
del dieciséis de abril en que se conoció del caso y en que 
presentó sus conclusiones la parte civil; C), que última ape-
ló contra la mencionada decisión en fecha veintinueve del 
mismo mes de abril; D), que la Corte de Apelación de San 
Cristóbal conoció del asunto en audiencia del veinte de 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DE 195 

Sentencia impugnada: Corte 
de Apelación de San Cristóbal, d 

fecha 20 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Colón Florián. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 

Sustituto de Presidente; Miguel. 
 Ricardo Román, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. 

Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy veinti-
nueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Res-

tauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto, como parte 
civil, por Colón Florián, dominicano, mayor de edad, 

sol-

tero, agricultor, domiciliado y residente en Paraíso, 
co-

mún 
de Enriquillo, de la provincia de Barahona, portador 

de la cédula personal de identidad número 792, serie 21, 
renovada con el sello de R. I. No. 814493, contra sentencia 
penal de la Corte de Apelación de San Cristóbal 

del veinte 

de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispo 

sitivo se indica luego; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
a Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu-
rente, el mismo veinte de agosto de mil novecientos cin-
uenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 194, 203 y 211 del Código 
de Procedimiento Criminal; 1 9  y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada, unida a 
la de primera instancia, consta lo que sigue: A), que el 
dieciséis de abril de mil novecientos cincuenta y tres, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona dictó una sentencia con este dispositivo: "Falla: 
Primero: que debe declarar y declara regular la consti-
tución en parte civil hecha por el señor Colón Florián con-
tra el prevenido Pedro Matos Betances; Segundo: que 
debe declarar y declara al nombrado Pablo Matos Be-
tances, de generales anotadas, no culpable del hecho 
que se pone a su cargo, robo de cosecha en pie (Pal-
mas de Cana), en perjuicio del señor Colón Florián, que se 
le imputa, y en consecuencia lo descarga por insuficien-
cia de pruebas y declara de oficio las costas penales; Ter-
cero: que debe rechazar .y rechaza las pretensiones de la 
parte civil constituída, señor Colón Florián, por improce-
dentes; Cuarto: que debe condenar y condena a la parte 
civil constituída al pago de las costas civiles"; B), que di-
cho fallo fué dictado en audiencia pública, en la fecha 
del dieciséis de abril en que se conoció del caso y en que 
presentó sus conclusiones la parte civil; C), que última ape-
ló contra la mencionada decisión en fecha veintinueve del 
mismo mes de abril; D), que la Corte de Apelación de San 
Cristóbal conoció del asunto en audiencia del veinte de 
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agosto de mil novecientos cincuenta y tres, en la que el 
abogado de la parte civil expresó "que entre la fecha de 
la audiencia y la sentencia de primera instancia existía 
un error material, alegando que el Juez a quo aplazó el 
fallo para dictarlo en audiencia próxima; y el abogado de 
la defensa, Dr. Víctor Ml. Mangual, estuvo de acuerdo con 

lo objetado por Ramírez Pérez"; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada es el siguiente: "Falla: Primero: Declara in-
admisible, por tardío, el recurso de apelación interpuesto 
por Colón Florián, parte civil constituída, contra sentencia 
dictada en fecha diez y seis de abril del cursante año mil 
novecientos cincuenta y tres por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial fe Barahona, cuyo disposi- 
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: 
Condena a Colón Florián al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en el 
fallo impugnado lo siguiente: 1) "que en fecha diez y seis 
del mes de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, dictó, correccionalmente, un fallo en descargo, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otra parte de es- 
ta sentencia"; 2) que en fecha veintinueve del referido 
mes y año interpuso recurso de apelación la -parte civil 
constituida, señor Colón Florián, contra la referida senten- 
cia, y al haber transcurrido más de diez días entre la fe- 
cha de la sentencia y la fecha de la apelación, el recurso 
es inadmisible; y 3) "que es en vano pretender como han 
sostenido en esta audiencia, tanto el abogado de la parte 
civil constituida, doctor Secundino Ramírez Pérez como el 
abogado de la defensa, doctor Víctor Manuel Manguanl, que 
la fecha de la sentencia no es la que aparece, es decir, el 
16 de abril del año 1953, sino una fecha posterior y que 
existe un error material; que, además de no haber docu- ma- 
menio alguno del proceso que haga verosímil el error  

terial que se pretende, el acta de audiencia, la sentencia 
y el acta de apelación, concurren a establecer, de manera 
que no da lugar a duda alguna, que el 16 de abril del año 
1953 es la fecha de la sentencia; siendo auténticos los ex-
oresados documentos, su valor probante no puede ser com- 
oatido sino con un procedimiento de inscripción en false-
lad - : 

Considerando que, por tanto, al declarar inadmisible, 
por tardío, el recurso de apelación interpuesto por la par-
" e civil constituída, la Corte a qua hizo una correcta apli- 
cación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 

Considerando que la decisión de que se trata no pre-
*senta, en aspecto alguno, vicios de forma o de fondo que 

Pudieran hacerla anulable; 
. Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in- 

'terpuesto por Colón Florián, contra sentencia de la Cor- 
te de Apelación de San Cristóbal del veinte de agosto de 

*mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se en- 
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo, y conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

Ill 	
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo. 
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agosto de mil novecientos cincuenta y tres, en la que el 
abogado de la parte civil expresó "que entre la fecha de 
la audiencia y la sentencia de primera instancia existía 
un error material, alegando que el Juez a quo aplazó el 

fallo para dictarlo en audiencia próxima; y el abogado de 
la defensa, Dr. Víctor Ml. Mangual, estuvo de acuerdo con 

lo objetado por Ramírez Pérez"; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada es el siguiente: "Falla: Primero: Declara in-
admisible, por tardío, el recurso de apelación interpuesto 
por Colón Florián, parte civil constituída, contra sentencia 
dictada en fecha diez y seis de abril del cursante año mil 
novecientos cincuenta y tres por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Barahona, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: 
Condena a Colón Florián al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido en 
el 

fallo impugnado lo siguiente: 1) "que en fecha diez y seis 
del mes de abril del año mil novecientos cincuenta y tres, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de

. 

 Barahona, dictó, correccionalmente, un fallo en descargo, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otra parte de es-
ta sentencia"; 2) que en fecha veintinueve del referido 
mes y año interpuso recurso de apelación la parte civil 
constituida, señor Colón Florián, contra la referida senten-
cia, y al haber transcurrido más de diez días entre la fe-' 
cha de la sentencia y la fecha de la apelación, el recurso 
es inadmisible; y 3) "que es en vano pretender como han 
sostenido en esta audiencia, tanto el abogado de la parte 
civil constituída, doctor Secundino Ramírez Pérez como el 
abogado de la defensa, doctor Víctor Manuel Manguanl, que 
la fecha de la sentencia no es la que aparece, es decir, el 
16 de abril del año 1953, sino una fecha posterior y que 
existe un error material; que, además de no haber docu-
mento alguno del proceso que haga verosímil el error ma- 
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terial que se pretende, el acta de audiencia, la sentencia 
y el acta de apelación, concurren a establecer, de manera 
que no da lugar a duda alguna, que el 16 de abril del año 
1953 es la fecha de la sentencia; siendo auténticos los ex- 

t. presados documentos, su valor probante no puede ser com- 
batido sino con un procedimiento de inscripción en false-
lad"; 

Considerando que, por tanto, al declarar inadmisible, 
por tardío, el recurso de apelación interpuesto por la par-
te civil constituida, la Corte a qua hizo una correcta apli- 
cación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 

Considerando que la decisión de que se trata no pre-
senta, en aspecto alguno, vicios de forma o de fondo que 

1, pudieran hacerla anulable; 
Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-

terpuesto por Colón Florián, contra sentencia de la Cor- 
. te de Apelación de San Cristóbal del veinte de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se en- 
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo, y conde-

, na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

Jué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
al, certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera 
tancia del D. J. de La Vega, de fecha 14 de julio de 19 

Materia: Penal. 

Recurrente: Cirilo Monegro. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 

Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tinueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91° de la Restau-

ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-

blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cirilo 
Monegro, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado en Las Yerbas, sección de la común de La Ve-
ga, de la provincia de este último nombre, portador de la 
cédula personal de identidad número 16689, serie 47, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, con-
tra sentencia de la Cámara Penal del Júzgado de Prime-
ra Instancia dél Distrito Judicial de La Vega de fecha ca-
torce de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis- 

positivo se indica luego; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de  la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Cámara Penal a qua el veintidós de 
julio de mil novecientos cincuenta y tres, a requerimien-
to del recurrente; 

La Suprema Córte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 33 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A) que el catorce de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y dos fué sometido a la acción de la 
justicia el prevenido Cirilo Monegro, inculpado del delito 
de haber inferido heridas a varias personas; B) que apode-
rado del hecho el Juzgado de Paz de la Primera Circuná-
cripción de la común -de La Vega, dictó sentencia el veinti-
siete de marzo del referido año, con el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: que debe rechazar como al efecto 
rechaza, la constitución en parte civil hecha en audiencia 
por el señor Antonio María Rodríguez a nombre y repre-
sentación de la menor María Altagracia Rodríguez de quien 
dice ser su padre ,y contra el prevenido Cirilo Monegro, 
por no haber probado dicha parte civil constituída su ca-
lidad de tal; Segundo: Que debe declarar como al efecto 
declara, la incompetencia de este Juzgado de Paz para co-
nocer del presente caso, por haber curado la herida reci-
bida por la menor María Altagracia Rodríguez después de 
los diez días; y en consecuencia declina el presente caso 
por ante el Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, pa-
ra que éste apodere la jurisdicción correspondiente; Ter-
cero: que debe condenar y condena al señor Antonio Ma- 
ría Rodríguez, parte civil constituida que sucumbe, al pa-

l 	go de las costas; y Cuarto: Que debe reservar y reser la  
las costas penales; C) que tanto la parte civil como el in- 

va 

:41, 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DE 1953, 

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins• 
tancia del D. J. de La Vega, de fecha 14 de julio de 19 

Materia: Penal. 

Recurrente: Cirilo Monegro. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun- 

do 

 

 Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 

Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-

tinueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 1109  de la Independencia, 91° de la Restau-

ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-

blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cirilo 
Monegro, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado en Las Yerbas, sección de la común de La Ve-
ga, de la provincia de este último nombre, portador de la 
cédula personal de identidad número 16689, serie 47, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, con-
tra sentencia de la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia dél Distrito Judicial de La Vega de fecha ca-
torce de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis- 

positivo se indica luego; 1 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Cámara Penal a qua el veintidós de 
julio de mil novecientos cincuenta y tres, a requerimien-
to del recurrente; 

La Suprema Córte de Justicia, después de haber de- 
liberado, y vistos los artículos 1, 33 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A) que el catorce de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y dos fué sometido a la acción de la 
justicia el prevenido Cirilo Monegro, inculpado del delito 
de haber inferido heridas a varias personas; B) que apode-
rado del hecho el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción de la común -de La Vega, dictó sentencia el veinti-
siete de marzo del referido año, con el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: que debe rechazar como al efecto 
rechaza, la constitución en parte civil hecha en audiencia 
por el señor Antonio María Rodríguez a nombre y repre-
sentación de la menor María Altagracia Rodríguez de quien 
dice *ser su padre ,y contra el prevenido Cirilo Monegro, 
por no haber probado dicha parte civil constituída su ca-
lidad de tal; Segundo: Qué debe declarar como al efecto 
declara, la incompetencia de este Juzgado de Paz para co-
nocer del presente caso, por haber curado la herida reci-
bida por la menor María Altagracia Rodríguez después de 
los diez días; y en consecuencia declina el presente caso 
por ante el Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, pa-
ra que éste apodere la jurisdicción correspondiente; Ter-
cero: que debe condenar y condena al señor Antonio Ma-
ría Rodríguez, parte civil constituida que sucumbe, al pa-
go de las costas; y Cuarto: Que debe reservar y reserva 
las costas penales; C) que tanto la parte civil como el in- 
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culpado apelaron contra el fallo dicho y la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, que conoció de tales recursos, dictó, en fecha diez 
de febrero de mil novecientos cincuenta y tres, una sen-
tencia con este dispositivo: "1ro. que debe declarar bueno 
y válido los recursos de Apelación interpuestos por los 
señores Cirilo Monegro y Antonio María Rodríguez a nom-
bre de su hija María Alt. Rodríguez, dontra Sentencia del 
Juzgado de Paz de la lra. Circunscripción de la Común de 
La Vega, de fecha 27 de Mayo de 1952; 2do. Revoca dicha 
Sentencia y obrando por propia autoridad declara al Juz-
gado de Paz de la lra. Circunscripción de La Vega, com-
petente para conocer y Juzgar el delito de heridas de que 
está prevenido el nombrado Cirilo Monegro, por curar es-
tas antes de los diez días; 3ro. Declara buena y válida la 
Constitución en Parte Civil hecha por el Sr. Antonio Ma-
ría Rodríguez en nombre de su hija María Alt. Rodríguez, 
por haber dicho Sr. probado su calidad; 4to. Compensa las 
costas por haber sucumbido ambas partes parcialmente en 
sus pretensiones"; D) que enviado nuevamente el asunto 
al Juzgado de Paz arriba expresado, éste dictó, el cuatro 
de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, un nuevo 
fallo con el dispositivo siguiente: "1ro. Que debe rechazar 
como al efecto rechaza la petición del prevenido en el sen-
tido de que éste Juzgado se declara incapacitado para co-
nocer de la causa; 2do. que debe ordenar como al efecto 
ordena la continuación de la misma; y 3ro. que debe con-
denar y condena al prevenido al pago de las costas procesa-
les"; E) que Cirilo Monegro, inculpado, interpuso recurso 
de alzada contra esta última decisión, y la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega conoció de dicho recurso en audiencia del 
siete de julio de mil novecientos cincuenta y tres, en la 
cual el abogado de la parte civil presentó estas conclusio

-

nes: "Pedimos que se rechace la Apelación de Cirilo Mo- 

egro interpuesta contra Sentencia del Juzgado de Paz 
e la lra. Circunscripción de esta Común de La Vega, 
e fecha 4 de Mayo de 1953, 1ro. Porque esa Sentencia tie- 
é ya la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada al 
o ser recurrida por Cirilo Monegro; 2do. Por falta de inte-
'
s 
 ya que esa sentencia decidió favorablemente lo pedí- 

o por Cirilo Monegro; 3ro. Que condenéis al señor Ciri-
Monegro al pago de las costas distrayendo las civiles 

n provecho del Abogado que os habla por haberlas avan-
zado en su mayor parte. Y haréis Justicia"; el abogado 
del prevenido se expresó en los términos siguientes: "So-
licitamos a este honorable Tribunal que nos conceda un 
plazo para depositar nuestras conclusiones por escrito ya 
que no estamos bien enterados del asunto; y lo vamos a 
decir a reserva de ampliarla; que se declare bueno y vá-
lido el recurso de Apelación interpuesto por Cirilo Mone-
gro contra Sentencia del Juzgado de Paz de la lra. Cir-
cunscripción de esta Común de fecha 4 de Mayo de 1953 
y se declare que lo reguar en el caso era la avocación del 
fondo, ya que este Tribunal estaba amparado por medio 
de una Apelación de los hechos a cargo de Cirilo Monegro 
y que en consecuencia se condene a la Parte Civil al pago 
de las costas del procedimiento con distracción en provecho 
del Lic. Héctor Sánchez Morcelo por haberlas avanzado 
en su mayor parte. I haréis Justicia"; y el Ministerio Pú-
blico concluyó, en su dictamen, en la forma que en seguida 
se indica: "Somos de Opinión" que se declare regular el 
recurso de Apelación y se envie el expediente por ante el 
Juzgado de Paz correspondiente para que conozca del asun-
ctoiryilosemcoonnedgerno;a1 pago de las costas de esta instancia a 

Considerando que, en fecha catorce de julio de mil 
novecientos cincuenta y tres, la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega pro-
nunció, en audiencia pública, la sentencia ahora impugnada 
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culpado apelaron contra el fallo dicho y la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial d e 

 La Vega, que conoció de tales recursos, dictó, en fecha diez 
 de febrero de mil novecientos cincuenta y tres, una sen

-tencia con este dispositivo: "1ro. que debe declarar bueno 
y válido los recursos de Apelación interpuestos por los 
señores Cirilo Monegro y Antonio María Rodríguez a nom-
bre de su hija María Alt. Rodríguez, dontra Sentencia del 
Juzgado de Paz de la lra. Circunscripción de la Común de 
La Vega, de fecha 27 de Mayo de 1952; 2do. Revoca dicha 
Sentencia y obrando por propia autoridad declara al Juz-
gado de Paz de la lra. Circunscripción de La Vega, com-
petente para conocer y Juzgar el delito de heridas de que 
está prevenido el nombrado Cirilo Monegro, por curar es-
tas antes de los diez días; 3ro. Declara buena y válida la 
Constitución en Parte Civil hecha por el Sr. Antonio Ma-
ría Rodríguez en nombre de su hija María Alt. Rodríguez, 
por haber dicho Sr. probado su calidad; 4to. Compensa las 
costas por haber sucumbido ambas partes parcialmente en 
sus pretensiones"; D) que enviado nuevamente el asunto 
al Juzgado de Paz arriba expresado, éste dictó, el cuatro 
de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, un nuevo 
fallo con el dispositivo siguiente: "1ro. Que debe rechazar 
como al efecto rechaza la petición del prevenido en el sen-
tido de que éste Juzgado se declara incapacitado para co-
nocer de la causa; 2do. que debe ordenar como al efecto 
ordena la continuación de la misma; y 3ro. que debe con-
denar y condena al prevenido al pago de las costas procesa-
les"; E) que Cirilo Monegro, inculpado, interpuso recurso 
de alzada contra esta última decisión, y la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega conoció de dicho recurso en audiencia del 
siete de julio de mil novecientos cincuenta y tres, en la 
cual el abogado de la parte civil presentó estas conclusio

-

nes: "Pedimos que se rechace la Apelación de Cirilo Mo- 
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negro interpuesta contra Sentencia del Juzgado de Paz 
de  la lra. Circunscripción de esta Común de La Vega, 
de fecha 4 de Mayo de 1953, 1ro. Porque esa Sentencia tie- 
ne  ya la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada al 
no ser recurrida por Cirilo Monegro; 2do. Por falta de inte- 
rés ya que esa sentencia decidió favorablemente lo pedi- 
do por Cirilo Monegro; 3ro. Que condenéis al señor Ciri- 
lo Monegro al pago de las costas distrayendo las civiles 
en provecho del Abogado que os habla por haberlas avan- 
zado en su mayor parte. Y haréis Justicia"; el abogado 
del prevenido se expresó en los términos siguientes: "So-
licitamos a este honorable Tribunal que nos conceda un 
plazo para depositar nuestras conclusiones por escrito ya 
que no estamos bien enterados del asunto; y lo vamos a 
decir a reserva de ampliarla; que se declare bueno y vá-
lido el recurso de Apelación interpuesto por Cirilo Mone-
gro contra Sentencia del Juzgado de Paz de la lra. Cir-
cunscripción de esta Común de fecha 4 de Mayo de 1953 
y se declare que lo reguar en el caso era la avocación del 
fondo, ya que este Tribunal estaba amparado por medio 
de una Apelación de los hechos a cargo de Cirilo Monegro 
y que en consecuencia se condene a la Parte Civil al pago 
de las costas del procedimiento con distracción en provecho 
del Lic. Héctor Sánchez Morcelo por haberlas avanzado 
en su mayor parte. I haréis Justicia"; y el Ministerio Pú-
blico concluyó, en su dictamen, en la forma que en seguida 
se indica: "Somos de Opinión" que se declare regular el 
recurso de Apelación y se envie el expediente por ante el 
Juzgado de Paz correspondiente para que conozca del asun-
to y se condene al pago de las costas de esta instancia a 
Cirilo Monegro"; 

Considerando que, en fecha catorce de julio de mil 
novecientos cincuenta y tres, la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega pro-
nunció, en audiencia pública, la sentencia ahora impugnada 
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con este dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular la 
apelación interpuesta por el Señor Cirilo Monegro, contra 
Sentencia del Juzgado de Paz de la lra. Circunscripció n 

 de fecha 4 de Mayo, 1953, que rechazó la petición del pre-
venido Cirilo Monegro, en el sentido de que el referidc 
Juzgado de Paz se declara incapacitado para conocer de 
la causa, por haber sido interpuesto en tiempo hábil. Se-
gundo: Confirma en todas sus partes la referida Sentencia 
por haber hecho una buena apreciación de los hechos y 
una correcta aplicación del derecho. Tercero: Condena a 
Cirilo Monegro parte que sucumbe, al pago de las costas 
civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Francisco Cruz 

Maquín"; 

Considerando que tal como lo expresa en, su primer 
considerando el fallo impugnado, la sentencia de la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega de fecha diez de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y tres, que había establecido que las he-
ridas inferidas a María Altagracia Rodríguez, por Cirilo 
Monegro habían curado antes de diez días. y que por ello 
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de la co-
mún de La Vega era competente para el raso, de acuerdo 
con el artículo 311, reformado, del Código Penal, había 
adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzga-
da, por no haber sido impugnada, en tiempo oportuno, an-
te la jurisdicción correspondiente, esto es, ante la Supre-
ma Corte de Justicia en funciones de Corte de Casación;' 
que la circunstancia, indicada por el abogado del preveni-
do en sus conclusiones ante la Cámara Penal a qua, de que 
ésta no hubiese avocado el conocimiento del fondo, como 
debe hacerlo, al revocar la decisión del primer juez sobre 
incompetencia, era un vicio del fallo del diez de febrero 
de mil novecientos cincuenta y tres y no del impugnado 
ahora; que, por todo lo dicho el presente recurso carece 

de fundamento; 
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Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por Cirilo Monegro, contra sentencia dictada 
en  grado de apelación por la Cámara Penal del Juzgado 
de  Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de 
fecha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del 
presente fallo y condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Toniás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Confin Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 

(Firmado). Ernesto Curiel hijo. 

1807 
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con este dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular l a 
 apelación interpuesta por el Señor Cirilo Monegro, contra 

Sentencia del Juzgado de Paz de la lra. Circunscripció n 
 de fecha 4 de Mayo, 1953, que rechazó la petición del pre-

venido Cirilo Monegro, en el sentido de que el referidc 
Juzgado de Paz se declara incapacitado para conocer de 
la causa, por haber sido interpuesto en tiempo hábil. Se-
gundo: Confirma en todas sus partes la referida Sentencia 
por haber hecho una buena apreciación de los hechos y 
una correcta aplicación del derecho. Tercero: Condena a 
Cirilo Monegro parte que sucumbe, al pago de las costas 
civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Francisco Cruz 
Maquín"; 

Considerando que tal como lo expresa ea su primer 
considerando el fallo impugnado, la sentencia de la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega de fecha diez de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y tres, que había establecido que las he-

ridas inferidas a María Altagracia Rodríguez, por Cirilo 
Monegro habían curado antes de diez días. y que por ello 
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de la co-
mún de La Vega era competente para el caso, de acuerdo 
con el artículo 311, reformado, del Código Penal, había 
adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzga-
da, por no haber sido impugnada, en tiempo oportuno, an-
te la jurisdicción correspondiente, esto es, ante la Supre-
ma Corte de Justicia en funciones de Corte de Casación; 
que la circunstancia, indicada por el abogado del preveni-
do en sus conclusiones ante la Cámara Penal a qua, de que 
ésta no hubiese avocado el conocimiento del fondo, como 
debe hacerlo, al revocar la decisión del primer juez sobre 
incompetencia, era un vicio del fallo del diez de febrero 
de mil novecientos cincuenta y tres y no del impugnado 
ahora; que, por todo lo dicho el presente recurso carece 

de fundamento; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por Cirilo Monegro, contra sentencia dictada 
en grado de apelación por la Cámara Penal del Juzgado 
de  Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de 
fecha catorce de julio de mil .novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del 
presente fallo y condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Toniás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General. 
— (Firmado). Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fech a 

 5 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Moreno. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicataa. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 

Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A . 

Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus, audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tinueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restau-

ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Moreno, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y re-
sidente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula personal 
de identidad número. 48724, serie 1 9  renovada para el añc 

1953 con sello número 115373, contra sentencia dictada 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
cinco de agosto de mil novecientos cincuenta y tres. cuy' 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Magistrado Juez Relator;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de  la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a qua en fecha cinco de agosto 
del corriente año, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos Ios artículos 3, letra a), y el párrafo IV 
del mismo artículo de la Ley No. 2022, del año 1949; y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

. Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha tres de julio de mil novecien-
tos cincuenta y tres fué sometido a la acción de la justicia 
el prevenido Manuel Moreno, inculpado del delito de gol-
pes por imprudencia en perjuicio de Milcíades Antonio Va-
loy Corr'ea, ocasionados con el manejo de un vehículo de 
motor; b) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz de 
la Segunda Circunscripción del Distrito de Santo Domin-
go, dictó sentencia en fecha tres de junio de mil novecien-
tos cincuenta y tres, la cual contiene el dispositivo siguien-
te: "Falla: 1ro. Que debe declarar, como al efecto decla-
ra, al nombrado Manuel Moreno, de generales anotadas, cul-
pable del hecho de originar un choque con la bicicleta 
placa No. 4522, en el cual resultó con golpes el nombrado 
Milcíades Antonio Valoy Correa, conductor de la bicicleta; 
y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de seis (6) 
días de prisión correccional Y al pago de una multa de 
RD$6.00; 2do. Que debe condenar, como al efecto conde-
na al mencionado prevenido al pago,de las costas del pro-
cedimiento"; c) que sobre la apelación interpuesta por el 
prevenido, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo. 
dictó sentencia en fecha cinco de agosto de mil novecien-
tos cincuenta y tres, con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Que debe declarar, como al efecto declara, bue- 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 
5 de agosto de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Moreno. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicaina. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A . 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus, audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-

tinueve del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919  de la Restau-

ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-

blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Moreno, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y re-
sidente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula persona 
de identidad número 48724, serie 1 1  renovada para el añc 

1953 con sello número 115373, contra sentencia dictada 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 

cinco de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, cuYC 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Magistrado Juez Relator;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de  la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a qua en fecha cinco de agosto 
del corriente año, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos Ios artículos 3, letra a), y el párrafo IV 
del mismo artículo de la Ley No. 2022, del año 1949; y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

. Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha tres de julio de mil novecien-
tos cincuenta y tres fué sometido a la acción de la justicia 
el prevenido Manuel Moreno, inculpado del delito de gol-
pes por imprudencia en perjuicio de Milcíades Antonio Va-
loy Con:ea, ocasionados con el manejo de un vehículo de 
motor; b) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz de 
la Segunda Circunscripción del Distrito de Santo Domin-
go, dictó sentencia en fecha tres de junio de mil novecien-
tos cincuenta y tres, la cual contiene el dispositivo siguien-
te: "Falla: lro. Que debe declarar, como al efecto decla-
ra, al nombrado Manuel Moreno, de generales anotadas, cul-
pable del hecho de originar un choque con la bicicleta 
placa No. 4522, en el cual resultó con golpes el nombrado 
Milcíades Antonio Valoy Correa, conductor de la bicicleta; 
y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de seis (6) 
días de prisión correccional 57'  al pago de una multa de 
RD$6.00; 2do. Que debe condenar, como al efecto conde-
na al mencionado prevenido al pago,de las costas del pro-
cedimiento"; c) que sobre la apelación interpuesta por el 
prevenido, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo. 
dictó sentencia en fecha cinco de agosto de mil novecien-
tos cincuenta y tres, con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Que debe declarar, como al efecto declara, bue- 
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no y válido, el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Manuel Moreno, de generales anotadas, cont ra 

 sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción de éste Distrito Judicial de Santo Domi n

-go en fecha tres del mes de junio del año mil novecientos 
 cincuenta y tres, a sufrir la pena de seis días de prisión 

correccional y a pagar una multa de seis pesos, compensa-
ble ésta, en caso de insolvencia a razón de un día por ca-
da peso dejado de pagar, por el delito de originar un cho-
que con la bicicleta placa No. 4522, en el cual resultó con 
golpes el nombrado Milcíades Antonio Valoy Correa, con-
ductor de la bicicleta, por haberlo intentado en tiempo há-
bil y en forma legal; Segundo: Que debe confirmar como 
al efecto confirma, en todas sus partes la anterior senten-
cia; Tercero: Que debe cancelar, como al efecto cancela, la 
licencia del prevenido por un mes a partir de la extinción 
de la pena; Cuarto: Que debe condenar, como al efecto con-
dena, al mencionado prevenido al pago de, las costas"; 

Considerando que la Cámara a qua mediante la pon-
deración soberana de pruebas aportadas al debate, dió por 
establecido: a) que en fecha tres de junio de mil novecien-
tos cincuenta y tres en la esquina formada por las calles 
Mercedes y Palo Hincado de Ciudad Trujillo, se originó 
un choque entre el automóvil placa No. 4383, conducido por 
Manuel Moreno y la bicicleta placa No. •522, conducida 
por Milcíades Antonio Valoy Correa; b) que a consecuen-
secuencia de este choque resultó con golpes que curaron 
antes de diez días el mencionado Valoy Correa, y c) que 
el referido accidente se originó porque el conductor del au-
tomóvil, el inculpado Manuel Moreno, no se detuvo en la 
señal de "Pare" que hay en la calle Mercedes esquina Pa- 

lo Hincado; 
Considerando que el artículo 3 de la Ley No. 2022 dis-

pone que "el que por torpeza, imprudencia ;  inadvertencia. 

negligencia o inobservancia de los reglamentos, causa in- 
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oluntariamente, con el manejo o conducción de un vehícu-
lo de motor, un accidente que ocasione golpes o heridas 
se castigará con las penas: a) de seis días a seis meses 
de  prisión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos, 
si del accidente resultare al lesionado una enfermedad t, 
incapacidad de  dedicarse a su trabajo no mayor de diez 

' días"; y el párrafo IV del referido artículo establece que 
la cancelación (de la licencia) se mantendrá después de 
:a extinción de la pena impuesta al condenado y a partir 
de la fecha de extinción, por un mes para los incursos en 
en apartado a)"; que, al dar por comprobado, sin incurrir 
en desnaturalización alguna, "que el accidente se originó 
porque el conductor del automóvil Manuel Moreno no se 
detuvo en la señal de "Pare", que hay en la calle Mercedes 
esquina Palo Hincado", y al confirmar, en consecuencia, la 
sentencia apelada, que condena al inculpado a seis diáS de 
prisión y seis pedos de multa, y ordenar la cancelación de 
la licencia por el término de un mes a partir de la extin- 
ción de la pena principal, por considerarlo culpable del de- 
lito de causar, involuntariamente, con el manejo o con- 
ducción de un vehículo de motor, golpes a Milcíades An- 
tonio Valoy Correa que produjeron enfermedad o imposi- 
bilidad de dedicarse a su trabajo no mayor de diez días, 
hizo una correcta aplicación de la Ley No. 2022, porque es 
indudable que el hecho admitido a cargo del prevenido, 
constituye una imprudencia que caracteriza el delito ya 

t. 	mencionado; que, por otra parte, examinada la sentencia 

40101 

 .. impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio 
:que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Moreno contra sentencia de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia. 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha cinco de 
agosto de mil novecientos cincuenta y tres. cuyo dísposi- 

ay 
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no y válido, el recurso de apelación interpuesto po r el 

nombrado Manuel Moreno, de generales anotadas, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Segund a 

 Circunscripción de éste Distrito Judicial de Santo Domin_ 

go en fecha tres del mes de junio del año mil novecientos 
cincuenta y tres, a sufrir la pena de seis días de prisión 
correccional y a pagar una multa de seis pesos, compensa-
ble ésta, en caso de insolvencia a razón de un día por ca-
da peso dejado de pagar, por el delito de originar un cho-

que con la bicicleta placa No. 4522, en el cual resultó con 
golpes el nombrado Milcíades Antonio Valoy Correa, con-
ductor de la bicicleta, por haberlo intentado en tiempo há-
bil y en forma legal; Segundo: Que debe confirmar como 
al efecto confirma, en todas sus partes la anterior senten-
cia; Tercero: Que debe cancelar, como al efecto cancela, la 
licencia del prevenido por un mes a partir de la extinción 
de la pena; Cuarto: Que debe condenar, como al efecto con-
dena, al mencionado prevenido al pago de, las costas"; 

Considerando que la Cámara a qua mediante la pon-
deración soberana de pruebas aportadas al debate, dió por 
establecido: a) que en fecha tres de junio de mil novecien-
tos cincuenta y tres en la esquina formada por las calles 
Mercedes y Palo Hincado de Ciudad Trujillo, se originó 
un choque entre el automóvil placa No. 4383, conducido por 
Manuel Moreno y la bicicleta placa No. •522, conducida 
por Milcíades Antonio Valoy Correa; b) que a consecuen-
secuencia de este choque resultó con golpes que curaron 
antes de diez días el mencionado Valoy Correa, y c) que 
el referido accidente se originó porque el conductor del au-
tomóvil, el inculpado Manuel Moreno, no se detuvo en la 
señal de "Pare" que hay en la calle Mercedes esquina Pa-

lo Hincado; 
Considerando que el artículo 3 de la Ley No. 2022 dis-

pone que "el que por torpeza, imprudencia, inadvertencia. 
negligencia o inobservancia de los reglamentos, causa in- 

voluntariamente, con el manejo o conducción de un vehícu-
lo de motor, un accidente que ocasione golpes o heridas 
se castigará con las penas: a) de seis días a seis meses . 
de  prisión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos, 
si del accidente resultare al lesionado una enfermedad 
i ncapacidad de dedicarse a su trabajo no mayor de diez 
días - ; y el párrafo IV del referido artículo establece quo 
"la cancelación lde la' licencia) se mantendrá lespués de 

la extinción de la pena impuesta al condenado y a partir 
de la fecha de extinción, por un mes para los incursos en 
en apartado a)"; que, al dar por comprobado, sin incurrir 
en desnaturalización alguna, "que el accidente se originó 
porque el conductor del automóvil Manuel Moreno no se 
detuvo en la señal de "Pare", que hay en la calle Mercedes 
esquina Palo Hincado", y al confirmar, en consecuencia, la 
sentencia apelada, que condena al inculpado a seis (1 .1-s de 
prisión y seis pes'os de multa, y ordenar la cancelación de 
la licencia por el término de un mes a partir de la extin-
ción de la pena principal, por considerarlo culpable del de-
lito de causar, involuntariamente, con el manejo o con-
ducción de un vehículo de motor, golpes a Milcíades An-
tonio Valoy Correa que produjeron enfermedad o imposi-
bilidad de dedicarse a su trabajo no mayor de diez días, 
:lizo una correcta aplicación de la Ley No. 2022, porque es 
indudable que el hecho admitido a cargo del prevenido, 
constituye una imprudencia que caracteriza el delito ya 
mencionado; que, por otra parte, examinada la sentencia 
impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio 
que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca- sación interpuesto por Manuel Moreno contra sentencia de 
la 
del 

 Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha cinco de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo disposi 
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tivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: 
condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A . 

 Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s  

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
de Benefactor, de fecha 30 de junio de 1953. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

4111111  Recurrente: Rigoberto Matos Martínez. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 919 de la Restau-
ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rigober-
to Matos Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
empleado particular, domiciliado y residente en San Juan 
de la Maguana, portador de la cédula personal de identidad 
número 7100, serie 12, cuyo sello de renovación no figura 
en el expediente, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, de fecha 
treinta de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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tivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo : 

 condena al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A . 

 Morel.— A. Alvartz Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
de Benefactor, de fecha 30 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rigoberto Matos Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amíama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restau-
ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rigober-
to Matos Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, 

Instancia del Distrito Judicial de Benefactor, de fecha 

Yo dispositivo se copia más adelante; 
treinta de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cu-

yo particular, domiciliado y residente en San Juan 
de la Maguana, portador de la cédula personal de identidad 
número 7100, serie 12, cuyo sello de renovación no figura 
en el expediente, contra sentencia del Juzgado de Primera 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 

la secretaría del Tribunal a quo en fecha dos de julio del 

corriente año; 
La Suprema Corte- de- Justicia, después de haber de 

liberado, y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley No. 399 
sobre comercio, porte y tenencia de armas; 1 9 , 24 y 27 p a 

 rrafo 59  de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella sé refiere consta: a) que en fechas 
veinte y dos y veinte y tres de junio de este ario, el Cabo 
de la Cuarta Compañía de la Policía Nacional José de los 
Santos Mejía, así como también el Cabo de ese mismo cuer-
po Octavio Ramírez Rojas redactaron actas con cargo a los 
nombrados Miguel Angel Ramírez Beltré y Rigoberto Ma-
tos Martínez, por "haber l'ido sorprendido el primero por-
tando un cuchillo sin tener ningún permiso" y el segundo 
un puñal en idéntica condición; b) que legalmente apode-
rado del caso el Juzgado de Paz de San Juan de la Magua-
na, lo decidió por su sentencia del veinte y seis de junio 
de este año, y por el dispositivo de la misma-condenó a los 
nombrados Rigoberto Matos Martínez y Miguel Angel Ra-
mírez Beltré al pago de Cien Pesos Oro (RD$100.00) de 
multa, a sufrir un mes de prisión correccional cada uno, 
y ambos al pago de las costas, por porte ilegal de armas 
blancas, y ordenó la confiscación de las armas ocupadas 

de conformidad con la ley; 
Considerando que sobre la apelación del representan -

te del Ministerio Público por ante el Juzgado de Paz de 
San Juan de la Maguana, el Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Judicial de Benefactor, dictó la sentenci)

, 

 ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla 
Primero: Que debe declarar y declara bueno y válido el 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1815 

presente recurso de apelación interpuesto por el prevenido 
Rigoberto Matos Martíne, de generales anotadas (sic), con-
tra sentencia No. 904 de fecha veintiséis del mes de junio 
del año en curso mil novecientos cincuenta y tres, del Juz-
gado de Paz de la común de San Juan de la Maguana, que 
lo condenó conjuntamente con el nombrado Miguel_ Angel 
Martínez (sic) al pago de una multa de RD$100.00, a su-

. frir un mes de prisión correccional y al pago de las costas 
cada uno, por el delito de porte ilegal de arma blanca; Se-
gundo: En cuanto al fondo debe modificar y modifica la 
sentencia y condena al nombrado Rigoberto Matos Martí-
nez a sufrir seis meses de prisión correccional y al pago de 
las costas del presente recurso; Tercero: Que debe orde-
nar y ordena la confiscación de un puñal que figura como 
cuerpo de delito; • Cuarto: Que debe reenviar y reenvía la 
causa en cuanto al nombrado Miguel Angel Martínez (sic), 
de generales ignoradas para una próxima audiencia para 
ser localizado y que se reserven las costas en cuanto a , 
éste"; 

Considerando que el recurrente no ha expuesto me-
dios determinados en apoyo de su recurso, por lo cual éste 
tiene un carácter general y un alcance total; 

Considerando que la Ley No. 392 del año 1943, en su 
artículo 50 prohibe a toda persona portar en cualquier for-
ma, cortaplumas, navajas, sevillanas, estoques, puñales, es-
tiletes, verduguillos, dagas, sables, espadas e cualquier otra 
clase de instrumento afilado o con punta cuyas dimensio-
nes excedan de tres pulgadas por media de ancho; y el 
artículo 56 de la misma ley sanciones esa infracción con 
multa de RD$25.00 a RD$300.00 o prisióil de uno a seis 
meses; 

Considerando que en la sentencia impugnada no constan 
las dimInsiones del puñal que le fué ocupado al preveni-
do y ahora recurrente, omisión - ésta que impide compro- 
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Oído el MagiStrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General, 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en, 

la secretaría del Tribunal a quo en fecha dos de julio del 

corriente año; 
La Suprema Corte. de- Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley No. 392 , 

 sobre comercio, porte y tenencia de armas; 19 , 24 y 27 pá-

rrafo 5 9  de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella sé refiere consta: a) que en fechas 
veinte y dos y veinte y tres de junio de este ario, el Cabo 
de la Cuarta Compañía de la Policía Nacional José de los 
Santos Mejía, así como también el Cabo de ese mismo cuer-
po Octavio Ramírez Rojas redactaron actas con cargo a los 
nombrados Miguel Angel Ramírez Beltré y Rigoberto Ma-
tos Martínez, por "haber Sido sorprendido el primero por-
tando un cuchillo sin tener ningún permiso" y el segundo 
un puñal en idéntica condición; b) que legalmente apode-
rado del caso el Juzgado de Paz de San Juan de la Magua-
na, lo decidió por su sentencia del veinte y seis de junio 
de este año, y por el dispositivo de la misma-condené a los 
nombrados Rigoberto Matos Martínez y Miguel Angel Ra-
mírez Beltré al pago de Cien Pesos Oro (RD$100.00) de 
multa, a sufrir un mes de prisión correccional cada uno, 
y ambos al pago de las costas, por porte ilegal de armas 
blancas, y ordenó la confiscación de las armas ocupadas 

de conformidad con la ley; 
Considerando que sobre la apelación del representan -

te del Ministerio Público por ante el Juzgado de Paz de 
San Juan de la Maguana, el Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Judicial de Benefactor, dictó la sentencie 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla 
Primero: Que debe declarar y declara bueno y válido ei 

resente recurso de apelación interpuesto por el prevenido 
Rigoberto Matos Martíne, de generales anotadas (sic), con-
tra sentencia No. 904 de fecha veintiséis del mes de junio 
del año en curso mil novecientos cincuenta y tres, del Juz-
gado de Paz de la común de San Juan de la Maguana, que 
lo condenó conjuntamente con el nombrado Miguel_ Angel 
Martínez (sic) al pago de una multa de RD$100.00, a su-
frir un mes de prisión correccional y al pago de las costas 
cada uno, por el delito de porte ilegal de arma blanca; Se-
gundo: En cuanto al fondo debe modificar y modifica la 
sentencia y condena al nombrado Rigoberto Matos Martí-
nez a sufrir seis meses de prisión correccional y al pago de 
las costas del presente recurso; Tercero: Que debe orde-
nar y ordena la confiscación de un puñal que figura como 
cuerpo de delito; Cuarto: Que debe 7reenviar y reenvía la 
causa en cuanto al nombrado Miguel Angel Martínez (sic), 
de generales ignoradas para una próxima audiencia para 
ser localizado y que se reserven las costas en cuanto a 
éste"; 

Considerando que el recurrente no ha expuesto me-
dios determinados en apoyo de su recurso, por lo cual éste 
tiene un carácter general y un alcance total; 

Considerando que la Ley No. 392 del año 1943, en su 
artículo 50 prohibe a toda persona portar en cualquier for-
ma, cortaplumas, navajas, sevillanas, estoques, puñales, es-
tiletes, verduguillos„ dagas, sables, espadas o cualquier otra 
clase de instrumento afilado o con punta cuyas dimensio-
nes excedan de tres pulgadas por media de ancho; y el 
artículo 56 de la misma ley sanciones esa infracción con 
multa de RD$25.00 a RD$300.00 o prisión de uno a seis 
meses; 

Considerando que en la sentencia impugnada no constan 
las dinignsiones del puñal que le fué ocupado al preveni-
do y ahora recurrente, omisión ésta que impide compro- 
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bar si la ley fué correctamente aplicada; que, en tal vir-
tud, la sentencia recurrida carece de base legal y procede 

la anulación de la misma. 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor, de fecha treinta de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se encuentra copiado en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto al Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Elías Pi-
ña; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rai- 
mundo José Alegría, dominicano, mayor de edad, casado, 
chófer, domiciliado y residente en la sección de Licey al LMedio, común de Santiago, portador de la cédula personal 

ción número 175541, y Rafael Espaillat, dominicano, ma- 

Ide identidad serie 32, número 9110, con sello de renova- 

∎ tateria: Penal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

- En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 

hilliK3ustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. •Torel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Restau-
ración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
bl ica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

interviniente: Jacobo Rosario Félix.— Abogado: Dr. Hugo Feo. 
Alvarez V. 

íZecurrentes: Raimundo José Alegría y Rafael Espaldar.— Aboga-
do: Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

ENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

ntencia impugnada: Corté de Apelación de La Vega, de fecha 
18 de junio de 1953. 
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bar si la ley fué correctamente aplicada; que, en tal vir- 
tud, la sentencia recurrida carece de base legal y procede 

la anulación de la misma. 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor, de fecha treinta de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se encuentra copiado en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto al Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Elías Pi-
ña; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

* 
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SENTENCIA DE  FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

ntencia impugnada: Corté de Apelación de La Vega, de fecha 
18 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Raimundo José Alegría y Rafael Espalilat.— Aboga-
do: Lic. Héctor Sánchez .'torcelo. 

Iliterviniente: Jacobo Rosario Félix.— Abogado: Dr Hugo Feo. 
Alvarez V. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

411.1  - En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 

Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. loyorel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre- 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 

4/11n Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de septiembre de mil novecientos cincuen- 
ta y tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de la Restau- ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú- 
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rai-
mundo José Alegría, dominicano, mayor de edad, casado, 
chófer, domiciliado y residente en la sección de Licey al 
Medio, común de Santiago, portador de la cédula personal 
de identidad serie 32, número 9110, con sello de renova-
ción número 175541, y Rafael Espaillat, dominicano, ma- 
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yor de edad, casado, funcionario público, domiciliado y re .. 

sidente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, porta-
dor de la cédula personal de identidad serie P, número 
37175, exonerada; en sus respectivas calidades de preve, 

nido, el primero, y de persona puesta en causa como ci. 
vilmente responsable, el segundo, contra sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atri-
buciones correccionales, en fecha dieciocho de junio del 
año mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo sé, 

copia. mas adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el licenciado Héctor Sánchez Morcelo, portador . 

 'de la cédula personal de identidad serie 11 , número 20224. 

con sello de renovación número 16281, abogado de los re-
currentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. César Ramos Fernández, portador de la 
cédula personal de identidad serie 47, número 22842, con 
sello de renovación número 8578, en representación del Di 
Hugo Francisco Alvarez V., portador de la cédula persona 
de identidad serie 47, número 20267, con sello de renova-
ción número 18533, abogado de la parte civil intervinien-1 
te, Jacobo Rosario Félix, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado y residente en Río Jarabacoa. 
sección de la común de Jarabacoa, portador de la cédula 
personal de identidad serie 53, número 1028, con sello de 

renovación número 18533, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 

en la Secretaría de la Corte a qua en fecha veintitrés de 

junio del mil novecientos cincuenta y tres, a requerimien -

to del licenciado Héctor Sánchez Morcelo, abogado de 1 

recurrentes; 

Visto el memorial de casación suscrito por el licencia-
do Héctor Sánchez Morcelo, de fecha catorce de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, en el cual se invocan 
los siguientes medios: 1) "Falta de Base Legal"; 2) "Insu-
ficiencia de motivos y motivos contradictorios";' 3) "Desna-
turalización de los hechos y contradicción entre el acta de 
audiencia y la sentencia, con el consiguiente vicio de falta 
de base legal", en cuanto al recurrente Raimundo José Ale-
gría; y 11 "Desnaturalización de los hechos y falta de base 
legal"; 2) "Violación de los arts. 1384 del Código Civil en 
varios aspectos y 68 del Código de Procedimiento Crimi-
nal como también flagrante desconocimiento de la norma 
jurisprudencial consagratoria de que la acción en repara-
ción generada en la responsabilidad del dueño o guardián 
de la cosa inanimada no puede ser invocada ante los Tri-
bunales correccionales y accesoriamente a la acción públi-
ca seguida al autor de un delito de heridas u homicidio 
involuntario", en cuanto al recurrente Rafael A. Espaillat: 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 3, letra e) y párrafos III y 
IV de la Ley No. 2022, de 1949; 1384 del Código Civil; 186 
.del Código de Procedimiento Criminal, y 1 9  y 24 modifica-
do, 47, 61, 63, 66 y 71, modificado, de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que en fecha dos del mes de marzo del 
año mil novecientos cincuenta y dos, el Sargento de la 
Policía Nacional destacado en fa Ciudad de La Vega, se-
ñor Javier Ariza, sometió a la acción de la justicia, al nom-
brado Raimundo José Alegría, prevenido del delito de gol-
pes involuntarios en perjuicio del señor Jacobo Rosario 
Félix"; b) que apoderada del caso la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, conoció de él en la audiencia pública del día tres del 
mes de julio del año mil novecientos cincuenta y dos, y en 
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yor de edad, casado, funcionario público, domiciliado y re• 
sídente en la ciudad de Santiago de los Caballeros, porta-
dor de la cédula personal de identidad serie 1 1, número 

37175. exonerada; en sus respectivas calidades de preve- 
nido, el primero, y de persona puesta en causa como ei. 
vilmente responsable, el segundo, contra sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de La Vcga, en sus atri-
buciones correccionales, en fecha dieciocho de junio de. 
año mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo St 

copia. mas adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el licenciado Héctor Sánchez Morcelo. portado 
de la cédula personal de identidad serie 1 11 , número 20224 

con sello de renovación número 16281, abogado de los re-
currentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. César Ramos Fernández, portador de h 

cédula personal de identidad serie 47, número 22842, coi 

sello de renovación número 8578, en representación del Di 
Hugo Francisco Alvarez V., portador de la cédula personal 
de identidad serie 47, número 20267, con sello de renova-
ción número 18533, abogado de la parte civil interviniepl , 

 te, Jacobo Rosario Félix, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado y residente en Río Jarabacoa. 
sección de la común de Jarabacoa, portador de la cédula 
personal de identidad serie 53, número 1028, con sello de 

renovación número 18533, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 

en la Secretaría de la Corte a qua en fecha veintitrés de 

junio del mil novecientos cincuenta y tres, a requerimien -

to del licenciado Héctor Sánchez Morcelo, abogado de los 

recurrentes; 

Visto el memorial de casación suscrito por el licencia-
do Héctor Sánchez Morcelo, de fecha catorce de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, en el cual se invocan 
los siguientes medios: 1) "Falta de Base Legal"; 2) "Insu-
ficiencia de motivos y motivos contradictorios";' 3) "Desna-
turalización de los hechos y contradicción entre el acta de 
audiencia y la sentencia, con el consiguiente vicio de falta 
de base legal", en cuanto al recurrente Raimundo José Ale-
gría; y 1) "Desnaturalización de los hechos y falta de base 
legal"; 2) "Violación de los arts. 1384 del Código Civil eh 
varios aspectos y 68 del Código de Procedimiento Crimi-
nal como también flagrante desconocimiento de la norma 
jurisprudencia) consagratoria de que la acción en repara-
ción generada en la responsabilidad del dueño o guardián 

AL de la cosa inanimada no puede ser invocada ante los Tri- 
bunales correccionales y accesoriamente a la acción públi- 
ca seguida al autor de un delito de heridas u homicidio 
involuntario", en cuanto al recurrente Rafael A. Espaillat: 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
liberado, y vistos los artículos 3, letra c) y párrafos III y 
IV de la Ley No. 2022, de 1949; 1384 del Código Civil; 186 
del Código de Procedimiento Criminal, y 1 9  y 24 modifica-
do, 47, 61, 63, 66 y 71, modificado, de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que en fecha dos del mes de marzo del 
año mil novecientos cincuenta y dos, el Sargento de la 
Policía Nacional destacado en fa Ciudad de La Vega, se-
ñor Javier Ariza, sometió a la acción de la justicia, al nom-
brado Raimundo José Alegría, prevenido del delito de gol-
pes involuntarios en perjuicio del señor Jacobo Rosario 
Félix"; b) que apoderada del caso la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, conoció de él en la audiencia pública del día tres del 
mes de julio del año mil novecientos cincuenta y dos, y en 
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la misma fecha dictó sentencia con el dispositivo que se 
transcribe en el de la sentencia ahora impugnada; e) que 
disconforme con el anterior fallo, el prevenido José Ale-
gría, recurrió en apelación. y de ese recurso conoció la 
Corte de Apelación de La Vega, en la audiencia pública 
del día veintiséis del mes de septiembre del año mil no-
vecientos cincuenta y dos. y en la misma fecha dictó sen-
tencia con el dispositivo siguiente: "Primero; Sobresee pro-
visionalmente, el conocimiento de la vista de la causa se-
guida en apelación, al procesado Raimundo José Alegría, 
apelante. hasta tanto se conozca y sea resuelto el recurso 
de oposición interpuesto por la persona civilmente respon-
sable del delito que se imputa a dicho procesado, señor 
Rafael Espaillat, puesto en causa en esa calidad, a reque-
rimiento de la parte civil constituída, señor Jacobo Rosa-
rio Félix; y Segundo: Declara reservadas las costas para 
que sigan la suerte de lo principal"; d) "que fijada nueva-
mente la vista de la causa para la audiencia pública del día 
treinta del mes de enero del año mil novecientos cincuenta 
y tres, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, dictó sentencia con el 
dispositivo siguiente: "Primero: Declara irrecibible el re-
curso de oposición interpuesto por el señor Rafael Espaillat, 
por acto No. 80, de fecha 23 de julio del año 1952, del Mi-
nisterial Hugo Franco Gómez, Alguacil Ordinario de la 
Corte de Apelación del Departamento de La Vega, con-
tra sentencia de fecha 3 de julio de 1952, de esta Cáma-
ra Penal, cuyo dispositivo ha sido transcrito anteriormen-
te; Segundo: Condena al señor Rafael Espaillat, parte que 
sucumbe al pago de las costas, distrayéndolas en favor del 
Dr. Hugo Alvarez Valencia, abogado que afirma haberlas 

avanzado"; 

Considerando que sobre la apelación de Raimundo Jo-
sé Alegría, contra la sentencia de fecha tres de Julio del 
mil novecientos cincuenta y dos, dictada por la Cámara 
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Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, y sobre la apelación de Rafael Espaillat, 
contra la sentencia dictada por la referida Cámara Penal, 
en fecha treinta de enero de mil novecientos cincuenta y 
tres, la Corte de Apelación de La Vega dictó la sentencia 
ahora impugnada, de la cual es el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Declara regulares y válidos, en cuanto a 
sus respectivas formas, los presentes recursos de apela-
ción; Segundo: Confirma la sentencia dictada por la Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, el tres de julio de mil novecientos cin-
cuenta y dos, cuyo dispositivo copiado textualmente, dice 
así: 'Primero: Que debe declarar como en efecto declara 
al nombrado Raimundo Alegría de generales anotadas cul-
pable del hecho de golpes involuntarios en perjuicio del 
señor Jacobo Rosario Félix ocurrido en fecha 2 de Marzo 
del •presente año 1952, en momento de cruzar el puente 
Camú de esta ciudad, mientras dicho prevenido José Ale-
gría conducía la guagua placa No. 4246, golpes involunta-
rios que según certificado médico anexo produjeron frac-
tura de ambas piernas que curaron después de veinte días 
y en consecuencia, condena a dicho inculpado a sufrir la 
pena de seis meses de prisión, RD$100.00 de multa y al 
pago de las costas conforme el párrafo C, del Art. 3 de la 
Ley No. 2022; Segundo: Que debe disponer como en efec-
to dispone la cancelación de la licencia No. 27463 de di-
cho inculpado José Raimundo Alegría por el término de 
seis meses a partir de la extinción de la pena anteriormen-
te impuesta; Tercero: Que debe declarar como en efecto 
declara regular la constitución en parte civil del señor 
Jacobo Rosario Félix en contra del Sr. Rafael Espaillat, 
persona civilmente responsable y en consecuencia pro-
nuncia el defecto contra Rafael A. Espaillat por falta de 
Concluir y lo condena a pagar una indemnización de un 
Mil doscientos pesos (RD$1,200.00) por los daños materia- 
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la misma fecha dictó sentencia con el dispositivo que se 

 transcribe en el de la sentencia ahora impugnada; e) que 
disconforme con el anterior fallo, el prevenido José Ale-
gría, recurrió en apelación. y de ese recurso conoció la 
Corte de Apelación de La Vega, en la audiencia pública 
del día veintiséis del mes de septiembre del año mil no-
vecientos cincuenta y dos, y en la misma fecha dictó sen-
tencia con el dispositivo siguiente: "Primero; Sobresee pro-
visionalmente, el conocimiento de la vista de la causa se-
guida en apelación, al procesado Raimundo José Alegría, 
apelante, hasta tanto se conozca y sea resuelto el recurso 
de oposición interpuesto por la persona civilmente respon-
sable del delito que se imputa a dicho procesado, señor 
Rafael Espaillat, puesto en causa en esa calidad, a reque-
rimiento de la parte civil constituida, señor Jacobo Rosa-
rio Félix; y Segundo: Declara reservadas las costas para 
que sigan la suerte de lo principal"; d) "que fijada nueva-
mente la vista de la causa para la audiencia pública del día 
treinta del mes de enero del año mil novecientos cincuenta 
y tres, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, dictó sentencia con el 
dispositivo siguiente: "Primero: Declara irrecibible el re-
curso de oposición interpuesto por el señor Rafael Espaillat, 
por acto No. 80, de fecha 23 de julio del año 1952, del Mi-
nisterial Hugo Franco Gómez, Alguacil Ordinario de la 
Corte de Apelación del Departamento de La Vega, con-
tra sentencia de fecha 3 de julio de 1952, de esta Cáma-
ra Penal, cuyo dispositivo ha sido transcrito anteriormen-
te; Segundo: Condena al señor Rafael Espaillat, parte que 
sucumbe al pago de las costas, distrayéndolas en favor del 
Dr. Hugo Alvarez Valencia, abogado que afirma haberlas 

avanzado"; 

Considerando que sobre la apelación de Raimundo Jo-
sé Alegría, contra la sentencia de fecha tres de Julio del 
mil novecientos cincuenta y dos, dictada por la Cámara 
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Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
. c ial de La Vega, y sobre la apelación de Rafael Espaillat, 
contra la sentencia dictada por la referida Cámara Penal, 
en fecha treinta de enero de mil novecientos cincuenta y 
tres, la Corte de Apelación de La Vega dictó la sentencia 
ahora impugnada, de la cual es el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Declara regulares y válidos, en cuanto a 
sus respectivas formas, los presentes recursos de apela-
ción; Segundo: Confirma la sentencia dictada por la Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, el tres de julio de mil novecientos cin-
cuenta y dos, cuyo dispositivo copiado textualmente, dice 
así: 'Primero: Que debe declarar como en efecto declara 
al nombrado Raimundo Alegría de generales anotadas cul-
pable del hecho de golpes involuntarios en perjuicio del 
señor Jacobo Rosario Félix ocurrido en fecha 2 de Marzo 
del .presente año 1952, en momento de cruzar el puente 
Camú de esta ciudad, mientras dicho prevenido José Ale-
gría conducía la guagua placa No. 4246, golpes involunta-
rios que según certificado médico anexo produjeron frac-
tura de ambas piernas que curaron después de veinte días 
y en consecuencia, condena a dicho inculpado a sufrir la 
pena de seis meses de prisión, RD$100.00 de multa y al 
pago de las costas conforme el párrafo C, del Art. 3 de la 
Ley No. 2022; Segundo: Que debe disponer como en efec-
to dispone la cancelación de la licencia No. 27463 de di-
cho inculpado José Raimundo Alegría por el término de 
seis meses a partir de la extinción de la pena anteriormen-
te impuesta; Tercero: Que debe declarar como en efecto 
declara regular la constitución en parte civil del señor 
Jacobo Rosario Félix en contra del Sr. Rafael Espaillat, 
persona civilmente responsable y en consecuencia pro-
nuncia el defecto contra Rafael A. Espaillat por falta de 
Concluir y lo condena a pagar una indemnización de un 
mil doscientos pesos (RD$1,200.00) por los daños materia- 
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les y morales sufridos por Jacobo Rosario Félix al recib 
los golpes involuntarios causados mientras el nombrado 
sé Raimundo Alegría conducía la referida guagua placa N 
4246 propiedad del citado Sr. Rafael A. Espaillat; Cu 
to: Que debe condenar como en efecto condena al mis 
Rafael A. Espaillat al pago de las costal civiles, dis 
yéndolas en provecho del Dr. Hugo F. Alvarez V., q u 

 afirma haberlas avanzado".— Tercero: Rechaza el recur 
de apelación interpuesto por la persona civilmente resp 
sable, señor Rafael Espaillat, contra sentencia de fec 
treinta del mes de enero del año mil novecientos cincu 
ta y tres, rendida por la aludida Cámara Penal, que de 
ró írrecibible el recurso de oposición interpuesto por 
contra la sentencia expresada más arriba, de fecha tres 
julio del año próximo pasado, de la misma Cámara 
nal, que lo condenó, además, al pago de las costas ci 
les, distrayéndolas en favor del Dr. Hugo Feo. Alva 
V., quien afirmó haberlas avanzado; y Cuarto: Condena 
prevenido José Raimundo Alegría, al pago de las costas 
nales de esta instancia, así como a la persona civilmen 
responsable, señor Rafael Espaillat, al pago de las civ 
les, con distracción de las mismas en provecho del 
Hugo Feo. Alvarez V., quien afirmó haberlas avanzado 

su mayor parte"; 

En cuanto al recurso de José Raimundo Alegría: 

Considerando que por el primer medio se invoca "f 
ta de base legal como resultado de 1a violación del art. 
de la Ley 2022 en dos aspectos: Primero: al no tomar 
cuenta para la fijación de la pena la falta confesa de 
víctima y Segundo: al poner a cargo de Raimundo J 
Alegría faltas conjeturales pero en ninguna forma co 
probadas a su cargo, llegándose incluso a desnaturali 

a tal fin los hechos y declaraciones de la causa con 

se quebrantan además los arts. 189 y 211 del Código 
Procedimiento Criminal"; 

'Considerando que la alegada "falta de base legal como 
ultado de la violación del artículo .3 de la Ley 2022", 
su  primer aspecto, la apoya el recurrente en su argu-
ñto de que ríe' mero examen del acta de audiencia tan-
'de Primera Instancia como de Apelación pone de mani-
sto tie el señor Jacobo Rosario Félix confesó reiteradas 
¿es que al avistar la proximidad de la guagua se colocó 
espaldas a la misma incurriendo por tanto en una falta 
qué de no haber asumido la posición aludida, hubiese 
ido esquivar el peligró que significaba para él la pro-
idad de la goma caída y rodante hacia su persona"; 

ro 

Considerando que , el examen de los hechos de la causa, 
les como fueron retenidos por los jueces del fondo, no re-

ela que Jacobo Rosario Félix cometiese falta alguna. por-
ue en su condición de peatón al aproximarse un vehículo 

puente que él cruzaba, su única obligación, como ele-
ental medida de precaución, era defenderse del vehícu-
en marcha haciéndose a un lado, "pegándose de espal-
a la barandilla", tal como él declaró, sin que tuviese 

e prevenir ni esquivar un eventual y segundo peligro 
nsistente en la posibilidad de que "una rueda que llevaba 
arrada encima de la tarima" la guagua que cruzaba el 
ente, se zafase y lo alcanzase al caer y le produjera la 

actura de ambas piernas; que, en tales condiciones, la 
rte a qua no violó, en el aspecto señalado, el artículo 3 

e la Ley 2022, del 1949; 

Considerando que el recurrente Alegría invoca que ca-
ce de base legal, en un segundo aspecto, la sentencia im-
gnada, como resultado de la violación del texto legal úl-
amente citado, al poner exclusivamente a su cargo los 
hos que erige en faltas graves. calificándolas de negli- 
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les y morales sufridos por Jacobo Rosario Félix al recily 
los golpes involuntarios causados mientras el nombrado j 
sé Raimundo Alegría conducía la referida guagua placa N o 

 4246 propiedad del citado Sr. Rafael A. Espaillat; Cuar 
to: Que debe condenar come en efecto condena al mi sol 

 Rafael A. Espaillat al pago de las costal civiles, distra 
yéndolas en provecho del Dr. Hugo F. Alvarez V., quie 
afirma haberlas avanzado".— Tercero: Rechaza el recur 
de apelación interpuesto por la persona civilmente respon 
sable, señor Rafael Espaillat, contra sentencia de fech 
treinta del mes de enero del año mil novecientos cincuen 
ta y tres, rendida por la aludida Cámara Penal, que decla 
ró irrecibible el recurso de oposición interpuesto por és 
contra la sentencia expresada más arriba, de fecha tres d 
julio del año próximo pasado, de la misma Cámara P 
nal, que lo condenó, además, al pago de las costas civi 
les, distrayéndolas en favor del Dr. Hugo Feo. Alvarez 
V., quien afirmó haberlas avanzado; y Cuarto: Condena al 
prevenido José Raimundo Alegría, al pago de las costas pe-
nales de esta instancia, así como a la persona civilmente 
responsable, señor Rafael Espaillat, al pago de las civ . 

 les, con distracción de las mismas en provecho del D 
Hugo Feo. Alvarez V., quien afirmó haberlas avanzado 

su mayor parte"; 

En cuanto al recurso de José Raimundo Alegría: 

Considerando que per el primer medio se invoca "fa 
ta de base legal como resultado de la violación del art. 
de la Ley 2022 en dos aspectos: Primero: al no tomar 
cuenta para la fijación de la pena la falta confesa de 
víctima y Segundo: al poner a cargo de Raimundo Jo 
Alegría faltas conjeturales pero en ninguna forma co 
probadas a su cargo, llegándose incluso a desnaturali 
a tal fin los hechos y declaraciones de la causa con 
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se quebrantan además los arts. 189 y 211 del Código 
Procedimiento Criminal"; 

'Considerando que la alegada "falta de base legal como 
esultado de la violación del artículo '3 de la Ley 2022", 
n  su primer aspecto, la apoya el recurrente en su argu-
ento de que 'tel mero examen del acta de audiencia tan-
de Primera Instancia como de Apelación pone de mani-

fiesto ue el señor Jacobo Rosario Félix confesó reiteradas 
eces que al avistar la proximidad de la guagua se colocó 
e espaldas a la misma incurriendo por tanto en una falta 
a qué de no haber asumido la posición aludida, hubiese 

podido esquivar él peligro que significaba para él la pro-
ximidad de la goma caída y rodante hacia su persona"; 
pero 

Considerando que el examen de los hechos de la causa, 
ales como fueron retenidos por los jueces del fondo, no re-

vela que Jacobo Rosario Félix cometiese falta alguna. por-
que en su condición de peatón al aproximarse un vehículo 
al puente que él cruzaba, su única obligación, como ele-
mental medida de precaución, era defenderse del vehícu-
lo en marcha haciéndose a un lado, "pegándose de espal-
da a la barandilla", tal como él declaró, sin que tuviese 
ue prevenir ni esquivar un eventual y segundo peligro 
nsistente en la posibilidad de que "una rueda que llevaba 
arrada encima de la tarima" la guagua que cruzaba el 

uente, se zafase y lo alcanzase al caer y le produjera la 
actura de ambas piernas; que, en tales condiciones, la 
orte a Tia no violó, en el aspecto señalado, el artículo 3 
e la Ley 2022, del 1949; 

Considerando que el recurrente Alegría invoca que ca-
cee de base legal, en un segundo aspecto, la sentencia im-

gnada, como resultado de la violación del texto legal úl-
amente citado, al poner exclusivamente a su cargo los 
hos que erige en faltas graves, calificándolas de negli- 
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gencia e imprudencia, con lo cual se llega "a desnatura-
lizar a tal fin los hechos y declaraciones de la causa", y "se 
quebrantan además los arts. 189 y 211 del Código de Pro-
cedimiento Criminal"; pero 

Considerando que el examen de tales hechos permite 
verificar que presentan los caracteres jurídicos de la falta 
y que han sido calificados correctamente, sin desnaturali-
zación alguna de los mismos ni de las declaraciones pres-
tadas en la causa, habiendo sido estas últimas ponderadas 
dentro del poder soberano que a este respecto tienen los 
jueces del fondo, y sin que con ello se quebrantaran los 
artículos 189 y 211 del Código de Procedimiento Criminal; 
que, consecuentemente, el primer medio del recurso exami-
nado carece de fundamento; 

Considerando que por el segundo medio se alega insu-
ficiencia de motivos porque "la sentencia atacada no ofre-
ce motivación alguna en relación al hecho de la falta con-
fesa de la víctima y su desestimación total" y motivos con-
tradictorios porque la referida sentencia afirma "prime-
ro que la caída de la goma de la tarima de la guagua don-
de iba amarrada al suelo, obedeció a desgaste de la soga 
que la sujetaba y luego atribuir dicha caída a la impru-
dencia del conductor y al exceso de velocidad que sólo 
la parte civil presumió en el presenté caso"; pero 

Considerando, en cuanto al primer aspecto del segun-
do medio, que por los desarrollos anteriores se establece 
que la víctima no cometió ninguna falta a ella imputable; 

que, además, la Corte a qua al examinar en conjunto los 
hechos de la causa, no apreció tampoco que la actitud o 
comportamiento de la víctima, al aproximarse la guagua 
guiada por Raimundo José Alegría, constituyese una fal-
ta, por lo cual, consecuentemente, de modo implícito, al 
dar motivos de su apreciación acerca de las faltas califi-
cadas de negligencia e imprudencia imputables sólo al 
referido prevenido, estaba justificado, además, la no con- 
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*deración de faltas imputables a otras personas; que, por 
otra parte, no habiéndole sido señalada, por ninguna de las 
partes, de modo expreso, la posibilidad de que la víctima 
'estuviese también en falta, no" tenía que dar motivos es-
peciales al respecto, siendo, pues, suficientes los que contie-
ne en relación con la consideración de las faltas; que, en 
cuanto a la alegada contradicción de motivos, los argumen-
'tos del recurrente son también inexactos porque los que 
se señalan como motivos contradictorios no lo son en rea-
lidad, porque uno no excluye al otro, ni ambos se destru-
ven recíprocamente, sino que, por el contrario pueden co-
existir; que, de todo lo expuesto se establece que el se-
gundo medio también es infundado; 

Considerando que la alegada desnaturalización de los 
hechos y contradicción entre el acta de audiencia y la sen- 
tencia, con el consiguiente vicio de falta de base legal, que 
informa el tercer medio, sobre el argumento de que existe 

I contradicción entre el acta de audiencia y la relación de 
los hechos de la sentencia impugnada, en cuanto a las fe- 
chas en que se conoció la causa y se dictó la sentencia, no 

*constituye sino el establecimiento de un evidente error ma- 
terial, que no puede considerarse una desnaturalización de 
los hechos de la causa, ni deja sin base legal la sentencia, 
puesto que, en este aspecto sentencia y acta de audiencia 
se completan y aclaran, por lo cual este tercer medio debe 
ser también desestimado; 

En cuanto al recurso de Rafael Espaillat: 

Considerando que en dicho recurso, examinado en con-
junto, se impugna la circunstancia de que la Corte a qua 
proclamase "que Rafael Espaillat estaba obligado a notifi-
car su oposición a Jacobo Rosario", que si bien el recu-
rrente vincula su impugnación a un desconocimiento del 
artículo 68 del Código de Procedimiento Criminal, proce-
de que se examine, de modo general, si tal notificación era 
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gencia e imprudencia, con lo cual se llega "a desnatura. 
lizar a tal fin los hechos y declaraciones de la causa", y "se 
quebrantan además los arts. 189 y 211 del Código de Pro. 
cedimiento Criminal"; pero 

Considerando que el examen de tales hechos permite 
verificar que presentan los ,caracteres jurídicos de la falta 
y que han sido calificados correctamente, sin desnaturali-
zación alguna de los mismos ni de las declaraciones pres-
tadas en la causa, habiendo sido estas últimas ponderadas 
dentro del poder soberano que a este respecto tienen los 
jueces del fondo, y sin que con ello se quebrantaran los 
artículos 189 y 211 del Código de Procedimiento Criminal; 
que, consecuentemente, el primer medio del recurso exami-
nado carece de fundamento; 

Considerando que por el segundo medio se alega insu-
ficiencia de motivos porque "la sentencia atacada no ofre-
ce motivación alguna en relación al hecho de la falta con-
fesa de la víctima y su desestimación total" y motivos con-
tradictorios porque la referida sentencia afirma "prime-
ro que la caída de la goma de la tarima de la guagua don-
de iba amarrada al suelo, obedeció a desgaste de la soga 
que la sujetaba y luego atribuir dicha caída a la impru-
dencia del conductor y al exceso de velocidad que sólo 
la parte civil presumió en el presente caso"; pero 

Considerando, en cuanto al primer aspecto del segun-
do medio, que por los desarrollos anteriores se establece 
que la víctima no cometió ninguna falta a ella imputable; 
que, además, la Corte a qua al examinar en conjunto los 
hechos de la causa, no apreció tampoco que la actitud o 
comportamiento de la víctima, al aproximarse la guagua 
guiada por Raimundo José Alegría, constituyese una fal-
ta, por lo cual, consecuentemente, de modo implícito, al 
dar motivos de su apreciación acerca de las faltas califi-
cadas de negligencia e imprudencia imputables sólo al 
referido prevenido, estaba justificado, además, la no con- 
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sideración de faltas imputables a otras personas; que, por 
otra parte, no habiéndole sido señalada, por ninguna de las 
partes, de modo expreso, la posibilidad de que la víctima 
estuviese también en falta, no tenía que dar motivos es-
peciales al respecto, siendo, pues, suficientes los que contie-
ne en relación con la consideración de las faltas; que, en 
cuanto a la alegada contradicción de motivos, los argumen-
tos del recurrente son también inexactos porque los que 
se señalan como motivos contradictorios no lo son en rea-

' . lidad, porque uno no excluye al otro, ni ambos se destru-
' yen recíprocamente, sino que, por el contrario pueden co-

existir; que, de todo lo expuesto •se establece que el se-
gundo medio también es infundado; 

Considerando que la alegada desnaturalización de los 
hechos y contradicción entre el acta de audiencia y la sen-
tencia, con el consiguiente vicio de falta de base legal, que 
informa el tercer medio, sobre el argumento de que existe 
contradicción entre el acta de audiencia y la relación de 
los hechos de la sentencia impugnada, en cuanto a las fe-
chas en que se conoció la causa y se dictó la sentencia, no 
constituye sino el establecimiento de un evidente error ma-
terial, que no puede considerarse una desnaturalización de 
los hechos de la causa, ni deja sin base legal la sentencia, 
puesto que, en este aspecto sentencia y acta de audiencia 
se completan y aclaran, por lo cual este tercer medio debe 
ser también desestimado; 

En cuanto al recurso de Rafael Espaillat: 

Considerando que en dicho recurso, examinado en con-
junto, se impugna la circunstancia de que la Corte a qua 
proclamase "que Rafael Espaillat estaba obligado a notifi-
car su oposición a Jacobo Rosario", que si bien el recu-
rrente vincula su impugnación a un desconocimiento del 
artículo 68 del Código de Procedimiento Criminal, proce-
de que se examine, de modo general, si tal notificación era 
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o no necesaria; que, a este respecto, la sentencia impug-
nada expresa lo siguiente: "que, comprobado en el expe-
diente y admitido por el abogado de la persona civilment e 

 responsable puesta en causa, que el recurso de oposición 
del señor Rafael Espaillat a la senténcia de la Cámara Pe-
nal Distrito Judicial de La Vega de fecha tres de julio 
del año mil novecientos cincuenta y dos  no le fué 
Aotificado a la parte civil constituida ni que dicho recur-
so fué notificado por el ministerio público, la Corte apre-
cia, que en estas condiciones el recurso de oposición del 
señor Rafael Espaillat era irrecibible y que por consiguien-
te, su recurso de apelación contra la sentencia que decla-
ró inadmisible su recurso de oposición  debe ser re-
chazado en buen derecho por improcedente y mal funda-
do y mantenida por consiguiente la sentencia apelada"; 

Considerando, que es de principio, que el artículo 186 
del Código de Procedimiento Criminal no somete la de-
claración de oposición a ninguna forma especial, y que al 

prescrfbii.  la  'notificación del recurso ha querido única-
mente que la persona a la cual se dirige sea debidamen-
te informada y colocada en condiciones de contradecirla; 
que, en la especie, es constante en el expediente, que la 
parte civil constituida, Jacobo Rosario, estuvo debidamen-
te representada en la audiencia de la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, del día veintidós de enero de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en que se conoció del recurso de oposición 
de Rafael Espaillat hecho por notificación al Ministerio 
Público, en términos generales, contra sentencia de la mis-
ma Cámara de fecha diecisiete de julio del mil novecientos 
cincuenta y dos, y que presentó en ella conclusiones for-
males: que. en estas condiciones ha quedado establecido 
que la parte civil estuvo informada de dicho recurso y co-
locada en condiciones de contradecirlo, circunstancias que  

son  suficientes para hacer admisiblê   la oposición formada 
por la persona puesta én causa como civilmente respon-
sable; 

Considerando que al haber rechazado la Corte a qua 
el recurso de apelación de la persona puesta en causa co-
mo  civilmente responsable, hoy recurrente en casación . 
afael Espaillat, contra la sentencia que declaró irreci-
ible su recurso de oposición, dictada por la Cámara Pe-

nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, en fecha treinta de enero de mil novecientos 
cincuenta y tres, es evidente qu dicha Corte, al fundar su 
rechazamiento én la falta de notificación a la parte civil 
de la oposición a la sentencia en defecto, hizo una falsa 

terpretacióri del artículo 186 del Código de Procedimien-
Criminal; que, en tales condiciones, la sentencia impug-

ada, en este aspecto sin necesidad de mayor examen, de-
e ser anulada; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
tión interpuesto por Raimundo José Alegría contra sen-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
sus atribuciones correccionales, en fecha dieciocho de 
io del mil novecientos cincuenta y tres, cuyo disposi-

o se copia en otro lugar del presente fallo, y condena al 
urrente al pago de las costas; Segundo: Casa la referi-
sentencia, en cuanto concierne al interés del recurrente 
fael Espaillat, persona puesta en causa como civilmente 
ponsable, y envía el asunto así delimitado ante la Corte 
Apelación de San Francisco de Macorís; Tercero: Admi-
como interviniente a Jacobo Rosario Feliz, parte civil 

nstituídá contra Rafael Espaillat, circunscrita su inter-
ó 

:dena al pago de las costas, relativas a la acción civil, cor. 
;

distracción de las mismas en provecho del Lic. Héctor 
nchez 

voetnaciiidan:al recurso interpuesto por 

Morcelo, quien afirma ha berlás avanzado en si; 

este último, y lo con- 



1826 
	 BOLETÍN JUDICIAL 

o no necesaria; que, a este respecto, la sentencia impug-
nada expresa lo siguiente: "que, comprobado en el expe_ 
diente y admitido por el abogado de la persona civilment e 

 responsable puesta en causa, que el recurso de oposición 
del señor Rafael Espaillat a la sentencia de la Cámara Pe-
nal Distrito Judicial de La Vega de fecha tres de julio 

del año mil novecientos cincuenta y dos  no le fue 
notificado a la parte civil constituida ni que dicho recur-
so fué notificado por el ministerio público, la Corte apre-
cia, que en estas condiciones el recurso de oposición .del 
señor Rafael Espaillat era irrecibible y que por consiguien-

. te, su recurso de apelación contra la sentencia que decla-
ró inadmisible su recurso de oposición  debe ser re-
chazado en buen derecho por improcedente y mal funda-
do y mantenida por consiguiente la sentencia apelada"; 

Considerando, que es de principio, que el artículo 186 
del Código de Procedimiento Criminal no somete la de-
claración de oposición a ninguna forma especial, y que al 

prescribii-  la notificación del recurso ha querido única-
mente que la persona a la cual se dirige sea debidamen-
te informada y colocada en condiciones de contradecirla; 
que, en la especie, es constante en el expediente, que la 
parte civil constituída, Jacobo Rosario, estuvo debidamen-
te representada en la audiencia de la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, del día veintidós de enero de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en que se conoció del recurso de oposición 
de Rafael Espaillat hecho por notificación al Ministerio 
Público, en términos generales, contra sentencia de la mis-
ma Cámara de fecha diecisiete de julio del mil novecientos 
cincuenta y dos, y que presentó en ella conclusiones for-
males: que. en estas condiciones ha quedado establecido 
que la parte civil estuvo informada de dicho recurso y co-
locada en condiciones de contradecirlo, circunstancias que 
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son  suficientes para hacer admisible.  la  oposición formada 
por  la persona puesta én causa como civilmente respon-
sable; 

Considerando que al haber rechazado la Corte a qua 
el recurso de apelación de la persona puesta en causa co-
mo civilmente  responsable, hoy recurrente en casación. 
afael Espaillat, contra la sentencia que declaró irreci-
ible su recurso de oposición, dictada por la Cámara Pe-

nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, en fecha treinta de enero de mil novecientos 
cincuenta y tres, es evidente qu dicha Corte, al fundar su 
rechazamiento én la falta de notificación a la parte civil 
de la oposición a la sentencia en defecto, hizo una falsa 

terpretación del artículo 186 del Código de Procedimien-
Criminal; que, en tales condiciones, la sentencia impug-

nada, en este aspecto sin necesidad de mayor examen, de-. 
be  ser anulada; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
tión interpuesto por Raimundo José Alegría contra sen-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
sus atribuciones correccionales, en fecha dieciocho de 
io del mil novecientos cincuenta y tres, cuyo disposi-

o se copia en otro lugar del presente fallo, y condena al 
urrente al pago de las costas; Segundo: Casa la referi-
sentencia, en cuanto concierne al interés del recurrente 
fael Espaillat, persona puesta en causa como civilmente 

onsable, y envía el asunto así delimitado ante la Corte 
Apelación de San Francisco de Macorís; Tercero: Admi-
como interviniente a Jacobo Rosario Feliz, parte civil 
stituídá contra Rafael Espaillat, circunscrita su inter-
ción al recurso interpuesto por este último, y lo con-
a al pago de las costas, relativas a la acción civil, col. 
racción de las mismas en provecho del Lic. Elector 
chez Morcelo, quien afirma haberlas avanzado en si; 

alidad. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nés 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Cu 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

menda impugnada: 
Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de La Altagracia de fecha 6 de marzo de 1953. 

teria: Trabajo. 

urrente: Central Romana Corporation.— Abogado: Lic. J. Al-
manzor Beras. 

o: Luis Ubiera. Abogado: Dr. Luis Creales Guerrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta 
del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 919 de la Restauración y 
249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte .de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, Compañía por Acciones consti-
tuida de acuerdo con las leyes de los Estados Unidos de N
orte-América, autorizada a fijar su domicilio en la Re-

pública Dominicana, y en esa virtud, domiciliada en la ofi-
cina de Administración del Central Romana, situada en 

Batey Principal de dicho ingenio, al Sur de la ciudad 

1 

1 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía, 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nést 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Cu 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE SEPTIEMBRE DE 1953. 

ntencia impugnada: 
Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de La Altagracia de fecha 6 de marzo de 1953. 

ria: Trabajo. 

'mente: Central Romana Corporation.— Abogado: Lic. J. Al 
manzor Beras. 

ado: Luis Ubiera. Abogado: Dr. Luis Creales Guerrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta 
del mes de septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 
249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte -de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
al Romana Corporation, Compañía por Acciones consti-
"da de acuerdo con las leyes de los Estados Unidos de 
orte-América, autorizada a fijar su domicilio en la Re-
blica Dominicana, y en esa virtud, domiciliada en la ofi-
a de Administración del Central Romana, situada en 
Batey Principal de dicho ingenio, al Sur de la ciudad 
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de La Romana, común de La Romana, Provincia de La Al- 
_ tagracia, dedicada a labores agrícolas e industriales, re-

presentada por su Administrador General, señor Edward 
G. Koch, ciudadano norteamericano, mayor de edad, casa-
do, ingeniero, domiciliado y residente en la ciudad y ú o .. 

mún de La Romana, portador de la cédula personal d e 

 identidad No. 27328, serie 26, sello No. 150, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, de fecha seis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído al Lic. J. Almanzor Beras, portador de la cédu-

la personal de identidad No. 8994, serie 26, sello No. 892, 
abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído al Dr. Luis Creales Guerrero, portador de la Ce-,  

dula personal de identidad No. 36370, serie lra., sello N 
17244, abogado de la parte recurrida, en la lectura de sus 

conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 

de la República; 

Visto el memorial a casación presentado por el a 

gado de la parte intimante, en el cual se 'alegan las 

laciones de la Ley que luego se indican; 
Visto el memorial de defensa presentado por el a 

gado de la parte intimada, Luis Ubiera, dominicano, 
yor de edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente 
la Sección Estancia, común de Higuey, provincia de 
Altagracia. portador de la cédula personal de identida 

No. 6968, serie 28, sello No. 1845341; 
Visto el memorial de ampliación de la parte inti 

dá; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 78, apartado 2, y 79 del Có-
digo Trujillo de Trabajo; 133 del Código de Procedimien-
to Civil, y 1, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha doce de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y dos, Luis Ubiera, empleado como sereno en la Central 
Romana Corporation, demandó a esta compañía en pago de 
las prestaciones que le acuerda el Código Trujillo de Tra- 
bajo, 

 
 por haber sido despedido sin justa causa; b) que esta 

demanda fué precedida de una tentativa de conciliación 
ante el encargado local de trabajo en la ciudad de La Ro-
mana, celebrada el tres de abril de ese mismo año, que 
resultó infructuosa; c) que el Juzgado de Paz de la común 
de La Romana, apoderado del caso, en sus atribuciones 
de tribunal de trabajo de primer grado, oyó a Cándido 
Méndez y a Manuel A. Cruz, que fueron presentados como 
testigos por la compañía demandada; d) que en fecha ocho 
de agosto del citado año dicho Juzgado dictó tina senten-
cia en contra de la compañía demandada, cuyo dispositivo 
se encuentra transcrito en el de la sentencia impugnada 
que se copia más adelante; e) que contra este fallo inter-
puso recurso de apelación la Central Romana Corporation, 
en tiempo oportuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación, dictada en fecha seis de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y tres, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, en sus atribucio-
nes de tribunal de trabajo de segundo grado, contiene el 
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: que debe declarar, 
Como en efecto declara, bueno y válido en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por la Central Ro-
Mana Corporation, contra sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Paz de la común de La Romana, en sus atri- 

1830 
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de La Romana, común de La Romana, Provincia de La Al-
tagracia, dedicada a labores agrícolas e industriales, re-
presentada por su Administrador General, señor Edward 
G. Koch, ciudadano norteamericano, mayor de edad, casa-
do, ingeniero, domiciliado y residente en la ciudad y co-
mún de La Romana, portador de la cédula personal de 
identidad No. 27328, serie 26, sello No. 150, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, de fecha seis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído al Lic. J. Almanzor Beras, portador de la cédu-

la personal de identidad No. 8994, serie 26, sello No. 892, 
abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclusio- 

nes; 
Oído al Dr. Luis Creales Guerrero, portador de la cé- 

dula personal de identidad No. 36370, serie lra., sello No. 
17244, abogado de la parte recurrida, en la lectura de sus 

conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial a casación presentado por el abo- 

gado de la parte intimante, en el cual se 'alegan las vio-

laciones de la Ley que luego se indican; 
Visto el memorial de defensa presentado por el  

gado de la parte intimada, Luis Ubiera, dominicano, 
rn, 

yor de edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente 
e 

la Sección Estancia, común de Higuey, 
provincia de lía 

Altagracia. portador de la cédula personal de identida. 

No. 6968, serie 28, sello No. 1845341; 
Visto el memorial de ampliación de la parte intim 

- da; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 78, apartado 2, y 79 del Có-
digo Trujillo de Trabajo; 133 del Código de Procedimien-
to Civil, y 1, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha doce de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y dos, Luis Ubiera, empleado como sereno en la Central.  
Romana Corporation, demandó a esta compañía en pago de 
las prestaciones que le acuerda el Código Trujillo de Tra- 
bajo, 

 
 por haber sido despedido sin justa causa; b) que esta 

demanda fué precedida de una tentativa de conciliación 
ante el encargado local de trabajo en la ciudad de La Ro-
mana, celebrada el tres de abril de ese mismo año, que 
resultó infructuosa; c) que el Juzgado de Paz de la común 
de La Romana, apoderado del caso, en sus atribuciones 
de tribunal de trabajo de primer grado, oyó a Cándido 
Méndez y a Manuel A. Cruz, que fueron presentados como 
testigos por la compañía demandada; d) que en fecha ocho 
de agosto del citado año dicho Juzgado dictó tina senten-
cia en contra de la compañía demandada, cuyo dispositivo 
se encuentra transcrito en el de la sentencia impugnada 
que se copia más adelante; e) que contra este fallo inter-
puso recurso de apelación la Central Romana Corporation, 
en tiempo oportuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación, dictada en fecha seis de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y tres, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, en sus atribucio-
nes de tribunal de trabajo de segundo grado, contiene el 
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: que debe declarar, 
como en efecto declara, bueno y válido en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por la Central Ro-mana Corporation, contra sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Paz de la común de La Romana, en sus atri- 
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buciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado y en 

 fecha Ocho (8) del mes de Agosto del año mil novecientos 
cincuentidós (1952) cuyo dispositivo es el siguiente: "Pri-
mero: que debe declarar, como en efecto declara, injustifi-
cado el despido del sereno Luis Ubiera por parte de 311 

, patrono la Central Romana Corporation; Segundo: que 
debe declarar, como en efecto declara, resuelto el contrato 
de trabajo intervenido entre el señor Luis Ubiera y la Cen-
tral Romana Corporation; Tercero: que debe condenar, eo.. 
mo en efecto condena, a la Compañía Central Romana 
Corporation a pagar en provecho del señor LUÍS' Ubiera, 

los valores siguientes: Treintiún pesos con veinte centavos 
(RD$31.20) correspondientes al valor de veinticuatro (24) 
días del plazo de desahucio y la suma de treintinueve pe-
sos -(RD$39.00) equivalentes a los salarios de treinta días 
por concepto de auxilio de cesantía; Cuarto .  que debe con-

denar, como en efecto condena, a la Compañía Central Ro ; 

 mana Corporation, a pagar en provecho del señor Luis 
Ubiera, una suma equivalente a los salarios dejados de poi 
cibir, desde el día de su demanda hasta la fecha de la sen-

tencia definitiva, dictada en última instancia, suma que no 
excederá de los salarios correspondientes a tres meses; 
Quinto: que debe condenar, como en efecto condena, a la 
Compañía Central Romana Corporation, al pago de las cos-,11. 
tas"; Segundo: que debe confirmar, como en efecto conf ir-

tna, en todas sus partes la sentencia dictada por el Juz-
gado de Paz de esta común de La Romana, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en nuestro primer ordinal; Terce-

ro: que debe, condenar, como al efecto condena, a la Com-

pañía Central Romana Corporation, parte sucumbiente, al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. 

Luis 

Creales Guerrero, quien afirma haberlas avanzado en su 

totalidad": 
Considerando que la recurrente invoca en su memo-

rial de casación los siguientes medios contra el fallo 

ugnado: "Primer Medio: Violación de los Artículos 79 y 
8 párrafos 2 y '21 del Código Trujillo de Trabajo"; "Se-. 
ndo Medio:  Violación al Artículo 141 del Código de Pro-

edimiento Civil; Desnaturalización de los hechos de la cac-
a; Motivos erróneos; Falta de justificación legal en la de-- 
Ojón"; "Tercer Medio: Violación al Artículo 411 del Có-
igo de Procedimiento Civil, 56 y 57 de la Ley No. 637 
bre Contratos de Trabajo"; 

Considerando que por los medios priMero y segundo se 
lega esencialmente que el Juzgado a quo ha violado los 
títulos 78, en sus apartados 2 y 21, y 79 del Código Tru-

llo de Trabajo, porque dicho Juzgado, no obstante reco-
ocer los hechos puestos a cargo del sereno Luis Ubiera, 
s cuales le autorizaban a despedirlo del trabajo sin res-
nsabilidad alguna para ella, no le dió a esos hechos la 
lificación legal correspondiente; 

Considerando que de conformidad con el artículo 78 
1 citado Código Trujillo de Trabajo "El patrono puede 
r por terminado el contrato de trabajo por cualquiera • 
las causas siguientes"... "29 por ejecutar el trabajo en 
ma que demuestre su incapacidad, ineficacia o falta de 
icación a las labores para las cuales ha sido contra-
o"; 

Considerando que, en la especie, el juez, a quo al ha-:er el 
estudio de las declaraciones de las personas oídas torno 

testigos ante el tribunal del primer grado, dice lo 
s iguiente: 

"que así mismo el hecho de que el dicho señor Méndez 
llamara al señor Luis Ubiera y éste, que es un se-

reno de una cuadra no viniera al instante, no determina lee 
hiciera abandono de su trabajo, yéndose a dormir a su Casa ; 
 y que el hecho de que en una ocasión se salieran unos bueyes 

del establo donde Luis Ubiera prestara servicios, no determina 
tampoco, que esto ocurriera por haber abando-

nado su trabajo"; que como se advierte, el juez del fon-do ha 
reconocido la existencia de los hechos que la com- 
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buciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado y e n  .. 

fecha Ocho (8) del mes de Agosto del año mil novecientos 
cincuentidós (1952) cuyo dispositivo es el siguiente: "Pri-
mero: que debe declarar, como en efecto declara, injustifi-
cado el despido del sereno Luis Ubiera por parte de so 
patrono la Central Romana Corporation; Segundo: qu e 

 debe declarar, como en efecto declara, resuelto el contrato 
de trabajo intervenido entre el señor Luis Ubiera y la Cen-
tral Romana Corporation; Tercero: que debe condenar, co-
mo en efecto condena, a la Compañía Central Romana 
Corporation a pagar en provecho del señor Luis Ubiera, 
los valores siguientes: Treintiún pesos con veinte centavos 
(RD$31.20) correspondientes al valor de veinticuatro (24) 
días del plazo de desahucio y la suma de treintinueve pe-
sos (RD$39.00) equivalentes a los salarios de treinta días 
por concepto de auxilio de cesantía; Cuarto .  que debe con-

denar, como en efecto condena, a la Compañía Central Ro ; 

 mana Corporation, a pagar en provecho del señor Luis • 
Ubiera, una suma equivalente a los salarios dejados de per-
cibir, desde el día de su demanda hasta la fecha de la sen-
tencia definitiva, dictada en última instancia, suma que no 
excederá de los salarios correspondientes a tres meses; 
Quinto: que debe condenar, como en efecto condena, a la 
Compañía Central Romana Corporation, al pago de las cos-
tas"; Segundo: que debe confirmar, como en efecto confir-
ma, en todas sus partes la sentencia dictada por el Juz-
gado de Paz de esta común de La Romana, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en nuestro primer ordinal; Terce-
ro: que debe condenar, como al efecto condena, a la Com-
pañía Central Romana Corporation, parte sucumbiente, al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. Luis 
Creales Guerrero, quien afirma haberlas avanzado en su 

totalidad": 
Considerando que la recurrente invoca en su memo

-

rial de casación los siguientes medios contra el fallo irn- 
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11gnado: "Primer Medio: Violación de los Artículos 79 y 
78 párrafos 2 y`21 del Código Trujillo de Trabajo"; "Se-
undo Medio:  Violación al Artículo 141 del Código de Pro-
edimiento Civil; Desnaturalización de los hechos de la cau- 

Motivos erróneos; Falta de justificación legal en la de,. 
'Pon"; "Tercer Medio: Violación al Artículo 411 del Có-
igo de Procedimiento Civil, 56 y 57 de la Ley No. 637 
obre Contratos de Trabajo"; 

Considerando que por los medios priMero y segundo se 
lega esencialmente que el Juzgado a quo ha violado los 
títulos 78, en sus apartados 2 y 21, y 79 del Código Tru-

llo de Trabajo, porque dicho Juzgado, no obstante reco-
ocer los hechos puestos a cargo del sereno Luis Ubiera, 
os cuales le autorizaban a despedirlo del trabajo sin res-

nsabilidad alguna para ella, no le dió a esos hechos la 
lificación legal correspondiente; 

Considerando que de conformidad con el artículo 78 
1 citado Código Trujillo de Trabajo "El patrono puede 
r por terminado el contrato de trabajo por cualquiera • 

4a las causas siguientes".. "2 9  por ejecutar el trabajo en a
rma que demuestre su incapacidad, ineficacia o falta de 

icación a las labores para las cuales ha sido contra-
o"; 

Considerando que, en la especie, el juez, a quo al ha-
:er el estudio de las declaraciones de las personas oídas 
corno testigos ante el trIbunal del primer grado, dice lo 
Siguiente: "que así mismo el hecho de que el dicho señor 
Méndez llamara al señor Luis Ubiera y éste, que es un se-
reno de una cuadra no viniera al instante, no determina 
que hiciera abandono de su trabajo, yéndose a dormir a su Casa ; 

 y que el hecho de que en una ocasión se salieran unos 
bueyes del establo donde Luis Ubiera prestara servicios, no d
etermina tampoco, que esto ocurriera por haber abando-

nado su trabajo"; que como se advierte, el juez del fon-
do ha reconocido la existencia de los hechos que la com- 
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pañía demandada tuvo en cuenta para despedir al sere 
Luis Ubiera. pero ha considerado que no constituyen nin-
guna falta. sobre el fundamento de que tales hechos no 

 implicaban el abandono material por parte del obrero, de 
 los lugares en que él prestaba sus servicios; que, al de, 

cidirlo así, en el fallo impugnado no se les ha dado a esos 
hechos su verdadera calificación legal, que no es otra qU e 

 la de falta de dedicación a las labores para las cuales f 
contratado: que, en efecto, por la propia naturaleza 
ese trabajo de sereno dicho obrero estaba obligado a una 
vigilancia permanente, so pena de incurrir, en caso con-
trario, en una falta constitutiva de una justa causa de des-
pido; que. en consecuencia. el fallo impugnado, al impo-
ner a la actual recurrente las condenaciones que ya se han 
expresado. ha desconocido el apartado 2 del artículo 78 
el artículo 79 del Código Trujillo de Trabajo. y debe 
ello ser casada. sin necesidad de examinar los demás vici 
denunciados en el recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Al; 
tagracia, dictada en sus atribuciones de Tribunal de Trl. 
bajo de segundo grado, en fecha seis de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juz-
zado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pe-
dro de Macorís, y Segundo: Condena a la parte intimada, al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del licen-
ciado J. Almanzor Beras, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.–
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel 

jo, Secretario General.  

1835 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

d 
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pañía demandada tuvo en cuenta para despedir al seren e 
 Luis Ubiera. pero ha considerado que no constituyen ri i r , 

guna falta. sobre el fundamento de que tales hechos lie 
implicaban el abandono material por parte del obrero, d e 

 los lugares en que él prestaba sus servicios; que, al 
cidirlo así, en el fallo impugnado no se les ha dado a eso:: 
hechos su verdadera calificación legal, que no es otra que 
la de falta de dedicación a las labores para las cuales fte 
contratado; que, en efecto, por la propia naturaleza de 
ese trabajo de sereno dicho obrero estaba obligado a um, 
vigilancia permanente, so pena de incurrir, en caso con-
trario, en una falta constitutiva de una justa causa de des-
pido; que. en consecuencia, el fallo impugnado, al impo-
ner a la actual recurrente las condenaciones que ya se ha/- 
expresado. ha desconocido el apartado 2 del artículo 78 
el artículo 79 del Código Trujillo de Trabajo, y debe pol 
ello ser casada, sin necesidad de examinar los demás vicit), 
denunciados en el recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Al-
tagracia, dictada en sus atribuciones de Tribunal de Trr-
bajo de segundo grado, en fecha seis de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otra  

lugar del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juz-
zado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pe-

dro de Macorís, y Segundo: Condena a la parte intimada, a; 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho del licen-
ciado J. Almanzor Beras, quien afirma haberlas avanzad() 
en su totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.- -

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General.  

1835 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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